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Comunicación del diputado Raúl Martínez González, con la que informa del ter-
mino de su licencia y se reincorpora a sus labores legislativas. De enterado. . . . .

ESTADO DE MORELOS

Comunicación del Congreso estatal con la que remite acuerdo por el que solicita
al Congreso de la Unión su intervención ante el Gobierno Federal para que cola-
bore en la reestructuración de los pasivos de la empresa asentada en esa entidad
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ESTADO DE SONORA 

Comunicación del Congreso estatal con la que informa de actividades propias de
su legislatura. De enterado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TRABAJADORES MIGRANTES

Comunicación del Congreso del Estado de Tlaxcala con la que remite acuerdo por
el que se adhiere al pronunciamiento del Congreso del Estado de Zacatecas, en re-
lación con la resolución de la Suprema Corte de Justicia de Estados Unidos de
América, respecto a los trabajadores mexicanos en situación migratoria. Se turna
a las comisiones de Relaciones Exteriores y de Trabajo y Previsión Social. . . . . .

SOCIEDADES COOPERATIVAS

Comunicación del Congreso del Estado de Tlaxcala con la que remite acuerdo por
el que solicita se reformen la Ley de Ahorro y Crédito Popular, la Ley General de
Sociedades Cooperativas y la legislación fiscal federal. Se turna a las comisiones
de Fomento Cooperativo y Economía Social y de Hacienda y Crédito Público. . . 

ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL

Comunicación de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, con la que infor-
ma de actividades propias de su legislatura. De enterado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

HURACAN ISIDORE

Comunicación de la Junta de Coordinación Política con la que remite acuerdo en
relación a la proposición con punto de acuerdo presentada el pasado 1o. de octu-
bre, para la creación de una comisión especial encargada de vigilar que los recur-
sos del Fondo Nacional de Desastres Naturales y partidas extraordinarias que se
aprueben, se apliquen para el restablecimiento de las condiciones de convivencia
de la población y la ayuda a los damnificados por el huracán “Isidore”. Aprobado.

COMISIONES LEGISLATIVAS

Dos comunicaciones de la Junta de Coordinación Política en relación con cambios
en la Mesa Directiva de la Comisión de Turismo. Aprobadas. . . . . . . . . . . . . . . . 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con el que remite informe
relativo a la evolución de la recaudación, los montos de endeudamiento interno ne-
to, el canje o refinanciamiento de obligaciones del erario federal, y el costo total
de las emisiones de deuda interna y externa, correspondientes al mes de agosto de
2002. Se turna a las comisiones de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto
y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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TARIFAS ELECTRICAS

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que remite copia del oficio del Se-
cretario de Energía en relación con el punto de acuerdo aprobado el 17 de sep-
tiembre pasado por la Cámara de Diputados, en relación con las tarifas domésti-
cas de energía eléctrica en algunas zonas del país. Se turna a la Comisión de
Energía y al promovente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VIVIENDA

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que remite copia del oficio de la di-
putada Ana Fabiola Rionda Ornelas, prosecretaria de la diputación Permanente del
Congreso del Estado de Guanajuato, en relación con el punto de acuerdo aproba-
do por la Comisión Permanente, relativo a la problemática que se presenta en las
unidades habitacionales del país. Se turna a la Comisión de Vivienda y al promo-
vente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

BRASIL

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que solicita el permiso constitucio-
nal necesario para que la ciudadana Beatriz Elena Paredes Rangel, pueda aceptar
y usar la condecoración que le confiere el gobierno de la República Federativa del
Brasil. Se turna a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública. . . . . . . . . . . 

MONACO

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que solicita el permiso constitucio-
nal necesario para que el ciudadano Manuel Marrón y González pueda aceptar y
usar la condecoración que le confiere el gobierno del Principado de Mónaco. Se
turna a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

YUGOSLAVIA

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que solicita el permiso constitucio-
nal necesario para que el ciudadano Carlos Ignacio González Magallón, pueda
aceptar y usar la condecoración que le confiere el gobierno de la República Fede-
ral de Yugoslavia. Se turna a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública. .

CODIGO CIVIL FEDERAL

La diputada Olga Haydee Flores Velásquez presenta iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y deroga diversas disposiciones del Capítulo II del Título Quin-
to del Código Civil Federal, en relación con los requisitos para contraer matrimo-
nio. Se turna a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, con opinión de la
Comisión de Equidad y Género. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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PROCESOS ELECTORALES

El diputado Diego Alonso Hinojosa Aguerrevere presenta iniciativa con proyecto
de decreto que reforma los artículos 41 y 54 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y que reforma, adiciona y deroga diversos artículos del
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. Se turna a las co-
misiones de Puntos Constitucionales y de Gobernación y Seguridad Pública. . . . .

LEY FEDERAL PARA LA EXPEDICION DE PASAPORTES 
Y DOCUMENTOS DE IDENTIFICACION Y ACREDITACION 
DE NACIONALIDAD

El diputado Diego Cobo Terrazas presenta iniciativa con proyecto de decreto por
el que se expide dicha ley. Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores. . . . .

REGLAMENTO INTERIOR Y DE DEBATES 
DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

El diputado Augusto Gómez Villanueva presenta iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se expide el mencionado reglamento. Se turna a la Comisión de
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ARTICULO 97 CONSTITUCIONAL

El diputado José de Jesús López Sandoval presenta iniciativa con proyecto de de-
creto que deroga el tercer párrafo del artículo 97 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, respecto a las facultades de la Suprema Corte de Jus-
ticia para la investigación de oficio sobre hechos que constituyan la violación del
voto público. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . .

LEY DE AMPARO

El diputado Miguel Angel Martínez Cruz presenta iniciativa con con proyecto de
decreto que reforma los artículos 77 y 147 de la Ley de Amparo, reglamentaria de
los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, referente a la relación procesal en el juicio de amparo. Se turna a la Comisión
de Justicia y Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGISTRO DE ASISTENCIA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE PUEBLA

Dictamen de las Comisiones Unidas de Comunicaciones y de Transportes, con
punto de acuerdo para que el municipio de San Martín Texmelucan, sea integrado
al proyecto carretero de Gran Visión del estado de Puebla, con base a proposición
presentada el 19 de marzo de 2002. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión intervienen los diputados: 

Miguel Bortolini Castillo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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José Gaudencio Víctor León Castañeda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Narciso Alberto Amador Leal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado el punto de acuerdo. Procédase como corresponda. . . . . . . . . . . . . . 

GAS LICUADO

El diputado Alfredo Hernández Raigosa solicita excitativa a las comisiones de
Puntos Constitucionales y de Energía, en relación con una iniciativa relativa a la
problemática del gas licuado de petróleo, presentada el 25 de abril de 2001 y que
presenta reformas al artículo 3o. constitucional, así como reformas a las leyes: Or-
gánica de la Administración Pública Federal; Federal de Protección al Consumi-
dor; de la Comisión Reguladora de Energía; Orgánica de Petróleos Mexicanos y
Organismos Subsidiarios; y de la Reglamentaria del artículo 27 constitucional en
el ramo del petróleo; para crear una instancia única reguladora de la venta, distri-
bución y comercialización del gas licuado del petróleo. La Presidencia formula la
excitativa correspondiente y, en virtud de que es la segunda, fija a más tardar el 15
de noviembre de 2002, para que se presente el dictamen correspondiente ante la
Asamblea. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

MOVIMIENTO ESTUDIANTIL DE 1968

La diputada María del Rosario Tapia Medina solicita excitativa a la Comisión de
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, en relación con la iniciativa con proyec-
to de decreto para inscribir en letras de oro en las muros de honor de la Cámara de
Diputados, la frase: A los Mártires del Movimiento Estudiantil de 1968, presenta-
da el 3 de octubre de 2000. La Presidencia hace la excitativa respectiva y, en vir-
tud de que es la segunda, fija a más tardar el 8 de noviembre de 2002, para que se
presente el dictamen respectivo ante la Asamblea. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CODIGO PENAL FEDERAL

La diputada Norma Patricia Riojas Santana solicita excitativa a las comisiones de
Justicia y Derechos Humanos y de Equidad y Género, en relación con la iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma el artículo 259-bis de dicho ordenamien-
to, respecto al delito de hostigamiento sexual, presentada el 8 de noviembre de
2001. Se turna a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . .

NORMA OFICIAL MEXICANA 029

La Presidenta recuerda que en la sesión pasada había quedado pendiente de reso-
lución la proposición con punto de acuerdo del diputado Miguel Bortolini Casti-
llo en relación con la Norma Oficial Mexicana 029, anuncia que se le dará conti-
nuidad al procedimiento y consulta a los grupos parlamentarios si existe alguna
propuesta para la Mesa Directiva respecto al asunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado Concepción Salazar González solicita que la proposi-
ción se turne a las comisiones de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de Tu-
rismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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La Presidencia concede la palabra al diputado Miguel Bortolini Castillo, quien
acepta que su proposición sea turnada a comisiones, y solicita que sea a las de Tu-
rismo, de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de Pesca. . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Presidenta informa que no existe inconveniente en modificar el trámite; sin em-
bargo, dado que el asunto había sido considerado de urgente resolución en la se-
sión pasada, instruye a la Secretaría a consultar a la Asamblea si autoriza a la Pre-
sidencia la rectificación del trámite. Se autoriza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Intervienen sobre el tema los diputados: 

Concepción Salazar González. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Rigoberto Romero Aceves. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se turna la proposición a las comisiones de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, de Pesca y de Turismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EDUCACION

El diputado Ramón León Morales presenta proposición con punto de acuerdo pa-
ra que la Cámara de Diputados convoque a los interesados a discutir con el go-
bierno y los diputados, el presupuesto destinado a la educación en el ejercicio fis-
cal de 2003. Se turna a las comisiones de Presupuesto y Cuenta Pública y de
Educación Pública y Servicios Educativos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE VERACRUZ

El diputado José Manuel del Río Virgen presenta proposición con punto de acuer-
do para integrar una comisión que investigue el estado de los derechos humanos
de los trabajadores del sindicato del autotransportes Fidel Velázquez, en los mu-
nicipios de Papantla y Poza Rica, Veracruz. Se turna a la Junta de Coordinación
Política. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AMIGOS DE FOX

El diputado Juan Manuel Sepúlveda Fayad presenta proposición con punto de
acuerdo para exhortar al Presidente de la República para que ordene a los repre-
sentantes de la Asociación Civil denominada Amigos de Fox, entregar a la Cáma-
ra de Diputados y al Instituto Federal Electoral, información sobre los recursos re-
caudados y su aplicación desde la fecha de su constitución hasta el 31 de
diciembre de 2000. Se turna a la Junta de Coordinación Política. . . . . . . . . . . . . . 

FERROCARRILES NACIONALES

El diputado Francisco Javier Flores Chávez presenta proposición con punto de
acuerdo en relación con los activos remanentes del extinto organismo Ferrocarri-
les Nacionales de México. Se turna a las Comisiones Unidas de Transportes y de
Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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TALLERES GRAFICOS DE LA NACION

El diputado Alfredo Hernández Raigosa presenta proposición con punto de acuer-
do para que la Cámara de Diputados pida la devolución del patrimonio social y del
fondo del fideicomiso constituido por los cooperativistas de Talleres Gráficos de
la Nación, para el pago de pensiones vitalicias para jubilados. Se turna a las co-
misiones de Hacienda y Crédito Público y de Trabajo y Previsión Social. . . . . . .

GOLFO DE CALIFORNIA

El diputado Diego Cobo Terrazas presenta proposición con punto de acuerdo en
relación con la reserva de la biosfera del Alto Golfo de California y la especie ma-
rítima llamada curvina. Se turna a las comisiones de Medio Ambiente y Recursos
Naturales y de Pesca. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE TLAXCALA

La diputada Rosalía Peredo Aguilar presenta proposición con punto de acuerdo
para exhortar al Poder Ejecutivo Federal a fin de que el estado de Tlaxcala sea in-
cluido dentro de los programas de desarrollo de la región Sur-Sureste de México.
Se turna a las comisiones de Presupuesto y Cuenta Pública y Especial encargada
de coadyuvar y dar seguimiento a los proyectos de desarrollo relacionados con la
región Sur-Sureste de México. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ANA GABRIELA GUEVARA ESPINOZA

La diputada Norma Enriqueta Bacilio Sotelo presenta proposición con punto de
acuerdo a nombre de integrantes de la Comisión de Juventud y Deporte, para la
celebración de un homenaje y la entrega de un reconocimiento a la atleta mexica-
na Ana Gabriela Guevara Espinoza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera de urgente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Intervienen sobre el tema los diputados: 

Olga Patricia Chozas y Chozas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Clemente Padilla Silva. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Tomás Torres Mercado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido el punto de acuerdo es aprobado. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FISCALIA ESPECIAL DE LOS CRIMENES 
COMETIDOS EN EL PASADO

El diputado Alfredo Hernández Raigosa presenta proposición con punto de acuer-
do para solicitar la comparecencia del Fiscal Especial de los Crímenes Cometidos
en el Pasado, ante las comisiones de Justicia y Derechos Humanos y Especial de
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Seguridad Pública, para que informe de los avances en las investigaciones de los
hechos ocurridos el 2 de octubre de 1968 y el 10 de junio de 1971. Se turna a las
comisiones de Justicia y Derechos Humanos y Especial de Seguridad Pública. . . .

IPAB

El diputado Víctor Antonio García Dávila presenta proposición con punto de
acuerdo para exhortar al Ejecutivo Federal que los recursos asignados al Instituto
para la Protección al Ahorro Bancario, a partir del mes de octubre se canalicen al
sector social. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . 

DERECHOS Y CULTURA INDIGENAS

La diputada Antonia Irma Piñeyro Arias presenta proposición con punto de acuer-
do para crear una comisión especial encargada de organizar consultas con los pue-
blos indígenas en relación con las reformas constitucionales en materia de dere-
chos y cultura indígenas, que han sido objeto de sentencia de improcedencia por
parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Se turna a la Junta de Coordi-
nación Política. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SECTOR PESQUERO

La diputada Rosalía Peredo Aguilar presenta proposición con punto de acuerdo
para solicitar la comparecencia del titular de la Comisión Nacional de Pesca y de
los secretarios de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de Marina, a fin de que
informen sobre las empresas extranjeras que pescan en los litorales mexicanos ti-
burón y especies afines. Se turna a la Comisión de Pesca. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE VERACRUZ

El diputado José Sergio Rodolfo Vaca Betancourt Bretón presenta proposición con
punto de acuerdo en relación con las fechas para la celebración de elecciones en
el estado de Veracruz. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse al mismo asunto se concede la palabra a los diputados: 

Pedro Manterola Sáinz. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Arturo Herviz Reyes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Manuel del Río Virgen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pedro Manterola Sáinz. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pedro Miguel Rosaldo Salazar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Arturo Herviz Reyes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Prosiguen el debate los diputados: 

Justino Eduardo Andrade Sánchez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Manuel Wistano Orozco Garza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luis Miguel Gerónimo Barbosa Huerta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Sergio Rodolfo Vaca Betancourt Bretón. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Manuel del Río Virgen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Arturo Herviz Reyes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Apuleyo Viniegra Orta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

ASISTENCIA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Ruego a la Secretaría, haga del conocimiento de esta Pre-
sidencia el resultado del cómputo de asistencia de los ciu-
dadanos diputados.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Se informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 283 diputados; por lo tanto hay quórum.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel
(a las 11:25 horas):

Se abre la sesión.

Proceda la Secretaría a dar lectura al orden del día.

ORDEN DEL DIA

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Primer Periodo de Sesiones Ordinarias.— Tercer Año.—
LVIII Legislatura.

Orden del día

Jueves 3 de octubre de 2002.

Acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

Del diputado Raúl Martínez González.

De los congresos de los estados de Morelos, Sonora y
Tlaxcala.

De la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, II Legis-
latura.

De la Junta de Coordinación Política.

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Con el que remite el informe relativo a la evolución de la
recaudación, los montos de endeudamiento interno neto, el
canje o refinanciamienfo de obligaciones del erario federal
y el costo total de las emisiones de deuda interna y exter-
na, correspondientes al mes de agosto de 2002. (Turno a
comisión.)

Oficios de la Secretaría de Gobernación

Con el que remite copia del oficio del Secretario de Ener-
gía, en relación al punto de acuerdo aprobado por la Cá-
mara de Diputados, referente a la revisión de las tarifas de
energía doméstica en las zonas afectadas, por el decreto de
reducción de subsidios

Con el que remite copia del oficio de la diputada Ana Fa-
viola Rionda Ornelas, prosecretaria de la diputación Per-
manente del Congreso del Estado de Guanajuato, en rela-
ción al punto de acuerdo sobre la problemática que se
presenta en las unidades habitacionales del país, aprobado
por la Comisión Permanente.

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que la ciudadana Beatriz Elena Paredes Rangel, pueda
aceptar y usar la condecoración de la Orden Nacional de
Cruzeiro do Sul, en grado de Gran Cruz, que le confiere el
gobierno de la República Federativa de Brasil. (Turno a co-
misión.)

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que el ciudadano Manuel Marrón y González, pueda acep-
tar y usar la condecoración de la Orden de Grimaldi, en
grado de Oficial, que le confiere el gobierno del Principa-
do de Mónaco. (Turno a comisión.)

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que el ciudadano Carlos Ignacio González Magallón, pue-
da aceptar y usar la condecoración de la Orden de la Estre-
lla Yugoslava de Primer Grado, que le confiere el Gobier-
no de la República Federal de Yugoslavia. (Turno a
comisión.)

Iniciativa de diputados

Que reforma el Título Quinto Capítulo II del Código Civil
Federal, referente a los requisitos para contraer matrimo-
nio, a cargo de la diputada Olga Haydee Flores Velásquez,
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del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a comisión.)

Que reforma los artículos 41 y 54 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos y reforma, adiciona
y deroga diversos artículos del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, a cargo del diputado
Diego Alonso Hinojosa Aguerrevere, del grupo parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Turno a comisión.)

Que reforma la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y la Ley Federal del Trabajo, a cargo del
diputado Víctor Manuel Ochoa Camposeco, del grupo par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a comisión.)

De Ley Federal para la Expedición de Pasaportes y Docu-
mentos de Identificación y Acreditación de Nacionalidad,
a cargo del diputado Diego Cobo Terrazas, del grupo par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México. (Turno
a comisión.)

De Reglamento Interior y de Debates de la Cámara de Di-
putados, suscrita por los diputados Augusto Gómez Villa-
nueva, Manuel Medellín Milán, Eduardo Andrade Sánchez
y Juan Manuel Martínez Nava, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Que deroga el Tercer Párrafo del artículo 97, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado José Jesús López Sandoval, del grupo parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a comisión.)

Que reforma los artículos 77 y 144 de la Ley de Amparo
Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales,
a cargo del diputado. Miguel Angel Martínez Cruz, del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a
comisión.)

Dictamen a discusión

De las comisiones unidas de Comunicaciones y de Trans-
portes en relación al punto de acuerdo para que el munici-
pio de San Martín Texmelucan, sea integrado al proyecto
carretero de Gran Visión del estado de Puebla.

Excitativas

A las comisiones de Puntos Constitucionales y de Ener-
gía, a cargo del diputado Alfredo Hernández Raigosa, del

grupo parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática.

A la Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias,
a cargo de la diputada Rosario Tapia Medina, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.

A las comisiones de Justicia y Derechos Humanos y de
Equidad y Género, a cargo de la diputada Norma Patricia
Riojas Santana, del Partido de la Sociedad Nacionalista.

Proposiciones

Con punto de acuerdo sobre la Norma Oficial Mexicana
029, a cargo del diputado Miguel Bortolini Castillo, del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Urgente resolución, pendiente de votación.)

Con punto de acuerdo para que la Cámara de Diputados
convoque a los interesados a discutir con el Gobierno y di-
putados, el Presupuesto 2003, destinado a educación, a car-
go del diputado Ramón León Morales, del grupo parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Turno
a comisión.)

Con punto de acuerdo para integrar una comisión de legis-
ladores que investiguen las causas políticas que no permi-
ten el arreglo laboral entre Transportes Papantla y el Sindi-
cato de Trabajadores de Autotransportes al Servicio de
Transportes Papantla, S.A. de C.V., “Fidel Velázquez”,
CTM, a cargo del diputado José Manuel del Río Virgen, de
Convergencia por la Democracia Partido Político Nacio-
nal. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación al financiamiento de par-
tidos políticos, a cargo del grupo parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitar a la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes establezca las bases que permi-
tan, respecto a los activos remanentes de Ferrocarriles Na-
cionales, donar parte a los municipios con alta marginalidad,
de ofrecer parte en venta preferencial al resto de los munici-
pios y donar parte a los más pobres y antiguos trabajadores
pensionados y jubilados del extinto organismo, a cargo del
diputado Francisco Javier Flores Chávez, del grupo parla-
mentario de Acción Nacional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que la Cámara de Diputados,
pida la devolución del Patrimonio Social y del Fondo del
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Fideicomiso constituido por los cooperativistas de Talleres
Gráficos de la Nación, para el pago de pensiones vitalicias
a jubilados, a cargo del diputado Alfredo Hernández Rai-
gosa, del grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo referente a la reserva del Alto Golfo
y la especie llamada Curvina, pez que está siendo sobreex-
plotado, a cargo del diputado Diego Cobo Terrazas, del
grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para exhortar al titular del Ejecutivo
Federal para que los recursos asignados al IPAB, a partir
del mes de octubre se canalicen al sector social, a cargo del
grupo parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a co-
misión.)

Con punto de acuerdo relativo a la celebración de un ho-
menaje y entrega de un reconocimiento a la atleta mexica-
na Ana Gabriela Guevara Espinoza, a nombre de integran-
tes de la Comisión de Juventud y Deporte. (Urgente
resolución.)

Con punto de acuerdo en relación a la inseguridad pública
en la capital del país y en la zona conurbada, a cargo del di-
putado Jaime Larrazábal Bretón, del grupo parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comi-
sión.)

Con punto de acuerdo para solicitar la comparecencia del
Fiscal Especial de Crímenes del Pasado, en las comisiones
de Justicia y Derechos Humanos y Especial de Seguridad
Pública, para que informe de los avances en sus investiga-
ciones, a cargo del diputado Alfredo Hernández Raigosa,
del grupo parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para exhortar al titular del Ejecutivo
Federal para que el estado de Tlaxcala, sea incluido dentro
de los programas de la Región Sur-Sureste, a cargo del
grupo parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a co-
misión.)

Con punto de acuerdo en relación a las reformas constitu-
cionales en materia indígena, que han sido objeto de sen-
tencia de improcedencia por parte de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, a cargo de la diputada Irma Piñeyro
Arias, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la problemática en que
se encuentra el municipio de Ocoyoacac, Estado de Méxi-
co, a cargo del diputado Alejandro Gómez Olvera, del gru-
po parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitar a la Conapesca infor-
mación referente a las empresas extranjeras que pescan en
litorales mexicanos, tiburón y especies afines, a cargo del
grupo parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a co-
misión.)

Con punto de acuerdo en relación a los derechos de pro-
piedad en el Parque Nacional del Cofre de Perote, Vera-
cruz, a cargo del diputado José Francisco Yunes Zorrilla,
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a las universidades pú-
blicas, a cargo del diputado Gregorio Urías Germán, del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la consolidación del
área de servicio telefónico local, referente a los municipios
de Texcoco, Papalotla, Chiautla, Chiconcuac, San Salvador
Atenco, Tezoyuca, Tepetlaoxtoc y Acolman, a cargo de la
diputada Beatriz Cervantes Mandujano, del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a comisión.)

Con punto de acuerdo para que esta Cámara de Diputados
acuerde la integración de una comisión especial que dé se-
guimiento a las investigaciones del Consejo General del
IFE, sobre el financiamiento a las campañas electorales del
2000, a cargo del diputado Luis Miguel Barbosa Huerta,
del grupo parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación a la situación política del
estado de Veracruz, a cargo de la diputada Alba Leonila
Méndez Herrera, del grupo parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a comisión.)

Efemérides

Sobre el aniversario luctuoso del ingeniero Manuel de Je-
sús Clouthier del Rincón, a cargo de la diputada Lizbeth
Medina Rodríguez, del grupo parlamentario del Partido
Acción Nacional.»
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La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Se somete a consideración el orden del día. 

Se consulta si hay alguna observación sobre el orden del
día...

No habiendo ninguna, le ruego a la Secretaría poner a dis-
cusión y votación de inmediato el acta de la sesión anterior.

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el martes primero de octubre de
dos mil dos, correspondiente al Primer Periodo de Sesiones
Ordinarias del Tercer Año de Ejercicio de la Quincuagési-
ma Octava Legislatura.

SESION SOLEMNE

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

En el Palacio Legislativo EN San Lázaro de la capital de
los Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, con el quórum necesa-
rio, a las once horas con seis minutos del martes primero de
octubre de dos mil dos, la Presidenta declara abierta la se-
sión solemne para conmemorar el centésimo septuagésimo
octavo aniversario de la incorporación del estado de Chia-
pas a los Estados Unidos Mexicanos.

La Presidenta informa que preside esta sesión solemne,
además de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
el senador Carlos Chaurand Arzate, vicepresidente de la
Cámara de Senadores.

La Presidenta informa que en el salón de protocolo se en-
cuentran el licenciado Pablo Salazar Mendiguchía, gober-
nador del Estado de Chiapas; el presidente del Congreso
del Estado de Chiapas y el presidente del Tribunal Superior
de Justicia del Estado de Chiapas y designa una comisión
para introducirlos y acompañarlos a los lugares que les han
sido asignados dentro del salón de sesiones.

La Presidenta informa de los senadores invitados a esta se-
sión solemne y da la bienvenida a la representación de los
tres poderes del Estado de Chiapas: al gobernador del Es-
tado, Pablo Salazar Mendiguchia; al presidente de la Co-
misión de Régimen Interno del Congreso local, diputado
Jorge Antonio Morales Messner, y al presidente del Tribu-
nal de Justicia del Estado de Chiapas, magistrado Milton
Escobar Castillejos.

La Secretaría, por indicaciones de la Presidencia, da lectu-
ra al decreto por el que se convoca a una sesión solemne de
la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, el pri-
mero de octubre de dos mil dos, para conmemorar el cen-
tésimo septuagésimo octavo aniversario de la incorpora-
ción del estado de Chiapas a los Estados Unidos
Mexicanos, y al acuerdo de la Mesa Directiva relativo a la
organización de la presente sesión solemne.

Para conmemorar el acontecimiento histórico de referen-
cia, se concede la palabra a los diputados: José Manuel del
Río Virgen, de Convergencia por la Democracia Partido
Político Nacional; José Antonio Calderón Cardoso, del
Partido Alianza Social; Juan Carlos Regis Adame, del Par-
tido del Trabajo; María Cristina Moctezuma Lule, del Par-
tido Verde Ecologista de México; Humberto Domingo Ma-
yans Canabal, del Partido de la Revolución Democrática;
Carlos Raymundo Toledo, del Partido Acción Nacional, y
Jesús Alejandro Cruz Gutiérrez, del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

La Presidencia deja constancia del reconocimiento a la di-
putación del Estado de Chiapas, por las gestiones realiza-
das ante la Cámara de Diputados para llevar a cabo la pre-
sente sesión solemne.

Se concede el uso de la palabra al licenciado Pablo Salazar
Mendiguchía, gobernador del estado de Chiapas.

La Presidenta dirige un mensaje a la Asamblea con motivo
del centésimo septuagésimo octavo aniversario de la incor-
poración del estado de Chiapas a los Estados Unidos Me-
xicanos, al término del cual solicita a la comisión designa-
da acompañar a los visitantes distinguidos cuando deseen
retirarse.

A las doce horas con treinta y siete minutos, la Presidenta
levanta la sesión solemne y solicita a los diputados perma-
necer en sus lugares para iniciar la sesión ordinaria.
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SESION ORDINARIA

Con la asistencia de cuatrocientos veintiún diputados, a las
doce horas con cuarenta y dos minutos del martes primero
de octubre de dos mil dos, la Presidenta declara abierta la
sesión ordinaria.

La Secretaría da lectura al orden del día.

La Asamblea aprueba el acta de la sesión anterior en vota-
ción económica.

Dos comunicaciones del Congreso del Estado de Oaxaca,
con acuerdos por los que:

• Solicita al titular del Poder Ejecutivo Federal para que
exente del pago de los derechos por concepto de uso, apro-
vechamiento y explotación de aguas nacionales que viene
ejecutando la Comisión Nacional del Agua en los munici-
pios y comunidades del estado de Oaxaca. Se turna a la Co-
misión de Recursos Hidráulicos.

• Se pronuncia en contra de la privatización de la energía
eléctrica. Se turna a la Comisión de Energía.

Dos comunicaciones de la Junta de Coordinación Política,
en relación con:

• Cambios en la integración de la mesa directiva de la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública. Se aprueba en vo-
tación económica.

• Cambios en la integración de la Comisión de Equidad y
Género. De enterado.

El Congreso del Estado de Baja California remite iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos cincuenta
y uno y ciento treinta y tres de la Ley Federal del Trabajo. Se
turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Oficio del gobernador del Banco de México, con el que re-
mite el informe sobre la ejecución de la política monetaria
durante el primer semestre de dos mil dos. Recibo y túrne-
se a las comisiones de Hacienda y Crédito Público y de
Presupuesto y Cuenta Pública.

Presentan iniciativas los diputados:

• Celia Martínez Bárcenas, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, con proyecto de decreto que adiciona un párrafo

segundo al inciso a de la fracción tercera del artículo quin-
to de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores. 

Presidencia de la diputada 
María Elena Alvarez Bernal

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables.

• Rosalía Peredo Aguilar, del Partido del Trabajo, con pro-
yecto de Ley de Seguridad y Asistencia Social para el
Campo. Se turna a las comisiones de Desarrollo Rural y de
Seguridad Social.

A las trece horas con trece minutos la Secretaría informa
del registro de cuatrocientos veintiséis diputados y ordena
el cierre del sistema electrónico de asistencia y votación.

• José Soto Martínez, del Partido Revolucionario Institu-
cional, con proyecto de decreto que reforma los artículos
treinta y ocho, cuarenta y tres y ochenta y tres de la Ley
General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud.

Dos oficios de la Secretaría de Gobernación, con los que
remite:

• Copia del oficio del director general adjunto de lo con-
tencioso de la Secretaría Adjunta Jurídica del Instituto
para la Protección al Ahorro Bancario, en relación con un
punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados,
referente al estado jurídico en que se encuentra el ex secre-
tario adjunto jurídico de esa institución. Remítase a la Jun-
ta de Coordinación Política y al promovente.

Desde su curul, el diputado Víctor Roberto Infante Gonzá-
lez hace observaciones respecto al funcionario que firma la
copia del oficio de referencia. La Presidenta informa que se
harán las observaciones correspondientes a la instancia res-
pectiva. 

El diputado Jorge Carlos Ramírez Marín solicita, desde su
curul, se turne la copia del oficio referido también a la Co-
misión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Fede-
ración. La Presidenta atiende la solicitud.

• Copia del oficio del diputado Jesús Edgar Alonso Cañe-
te, secretario del Congreso del Estado de Puebla, en rela-
ción con un punto de acuerdo aprobado por la Comisión
Permanente, relativo a la actualización de la legislación en
materia de adopción de menores. Remítase al promovente. 
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Solicitan excitativas los diputados:

• María Luisa Araceli Domínguez Ramírez, del Partido Re-
volucionario Institucional, a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, en relación con la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona el artículo treinta y uno
de la Ley de Coordinación Fiscal, presentada el once de di-
ciembre de dos mil uno. La Presidencia formula la excita-
tiva correspondiente.

• María Teresa de Jesús Romo Castillón, del Partido Acción
Nacional, a las comisiones de Puntos Constitucionales y de
Justicia y Derechos Humanos, en relación con diversas ini-
ciativas con proyecto de decreto relativas a la abolición de
la pena de muerte. La Presidenta formula la excitativa res-
pectiva.

Para conmemorar el dos de octubre de mil novecientos se-
senta y ocho, se concede la palabra a los diputados: Víctor
Antonio García Dávila, del Partido del Trabajo; Uuc-kib
Espadas Ancona, del Partido de la Revolución Democráti-
ca; Raúl García Velázquez, del Partido Acción Nacional, y
José Francisco Yunes Zorrilla, del Partido Revolucionario
Institucional.

Hablan sobre el Día Mundial del Turismo, los diputados:
María Cruz Martínez Colín, del Partido Acción Nacional; 

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

Jaime Arturo Larrazábal Bretón, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, y Rafael Servín Maldonado, del Partido
de la Revolución Democrática.

Para referirse al aniversario del natalicio del General José
María Morelos y Pavón, suben a la tribuna los diputados:
Rosalía Peredo Aguilar, del Partido del Trabajo; Salvador
López Orduña, del Partido Acción Nacional, y Augusto
Gómez Villanueva, del Partido Revolucionario Institucio-
nal.

La Presidencia informa de la reprogramación de algunas
comparecencias de funcionarios del Ejecutivo Federal para
el análisis del Segundo Informe de Gobierno del Presi-
dente de la República, administración dos mil-dos mil seis
y solicita a las comisiones correspondientes tomar las pre-
visiones necesarias para la organización de las compare-
cencias.

Presentan proposiciones con punto de acuerdo los dipu-
tados: 

• Angel Artemio Meixueiro González, del Partido Revolu-
cionario Institucional, en relación con el voto de México en
el Consejo de Seguridad de la Organización de las Nacio-
nes Unidas, respecto al posible ataque de Estados Unidos
de América contra Irak. Se turna a la Comisión de Rela-
ciones Exteriores.

• Angel Enrique Herrera y Bruquetas, del Partido de la Re-
volución Democrática, en relación con la paz mundial y los
principios de la política exterior mexicana. Se turna a la
Comisión de Relaciones Exteriores.

• Tomás Ríos Bernal, del Partido Acción Nacional, para so-
licitar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público que
instruya al Instituto Nacional de Estadística, Geografía e
Informática a realizar el Octavo Censo Nacional Agrícola
Ganadero y el Octavo Censo Ejidal. Se turna el numeral
primero del punto de acuerdo a las comisiones de Hacien-
da y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública y
los numerales dos y tres a la Mesa Directiva para que soli -
cite la información de manera directa al titular del Insti-
tuto Nacional de Estadística, Geografía e Informática.

• Amador Rodríguez Lozano, en relación con la seguridad
del Palacio Legislativo de San Lázaro el primero de sep-
tiembre de dos mil dos. Se turna a la Conferencia para la
Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos.

• Sara Guadalupe Figueroa Canedo, del Partido Verde Eco-
logista de México, en relación con las vías y el destino de
los recursos públicos enviados a los estados afectados por
el huracán “Isidore”, y solicita trámite de urgente resolu-
ción. La Presidenta hace observaciones sobre el trámite so-
licitado, que la diputada Figueroa Canedo acepta, y turna la
proposición a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica, solicitándole que pueda dictaminar a la brevedad po-
sible.

• Edilberto Jesús Buenfil Montalvo, del Partido Revolucio-
nario Institucional, sobre la ampliación de las tarifas eléc-
tricas de verano para los estados afectados por el huracán
“Isidore”. Se turna a las comisiones de Comercio y Fo-
mento Industrial y de Energía.

• Uuc-kib Espadas Ancona, del Partido de la Revolución
Democrática, para la creación de una comisión que vigile
la utilización de recursos federales en los estados afectados
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por el huracán “Isidore”, destinados al apoyo a damnifica-
dos y rescate de infraestructura. Se turna a la Junta de Coor-
dinación Política.

Para el mismo tema se concede la palabra a la diputada Ali-
cia Ricalde Magaña, del Partido Acción Nacional.

• Miguel Bortolini Castillo, del Partido de la Revolución
Democrática, sobre la Norma Oficial Mexicana cero vein-
tinueve, y solicita trámite de urgente resolución.

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, da lectu-
ra a los artículos cincuenta y ocho y cincuenta y nueve del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos.

La Asamblea considera el asunto de urgente resolución en
votación económica.

Habla sobre el tema el diputado Rigoberto Romero Ace-
ves, del Partido Acción Nacional.

Desde su curul, la diputada Erika Elizabeth Spezia Maldo-
nado solicita que la proposición no sea considerada de ur-
gente resolución y se turne a comisión. La Presidenta acla-
ra que ya se aprobó el trámite de urgente resolución del
asunto, por lo que no es posible reponer el procedimiento.

La diputada Spezia Maldonado solicita la verificación del
quórum y la Presidenta señala que se puede verificar, pero
el trámite de urgente resolución está dado.

Desde sus curules hablan los diputados: Jorge Carlos Ra-
mírez Marín, para solicitar se proceda a la votación del
punto de acuerdo a efecto de concluir con el trámite, y Fe-
lipe de Jesús Calderón Hinojosa, para solicitar que el asun-
to sea turnado a comisión antes de ser votado.

Para desahogar el asunto con algunas opciones reglamen-
tarias, la Presidenta exhorta a la diputada Spezia Maldo-
nado a retirar su solicitud de verificación de quórum, a lo
que la diputada accede, y consulta al diputado Miguel Bor-
tolini Castillo, autor de la proposición, si autoriza que se
posponga el trámite para la próxima sesión, ofreciendo en-
listarlo en el primer lugar del capítulo de proposiciones con
punto de acuerdo a efecto de que se pueda consultar con los
grupos parlamentarios el trámite correspondiente. El dipu-
tado Bortolini Castillo acepta la propuesta de la Presiden-
cia y el asunto se pospone para la próxima sesión, en el es-
tado de trámite en que se deja en la presente sesión.

Dos comunicaciones de la Junta de Coordinación Política,
en relación con:

• Cambios en la integración de las mesas directivas de las
comisiones de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios,
de Ciencia y Tecnología y de Comunicaciones, y del Co-
mité del Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública.
Se aprueba en votación económica.

• Cambios en la integración de la Comisión de Participa-
ción Ciudadana. De enterado.

Continúan la presentación de proposiciones con punto de
acuerdo, los diputados:

• José María Guillén Torres, del Partido Revolucionario
Institucional, para solicitar a la Comisión de Vigilancia de
la Auditoría Superior de la Federación, que se auditen los
ingresos del Fondo de la Recaudación Federal Participable. 

Presidencia del diputado
Eric Eber Villanueva Mukul

Para referirse al mismo tema sube a la tribuna el diputado
Tomás Torres Mercado, del Partido de la Revolución De-
mocrática.

El Presidente turna la proposición a la Comisión de Vigi-
lancia de la Auditoría Superior de la Federación.

• Miguel Bortolini Castillo, del Partido de la Revolución
Democrática, en relación con el desvío de recursos en la
Comisión Nacional de Libros de Texto Gratuitos. Se turna
a la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la
Federación.

• Narciso Alberto Amador Leal, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, en relación con la construcción de la au-
topista México-Tuxpan. 

Para el mismo tema se concede la palabra a los diputados
Martha Silvia Sánchez González y Francisco Ríos Alarcón,
ambos del Partido Revolucionario Institucional.

Se turna la proposición a la Comisión de Comunicaciones.

• Magdalena del Socorro Núñez Monreal, del Partido de la
Revolución Democrática, en relación con el despido de
trabajadores del área de control de la Secretaría de Educa-
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ción Pública. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión
Social.

• Olga Haydee Flores Velásquez, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, sobre maternidad adolescente. Se turna a
la Comisión de Salud y, para su opinión, a la Comisión de
Equidad y Género.

• Alfredo Hernández Raigosa, del Partido de la Revolución
Democrática, para que la Cámara de Diputados apruebe en
el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejerci-
cio Fiscal de dos mil tres, una partida destinada a subsidiar
hasta en un cincuenta por ciento, el costo de energía eléc-
trica a pensionados, jubilados, madres solteras y habitantes
de unidades habitacionales de interés social. 

Para el mismo tema sube a la tribuna el diputado Víctor
Roberto Infante González, del Partido Revolucionario Ins-
titucional.

Se turna la proposición a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública.

• Celita Trinidad Alamilla Padrón, del Partido Acción Na-
cional, y a nombre de integrantes de la Comisión de Equi-
dad y Género, para exhortar al Poder Ejecutivo a la aplica-
ción efectiva del presupuesto destinado a mujeres y a la
promoción de la perspectiva de género en la Administra-
ción Pública Federal. 

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

Se turna a las comisiones de Hacienda y Crédito Público y
de Presupuesto y Cuenta Pública, y el tercer resolutivo a la
Comisión de Gobernación y Seguridad Pública.

• Ramón León Morales, del Partido de la Revolución De-
mocrática, para dar seguimiento a las irregularidades de-
tectadas en la Dirección General de Servicios Médicos de
la Secretaría de Servicios Administrativos y Financieros de
la Cámara de Diputados, y la necesidad de su desaparición.
Se turna a la Conferencia para la Dirección y Programación
de los Trabajos Legislativos.

Por indicaciones de la Presidencia, la Secretaría da lectura
al orden del día de la próxima sesión y la Presidenta clau-
sura la de hoy a las diecisiete horas, citando para la próxi-
ma que tendrá lugar el jueves tres de octubre de dos mil
dos, a las diez horas.»

Está a discusión el acta... No habiendo quien haga uso de
la palabra, en votación económica se pregunta si se aprue-
ba.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Aprobada el acta.

Pasamos al capítulo de comunicaciones.

DIPUTADO QUE SE REINCORPORA

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

«Diputada Beatriz Paredes Rangel, Presidenta de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

El suscrito, diputado federal integrante del grupo parla-
mentario del Partido Acción Nacional, le comunica de ma-
nera respetuosa a este órgano legislativo lo siguiente:

Primero. Mi reincorporación al cargo de diputado federal a
partir del 3 de octubre de 2002, ya que la licencia que se
concedió a partir del 17 de julio, fue de manera indefinida.

Segundo. Se sirva realizar los trámites necesarios para
aprobar lo solicitado.

Sin otro particular, agradezco la atención que sirva prestar
a la presente.

Atentamente.

Palacio Legislativo, a 2 de octubre de 2002.— Diputado-
Raúl Martínez González.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

De enterado y se le tiene por reincorporado.
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ESTADO DE MORELOS

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

«Escudo.— Poder Legislativo.— XLVIII Legislatura.—
2000-2003.

Diputados secretarios de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión.— Presentes.

Por instrucciones del diputado Víctor Hugo Manzo Godí-
nez, presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Es-
tado de Morelos y por acuerdo de sesión ordinaria cele-
brada el día de hoy, le remitimos el punto de acuerdo
mediante el cual este Congreso, aprueba pronunciarse a fa-
vor de la solicitud al honorable Congreso de la Unión para
su intervención con objeto de que el Gobierno Federal co-
labore en la reestructuración de pasivos de la empresa
asentada en territorio morelense por más de cinco décadas
denominada Grupo Covarra.

Sin otro particular, le reiteramos nuestra consideración.

Atentamente.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Cuernavaca, Morelos, a 5 de septiembre de 2002.— Dipu-
tados: Fernando Coronel Orañegui y Demetrio Román Isi-
doro.»

«Escudo.— Poder Legislativo.— XLVIII Legislatura.—
2000-2003.

Honorable Asamblea: en uso de nuestras atribuciones co-
mo integrantes de la XLVIII Legislatura del estado de Mo-
relos, nos permitimos presentar a la consideración de esta
honorable Asamblea del Congreso del Estado de Morelos
el presente punto de acuerdo por medio del cual este hono-
rable Congreso se pronuncia a favor de la reestructuración
de pasivos del grupo textil Covarra y solicite a la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión para que
se instruya el procedimiento legislativo correspondiente,
que tiene su origen en la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

El presente punto de acuerdo tiene por objeto hacer de su
conocimiento la problemática que una de las más grandes
empresas que ha dado sustento por varias décadas a miles

de familias en el estado de Morelos atraviesa; apelando no
sólo a su comprensión, conocimiento de sus causas si no al
impacto de los efectos en el desarrollo económico familiar
y estatal ante el posible y cercano cierre de este centro in-
dustrial.

ANTECEDENTES

Dada la profundización de la dinámica de la globalización
y de la consecuente interrelación entre las distintas regio-
nes del mundo, tanto en términos materiales como espiri-
tual los procesos de desarrollo en el interior de cada país
son crecientemente vulnerables, a nuevos fenómenos que
surgen en el entorno internacional y que, eventualmente,
pueden dar al traste con políticas y acciones domésticas
planteadas para acelerar el crecimiento económico, exten-
derle conocimiento y la tecnología o elevar el grado de
bienestar y la generación de oportunidades para los habi-
tantes de los respectivos países y estados.

La fe en la globalización parecería absurda cuando obser-
vamos los graves efectos que tiene, por ejemplo, la inesta-
bilidad y volatilidad de la economía internacional en todos
los países, tanto desarrollados como en vías de desarrollo.

A pesar del aspecto referido se sostiene la idea de que la
globalización de la economía, la política, la promoción de
los derechos humanos, la protección del ambiente y el ac-
ceso a la tecnología, resultan en sí mismas un marco favo-
rable para acelerar la superación de la pobreza, la ignoran-
cia y el subdesarrollo en que se encuentran algunos de los
sectores de la sociedad desarrolladas y la mayoría de la po-
blación radicada en los países de vías de desarrollo.

En el caso específico del Grupo Covarra el proceso de des-
censo lo podemos remontar al año 1997, donde se confor-
maba por tres grupos Covarra, Rivetex y Confitalia; llega-
da de la globalización, la visión de expansión ante los
excelentes resultados de su operación llega a la empresa y
ésta se amplia, a efecto de eficientarla, expandirla y ser
más competitivos.

Al estar a expensas las empresas maquiladoras de la fluc-
tuación del precio por la maquila de la prenda; se decide in-
sertarse en el mercado de la exportación de manera más dí-
recta comprando a las empresas las marcas a las que se les
entregaba la maquila, este proyecto de expansión ante la
creciente demanda del mercado, reconocimiento interna-
cional, mercancía de calidad, la seguridad de recuperación
de la inversión entre otros se llevó a cabo con recursos de
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la empresa, de la Bolsa de Valores toda vez que; es la úni-
ca empresa asentada en territorio morelense que cotiza en
Bolsa de Valores y del crédito solicitado a instituciones
bancarias.

Sin embargo para 1998 la economía mundial inmersa den-
tro de la gran fluctuación de los mercados internacionales
se vio afectada por los efectos como lo fueron el “efecto
samba o el tequila”, en este caso específicamente los gene-
rados en naciones como Japón y Rusia con su deuda sobe-
rana; México, al ser una economía emergente sufre las con-
secuencias en el caso del grupo Covarra se vio reflejado en
la cancelación de un crédito monetario que con antelación
hubiera sido aprobado, mismo que fue tomado como refe-
rencia para hacer las proyecciones de lo que sería el futuro
del grupo Covarra, ante esto para 1998 y 1999 el grupo se
empieza a empasivar.

Paradójicamente se cuenta con mercado, calidad, reconoci-
miento internacional, producto, pero no la liquidez reque-
rida, al no llegar créditos; reestructuración de bancos, la in-
versión deja de serlo para transformarse en un costo, un
costo que no ha permitido que el Grupo Covarra pueda uti-
lizar toda la capacidad instalada, misma que amplió.

De vida familiar para los morelenses, cuando teniendo po-
sibilidades de cambiar sus plantas productivas a otros esta-
dos o bien a otro país Grupo Covarra ha permanecido pese
a esto poder significar mejores condiciones climáticas para
el tratamiento de sus textiles y por ende menor inversión en
maquinaria o instalación de plantas cercana a puertos o
puntos de embarque o incluso regiones más industrializa-
das del país, donde quizá pudiera obtener exenciones fis-
cales, condonaciones o demás, no lo hizo.

El gobierno del estado lo antes mencionado y consciente de
la aportación de ésta al PIB con que se contribuye a la Fe-
deración ha venido apoyando las maniobras que generen la
reversión de este problema.

Actualmente el gobierno del estado ha generado en con-
junto con la empresa un programa de becas para los em-
pleados que han tenido que ser relevados de sus funciones,
esto a través de cursos de capacitación en el área de tra-
bajo de manufactura textil que mejorarán las habilidades
para desempeñar trabajo del ramo, se imparte cuatro horas
diarias y les es proporcionado un pago que satisface sus ne-
cesidades básicas, no obstante este apoyo otorgado por go-
bierno sólo podrá ser sostenido por cuatro meses.

Si a esta situación le aunamos que la mayoría de los ban-
cos establecidos en el país son de capital extranjero, pode-
mos determinar que el interés porque esta empresa siga be-
neficiando a este territorio no puede ser del todo real, para
bancos de tal envergadura este tipo de créditos carece de la
magnitud para generar preocupación, por otro lado la em-
presa se encuentra en concurso mercantil, es decir, con un
tiempo a vencerse este próximo 23 de septiembre.

Es por eso que los que conformamos la XLVIII Legislatura
con plena conciencia de la importancia que para el estado de
Morelos tiene el lograr la reincorporación plena y satisfacto-
ria a la vida económica del estado, pedimos su intervención
a efecto de que las autoridades inherentes al ramo interven-
gan a favor del Grupo Covarra a efecto de que se pueda dar
la reestructuración de sus pasivos, concientemente pedimos
que permitan que el Gobierno Federal solicite a las institu-
ciones que conforman el aparato gubernamental analicen el
caso, (como lo hemos venido haciendo por nuestra parte) y
al percatarse de la viabilidad del proyecto, la agilidad en el
retorno de la inversión permitan su intervención.

Lo anterior lo hacemos concientes y seguros que realizar
acciones que ayuden a salvar a esta empresa se traduce en
salvaguardar la tranquilidad de familias morelenses y por
ende nuestra entidad.

El objetivo de toda institución o de toda empresa u organi-
zación inclúyase Gobierno es el de ayudar a elevar el nivel
de vida de la población y no sólo las utilidades, eso es con-
secuencia, habiendo constatado a través de los meses que
ése es el espíritu que ha prevalecido durante estas décadas
de ejercicio de Grupo Covarra, nos permitimos recordar
que las crisis del futuro serán efectos de las decisiones de
hoy y que en nuestro papel de funcionarios no sólo lo soli -
citamos como representantes del pueblo morelense, tam-
bién lo solicitamos con apego a la responsabilidad de pro-
curar la estabilidad de éste.

Con apego a la responsabilidad política y social hemos de
comentar que consideramos que la situación que guarda el
país pudiera dictarnos que, el permitir que sucedan desca-
labros como éste, puede ser generadora de inestabilidad no
sólo aquí sino en diversos puntos, no generadas exclusiva-
mente por esta situación particular, pero si por la suma de
hechos y condiciones que atravesamos, muchas de las eco-
nomías particularmente las de economías emergentes.

Quizá el obstáculo mayor a la reforma real y duradera esté
en la naturaleza humana, ya que presentamos el intermi-



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 3 de octubre de 200221

tente peligro de seguir actuando como de costumbre, sien-
do que vivimos una nueva era económica y los niveles de
error en relación a la poca urgencia asociada con el dis-
pendio de tiempo a que tan acostumbrados estamos; esta
conducta implica un alto costo y es el no progresar, no im-
porta si sólo se pospone, el resultado es el mismo, no pro-
gresar, sobre todo en esta situación cuando el final tiene
marcada una fecha.

Apelando a su bondad y al papel que juegan para determinar
el rumbo del país, resulta importante para los integrantes de
la XLVIII Legislatura del estado de Morelos tomen en con-
sideración todo lo antes expuesto, manifestándoles que
nuestro único y genuino interés es el bienestar de Morelos,
motivo preeminente y que va más allá de intereses particu-
lares o de grupo, coincidiremos que la causa lo vale.

Quienes forman el Grupo Covarra nos han mostrado con su
actitud que pese a la situación no es tiempo de lamentos o
frustración, es tiempo de construír lo que puede y debe ser,
pues sólo se estará vencido si se deja de luchar.

Punto de acuerdo en que el honorable Congreso del Estado
de Morelos solicita al honorable Congreso de la Unión su
intervención con objeto de que el Gobierno Federal cola-
bore en la reestructuración de pasivos del Grupo Covarra,
bajo los siguientes:

CONSIDERANDOS

• Mayor contribuyente del estado durante más de 30 años,
así como de los principales contribuyentes al Seguro Social.

• Salarios promedio a más del doble de el mercado estatal
textil y confección.

• Unica empresa textil mexicana que aporta productos con
su marca en forma directa a los mercados de exportación,
no son maquiladores.

• Unica empresa textil que vende a los principales actores
de moda masculina en el mundo como son : Hugo Boss,
Armani, Mani, Valentino, Hermenegildo Zegna, Joseph
Abboud, Calvin Klein, Kenneth Cole, Versace, DNKNY,
Jack Víctor Montreal etcétera.

• Empresa textil que compite con las cinco mejores fábri-
cas del mundo.

• Líder en el mercado nacional en contratendencia con el
comportamiento general del mercado . Unica empresa del
ramo certificada en ISO 9001, calidad integral.

• Unica empresa en el estado que cotiza en la Bolsa de Va -
lores.

• Empresa líder en tecnología, procesos, mercadotecnia y
diseño de donde se han salido todos los técnicos que ac-
tualmente dirigen y operan las otras empresas productoras
de trajes en México.

• Unica empresa en el continente con tecnología para fa-
bricación de trajes de alta costura.

• Hasta marzo de 2001 contaba con 2 mil 400 empleos

• Unica empresa textil y de confección que cuenta con pro-
pia oferta de moda tanto en diseño de tejidos como en mo-
delaje de trajes, la colección de Rivetex semestral cuenta
con 4 mil 500 muestras.

• Programa de salud líder en el continente

• Programa de educación con 150 alumnos por año reco-
nocida por la SEP.

• Proveedor de una de las principales fuentes de empleo,
generando el sustento de miles de familias a través de prác-
ticamente cinco décadas en territorio morelense.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dis-
puesto por el artículo 40 fracción III de la Constitución Po-
lítica del Estado Libre y Soberano de Morelos, exponemos
ante ustedes el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Primero. Este honorable Congreso del Estado de Morelos,
acuerda pronunciarse a favor de la solicitud al honorable
Congreso de la Unión para su intervención con objeto de
que el Gobierno Federal colabore en la reestructuración de
pasivos de la empresa asentada en territorio morelense por
más de cinco décadas denominada Grupo Covarra.

Segundo. Se instruya a la Presidencia de este honorable
Congreso del Estado, turne el presente acuerdo parlamen-
tario a las instancias correspondientes de la Cámara de Di-
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putados del Congreso de la Unión, para su conocimiento y
efectos legales correspondientes.

Atentamente.

Salón de plenos del honorable Estado de Morelos, a 5 de
septiembre de 2002.— Diputados integrantes de la Comi-
sión de Industria Comercio y Servicios: Fernando Contre-
ras Arias, presidente; Tito César Sagahon Velasco, secre-
tario; José Luis Correa Villanueva y Gustavo Lezama
Rodríguez, vocales.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Comercio y Fomento Indus-
trial. 

ESTADO DE SONORA

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Congreso del Estado Libre y Soberano de Sonora, Hermo-
sillo.— Secretaría.

Honorable Congreso de la Unión.— Presente.

La LVI Legislatura Constitucional del Estado Libre y So-
berano de Sonora, inauguró hoy, previas las formalidades
de estilo, su primer periodo de sesiones ordinarias corres-
pondiente al tercer año de su ejercicio legal, quedando in-
tegrada la Mesa Directiva que funcionará durante el pre-
sente mes, en la forma siguiente:

Diputados: Jesús Avila Godoy, presidente; María Lourdes
Cruz Ochoa, vicepresidente; Hildelisa González Morales,
Onésimo Aguilera Burrola, secretarios y Mario Barcelo
Abril, suplente.

Lo que nos permitimos comunicar a ustedes para su cono-
cimiento y efectos legales correspondientes.

Atentamente.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

“2002 Año de la Lucha Contra el Cáncer en la Mujer”

Hermosillo, Sonora, a 17 de septiembre de 2002.— Dipu-
tados: Hildelisa González Morales y Onésimo Aguilera
Burrola, secretarios.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

De enterado.

TRABAJADORES MIGRANTES

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Tlaxcala.— Honorable Congreso del Estado Libre y Sobe-
rano de Tlaxcala.— LVII Legislatura.

Ciudadanos secretarios del honorable Congreso de la
Unión.— Presentes.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 96 fracción
I de la Ley  Orgánica del Poder Legislativo, me permito in-
formales que en sesión pública ordinaria celebrada el día 5
de septiembre del presente, la LVII Legislatura del estado
de Tlaxcala aprobó el punto de acuerdo por el que se adhiere
al pronunciamiento hecho por el honorable Congreso del
Estado de Zacatecas, quienes condenan la resolución de la
Suprema Corte de Justicia de Estados Unidos de América,
respecto a los trabajadores mexicanos en situación migra-
toria. Adjunto al presente el punto de acuerdo en mención.

Aprovecho la presente para enviarles un cordial y respe-
tuoso saludo.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Tlaxcala de Xicoténcatl, a 9 de septiembre de 2002.— El
secretario parlamentario del honorable Congreso, Sergio
Cuauhtémoc Lima López.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Tlaxcala.— Honorable Congreso del Estado Libre y Sobe-
rano de Tlaxcala.— LVII Legislatura.
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PUNTO DE ACUERDO

Primero. La LVII Legislatura del Estado Libre y Soberano
de Tlaxcala, se adhiere al pronunciamiento emitido por la
LVII Legislatura del honorable Congreso Libre y Soberano
del Estado de Zacatecas y condena públicamente la resolu-
ción unilateral de la Suprema Corte de Justicia de Estados
Unidos de América, cuyas consecuencias sociales tienen
implícitamente, la violación sistemática de los derechos
humanos y laborales de los trabajadores mexicanos en si-
tuación migratoria irregular.

Segundo. Se solicita a los diputados y senadores del hono-
rable Congreso de la Unión, así como a los congresos de
las entidades federativas del país, emitan un pronuncia-
miento similar de condena de la resolución de la Suprema
Corte de Justicia de Estados Unidos de América y con ello
se deje sin efecto la resolución referida.

Tercero. Se exige la suspensión de los efectos de una re-
solución como la señalada e instalar a la brevedad posible,
a través de organizaciones de mexicanos en el extranjero,
de especialistas en la materia, de académicos, de parla-
mentarios y de legisladores, mesas de trabajo en las que se
discuta y se propongan alternativas que permitan el reco-
nocimiento legítimo de los derechos de mexicanos indocu-
mentados, que salvaguarden con integridad, sus derechos
como trabajadores.

Cuarto. Se convoca a través de la Comisión de Trabajo y
Previsión Social de esta Legislatura, a diputados y senado-
res del Congreso de la Unión y a diputados de las legisla-
turas de los estados, a un foro nacional en materia laboral
de los trabajadores en situación migratoria.

Dado en la sala de sesiones del Palacio Juárez, recinto ofi-
cial del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de
Tlaxcala, en la ciudad de Tlaxcala de Xicoténcatl, a 5 de
septiembre de 2002.— Diputados: Melquiades Pérez Gon-
zález, presidente; Juan Báez Tercero y José Javier Sánchez
Vázquez, secretarios.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a las comisiones de Relaciones Exteriores y de
Trabajo y Previsión Social.

SOCIEDADES COOPERATIVAS

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Congreso del Estado Libre y Soberano del Tlaxcala.—
LVII Legislatura.

Ciudadanos secretarios del honorable Congreso de la
Unión.— Presentes.

Por instrucciones de la Presidencia de la Mesa Directiva y
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 96 fracción
I de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, le remito acuer-
do emitido por el pleno de esta soberanía en sesión pública
ordinaria celebrada el día 10 de septiembre del presente,
por el que apoya al sector cooperativo, en solidaridad con
el consejo cooperativo y de la economía solidaria del Esta-
do de Querétaro, UC y de la LIII Legislatura del Estado de
Querétaro, para el efecto de reformar la Ley de Ahorro y
Crédito Popular, la Ley General de Sociedades Cooperati-
vas, así como la legislación fiscal federal.

Anexo al presente el acuerdo de mérito.

Aprovecho la presente para enviarle un cordial y respetuo-
so saludo.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Tlaxcala de X, a 12 de septiembre de 2002.— Sergio
Cuauhtémoc Lima López, secretario parlamentario del
Congreso.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Congreso del Estado Libre y Soberano del Tlaxcala.—
LVII Legislatura.

PUNTO DE ACUERDO

Por lo que se apoya al sector cooperativo, en solidaridad
con el “consejo cooperativo y de economía solidaria del
Estado de Querétaro, UC” y de la LIII Legislatura de  Que-
rétaro.

Primero. Se solicita a las diputadas y diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, que en áreas de su facultad
propia de iniciativa, se reforma a la Ley de Ahorro y Cré-
dito Popular, la cual tiene un espíritu mercantilista, a efec-
to de que se excluya de la misma a las sociedades coopera-
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tivas, solicitando asimismo que la citada reforma se realice
tomando en cuenta la participación activa del sector coo-
perativo.

Segundo. Se solicita de igual manera a los diputados del
Congreso de la Unión llevar a cabo foros y eventos con la
participación del sector cooperativo, conducentes adecuar
el marco normativo de la Ley General de Sociedades Coo-
perativas, a efecto de incluir un apartado especial que re-
gule la organización, operación y fomento de las socieda-
des cooperativas dedicadas al ahorro y préstamo, pues es el
ordenamiento legal y natural que debe regularlas.

Tercero. Se solicita a ese honorable Congreso, realizar las
reformas correspondientes a la legislación fiscal federal, a
fin de que ésta incluya en su cuerpo normativo estímulos
fiscales para las sociedades cooperativas en general, esta-
bleciendo exenciones y tasas preferenciales para este tipo
de instituciones, por ser organizaciones de servicios socia-
les y sin ánimo de lucro.

Cuarto. Remítase copia del presente acuerdo, a las legisla-
turas de los estados, a fin que de considerar lo pertinente y
con respeto a su soberanía, emitan acuerdo de adhesión al
presente.

Dado en la sala de sesiones del Palacio Juárez, recinto ofi-
cial del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de
Tlaxcala, en la ciudad de Tlaxcala de Xicoténcatl, a 10 de
septiembre de 2002.— Diputados: Melquíades Pérez Gon-
zález, presidente; Primo Librado Cabildo Pérez y José Ja-
vier Vázquez Sánchez, secretarios.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a las comisiones de Fomento Cooperativo y
Economía Social y de Hacienda y Crédito Público.

ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL 
DISTRITO FEDERAL

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Asamblea Legislativa del Distrito Federal.— II Legisla-
tura.

Diputada Beatriz Paredes Rangel, Presidenta de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

Por este conducto y de conformidad con los numerales 41
y 42 párrafo segundo de la Ley Orgánica de la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal, así como del acuerdo sus-
crito por todos los miembros de la Comisión de Gobierno
de fecha 17 de septiembre del año 2000, informo a usted
que la diputada Patricia Garduño Morales, asumirá la Pre-
sidencia de la Comisión de Gobierno de esta Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal, II Legislatura, para el perio-
do comprendido del 17 de septiembre de 2002 al 15 de
septiembre de 2003.

Sin otro particular, reitero a usted mi consideración atenta
y distinguida.

Recinto Legislativo, a 13 de septiembre de 2002.— Por la
Mesa Directiva.— Diputada Alicia Irina del Castillo Ne-
grete y Barrera, presidenta.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

De enterado. 

HURACAN ISIDORE

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Junta de
Coordinación Política.

Diputada Beatriz Paredes Rangel, Presidenta de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

Con fundamento en el artículo 34 numeral 1 inciso c de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, me permito remitirle el acuerdo de la Junta de
Coordinación Política, por medio del cual se integra una
comisión especial de la Cámara de Diputados, encargada
de vigilar que los recursos del Fonden y partidas extraordi-
narias que se aprueben, se apliquen para el restablecimien-
to de las condiciones de convivencia de la población y la
ayuda a los damnificados, por el huracán “lsidore”, a efec-
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to de que se someta a la votación del pleno de la Cámara
de Diputados, en la sesión de este día.

Reciba un cordial saludo.

Atentamente.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 3 de octubre de
2002.— Diputado Martí Batres Guadarrama, presidente
de la Junta.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Junta de
Coordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, en relación
a la proposición con punto de acuerdo para la creación de
una comisión especial de la Cámara de Diputados, encar-
gada de vigilar que los recursos del Fonden y partidas ex-
traordinarias que se aprueben, se apliquen para el restable-
cimiento de las condiciones de convivencia de la población
y la ayuda a los damnificados, por el huracán “Isidore”.

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en el
artículo 34 numeral 1 inciso b de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, de con-
formidad con las siguientes

CONSIDERACIONES

1. Con fecha 1o. de octubre del año en curso, se presentó la
proposición del diputado Uuc-kib Espadas Ancona, en la
que se propone solicitar información al Gobierno Federal y
del estado de Yucatán, de las condiciones, número de dam-
nificados, ubicación geográfica y tipo de carencias existen-
tes en que se encuentra el estado de Yucatán, después de las
afectaciones provocadas por el huracán “Isidore” y crear
una comisión especial encargada de vigilar que los recur-
sos del Fonden y partidas extraordinarias, se apliquen para
el establecimiento de las condiciones de convivencia de la
población y ayuda a los damnificados y se distribuyan a la
población en general sin distinción alguna.

La Junta de Coordinación Política, reconoce la urgencia de
atender y atemperar el dolor de las víctimas del huracán
“Isidore”, no sólo para el caso del estado de Yucatán, sino
de Campeche y de Quintana Roo, estados que resultaron
igualmente afectados.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la Junta de Coor-
dinación Política emite el siguiente

ACUERDO

Primero. Se solicita información al Gobierno Federal y al
de los estados de Yucatán, Campeche y Quintana Roo, de
las condiciones, número de damnificados, ubicación geo-
gráfica y tipo de carencias existentes en que se encuentran
dichos estados, después de las afectaciones provocadas por
el huracán “Isidore”.

Segundo. Se crea una comisión especial encargada de vi-
gilar que los recursos del Fonden y partidas extraordinarias
que se aprueben, se apliquen para el restablecimiento de las
condiciones de convivencia de la población y la ayuda a los
damnificados y su distribución a la población general sin
distinción alguna, integrada a la brevedad por tres diputa-
dos del PRI, tres del PAN, dos del PRD, uno del PVEM y
uno del PT.

Tercero. La comisión especial tendrá la duración del actual
periodo de sesiones ordinarias, presentando un informe final
el 15 de diciembre de 2002, para conocimiento del pleno de
la Asamblea y turno a las instancias correspondientes.

Cuarto. La comisión especial contará con los recursos ma-
teriales y humanos necesarios para cumplir con su objeto,
los cuales serán asignados a través de la Secretaría General
de la Cámara de Diputados.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 2 de octubre de
2002.— Diputados: Martí Batres Guadarrama, presidente
de la Junta de Coordinación Política y coordinador del gru-
po parlamentario del PRD; Rafael Rodríguez Barrera, coor-
dinador del grupo parlamentario del PRI; Felipe Calderón
Hinojosa, coordinador del grupo parlamentario del PAN;
Bernardo de la Garza Herrera, coordinador del grupo par-
lamentario del PVEM y Alberto Anaya Gutiérrez, coordina-
dor del grupo parlamentario del PT.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Pongamos a consideración el acuerdo.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

En votación económica se pregunta si se aprueba.
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Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Aprobado.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Ahora hágame favor, señor Secretario, de dar lectura a los
integrantes para someterlo a votación.

El  Secretario diputado  Rodolfo  Dorador  Pérez Gavilán

ACUERDO

Primero. Se solicita información al Gobierno Federal y al
de los estados de Yucatán, Campeche y Quintana Roo, de
las condiciones, número de damnificados, ubicación geo-
gráfica y tipo de carencias existentes en que se encuentran
dichos estados, después de las afectaciones provocadas por
el huracán “Isidore”.

Segundo. Se crea una comisión especial encargada de vi-
gilar que los recursos del Fonden y partidas extraordinarias
que se aprueben, se apliquen para el restablecimiento de las
condiciones de convivencia de la población y la ayuda a los
damnificados y su distribución a la población general sin
distinción alguna, integrada a la brevedad por tres diputa-
dos del PRI, tres del PAN, dos del PRD, uno del PVEM y
uno del PT.

Tercero. La comisión especial tendrá la duración del actual
periodo de sesiones ordinarias, presentando un informe final
el 15 de diciembre de 2002, para conocimiento del pleno de
la Asamblea y turno a las instancias correspondientes.

Cuarto. La comisión especial contará con los recursos ma-
teriales y humanos necesarios para cumplir con su objeto,
los cuales serán asignados a través de la Secretaría General
de la Cámara de Diputados.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 2 de octubre de
2002.— Diputados: Martí Batres Guadarrama, presidente
de la Junta de Coordinación Política y coordinador del gru-
po parlamentario del PRD; Rafael Rodríguez Barrera, coor-
dinador del grupo parlamentario del PRI; Felipe Calderón
Hinojosa, coordinador del grupo parlamentario del PAN;
Bernardo de la Garza Herrera, coordinador del grupo par-
lamentario del PVEM y Alberto Anaya Gutiérrez, coordina-
dor del grupo parlamentario del PT.»

COMISIONES LEGISLATIVAS

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Junta de
Coordinación Política.

Diputada Beatriz Paredes Rangel, Presidenta de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en el artículo 34 numeral 1 inciso c de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos y a solicitud del diputado Rafael Rodrí -
guez Barrera, coordinador del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, me permito solicitar
a usted, la modificación en la integración de las siguien-
tes comisiones:

• Que el diputado Jaime Larrazábal Bretón, sustituya al di-
putado Ernesto Higinio Rodríguez Escalona en la Presi-
dencia de la Comisión de Turismo, y este a su vez sale de
la comisión.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente.

Palacio Legislativo, México, D.F., a 3 de octubre de
2002.— Diputado Martí Batres Guadarrama, presidente.»

En votación económica, se pregunta si se aprueba. 

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Aprobado.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Junta de
Coordinación Política.

Diputada Beatriz Paredes Rangel, Presidenta de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.
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Con fundamento en el artículo 34 numeral 1 inciso c de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y a solicitud del diputado Rafael Rodríguez Ba-
rrera, coordinador del grupo parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, me permito solicitar a usted, la
modificación en la integración de las siguientes comisiones:

• Que la diputada Flor Añorve Ocampo, sustituya al dipu-
tado Jaime Larrazábal Bretón en la Secretaría de la Comi-
sión de Turismo, y esta a su vez queda como integrante de
la comisión.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente.

Palacio Legislativo, México, D.F. a 3 de octubre de
2002.— Diputado Martí Batres Guadarrama, presidente.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Sométalo a votación, diputado.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

En votación económica, se pregunta si se aprueba. 

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Aprobado.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Pasamos a comunicaciones de áreas del Ejecutivo.

SECRETARIA DE HACIENDA 
Y CREDITO PUBLICO

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público.

Ciudadana diputada Beatriz Paredes Rangel, Presidenta de
la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión.— Presente. 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 23, frac-
ciones I y III, de la Ley de Ingresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal de 2002, me permito enviar la informa-
ción relativa a la evolución de la recaudación, los montos
de endeudamiento interno neto, el canje o refinanciamien-
to de obligaciones del erario federal, en los términos de la
Ley General de Deuda Pública, y el costo total de las emi-
siones de deuda interna y externa correspondientes al mes
de agosto de 2002.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

En ausencia del Secretario de Hacienda y Crédito Público
y del subsecretario del ramo, con fundamento en el artícu-
lo 105 del Reglamento Interior de esta dependencia, el sub-
secretario de ingresos.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

México, D.F., a 1o. de octubre de 2002.— El secretario Ru-
bén Aguirre Pangburn y José Francisco Gil Díaz (rúbrica)»
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FINANZAS PUBLICAS
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DEUDA PUBLICA
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La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Túrnese a las comisiones de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública.
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TARIFAS ELECTRICAS

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión.— Presentes.

En atención a su oficio número DGPL 58-II-4-992 de fe-
cha 17 del mes en curso, con el presente les acompaño co-
pia del similar número 100-2002-0220 signado por el inge-
niero Ernesto Martens Rebolledo, Secretario de Energía,
por el que ratifica la voluntad del Ejecutivo Federal de ini-
ciar a la brevedad los trabajos de revisión a las tarifas de
energía doméstica en las zonas que se hayan visto más
afectadas por el decreto de reducción de subsidios, solici-
tando a ese órgano legislativo hacer las designaciones que
juzgue pertinentes para integrar el grupo de trabajo de aná-
lisis.

Lo que hago de su conocimiento, para los fines proceden-
tes.

Reitero a ustedes la seguridad de mi consideración.

Atentamente.

México, D.F., a 26 de septiembre de 2002.— Licenciado
M. Humberto Aguilar Coronado, subsecretario.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Energía.

Licenciado Santiago Creel Miranda, secretario de Gober-
nación.

Durante la sesión celebrada en la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión el pasado día 17 del mes
en curso, se aprobó un punto de acuerdo a fin de exhortar
al Ejecutivo Federal para que, a través de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público y esta dependencia a mi cargo,
se realice una revisión minuciosa a las tarifas domésticas
en las zonas que, por su condición climática, se hayan vis-
to más afectadas por el decreto de reducción de subsidios
publicado el 7 de febrero de este año.

En ese sentido, el día de ayer, durante la comparecencia a
la que nos convocó el honorable Congreso de la Unión, se-

ñalamos nuestra mayor disposición a fin de integrar un gru-
po de trabajo compuesto por el director general de la Co-
misión Federal de Electricidad, ingeniero Alfredo Elías
Ayub; el subsecretario de electricidad, licenciado Nicéforo
Guerrero Reynoso; los representantes que designe la Se-
cretaría de Hacienda, así como la Comisión de Diputados
que para tal efecto nombre esa Cámara.

A fin de cumplir este propósito, nos permitimos solicitar a
usted sea el amable conducto para reiterar a la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados la voluntad del Ejecuti-
vo Federal de iniciar a la brevedad los trabajos señalados,
para lo cual rogamos a ese órgano legislativo pudiese hacer
las designaciones que juzgue pertinentes.

Lo saludamos cordialmente y le reiteramos nuestra más al-
ta y distinguida consideración.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

México, D.F., a 20 de septiembre de 2002.— El secretario
Ernesto Martens Rebolledo.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Túrnese a la Comisión de Energía y al promovente.

VIVIENDA

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión.— Presentes.

En atención al oficio número CP/2R/2AE.-1636 de fecha
21 de agosto del año en curso, suscrito por el senador Die-
go Fernández de Cevallos Ramos, Presidente de la Mesa
Directiva de la Comisión Permanente, con el presente les
acompaño para los fines que estimen procedentes, copia
del similar número 7026, signado el 10 del presente mes,
por la diputada Ana Faviola Rionda Ornelas, prosecretaria
de la diputación Permanente del honorable Congreso del
Estado de Guanajuato, mediante el cual informa que el
punto de acuerdo relativo a la problemática que se presen-
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ta en las unidades habitacionales del país, promovido por el
diputado Manuel Añorve Baños, fue remitido a la Comi-
sión de Obra Pública y Desarrollo Urbano, para los efectos
a que haya lugar.

Reitero a ustedes la seguridad de mi consideración.

Atentamente.

México, D.F., a 25 de septiembre de 2002.— El subsecre-
tario M. Humberto Aguilar Coronado.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Honorable Congreso del Estado de Guanjuato.

Ciudadano M. Humberto Aguilar Coronado, subsecretario
de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.—
México, D.F.

En sesión celebrada el día de hoy por la diputación Perma-
nente del Congreso del Estado, se dio cuenta con el escrito
de fecha 22 de agosto del año en curso, mediante el cual re-
mite acuerdo emitido por la Comisión Permanente del Con-
greso de la Unión, en el que exhorta a la Secretaría de De-
sarrollo Social, a fin de que se implemente un programa
nacional de atención a las unidades habitacionales del país.

La Presidencia dictó el siguiente trámite: enterados y túr-
nese a la Comisión de Obra Pública y Desarrollo Urbano.

Lo que hago de su conocimiento para los efectos a que ha-
ya lugar.

Reitero a usted las seguridades de mi consideración distin-
guida.

Atentamente.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Guanajuato, Guanajuato, a 10 de septiembre de 2002.—
Prosecretaria de la diputación Permanente, diputada Ana
Faviola Rionda Ornelas.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Remítase al promovente y túrnese a la Comisión de Vi-
vienda.

BRASIL

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión.— Presentes.

La Secretaría de Relaciones Exteriores se dirigió a esta de
Gobernación, solicitando se tramite ante el honorable Con-
greso de la Unión, el permiso a que se refiere la fracción
III, apartado c del artículo 37 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para que la diputada Be-
atriz Elena Paredes Rangel, pueda aceptar y usar la conde-
coración de la Orden Nacional de Cruzeiro do Sul, en gra-
do de Gran Cruz, que le confiere el gobierno de la
República Federativa de Brasil.

Por lo anterior me permito anexar, para que se integren en
su expediente, original de la carta de la interesada dirigida
al honorable Congreso de la Unión, solicitando el permiso
respectivo; copia certificada del acta de nacimiento; y co-
pias simples de su curriculum vitae y de la notificación en
la que le comunican la intención de otorgarle la condeco-
ración de que se trata.

Agradezco a ustedes su atención a la presente, reiterándo-
les la seguridad de mi consideración.

Atentamente.

México, D. F., a 24 de septiembre de 2002.— M Humber-
to Aguilar Coronado, subsecretario.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Recibo y túrnese a la Comisión de Gobernación y Se-
guridad Pública.

MONACO

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.
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Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión.— Presentes.

La Secretaría de Relaciones Exteriores se dirigió a ésta de
Gobernación, solicitando se tramite ante el honorable Con-
greso de la Unión, el permiso a que se refiere la fracción III
apartado c del artículo 37 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para que el ciudadano Manuel
Marrón y González, pueda aceptar y usar la condecoración
de la Orden de Grimaldi, en grado de oficial, que le con-
fiere el gobierno del Principado de Mónaco.

Por lo anterior me permito anexar, para que se integren en
su expediente, original de la carta del interesado dirigida al
honorable Congreso de la Unión, solicitando el permiso
respectivo; copia  certificada del acta de nacimiento y co-
pias simples de su curriculum vitae y de la notificación en
la que le comunican la intención de otorgarle la condeco-
ración de que se trata.

Agradezco a ustedes su atención a la presente, reiterándo-
les la seguridad de mi consideración.

Atentamente.

México, D.F., a 24 de septiembre de 2002.— M. Humber-
to Aguilar Coronado, subsecretario.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Recibo y túrnese a la Comisión de Gobernación y Se-
guridad Pública.

YUGOSLAVIA

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión.— Presentes.

La Secretaría de Relaciones Exteriores se dirigió a ésta de
Gobernación, solicitando se tramite ante el honorable Con-
greso de la Unión, el permiso. a que se refiere la fracción
III apartado c del artículo 37 de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos, para que el ciudadano Car-
los Ignacio González Magallón, pueda aceptar y usar la
condecoración de la Orden de la Estrella Yugoslava de Pri-
mer Grado, que le confiere el gobierno de la República Fe-
deral de Yugoslavia.

Por lo anterior me permito anexar, para que se integren en
su expediente, original de la carta del interesado dirigida al
honorable Congreso de la Unión, solicitando el permiso
respectivo; copia certificada del acta de nacimiento y co-
pias simples de su curriculum vitae y de la notificación en
la que le comunican la intención de otorgarle la condeco-
ración de que se trata.

Agradezco a ustedes su atención a la presente, reiterándo-
les la seguridad de mi consideración.

Atentamente.

México, D.F., a 24 de septiembre de 2002.— El subsecre-
tario, M. Humberto Aguilar Coronado.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Recibo y túrnese a la Comisión de Gobernación y Se-
guridad Pública.

Pasamos al capítulo de iniciativas de diputados.

CODIGO CIVIL FEDERAL

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra la diputada Olga Haydee Flores Velás-
quez, del grupo parlamentario del grupo parlamentario del
PRI, para presentar una iniciativa que reforma el Título
Quinto Capítulo II del Código Civil Federal, referente a los
requisitos para contraer matrimonio.

La diputada Olga Haydee Flores Velásquez: 

Con su venia, señora Presidenta:

Me permito presentar la iniciativa como proyecto de de-
creto que reforma el Título Quinto Capítulo II del Código
Civil Federal referente a los requisitos para contraer matri-
monio, con la siguiente síntesis de 
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EXPOSICION DE MOTIVOS

En México 27 entidades federativas permiten el matrimo-
nio de las niñas a los 14 años y de los niños a los 16 años.
Así queda asentado en nuestro Código Civil Federal en su
artículo 148 que señala “para contraer matrimonio el hom-
bre necesita haber cumplido 16 años y la mujer 14”. 

Esto significa que el Estado mexicano avala, a través del
Código Civil Federal, la celebración de matrimonios entre
niñas y niños, violando diversos artículos de la Convención
sobre los Derechos del Niño. El Estado mexicano valida
además que las mujeres requieran de una menor edad para
la celebración del matrimonio en relación con los varones,
induciendo discriminación y violentando la garantía de
igualdad legal que establece nuestra Constitución.

A ello debemos aunar que en los estados de la República y
en el Código Civil Federal se aplica que los gobernadores,
los presidentes municipales o los jueces de lo familiar pue-
den dispensar la edad mínima para contraer matrimonio
por causas graves y justificadas. Esta causa grave e injusti-
ficada es el embarazo de las niñas menores de 14 años de
edad y el tener que cumplir en los adolescentes menores de
16. Estos mismos jueces motivados por esa misma causa
grave y justificada pueden también dispensar el permiso de
los padres de familia para que sus hijos menores de edad
contraigan matrimonio.

Las cifras reflejan mejor la realidad que exponemos. Ac-
tualmente en México casi 130 mil niños y niñas, entre 12 y
14 años de edad, han contraído matrimonio. Este hecho
desigual y violatorio a los derechos de la mujer y de los ni-
ños ha sido consignado por Unicef a través de una reco-
mendación enviada por el Comité de los Derechos del Ni-
ño al gobierno mexicano el 10 de noviembre de 1999 y que
acota: “el comité expresa su inquietud ante el hecho de que
las edades legales para contraer matrimonio de los niños y
de las niñas en la mayoría de los estados partes son dema-
siado bajas y de que estas edades son distintas para niños y
para niñas. El comité recomienda que los estados parte em-
prendan una reforma legislativa en los planos federal y es-
tatal con objeto de elevar e igualar la edad legal mínima pa-
ra contraer matrimonio de niños y de niñas”.

Por ello resulta una exigencia para este Congreso ajustar la
legislación al orden jurídico internacional y modificar los
requisitos para contraer matrimonio, estableciendo como
norma para la celebración de tal acto la edad mínima legal
de los 18 años para hombres y para mujeres. Permitir y

avalar el matrimonio a los 14 y 16 años de edad en muje-
res y hombres, respectivamente, debería hacernos reflexio-
nar en hasta dónde el honor familiar, el prestigio y las cos-
tumbres patriarcales siguen siendo justificación para la
celebración del matrimonio entre niños.

En este punto quisiera resaltar, compañeros y compañeras,
el espíritu de nuestro Estado laico que no puede estar suje-
to a que los padres de familia con el único fin de salvar el
honor familiar resuelvan el embarazo de sus hijas niñas a
través del matrimonio. Esto es inaceptable en el Siglo XXI.

Otros aspectos a considerar es que en la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos las Naciones Unidas pro-
clamaron que la infancia tiene derechos a cuidados y asis-
tencia especial. Que el artículo 1o. de la Convención de los
Derechos del Niño, firmada y ratificada por nuestro país
desde 1991, precisa que se entiende por niño todo ser hu-
mano menor de 18 años de edad.

Que el artículo 4o. de nuestra Constitución establece que el
varón y la mujer son iguales ante la ley y que las niñas y
los niños tienen derecho a la satisfacción de sus necesida-
des de alimentación, salud, educación y sano esparcimien-
to para su desarrollo integral; en tanto sus ascendientes, tu-
tores o custodios, tienen el deber de preservar estos
derechos y el Estado proveerá lo necesario para propiciar
el respeto y la dignidad a la niñez y al ejercicio pleno de
sus derechos.

Que en la aplicación de la Convención Sobre la Elimina-
ción de Todas Formas de Discriminación Contra la Mujer,
firmada en México y ratificada recientemente por el Senado,
establece que los Estados Parte reconocerán a la mujer la
igualdad con el hombre ante la ley e idéntica capacidad
jurídica en materia civil; que los Estados Parte adoptarán
todas las medidas adecuadas para eliminar la discrimina-
ción contra la mujer en todos los asuntos relacionados con
el matrimonio y las relaciones familiares y, en particular,
asegurarán en condiciones de igualdad entre hombres y
mujeres, el mismo derecho para contraer matrimonio; que
no tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el ma-
trimonio de niños y se adoptarán todas las medidas necesa-
rias de carácter legislativo para fijar una edad mínima para
la celebración del matrimonio.

Sabemos que la ley no cambia automáticamente la reali-
dad, pero sin cambios a la ley la realidad no cambia. El ma-
trimonio adolescente es uno de los factores de mayor in-
fluencia para la producción y reproducción de la pobreza.
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Por lo antes expuesto, los legisladores firmantes nos per-
mitimos proponer a este cuerpo legislativo el siguiente 

PROYECTO DE DECRETO

Que reforma y deroga diversas disposiciones del Título
Quinto Capítulo II del Código Civil Federal, referente a los
requisitos para contraer matrimonio.

Primero. Se modifica el artículo 146 para quedar como si-
gue: 

“Artículo 146. El matrimonio es un acto jurídico solemne
entre un hombre y una mujer, con el fin de crear una uni-
dad de vida entre ellos, en donde ambos se procurarán res-
peto, igualdad, ayuda mutua y la posibilidad de procrear hi-
jos de manera libre, responsable e informada. Este acto
jurídico debe celebrarse ante el juez u oficial del Registro
Civil o cualquier otra autoridad con facultad para ello, con
las formalidades que la ley exige.”

Segundo. Se deroga el artículo 147 que actualmente dis-
pone: Cualquier condición contraria a la perpetuación de la
especie o a la ayuda mutua que se deben los cónyuges, se
tendrá por no puesta. Se deroga.

Tercero. Se reforma el artículo 148 que actualmente dis-
pone: Para contraer matrimonio el hombre necesita haber
cumplido 16 y la mujer 14. El Jefe del Departamento del
Distrito Federal o los delegados, según el caso, pueden
conceder dispensa de edad por causa grave y justificada.
Para quedar como sigue: “Para contraer matrimonio se re-
quiere que los solicitantes hayan alcanzado mayoría de
edad.”

Cuarto. Se reforma el artículo 149 para quedar como si-
gue: 

“Artículo 149. Los menores de edad podrán contraer ma-
trimonio siempre y cuando ambos hayan cumplido 17 años
de edad al momento de su celebración. Para tal efecto se re-
querirá del consentimiento de quienes se encuentren en el
ejercicio de la patria potestad o la tutela. A falta o por im-
posibilidad de éstos, los solicitantes podrán acudir a los tri-
bunales competentes para hacer valer el derecho que este
artículo consigna. La autoridad resolverá las circunstancias
específicas de cada caso.”

Quinto. Se deroga el artículo 150 que actualmente dis-
pone: 

Artículo 150. Faltando los padres y abuelos, se necesita el
consentimiento de los tutores y faltando éstos suplirá el
consentimiento en su caso el juez de lo familiar de la resi-
dencia del menor. Este se deroga.

Artículo sexto. Se deroga el artículo 151.

Artículo séptimo. Se deroga el artículo 152 que actual-
mente dispone: Si el Juez en el caso del artículo 150 se nie-
ga a suplir el consentimiento para que se celebre un matri-
monio, los interesados ocurrirán al tribunal superior
respectivo en los términos que disponga el Código de Pro-
cedimientos Civiles.

Artículo octavo. Se reforma el artículo 155 para quedar
como sigue: la autoridad que hubiera autorizado a un me-
nor para contraer matrimonio, no podrá revocar el consen-
timiento una vez que lo haya otorgado, sino por causas que
se hayan generado con posterioridad a la celebración de
este acto jurídico

Se reforma el artículo 156 en sus fracciones I, II, VI, VII,
VIII y el último párrafo, para quedar como sigue:

“Artículo 156. Son impedimentos para celebrar el matri-
monio:

I. La falta de edad requerida por la ley,

II. La falta de consentimiento de los que ejerzan la patria
potestad, el tutor o la autoridad correspondiente,

VI. La fuerza o miedo graves impuestos para la celebración
del matrimonio,

VII. Las enfermedades crónicas o incurables que sean ade-
más contagiosas o hereditarias,

VIII. Padecer algunos de los estados de incapacidad a que
se refiere a fracción II del artículo 450.

De estos impedimentos sólo son indispensables el paren-
tesco de consanguinidad en línea colateral desigual.”

Artículo décimo. Se reforma el artículo 161 para quedar
como sigue;

“Tratándose de mexicanos que se casen en el extranjero,
dentro de tres meses hasta su llegada a la República, se ins-
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cribirá en el acta de la celebración del matrimonio en el Re-
gistro Civil del lugar en que se domicilien los consortes.”

Es cuanto, señor Presidente

Dado en el Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 3 de octu-
bre del 2002. 

Atentamente.

Esta iniciativa es firmada por diputados federales del PRD,
del Verde Ecologista y del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Ruego que se inserte completo el texto en el Diario de los
Debates y en la Gaceta Parlamentaria.

Muchas gracias. 

«Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el Título
Quinto Capítulo Segundo, del Código Civil Federal, refe-
rente a los requisitos para contraer matrimonio.

Con su venia, señora Presidenta: 

Las suscritas abajo firmantes, integrantes de diversos gru-
pos parlamentarios representados en esta Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71
fracción II, 72 y demás relativos y aplicables de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
del 55 fracción II y demás relativos y aplicables del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la considera-
ción de esta honorable Asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el Título Quinto Capítulo
II del Código Civil Federal, referente a los requisitos para
contraer matrimonio, al tenor de la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

La igualdad y la equidad de género a partir del respeto a los
derechos humanos, son términos que a partir de la deman-
da social constante, han ido insertándose en la legislación
mexicana.

Con la nueva visión legislativa venida de la perspectiva de
género, las legisladoras hemos reiterado en innumerables
ocasiones la necesidad ya impostergable de la reforma a
nuestras leyes, a esas que aun en la actualidad todavía con-

tienen conceptos que estereotipan, denigran, conculcan de-
rechos y propicician desigualdades para las mujeres.

La Reforma del Estado, exige que México cuente con un
marco jurídico que consigne los derechos innovados de to-
das las personas, a la vez que garantice su cumplimiento.
Por ello, desde esta tribuna someto a su consideración este
proyecto de decreto que sin lugar a dudas, contribuye a la
creación de una nación más justa y equitativa para nuestras
niñas y niños sin distinción.

En la actualidad dentro de nuestro país, en 27 entidades fe-
derativas se permite el matrimonio de las niñas a los 14
años y de los niños a los 16. Al respecto, nuestro Código
Civil Federal en su artículo 148 dispone:

Para contraer matrimonio el hombre necesita haber cum-
plido 16 años y la mujer 14.

La lectura de fondo a este artículo y su connotación frente al
ámbito legal internacional, es que el Estado mexicano con
todo y su compromiso por la defensa de los derechos huma-
nos y la protección de los grupos mayormente vulnerables
de la sociedad, avala, permite y convalida la celebración de
matrimonios entre niñas y niños, aun en contravensión al
más importante instrumento jurídico internacional de pro-
tección a los derechos de la infancia, mismo que representa
la Convención Sobre los Derechos del Niño, suscrita y rati-
ficada por nuestro país.

Aunado a lo anterior, nuestro marco legal referente al tema,
sigue validando la iniquidad y la discriminación de género,
al requerir en el caso de las mujeres una menor edad para
la celebración del matrimonio, con las consecuencias que
ello genera en su propio proyecto de vida, violentando la
garantía de igualdad legal que nuestra Constitución Políti-
ca consagra en su artículo cuarto.

No obstante lo anterior, en todos los estados de la Repúbli-
ca se aplica la dispensa de la edad mínima para la celebra-
ción del matrimonio; para el caso del Código Civil Federal,
ésta se tiene como procedente, tratándose de causas “gra-
ves y justificadas” a saber, el embarazo, situación que legi-
tima la unión marital entre niños y niñas aún menores de 14
años.

Las cifras reflejan mejor la realidad que expongo. Ac-
tualmente en México, casi 130 mil niños y niñas entre los
12 y los 14 años de edad, han contraído ya matrimonio y
más de 3 mil en el último censo de población, se han de-
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clarado divorciadas, divorciados, viudas, viudos, separa-
das o separados.

En tanto, los mayores de 15 años que han contraído matri -
monio suman en México casi 500 mil y 50 mil más se han
declarado también divorciadas, divorciados, viudas, viu-
dos, separadas o separados.

Este fenómeno afecta principalmente a las mujeres, ya que
por cada varón que se casa, siete mujeres contraen matri -
monio, lo que significa que en nuestros días, seis de cada
siete mujeres contraen matrimonio.

En este orden de ideas, en el país tenemos según cifras del
último censo, una población aproximada de 630 mil niños
y niñas menores de 18 años, que han iniciado a muy tem-
prana edad la vida marital, en perjuicio de su sano desarro-
llo biológico y sicoemocional, a quienes frente a la legiti -
mación legal de sus uniones, se ha obligado a cambiar los
libros por extenuantes jornadas de trabajo para la manuten-
ción de su nueva familia en el caso de los hombres y por
biberones y fatigosas horas de trabajo doméstico o familiar
para el caso de las mujeres.

Con miras a modificar las leyes que en nuestro país contri-
buyen a la marginación y a la reproducción de la pobreza y
la incultura de nuestras niñas y niños, con fecha 10 de no-
viembre de 1999, el Comité de los Derechos del Niño, en-
vió al Gobierno mexicano una recomendación en el tenor
siguiente:

“El comité expresa su inquietud ante el hecho de que las
edades legales para contraer matrimonio de las niñas y de
los niños en la mayoría de los Estados Parte, son demasia-
do bajas y de que estas edades son distintas para las niñas
y los niños. La situación va en contra de los principios y
disposiciones de la Convención y constituye una forma de
discriminación con razón del género que repercute en el
goce de todos los derechos.

El comité recomienda que los Estados Parte emprendan
una reforma legislativa en los planos federal y estatal con
objeto de elevar e igualar la edad legal mínima para con-
traer matrimonio de niñas y niños.”

Ante el llamado de atención internacional, resulta una exi-
gencia para este Congreso, ajustar la legislación a los linea-
mientos normativos, de protección mundial de la niñez.

La reforma que propongo al Código Civil Federal, repre-
senta un paso importante en la eliminación de la discrimi-
nación de las mujeres por motivo de género y de protección
mayor para nuestros infantes en la salvaguarda a su salud
física y mental, así como para el acceso de éstos a una vi-
da con calidad y digna de vivir, reforma que con toda se-
guridad será también adoptada en los diferentes congresos
locales.

Por todo lo anterior, es que las y los legisladores abajo fir-
mantes, proponemos modificar el marco normativo en co-
mento a efecto de establecer como requisito fundamental
para la celebración del matrimonio, la mayoría de edad, en-
tendiéndose como tal los 18 años cumplidos y en tratándo-
se del caso de menores, por cuanto hace a la procedencia
de la dispensa, la edad mínima legal no podrá ser de 18
años indistintamente, para hombres y mujeres.

Siendo que el matrimonio a los 16 y 14 años de edad res-
pectivamente para hombres y mujeres, les representa en la
mayoría de los casos, la forma de huir a una realidad de pri-
vaciones y pocas expectativas y para los padres de éstos, la
posibilidad de evadir sus responsabilidades paternas gene-
rando en ellos las propias.

Es inconcebible que nuestras leyes por otra parte, sirvan de
medio para salvaguardar el honor familiar y resuelvan los
embarazos de sus hijas (niñas aún) a través del matrimonio. 

Una de las maneras en que nuestro Estado puede apoyar a
sus menores de edad frente a una situación de embarazo, es
apuntalándolas con becas escolares para que no tengan que
abandonar sus estudios y con apoyos adicionales como
despensas, guarderías y desde luego capacitación.

Aprobar esta reforma permitirá proveer a nuestras niñas de
una mayor igualdad para asegurar su realización plena co-
mo mujeres, promoviendo su participación social en con-
diciones de equidad frente a los varones.

Por lo anterior y considerando:

• Que en la Declaración Universal de los Derechos Huma-
nos, las Naciones Unidas proclamaron que la infancia tie-
ne derecho a cuidados y asistencia especiales.

• Que la familia, como grupo fundamental de la sociedad y
medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos
sus miembros y en particular de las niñas y niños, debe re-
cibir la protección y asistencia necesarias para poder asu-
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mir plenamente sus responsabilidades dentro de la comu-
nidad.

• Que teniendo presente, tal y como lo establece la Decla-
ración de los Derechos del Niño, que éstos por su falta de
madurez física y mental, necesitan protección y cuidados
especiales, incluyendo la debida protección legal.

• Que el artículo 1o. de la Convención de los Derechos del
Niño, firmada y ratificada por nuestro país desde 1991,
precisa: Se entiende por niño, todo ser humano menor de
18 años de edad, salvo que en virtud de la ley que le sea
aplicable haya alcanzado antes la mayoría de edad.

• Que en el artículo 3o. de la misma Convención, los Esta-
dos Parte se comprometen a asegurar al niño y la niña, la
protección y cuidado que sean necesarios para su bienestar.

• Que el artículo 4o. de nuestra Carta Magna establece, que
el varón y la mujer son iguales ante la ley y que los niños
y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesi-
dades de alimentación, salud, educación y sano esparci-
miento para su desarrollo integral. En tanto los ascendien-
tes, tutores o custodios tienen el deber de preservar estos
derechos y el Estado proveerá lo necesario para propiciar
el respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de
sus derechos.

• Que la aplicación de la Convención Sobre la Eliminación
de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer,
signada por México y ratificada por el Senado, al igual que
su protocolo facultativo, establece en su artículo decimo-
quinto:

• Que los Estados Parte reconocerán a la mujer, la igualdad
con el hombre ante la ley e idéntica capacidad jurídica en
materia civil.

Y en su artículo decimosexto:

1. Que los Estados Parte adoptarán todas las medidas ade-
cuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en
todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las re-
laciones familiares y en particular asegurarán en condicio-
nes de igualdad entre hombres y mujeres, el mismo dere-
cho para contraer matrimonio.

2. Que no tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y
el matrimonio de niños y se adoptarán todas las medidas

necesarias, incluso de carácter legislativo, para fijar una
edad mínima para la celebración del matrimonio.

• Que en efecto la ley no cambia automáticamente la reali-
dad, pero que sin cambios a la ley, la realidad no cambia. 

• Que el matrimonio entre niños es uno de los factores de
mayor influencia para la reproducción de la pobreza y una
forma cruel de excluir a mujeres y hombres menores de
edad, de un proyecto de vida prometedor e independiente.

Por lo anterior y considerando que México está compro-
metido en la lucha contra la discriminación hacia las muje-
res, así como en la búsqueda de una sociedad más justa y
equitativa, proponemos a este cuerpo legislativo, el si-
guiente:

PROYECTO DE DECRETO

Que reforma y deroga diversas disposiciones del Título
Quinto Capítulo II, del Código Civil Federal, referente a
los requisitos para contraer matrimonio.

Artículo primero. Se modifica el artículo 146 para quedar
como sigue:

“Artículo 146. El matrimonio es un acto jurídico solemne
entre un hombre y una mujer, con el fin de crear una uni-
dad de vida entre ellos, en donde ambos se procurarán res-
peto, igualdad, ayuda mutua y la posibilidad de procrear hi-
jos, de manera libre, responsable e informada. Este acto
jurídico debe celebrarse ante el juez u oficial del Registro
Civil o cualquier otra autoridad con facultades para ello,
con las formalidades que la ley exige.”

Artículo segundo. Se deroga el artículo 147.

Artículo tercero. Se reforma el artículo 148 para quedar
como sigue:

“Artículo 148. Para contraer matrimonio se requiere que
los solicitantes hayan alcanzado la mayoría de edad.”

Artículo cuarto. Se reforma el artículo 149 para quedar
como sigue:

“Artículo 149. Los menores de edad podrán contraer ma-
trimonio siempre y cuando ambos hayan cumplido 17 años
de edad al momento de su celebración. Para tal efecto, se
requerirá del consentimiento de quienes se encuentren en el
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ejercicio de la patria potestad o la tutela. A falta o por im-
posibilidad de éstos, los solicitantes podrán acudir a los tri-
bunales competentes para hacer valer el derecho que este
artículo consigna. La autoridad resolverá según las cir-
cunstancias específicas de cada caso.

Artículo quinto. Se deroga el artículo 150. 

Artículo sexto. Se deroga el artículo 151. 

Artículo séptimo. Se deroga el artículo 152. 

Artículo octavo. Se reforma el artículo 155 para quedar
como sigue:

“Artículo 155. La autoridad que hubiere autorizado a un
menor para contraer matrimonio, no podrá revocar el con-
sentimiento una vez que lo haya otorgado, sino por causas
que se hayan generado con posterioridad a la celebración
de este acto jurídico.”

Artículo noveno. Se reforma el artículo 156 en sus frac-
ciones I, II, VI, VII, VIII y último párrafo para quedar co-
mo sigue:

“Artículo 156. Son impedimento para celebrar el matri -
monio:

I. La falta de edad requerida por la ley.

II. La falta de consentimiento del que, o los que, ejerzan la
patria potestad, el tutor o la autoridad correspondiente.

III a la V. . . .

VI. La fuerza o miedo graves impuestos para la celebración
del matrimonio. 

VII. Las enfermedades crónicas e incurables, que sean,
además, contagiosas o hereditarias.

VIII. Padecer alguno de los estados de incapacidad a que se
refiere la fracción II del artículo 450.

IX. . .

De estos impedimentos sólo son dispensables el parentes-
co de consanguinidad en línea colateral desigual.”

Artículo décimo. Se reforma el artículo 161 para quedar
como sigue:

“Artículo 161. Tratándose de mexicanos que se casen en
el extranjero, dentro de tres meses de su llegada a la Repú-
blica se transcribirá el acta de la celebración del matrimo-
nio en el Registro Civil del lugar en que se domicilien los
consortes.”

Para el debido conocimiento de todos mis colegisladores
solicito respetuosamente a la Mesa Directiva, se publique
la presente iniciativa, de manera íntegra en la Gaceta in-
formática y en el Diario de los Debates.

Atentamente.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 1o. de octubre de
2002.— Diputados: Arturo León Lerma, Enrique Priego
Ortiz, Concepción González Molina, Olga Uriarte Rico,
Luis Gerardo Rubio Valdez, Jaime Larrazábal Bretón, Abel
Trejo González, Cutberto Cantorán Espinoza, Angel Mei-
xueiro González, Silvia Romero Suárez, Patricia Aguilar
García, Lourdes Gallardo Pérez, María de los Angeles
Sánchez Lira, Rosario Tapia Medina, Magdalena Núñez
Monreal, Celia Martínez Bárcenas, Enriqueta Bacilio So-
telo, David Penchyna Grub, Julieta Prieto Fuhrken, María
Teresa Campoy Ruy Sánchez, Erika Spezia Maldonado, Je-
sús Taracena Martínez, Lorena Martínez Rodríguez, María
Elena Chapa Hernández, Eréndira Cova Brindis, Rosario
Oroz Ibarra, Hilda Anderson Nevárez, Araceli Domínguez
Ramírez, Martha Silvia Sánchez González y Juan Callejas
Arroyo.»

Presidencia del diputado 
Jaime Vázquez Castillo

El Presidente Jaime Vázquez Castillo:

Muchas gracias diputada Olga Haydee Flores Velásquez. 

Como lo ha solicitado, insértese el texto íntegro en el
Diario de los Debates y en La Gaceta Parlamentaria y
túrnese a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos.

Perdón, un momento, la diputada proponente de la ini-
ciativa anterior ha solicitado que se turne también su
iniciativa a la Comisión de Equidad y Género lo cual se
concede para efectos de que esta comisión opine sobre
la iniciativa.
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PROCESOS ELECTORALES

El Presidente Jaime Vázquez Castillo:

Tiene el uso de la palabra para presentar una iniciativa de
reforma a los artículos 41 y 54 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, para reformar, adicionar
y derogar diversos artículos del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, el diputado Diego
Alonso Hinojosa Aguerrevere, del grupo parlamentario del
Partido Acción Nacional, hasta por 10 minutos.

Adelante, señor diputado.

El diputado Diego Alonso Hinojosa Aguerrevere:

Honorable Asamblea, Diego Alonso Hinojosa Aguerre-
vere, diputado federal, integrante del grupo parlamentario
del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dis-
puesto por el artículo 71 fracción II de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y 55 fracción II del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la conside-
ración de esta Asamblea la siguiente iniciativa de decreto,
que reforma los artículos 41 y 54 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y que reforma, adi-
ciona y deroga diversas disposiciones del Código Federal
de Instituciones y Procedimientos Electorales, bajo la si-
guiente 

EXPOSICION DE MOTIVOS

La presente iniciativa contiene ocho propósitos que van en-
caminados hacia una nueva regulación de los partidos po-
líticos. 

Primero. Modificar la distribución del financiamiento pú-
blico a partidos políticos de 30 y 70% a 20 y 80%.

Actualmente el Cofipe distribuye el financiamiento públi-
co de la siguiente manera: el 30% se entrega de manera
igualitaria a los partidos políticos con representación en el
Congreso de la Unión y el 70% restante se distribuye según
el porcentaje de la votación nacional emitida, si lo hubiese
obtenido cada partido político con representación en las cá-
maras, en la última elección de diputados.

Lo anterior es muy favorable para los partidos políticos con
poca representatividad porque captan mayores recursos.
De esta manera la propuesta es que los porcentajes de dis-

tribución del financiamiento público sean del 20% reparti-
do en forma igualitaria y el 80% según la representación en
esta Cámara.

Esto indica que los partidos con una mayor representa-
ción obtendrán más recursos gracias a la decisión de los
votantes. 

Segundo. Regulación y fiscalización de las precampañas.
Es de todos conocido que los militantes de un partido polí-
tico interesados en obtener la designación de su partido para
ser candidatos para un puesto de elección popular, meses
antes de los registros comienzan a llevar a cabo actividades
de proselitismo con esta finalidad; actualmente, la Consti-
tución y el Copife no regulan estas actividades es por ello
que la propuesta es que las precampañas deben ser sujetas
a disposiciones similares a las campañas.

Tercero. Establecer el número de días que debe durar las
campañas para Presidente, senador y diputado. El Cofipe
no establece el tiempo de los periodos para las campañas
electorales, es uno de los actores de la fórmula que deter-
mina los montos totales de financiamiento público a los
partidos políticos; por tanto, al ser más prolongadas las
campañas, los gastos están aumentando. 

Además, es necesario considerar que campañas tan largas
detectan tres grandes problemas, a saber: 

1. Un fastidio electoral por parte de la ciudadanía. 

2. Un excesivo costo de las campañas y 

3. Un agotamiento físico y propositivo por parte de los par-
tidos y sobre todo de los candidatos.

Por todo lo anterior, propongo que la Ley Electoral deter-
mine los días máximos que deberá durar las campañas
electorales; con esto, los gastos de las precampañas y cam-
pañas se reducen sensiblemente y es congruente a la re-
ducción del presupuesto, ya que al ser menos días se gasta
menos dinero.

Cuarto. Obligar a aquellos partidos políticos que pierdan su
registro, a rendir cuentas del financiamiento y recursos ob-
tenidos, así como la entrega del activo neto que resulte. 

La normatividad electoral no contempla hoy un mecanis-
mo efectivo de rendición de cuentas para los partidos polí-
ticos nacionales que pierden su registro. Al momento en
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que de acuerdo con los plazos establecidos por la ley, la
Junta General Ejecutiva del IFE hace una declaratoria de
pérdida de registro de un partido político, el proceso de fis-
calización anual y de campaña de recursos de los institutos
políticos, no ha concluido aún, de tal suerte que cuando se
aprueba el dictamen de fiscalización ya no existe una per-
sona jurídica que se responsabilice plenamente de las con-
secuencias del proceso fiscalizador, ni tampoco que pueda
ser sancionada por eventuales irregularidades encontradas.

En este sentido, no podemos aceptar que todo el patrimo-
nio de un partido político que haya perdido su registro,
quede a favor de una persona física o moral privada toda
vez que dicho partido político recibió recursos públicos en
su mayoría, por lo que debe seguir siendo la Federación,
evitando así la especulación de las aportaciones privadas,
entonces se propone que para poder exigir legalmente una
rendición de cuentas a los partidos políticos que han perdi-
do su registro, todos los partidos deberán nombrar un re-
presentante legal que cumpla con todos los fines legales
que dicta el Cofipe y que será el responsable de entregar al
IFE la información financiera y el patrimonio que resulte
del partido.

El IFE entregará esos activos a la Secretaría de Hacienda y
Crédito para que sean destinados a algún organismo o ins-
titución de beneficencia. Esto mismo ya que considerando
que dentro de los estatutos de Acción Nacional que señala
que al disolverse el partido, el activo neto que resulte del
patrimonio será entregado a alguna institución de benefi-
cencia que acuerde la Asamblea nacional.

Quinto. Reducir el financiamiento público de las agrupa-
ciones políticas. La legislación electoral vigente contempla
que el financiamiento público de las agrupaciones políticas
que tienen su registro o que recientemente lo obtuvieron
ante el IFE deberán recibir prerrogativas por un monto
equivalente al 2% de los financiamientos públicos destina-
dos a los partidos políticos.

De acuerdo con lo anterior, en este año se destinaron más
de 46 millones de pesos a 36 agrupaciones políticas, que si
bien es cierto son figuras relevantes para la diversidad po-
lítica. Lo que también es cierto es que se han convertido en
un negocio muy rentable para algunos ya que en numero-
sas ocasiones los líderes de estas organizaciones las utili-
zan con intereses meramente personales.

Es por esto que es prudente reducir el financiamiento pú-
blico a las agrupaciones a un 1% y si estas organizaciones

representan los intereses de un importante grupo de perso-
nas que en todo caso compita como partido político y de-
muestre en las urnas su representatividad y con ello su de-
recho a las prerrogativas constitucionales y legales.

Sexto. Aumentar de 2 a 3% la votación mínima requerida
para que los partidos políticos alcancen o mantengan su re-
gistro para el principio de representación proporcional.
Cada tres se crea y se reestructuran partidos políticos con
la intención de conseguir o mantener su registro ante el IFE
y después son catalogados como entidades de interés pú-
blico y organizaciones que realmente no lo son y que pue-
den ser privilegiadas con todas las prerrogativas y derechos
que otorga la Constitución y el Cofipe, cuando realmente
no lo merecen por no constituir una auténtica opción o ver-
dadera representación nacional, además de que en repeti-
das ocasiones se anexan a los llamados “partidos grandes”,
con los cuales consiguen más beneficios de nuestras leyes,
como su registro, financiamiento y alguna diputación o se-
naduría.

Para evitar la proliferación de estos partidos políticos chi-
cos planteo elevar la votación mínima requerida para que
los partidos políticos obtengan su registro o para mante-
nerlo, del 2 al 3%, ya que nuestro país es uno de los que
permite la obtención de estos privilegios con una votación
de las más bajas del mundo. De esta manera reiteramos la
importancia del Poder Legislativo como pieza central del
sistema de la división de poderes y de la democracia repre-
sentativa que realmente constituya la representación de to-
das las manifestaciones humanas, sociales, culturales y po-
líticas del pueblo mexicano.

Séptimo. Los partidos políticos, aun cuando formen una
coalición, serán considerados individualmente para la asig-
nación de diputados y senadores de representación propor-
cional y la conservación u obtención de su registro, así como
la asignación de recursos económicos. 

Las coaliciones electorales son una de las modalidades por
las que se optar los partidos políticos para desplegar sus ac-
tividades de campaña en busca del voto ciudadano, sin em-
bargo, el procedimiento actualmente contemplado por la
ley considera a los partidos coligados como uno solo y no
permite identificar el número de votos por cada instituto
político que en particular aportó a la coalición e impide co-
rroborar que cada partido cuente con un respaldo electoral
de al menos el 3% de la votación, como se establece en es-
ta iniciativa, requisito legal para conservar su registro como
partido político, así como para acceder a cargos de repre-
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sentación y gozar del financiamiento público y demás pre-
rrogativas, de tal suerte, la propuesta que aun cuando par-
tidos políticos formen coalición, los votos deben ser adju-
dicados a cada partido individual, para esto, las boletas
electorales y la publicidad deben distinguir el emblema y
color de cada partido asentado en la leyenda “en coali-
ción”, para que cada persona vote por el partido o candi-
dato de su preferencia y cada partido político obtenga los
méritos propios, los escaños o curules y conserve u obten-
ga su registro.

Octavo. Para constituir un partido político las organizacio-
nes interesadas deberán hacer su Asamblea, reuniones y
mítines en presencia de un funcionario y federatario públi-
co designado por el IFE. La Ley Electoral vigente no per-
mite comprobar fehacientemente el cumplimiento cabal de
cada uno de los requisitos legales para constituir un parti -
do político.

Un aspecto muy importante para que una organización as-
pire a ser partido político es la comprobación de un núme-
ro determinado de simpatizantes a través de asambleas,
reuniones y mítines, sin embargo, el Cofipe establece que
algún juez, notario o funcionario acreditado ante el IFE
basta para hacer constar que el evento contó con los reque-
rimientos de ese instituto, lo cual se ha presentado para no
cumplirlos.

Por lo anterior, permítame, señor Presidente, solicitarle que
se publique en la Gaceta Parlamentaria y en el Diario de
Debates toda la iniciativa, que es bastante larga.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Honorable Asamblea: Diego Alonso Hinojosa Aguerreve-
re, diputado federal integrante del grupo parlamentario del
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración
de esta honorable Asamblea la siguiente iniciativa de de-
creto que reforma los artículos 41 y 54 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que reforma,
adiciona y deroga diversas disposiciones del Código Fede-
ral de Instituciones y Procedimientos Electorales, bajo la
siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

La presente iniciativa contiene ocho propósitos que van en-
caminados hacia una nueva regulación de los partidos po-
líticos:

1. Modificar la distribución del financiamiento público a
partidos políticos; de 30% y 70% a 20% y 80%. 

Actualmente, el Cofipe distribuye el financiamiento público
de la siguiente manera: el 30% se entrega de manera igua-
litaria a los partidos políticos con representación en el Con-
greso de la Unión y el 70% restante se distribuye según el
porcentaje de la votación nacional emitida que hubiese ob-
tenido cada partido político con representación en las cá-
maras en la última elección de diputado. Lo anterior, es
muy favorable para los partidos políticos con poca repre-
sentatividad, porque captan mayores recursos. 

De esta manera, la propuesta es que los porcentajes de dis-
tribución del financiamiento público sea de 20% repartido
en forma igualitaria y el 80% según la representación en
esta Cámara. Esto implica que los partidos con una mayor
representación obtendrá más recursos, gracias a la decisión
de los votantes.

2. Regulación y fiscalización de las precampañas.

Es de todos conocidos, que los militantes de un partido po-
lítico interesados en obtener la designación de su partido
para ser candidatos para un puesto de elección popular, me-
ses antes de los registros comienzan ha llevar a cabo acti-
vidades de proselitismo con esta finalidad. Actualmente, la
Constitución y el Cofipe no regulan estas actividades, es
por ello, que la propuesta es que las precampañas deben ser
sujetas a disposiciones similares a las campañas. 

3. Establecer el número de días que deben durar las cam-
pañas para presidente, senador y diputado.

El Cofipe no establece el tiempo de los periodos para las
campañas electorales y es uno de los factores de la fórmu-
la que determina los montos totales de financiamiento pú-
blico a los partidos políticos, por tanto, al ser más prolon-
gadas las campañas los gastos de éstas aumentan.

Además, es necesario considerar que campañas tan largas
detectan tres grandes problemas a saber:

1) Un fastidio electoral por parte de la ciudadanía,
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2) Un excesivo costo de las campañas y 

3) Un agotamiento físico y propositivo por parte de los par-
tidos y, sobre todo, de los candidatos.

Por todo lo anterior, propongo que la ley electoral deter-
mine los días máximos que deberán durar las campañas
electorales. Con esto, los gastos de precampaña y campaña
se reducen sensiblemente y es congruente con la reducción
del presupuesto, ya que al ser menos días se gastará menos
dinero.

4. Obligar aquellos partidos políticos que pierdan su regis-
tro, a rendir cuentas del financiamiento y recursos obteni-
dos, así como la entrega del activo neto que resulte.

La normatividad electoral, no contempla hoy un mecanis-
mo efectivo de rendición de cuentas para los partidos polí-
ticos nacionales que pierden su registro. Al momento en
que, de acuerdo con los plazos establecidos por la ley, la
Junta General Ejecutiva del IFE hace la declaratoria de pér-
dida de registro de un partido político, el proceso de fisca-
lización anual y de campaña de los recursos de los institu-
tos políticos no han concluido aún. De tal suerte, cuando se
aprueba el dictamen de fiscalización, ya no existe una per-
sona jurídica que se responsabilice plenamente de las con-
secuencias del proceso fiscalizador ni tampoco que pueda
ser sancionada por eventuales irregularidades encontradas. 

En este sentido, no podemos aceptar, que todo el patri -
monio de un partido político que ha perdido su registro,
quede en favor de una persona física o moral privada, to-
da vez, que dicho partido político recibió recursos públi-
cos en su mayoría, por lo que deben seguir siendo de la
Federación evitando así la especulación de las aportacio-
nes privadas.

Entonces se propone, que para poder exigir legalmente una
rendición de cuentas a los partidos políticos que han perdido
su registro, todos los partidos deberán nombrar un represen-
tante legal que cumpla con todos los fines legales que dicta el
Cofipe, y que será el responsable de entregar al IFE la infor-
mación financiera y el patrimonio que resulte del partido. 

El IFE entregará esos activos a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, para que sean destinados a algún organis-
mo o institución de beneficencia, esto mismo, ya está con-
siderado dentro de los estatutos de Acción Nacional, que
señala que al disolverse el partido, el activo neto que re-

sulte del patrimonio será entregado a alguna institución de
beneficencia que acuerde la asamblea nacional. 1

5. Reducir el financiamiento público a las agrupaciones po-
líticas.

La legislación electoral vigente, contempla que el financia-
miento público a las agrupaciones políticas que tienen su re-
gistro o que recientemente lo obtuvieron ante el IFE, debe-
rán de recibir prerrogativas por un monto equivalente al 2%
del financiamiento público destinado a los partidos políticos.

De acuerdo con lo anterior, en este año se destinaron más
de 46 millones de pesos a las 36 agrupaciones políticas,
que si bien es cierto, son figuras relevantes para la diversi-
dad política, lo que también es cierto, es que se han con-
vertido en un negocio muy rentable para algunos, ya que en
numerosas ocasiones los líderes de esas organizaciones las
utilizan con intereses meramente personales. 

Es por esto, que es prudente reducir el financiamiento pú-
blico a las agrupaciones a un 1%, y si estas organizaciones
representan los intereses de un importante grupo de perso-
nas, que en todo caso, compitan como partido político y de-
muestren en las urnas su representatividad y con ello su de-
recho a las prerrogativas constitucionales y legales.

6. Aumentar de 2% a 3% la votación mínima requerida para
que los partidos políticos alcancen o mantengan su registro
y para el principio de representación proporcional.

Cada tres años se crean y se reestructuran partidos políticos
con la intención de conseguir o mantener su registro ante el
IFE, y después son catalogados como entidades de interés
público a organizaciones que realmente no lo son, y que
pueden ser privilegiadas con todas las prerrogativas y de-
rechos que otorgan la Constitución y el Cofipe, cuando real-
mente no lo merecen por no constituir una auténtica opción
o verdadera representación nacional. 

Además, que en repetidas ocasiones se anexan a los llama-
dos partidos “grandes” con lo cual consiguen más benefi-
cios de nuestras leyes; como su registro, financiamiento y
alguna diputación o senaduría. 

Para evitar la proliferación de estos partidos políticos “chi-
cos”, planteo elevar la votación mínima requerida para que

1. Véase, artículo 95 de los estatutos del Partido Acción Nacional [en lí -

nea] <http://www.pan.org.mx/lnbas/estatutos.rtf> México. 
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los partidos políticos obtengan su registro o para mante-
nerlo del 2% al 3%, ya que nuestro país, es uno de los que
permiten la obtención de estos privilegios con una votación
de las más bajas del mundo.2

De esta manera, reiteramos la importancia del Poder Legisla-
tivo como pieza central del sistema de la división de poderes
y de la democracia representativa, que realmente constituya
la representación de todas las manifestaciones humanas, so-
ciales, culturales y políticas del pueblo mexicano.

7. Los partidos políticos aun cuando formen una coalición,
serán considerados individualmente para: 

a) La asignación de diputados y senadores de representa-
ción proporcional, 

b) La conservación u obtención de su registro y 

c) La asignación de recursos económicos. 

Las coaliciones electorales, son una de las modalidades por
las que pueden optar los partidos políticos para desplegar
sus actividades de campaña en busca del voto ciudadano.
Sin embargo, el procedimiento actualmente contemplado
por la ley considera a los partidos coligados como uno so-
lo, y no permite identificar el número de votos que cada
instituto político en particular aportó a la coalición e impide
corroborar que cada partido cuente con un respaldo electo-
ral de al menos 3% de la votación, —como se establece en
esta iniciativa—, requisito legal para conservar su registro
como partido político, así como para acceder a cargos de
representación y gozar del financiamiento público y demás
prerrogativas. 

De tal suerte, la propuesta es que aun cuando partidos po-
líticos formen una coalición, los votos deben ser adjudica-
dos a cada partido individualmente, para esto, las boletas
electorales y la publicidad deben distinguir el emblema y
color de cada partido asentando la leyenda de “en coali-
ción”, para que cada persona vote por el partido o candidato
de su preferencia, y que cada partido político obtenga por
meritos propios los escaños o curules y conserve u obten-
ga su registro.

8. Para constituir un partido político, las organizaciones in-
teresadas deberán hacer sus asambleas, reuniones y mítines
en presencia de un funcionario y fedatario público desig-
nados por el IFE.

La ley electoral vigente, no permite comprobar fehaciente-
mente el cumplimiento cabal de cada uno de los requisitos
legales para constituir un partido político. Un aspecto muy
importante, para que una organización aspire a ser un par-
tido político, es la comprobación de un número determi-
nado de simpatizantes a través de asambleas, reuniones y
mítines, sin embargo, el Cofipe establece que algún juez,
notario o funcionario acreditado ante el IFE basta para ha-
cer constar que el evento contó con los requerimientos de
ese instituto, lo cual se ha prestado para no cumplirlos.

Por lo anterior, es necesario que aquellas organizaciones
que buscan su registro deberán hacer sus asambleas, reu-
niones y mítines en presencia de un funcionario y un feda-
tario público ambos designados por el IFE. De esta forma,
se permitirá autentificar el proceso por parte de la autori-
dad electoral para otorgar el registro de partido político a
alguna organización.

Adicionalmente, es importante que las organizaciones que
se quieren constituir como partido político, no convoquen
a las personas a sus asambleas mediante manipulaciones,
engaños o acciones subrepticias, que tienden a otros fines
distintos a la constitución del partido político. Es por esto,
que el funcionario acreditado ante el IFE también compro-
bará que no se lleven a cabo estas prácticas.

Es por todo lo anterior, que con fundamento en lo dispues-
to por el artículo 71 fracción II de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y 55 fracción II del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, se somete a la conside-
ración de esta Asamblea la siguiente

INICIATIVA 

De decreto que reforma el artículo 41 y 54 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Códi-
go Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales,
para quedar de la siguiente manera:

Artículo primero. Se reforma la fracción II, el inciso a de
la fracción II y el segundo párrafo del inciso c del artículo
41, y se reforma la II fracción del artículo 54 de la Consti-

2. Véase por ejemplo, el artículo 87 de la Ley Orgánica de las Elecciones

de Perú, [en línea] <http://www.onpe.gob.pe> Perú y el artículo 182 del

Código Electoral de El Salvador [en línea] <http.//www.tse.gob.sv/codigo-

electoral.doc> El Salvador.
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tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como sigue:

“Artículo 41. . . 

II. La ley garantizará que los partidos políticos nacionales
cuenten de manera equitativa con elementos para llevar a ca-
bo sus actividades. Por tanto, tendrán derecho al uso en for-
ma permanente de los medios de comunicación social, de
acuerdo con las formas y procedimientos que establezca la
misma. Además, la ley señalará las reglas a que se sujetará
el financiamiento de los partidos políticos y sus precampa-
ñas y campañas electorales, debiendo garantizar que los re-
cursos públicos prevalezcan sobre los de origen privado.

. . .

a) El financiamiento público para el sostenimiento de sus ac-
tividades ordinarias permanentes se fijará anualmente, apli-
cando los costos mínimos de campaña calculados por el ór-
gano superior de Dirección del Instituto Federal Electoral, el
número de senadores y diputados a elegir, el número de par-
tidos políticos con representación en las Cámaras del Con-
greso de la Unión y la duración de las campañas electorales.
El 20% de la cantidad total que resulte de acuerdo con lo se-
ñalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políti-
cos en forma igualitaria y el 80% restante se distribuirá entre
los mismos de acuerdo con el porcentaje de votos que hubie-
ren obtenido en la elección de diputados inmediata anterior;

b) y c) . . .

La ley fijará los criterios para determinar los límites a las
erogaciones de los partidos políticos en sus precampañas y
campañas electorales; establecerá los montos máximos que
tendrán las aportaciones pecuniarias de sus simpatizantes y
los procedimientos para el control y vigilancia del origen y
uso de todos los recursos con que cuenten y asimismo, se-
ñalará las sanciones que deban imponerse por el incumpli-
miento de estas disposiciones.

. . . 

Artículo 54. . . 

I. . . 

II. Todo partido político que alcance por lo menos el 3%
del total de la votación emitida para las listas regionales de
las circunscripciones plurinominales, tendrá derecho a que

le sean atribuidos diputados según el principio de repre-
sentación proporcional; 

III a la VI. . .”

Artículo segundo. Se reforma el segundo párrafo del artí-
culo 12; se reforma el primer párrafo, inciso b) del artículo
18; se reforma el inciso c) fracción IV del primer párrafo del
artículo 27; se reforman los incisos a) y b) del primer párra-
fo y se adiciona una fracción VI al inciso b) del artículo 28;
se reforman el primer y segundo párrafos del artículo 32 y se
adiciona un cuarto; se reforma el octavo párrafo del artículo
35; se adiciona en el primer párrafo del artículo 38 un inciso
l), pasando el l) a ser m), y así sucesivamente y se reforma
el segundo párrafo; se reforma el párrafo quinto, la fracción
V del inciso a) del séptimo párrafo del artículo 49; se refor-
ma el primer párrafo del artículo 49-A; se  adiciona en el se-
gundo párrafo el inciso h) pasando el h) a ser i), y así suce-
sivamente del artículo 49-B;  se reforma el noveno párrafo
del artículo 58; se reforma el inciso d) del primer párrafo y
el cuarto párrafo del artículo 59; se reforma el cuarto párra-
fo del artículo 59-A; se reforma el cuarto párrafo del artícu-
lo 60; se reforma el inciso b) del primer párrafo y se deroga
el inciso g) del primer párrafo y sexto párrafo del artículo 61;
se reforma el inciso b) del primer párrafo y el sexto párrafo
y se deroga el inciso g) del primer párrafo del artículo 62; se
reforman los incisos e) e i) del primer párrafo, y se derogan
los incisos j) y k) del primer párrafo del artículo 63; se re-
forma el primer párrafo incisos b) y c), del artículo 66; se
adiciona un quinto párrafo al artículo 182; se adiciona un pá-
rrafo sexto al artículo 182-A; se reforma el primer párrafo
del artículo 185; se reforman el inciso c) del segundo párra-
fo y el sexto párrafo del artículo 205; se deroga el segundo
párrafo del artículo 229; se reforma el inciso a) del primer
párrafo del artículo 230, para quedar como sigue:

“Artículo 12. . .

En la aplicación de la fracción III del artículo 54 de la
Constitución, para la asignación de diputados de represen-
tación proporcional, se entenderá como votación nacional
emitida la que resulte de deducir de la votación total emiti-
da, los votos a favor de los partidos políticos que no hayan
obtenido el 3% y los votos nulos.

. . . 

Artículo 18. . . 

a) . . .
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b) La asignación de senadores por el principio de represen-
tación proporcional se hará considerando como votación
nacional emitida la que resulte de deducir de la total emiti-
da, los votos a favor de los partidos políticos que no hayan
obtenido el 3% de la votación emitida para la lista corres-
pondiente y los votos nulos.

. . . 

Artículo 27. . . 

a) a c) . . . 

I a la III. . . 

IV. Un órgano responsable de la administración de su pa-
trimonio y recursos financieros y de la presentación de los
informes de ingresos y egresos anuales y de campaña a que
se refiere el párrafo 1 del artículo 49-A de este Código. Ca-
da órgano nombrará un representante legal del partido po-
lítico que tendrá responsabilidad solidaria para todos los
efectos legales que establece este Código y las leyes que
para tal efecto sean aplicables, mismo que aun y cuando el
partido político pierda su registro, quedará sujeto a las obli-
gaciones que el Instituto considere necesarias para la liqui-
dación del patrimonio del partido y entrega al Instituto. 

d) al g) . . . 

Artículo 28. …

a) Celebrar por lo menos en 10 entidades federativas o en
100 distritos electorales, una asamblea en presencia de un
funcionario y un fedatario público designados ambos para
tal efecto por el propio Instituto, quienes certificaran:

I y II. . . 

b) Celebrar una asamblea nacional constitutiva ante la pre-
sencia de un funcionario y un fedatario público designados
ambos por el Instituto, quienes certificaran:

I a la V. . . 

VI. Que no se convocó a los militantes mediante manipu-
laciones, engaños o acciones subrepticias, que tienden a
otros fines distintos a la constitución del partido político.

. . . 

Artículo 32. Al partido político que no obtenga por lo me-
nos el 3% de la votación en alguna de las elecciones fede-
rales ordinarias para diputados, senadores o Presidente de
los Estados Unidos Mexicanos, le será cancelado el regis-
tro y perderá todos los derechos y prerrogativas que esta-
blece este Código.

El hecho de que un partido político no obtenga por lo me-
nos el 3% de la votación emitida en alguna de las eleccio-
nes, no tiene efectos en relación con los triunfos que sus
candidatos hayan obtenido en las elecciones nacionales se-
gún el principio de mayoría relativa.

. . . 

Aun cuando un partido político perdiera su registro, esto no
lo exime de las obligaciones que dicta el artículo 49-A. 

Artículo 35. …

. . . 

. . . 

. . . 

Para los efectos del párrafo anterior, se constituirá un fon-
do consistente en una cantidad equivalente al 1% del mon-
to que anualmente reciben los partidos políticos para el
sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes.

. . . 

Artículo 38. . . 

a) al k) . . . 

l) Que al perder su registro, deberá entregar toda la infor-
mación sobre el origen y destino de sus recursos anuales y
de campaña, así como la entrega del activo neto que resul -
te de la liquidación del patrimonio del partido al Instituto;

m) al t) . . . 

Las modificaciones a que se refiere el inciso m) del párra-
fo anterior en ningún caso se podrán hacer una vez inicia-
do el proceso electoral.

Artículo 49. . . 

. . . 
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Los partidos políticos en los términos de la fracción IV del
inciso c) del párrafo 1 del artículo 27 de este Código, de-
berán tener un órgano interno y representante legal encar-
gado de la obtención y administración de sus recursos ge-
nerales y de campaña, así como de la presentación de los
informes a que se refiere el artículo 49-A de este mismo or-
denamiento. Dicho órgano se constituirá en los términos y
con las modalidades y características que cada partido li-
bremente determine.

a) Para el sostenimiento de actividades ordinarias perma-
nentes:

I a la IV. . . 

V. . . 

El 20% de la cantidad total que resulte, se entregará en for-
ma igualitaria, a los partidos políticos con representación
en las cámaras del Congreso de la Unión.

El 80% restante, se distribuirá según el porcentaje de la vo-
tación nacional emitida, que hubiese obtenido cada partido
político con representación en las cámaras del Congreso de
la Unión, en la elección de diputados inmediata anterior.

VI a la VIII. . . .

b) . . . 

Artículo 49-A. Los partidos políticos y las agrupaciones
políticas deberán presentar ante la comisión del Instituto
Federal Electoral, a que se refiere el párrafo sexto del artícu-
lo anterior, los informes del origen y monto de los ingresos
que reciban por cualquier modalidad de financiamiento, así
como su empleo y aplicación. Aun cuando un partido polí -
tico haya perdido su registro deberá cumplir con todas las
disposiciones aplicables hasta en tanto se liquide el patri-
monio del partido y sea entregado al Instituto, atendiendo
a las siguientes reglas:

. . . 

. . . 

Artículo 49-B. . . 

La comisión tendrá a su cargo, entre otras atribuciones, las
siguientes: 

a) al g) . . . 

h) Ordenar la liquidación del patrimonio de aquellos parti -
dos políticos que hubieran perdido su registro y entregar
esos activos netos a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, que a su vez los destinará a algún organismo o Ins-
titución de beneficencia en favor de la sociedad mexicana. 

i) al l) . . . 

. . . 

Artículo 58. . . 

Los partidos políticos que se hubieren coligado podrán con-
servar su registro al término de la elección, si la votación de
cada partido político es del 3% de la votación emitida, que
requiere cada uno de los partidos políticos coligados.

. . . 

Artículo 59. . . .

a) al c) . . . 

d) Participará en el proceso electoral con el emblema de ca-
da partido político, bajo la declaración de principios, pro-
grama de acción y estatutos que haya aprobado la coali-
ción.

. . . 

La asignación del número de diputados en coalición por el
principio de representación proporcional será de acuerdo
con la votación que le corresponda a cada partido político
y la suma de ellos será la votación total de la coalición.

Artículo 59-A. . . 

La asignación del número de diputados y senadores en coa-
lición por el principio de representación proporcional será
de acuerdo con la votación que le corresponda a cada par-
tido político y la suma de ellos será la votación total de la
coalición.

Artículo 60. . . 

La asignación del número de diputados y senadores en coa-
lición por el principio de representación proporcional será
de acuerdo con la votación que le corresponda a cada par-
tido político y la suma de ellos será la votación total de la
coalición.
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Artículo 61. . . 

a) . . . 

b) Participará en las campañas de las entidades correspon-
dientes con los emblemas de cada partido político coliga-
dos, asentando la leyenda “En coalición”;

c) al f) . . . 

g) Se deroga.

h) . . . 

Sexto párrafo. Se deroga.

Artículo 62. . . 

a) . . . 

b) Participará en las campañas en los distritos correspon-
dientes con los emblemas de cada partido político coliga-
dos, asentando la leyenda “En coalición”;

c) al f) . . . 

g) Se deroga.

h). . . 

La asignación del número de diputados y senadores en coa-
lición por el principio de representación proporcional será
de acuerdo con la votación que le corresponda a cada par-
tido político y la suma de ellos será la votación total de la
coalición.

Artículo 63. . .

a) al d) . . . 

e) Los emblemas y colores de los partidos políticos aún co-
ligados deben aparecer en la boleta en el lugar que les co-
rresponda. En su caso, se deberá acompañar la declaración
de principios, programa de acción y estatutos respectivos
de la coalición o bien, la plataforma electoral en coalicio-
nes parciales, así como los documentos en que conste la
aprobación por los órganos partidistas correspondientes; 

f) al h) . . . 

i) La prelación para la conservación del registro de los par-
tidos políticos, en el caso de que el porcentaje de la vota-
ción obtenida por la coalición no sea equivalente al 3% por
cada uno de los partidos políticos coligados; 

j) Se deroga.

k) Se deroga.

l) . . . 

. . . 

Artículo 66. . . 

a) . . . 

b) No obtener en la elección federal ordinaria inmediata
anterior, por lo menos el 3% de la votación emitida en al-
guna de las elecciones para diputados, senadores o Presi-
dente de los Estados Unidos Mexicanos, en los términos
del párrafo 1 del artículo 32 de este Código;

c) No obtener por lo menos el 3% de la votación emitida en
alguna de las elecciones federales ordinarias para diputa-
dos, senadores o Presidente de los Estados Unidos Mexi-
canos;

d) al h) . . . 

Artículo 182. . . 

La precampaña electoral, para los efectos de este Código,
son las actividades que lleva a cabo una persona al interior
de un partido nacional o coalición, con la finalidad de ser
registrado ante el Instituto como candidato a un cargo de
elección popular por un partido o coalición. Asimismo, las
precampañas serán reguladas como campañas en lo condu-
cente, según lo establecido en el presente Código.

Artículo 182-A. . . 

El número máximo de días de campaña para Presidente de
los Estados Unidos Mexicanos será de 120 días, para
una campaña de diputado 60 días y para una de senador 90
días.

Artículo 185. La propaganda impresa que los candidatos
utilicen durante la campaña electoral deberá contener, en
todo caso, una identificación precisa del partido político o
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de cada uno de los partidos políticos de la coalición que ha
registrado al candidato, asentando la leyenda “En coali-
ción”; 

Artículo 205. …

a) y b) . . . 

c) Color o combinación de colores y emblema del partido
político nacional;

d) al j) . . . 

En caso de existir coaliciones, los emblemas de los parti-
dos coligados y los nombres de los candidatos aparecerán
con el mismo tamaño y en un espacio de las mismas di-
mensiones que aquellos que se destinen en la boleta a los
partidos que participan por sí mismos, redistribuyéndose
los espacios sobrantes. 

Artículo 229. . . 

Segundo párrafo. Se deroga.

Artículo 230. . . 

a) Se contará un voto válido por la marca que haga el elec-
tor en un solo cuadro en el que se contenga el emblema de
un partido político.”

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente decreto entrará en vigor el 1o. de enero
de 2003.

Dado en el Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 3 de octu-
bre de 2002.— Diputado Diego Alonso Hinojosa Aguerre-
vere.»

El Presidente Jaime Vázquez Castillo:

Con mucho gusto, señor diputado.

Como ha sido solicitado por el señor diputado Diego
Alonso Hinojosa Aguerrevere, insértese íntegramente
en la Gaceta Parlamentaria y en el Diario de los Debates
el texto de la iniciativa que ha presentado.

Gracias, señor diputado. 

A solicitud del grupo parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, se pospone para la siguiente sesión
la presentación de la iniciativa de reforma a la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Federal
del Trabajo.

La iniciativa presentada por el señor diputado Diego
Alonso Hinojosa Aguerrevere se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales y de Gobernación y Seguridad
Pública.

LEY FEDERAL PARA LA EXPEDICION DE
PASAPORTES Y DOCUMENTOS DE 

IDENTIFICACION Y ACREDITACION 
DE NACIONALIDAD.

El Presidente Jaime Vázquez Castillo:

Tiene el uso de la palabra el señor diputado Diego Cobo
Terrazas, para presentar iniciativa de decreto por el que se
expide la Ley Federal para la Expedición de Pasaportes y
Documentos de Identificación y Acreditación de Naciona-
lidad. Tiene la palabra hasta por 10 minutos.

El diputado Diego Cobo Terrazas: 

Con la autorización de la Presidencia; compañeras y com-
pañeros diputados:

Los diputados integrantes del grupo parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México, con fundamento en los
artículos 71 fracción II 72 y 73 fracción XVI de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 26 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y 55 fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, solicitamos se turne a la Comisión
de Relaciones Exteriores para su dictamen y posterior dis-
cusión en el pleno de la Cámara de Diputados de la LVIII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, la si-
guiente iniciativa al tenor de la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

El derecho del libre tránsito es una de las garantías indivi-
duales que consagran nuestra Constitución Política y que
tiene por objeto permitir y proteger el libre desplazamien-
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to de las personas a través del territorio, incluyendo a aquél
que se desarrolla allende de nuestras fronteras.

Para tal efecto, la propia Constitución establece en su artícu-
lo 11 que quienes se desplacen por el territorio no requeri-
rán de salvoconducto alguno, mencionando expresamente
entre otros, al pasaporte.

Sin embargo, el pasaporte resulta hoy en día una herra-
mienta necesaria para acreditar ante autoridades extranje-
ras la identidad de quienes deciden ejercer su libertad de
tránsito.

El pasaporte es usado en nuestro país desde 1825 y es el
documento de mayor emisión por parte de la Secretaría de
Relaciones Exteriores que con el transcurso del tiempo ha
tenido diversos formatos y modalidades.

Hace unos 25 años este documento era emitido únicamen-
te en la sede de la Cancillería y posteriormente se empeza-
ron a abrir delegaciones de la Secretaría en los estados de
la República lo que consolidó la validez del pasaporte ya
que algunos gobiernos estatales lo expedían por viaje, lo
que provocaba la falta de reconocimiento del documento
en el extranjero.

Actualmente el flujo de mexicanos que viajan al extranje-
ro con motivos turísticos, de negocios o de cualquier otro
interés es cada vez mayor, lo que incide directamente en la
demanda para la expedición de pasaportes que alcanza las
dos millones de solicitudes al año.

El pasaporte es uno de los instrumentos y documentos que
sirven como prueba fehaciente de la identidad del ciudada-
no mexicano en el extranjero. De igual manera algunas ins-
tituciones o empresas lo requieren en el territorio nacional
en calidad de identificación oficial.

Sin embargo, en últimas fechas, hemos sido testigos y re-
ceptores de diversas quejas de la sociedad por la burocra-
cia excesiva y la discrecionalidad de la autoridad con la
que se topan miles de ciudadanos en las delegaciones de la
Secretaría de Relaciones Exteriores para obtener el multi-
citado documento, sobre todo por el cobro desmesurado.

Requerimos, por tanto, establecer reglas precisas para agi-
lizar su expedición y hacer valer el principio constitucional
que obliga al Estado a garantizar el libre tránsito de las per-
sonas, principio que se ve vulnerado por el cobro de dere-
chos que se realiza para su expedición, ya que no se trata

de un servicio brindado por el Estado sino una obligación
para éste; es decir, que aquél ciudadano al que se le exige
el pasaporte como documento de identificación para ejer-
cer su derecho a libre tránsito, no debería estar obligado a
realizar un pago —muy alto por cierto—, para ejercer su
garantía de libre tránsito, ya que la Constitución expresa-
mente establece que ninguna persona requerirá de este do-
cumento.

Por otro lado, los acontecimientos del 11 de septiembre del
2001 en la ciudad de Nueva York, alteraron dramáticamen-
te los procedimientos de inspección y vigilancia sobre el
tránsito de personal alrededor del mundo, aunque nuestra
Constitución establece que ninguna persona requerirá del
pasaporte para ejercer su libre tránsito, hay que puntualizar
que tal disposición se circunscribe únicamente al territorio
nacional y a aquellas zonas donde la nación ejerce su so-
beranía y por consiguiente y en el extranjero cualquier na-
cional puede ser sujeto del requisito internacional.

Bajo estas circunstancias se reafirma la necesidad de tener
un documento de identificación que permita a los mexica-
nos de contar con la protección del Estado mexicano du-
rante su estadía en el extranjero.

Para ello, el pasaporte debe acoplarse a los estándares in-
ternacionales, con el fin de contribuir a la plena identifica-
ción del portador del mismo y a la seguridad internacional.

La Secretaría de Relaciones Exteriores, como ente respon-
sable de la expedición de pasaportes, debe garantizar la ex-
pedición pronta, ágil y gratuita de los pasaportes, ya que
como parte del Estado mexicano está sujeta a nuestro régi-
men legal, para lo cual la propia Secretaría ha expedido un
reglamento, que utiliza como base legal para el otorga-
miento de los pasaportes, pero que resulta discrecional y a
nuestro juicio inconstitucional por los argumentos antes es-
grimidos.

La Cámara de Diputados, como órgano gestor de la de-
manda ciudadana, puede responder a la resolución de los
problemas derivados del otorgamiento de pasaportes, que
causan en la ciudadanía molestias excesivas y cobros in-
justificados al obtener este documento.

Conforme a lo que dispone la fracción 16 del artículo 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
esta soberanía está facultada para proponer una ley que re-
gule la emisión de los pasaportes, considerando que éstos
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son un instrumento que identifica a las personas, para efec-
tos migratorios fundamentalmente.

Por ello, los diputados que integramos el grupo parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México, sometemos a
esta Cámara de Diputados de la LVIII Legislatura del Con-
greso de la Unión, la presente 

INICIATIVA 

De decreto, mediante el cual se expide la Ley Federal para
la Expedición de Pasaportes y Documentos de Identifica-
ción y Acreditación de Nacionalidad.

Unico. Se expide la Ley Federal para la Expedición de Pa-
saportes y Documentos de Identificación y Acreditación de
Nacionalidad.

Solicito a la Presidencia por economía de tiempo, que esta
iniciativa se publique de manera íntegra en el Diario de los
Debates así como en la Gaceta Parlamentaria.

Es todo muchas gracias.

«Cámara de Diputados de la LVIII Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión.— Presente.

Bernardo de la Garza Herrera, Francisco Agundis Arias,
José Antonio Arévalo González, Esveida Bravo Martínez,
María Teresa Campoy Ruy Sánchez, Olga Patricia Chozas
y Chozas, Diego Cobo Terrazas, Arturo Escobar y Vega,
José Rodolfo Escudero Barrera, Sara Guadalupe Figueroa
Canedo, Nicasia García Domínguez, Alejandro Rafael
García Sainz Arena, Juan Ignacio García Zalvidea, María
Cristina Moctezuma Lule, Julieta Prieto Fuhrken, Concep-
ción Salazar González, Erika Elizabeth Spezia Maldonado,
diputados de la LVIII Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, integrantes del grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México, con fundamento en los ar-
tículos 71 fracción II, 72 y 73 fracción XVI de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 26 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; y 55 fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, solicitamos se turne a la Comi-
sión de Relaciones Exteriores, para su dictamen y posterior
discusión en el pleno de la Cámara de Diputados de la
LVIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, la
siguiente iniciativa:

EXPOSICION DE MOTIVOS

El derecho de libre tránsito es una de las garantías indivi-
duales que consagra nuestra Constitución Política, y que
tiene por objeto permitir y proteger el libre desplazamien-
to de las personas a través del territorio, incluyendo aquel
que se desarrolla allende de nuestras fronteras. Para tal
efecto la propia Constitución establece en su artículo 11
que quienes se desplacen por el territorio, no requerirán de
salvoconducto alguno, mencionando expresamente entre
otros el pasaporte.

Sin embargo, el pasaporte resulta hoy en día una herra-
mienta necesaria para acreditar ante autoridades extranje-
ras la identidad de quienes deciden ejercer su libertad de
tránsito.

El pasaporte es usado en nuestro país desde 1825, y es el
documento de mayor emisión por parte de la Secretaría de
Relaciones Exteriores, que con el transcurso del tiempo ha
tenido diversos formatos y modalidades.

Hace unos 25 años este documento era emitido únicamen-
te en la sede de la cancillería y posteriormente se empeza-
ron a abrir delegaciones de la Secretaría en los estados de
la República, lo que consolidó la validez del pasaporte, ya
que algunos gobiernos estatales los expedían por viaje, lo
que provocaba la falta de reconocimiento en el extranjero.

Actualmente el flujo de mexicanos que viajan al extranje-
ro con motivos turísticos, de negocios o de cualquier otro
interés, es cada vez mayor, lo que incide en la demanda pa-
ra la expedición de pasaportes que alcanza las dos millones
de solicitudes al año.

El pasaporte es uno de los documentos que sirven como
prueba fehaciente de la identidad del ciudadano mexicano
en el extranjero. De igual manera algunas instituciones o
empresas lo requieren en el territorio nacional en calidad
de identificación oficial.

Sin embargo, en últimas fechas hemos sido testigos y re-
ceptores de diversas quejas de la sociedad, por la burocra-
cia excesiva y la discrecionalidad de la autoridad con la
que se topan miles de ciudadanos en las delegaciones de la
Secretaría de Relaciones Exteriores para obtener el multi-
citado documento, sobre todo por el cobro desmesurado.

Requerimos por tanto, establecer reglas precisas para agili-
zar su expedición y hacer valer el principio constitucional
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que obliga al Estado a garantizar el libre tránsito de las per-
sonas, principio que se ve vulnerado por el cobro de dere-
chos que se realiza para su expedición; ya que no se trata
de un servicio brindado por el Estado, sino una obligación
para este. Es decir, que aquel ciudadano al que se le exige
el pasaporte como documento de identificación para ejer-
cer su derecho al libre tránsito, no debe estar obligado a rea-
lizar un pago, muy alto por cierto, para ejercer su garantía
de libre tránsito, ya que la Constitución expresamente esta-
blece que ninguna persona requerirá de este documento.

Por otro lado, los acontecimientos del 11 de septiembre de
2001 en la ciudad de Nueva York, alteraron dramáticamen-
te los procedimientos de inspección y vigilancia sobre el
tránsito de personas alrededor del mundo. Aunque nuestra
Constitución establece que ninguna persona requerirá del
pasaporte para ejercer su libre tránsito, hay que puntualizar
que tal disposición se circunscribe únicamente al territorio
nacional y aquellas zonas donde la nación ejerce su sobe-
ranía, y por consiguiente, en el extranjero cualquier nacio-
nal puede ser sujeto del requisito internacional.

Bajo estas circunstancias, se reafirma la necesidad de tener
un documento de identificación que permita a los mexica-
nos contar con la protección del Estado mexicano durante
su estadía en el extranjero. Para ello, el pasaporte debe
acoplarse a los estándares internacionales con el fin de con-
tribuir a la plena identificación del portador del mismo y la
seguridad internacional.

La Secretaría de Relaciones Exteriores como ente respon-
sable de la expedición de pasaportes, debe garantizar la ex-
pedición pronta, ágil y gratuita de los pasaportes, ya que
como parte del Estado mexicano está sujeta a nuestro régi-
men legal. Para lo cual la propia Secretaría ha expedido un
reglamento que utiliza como base legal para el otorga-
miento de los pasaportes, pero que resulta discrecional y a
nuestro juicio inconstitucional, por los argumentos antes
expresados.

La Cámara de Diputados como órgano gestor de la deman-
da ciudadana, puede responder a la resolución de los pro-
blemas derivados del otorgamiento de pasaportes que cau-
san en la ciudadanía molestias excesivas y cobros
injustificados al obtener este documento. Conforme a lo
que dispone la fracción XVI del artículo 73 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta sobe-
ranía está facultada para proponer una ley que regule la
emisión de los pasaportes considerando que estos son un

instrumento que identifica a las personas para efectos mi-
gratorios fundamentalmente.

Por ello, sometemos a esta Cámara de Diputados en la
LVIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, la
presente 

INICIATIVA

De decreto mediante el cual se expide la Ley Federal para
la Expedición de Pasaportes y Documentos de Identifica-
ción y Acreditación de Nacionalidad.

Artículo único. Se expide la Ley Federal para la Expedi-
ción de Pasaportes y Documentos de Identificación y Acre-
ditación de Nacionalidad.

LEY FEDERAL PARA LA EXPEDICION 
DE PASAPORTES Y DOCUMENTOS DE

IDENTIFICACION Y ACREDITACION 
DE NACIONALIDAD

CAPITULO I 

Disposiciones generales

Artículo 1o. La presente ley es de interés público y aplica-
ción general en todo el territorio nacional y los lugares
donde la nación ejerza su soberanía y tiene por objeto re-
gular la expedición de pasaportes y documentos de identi-
ficación y acreditación de nacionalidad, correspondiendo
su aplicación a la Secretaría de Relaciones Exteriores.

Artículo 2o. El pasaporte es un documento de viaje que se
expide para acreditar la nacionalidad e identidad de los me-
xicanos, y solicitar a las autoridades extranjeras permitan
el libre tránsito, proporcionen seguridad y protección y, en
su caso, dispensen las cortesías e inmunidades que corres-
pondan al cargo o representación del titular del mismo.

Para el caso de los mexicanos y dentro del territorio nacio-
nal el pasaporte no podrá ser requerido por autoridad o par-
ticular alguno de forma obligatoria como identificación
oficial para la realización de trámites de cualquier índole.
Unicamente el titular del mismo lo podrá presentar como
identificación oficial de forma voluntaria.

Artículo 3o. La Secretaría de Relaciones Exteriores es la
dependencia responsable de la expedición de pasaportes y
no podrá negar su expedición en perjuicio de persona algu-
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na, salvo en los casos previstos en la presente ley o me-
diante resolución judicial.

Artículo 4o. Se expedirán tres tipos de pasaporte, que son:

a) Ordinario

b) Oficial

c) Diplomático

Artículo 5o. La Secretaría de Relaciones Exteriores tam-
bién podrá expedir una identificación y acreditación de na-
cionalidad a ciudadanos extranjeros que por algún motivo
se encuentren en el territorio nacional y no tengan y pue-
dan obtener un pasaporte que los acredite para abandonar
el país. Sin embargo, antes de otorgar dicho documento la
Secretaría de Relaciones Exteriores deberá verificar ante el
Ministerio Público de la Federación si el peticionario ex-
tranjero del documento no es buscado por la comisión de
algún delito, en cuyo caso le dará aviso de su probable ubi-
cación y le negará la expedición del documento de identi-
ficación y acreditación de nacionalidad.

Artículo 6o. No podrán poseerse dos pasaportes ordinarios
vigentes a la vez, en cuyo caso solo se considerará válido
el último expedido.

El titular de un pasaporte ordinario podrá tener además,
uno oficial o diplomático según corresponda en los térmi-
nos de la presente ley.

Artículo 7o. Los pasaportes que presenten tachaduras, mu-
tilaciones, o cualquier alteración que modifique su forma-
to original no tendrán validez.

Artículo 8o. En caso de robo o pérdida del pasaporte, el ti-
tular del mismo deberá levantar un acta ante el Ministerio
Público Federal, el local o la autoridad competente en el te-
rritorio nacional y dar aviso por escrito a la Secretaría de
Relaciones Exteriores. Si el portador titular del pasaporte
se encontrara en el extranjero deberá acudir ante la oficina
consular mexicana en donde dará aviso personalmente y
solicitará la reexpedición del mismo.

En caso de destrucción o mutilación del pasaporte sólo se-
rá necesario dar aviso por escrito a la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores cuando el titular del mismo se encuentre
en el territorio nacional o comparecer personalmente ante

la oficina consular mexicana que corresponda si el titular
del mismo se encontrara en el extranjero.

Artículo 9o. Los formatos de pasaportes y documento de
identificación y acreditación de nacionalidad a que se re-
fiere esta ley serán establecidos por la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores mediante acuerdo publicado en el Diario
Oficial de la Federación. Los formatos deberán atender a
estándares internacionales que faciliten el libre tránsito e
identificación de sus titulares.

Además de los datos generales del titular de un pasaporte o
documento de identificación y acreditación de nacionali-
dad, los formatos deberán incluir un espacio para estable-
cer el tipo sanguíneo, nombres, direcciones y teléfonos en
caso de emergencia e indicaciones médicas si fueren nece-
sarias.

Artículo 10. La Secretaría de Relaciones Exteriores podrá
celebrar convenios de colaboración administrativa con au-
toridades federales, estatales, locales o del Distrito Federal
para establecer oficinas de tramitación de pasaportes y do-
cumentos de identificación y acreditación de nacionalidad.
Dichos convenios deberán en todo momento atenerse a las
disposiciones de la presente ley y demás ordenamientos
aplicables en la materia.

Artículo 11. La expedición de pasaportes y documentos de
identificación y acreditación de nacionalidad será gratuita.

Artículo 12. Ninguna autoridad podrá retener o cancelar
durante su vigencia un pasaporte ordinario o documento de
identificación y acreditación de nacionalidad, salvo por
mandato de la autoridad judicial correspondiente.

CAPITULO II

De los pasaportes ordinarios

Artículo 13. Para obtener un pasaporte ordinario los soli-
citantes deberán cumplir los siguientes requisitos:

I. Comparecer personalmente.

II. Llenar y firmar una solicitud gratuita expedida y puesta
a disposición por la Secretaría de Relaciones Exteriores.

III. Acreditar la nacionalidad mexicana mediante cualquie-
ra de los siguientes documentos:
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a) Acta de nacimiento certificada por el Registro Civil;

b) Certificado de nacionalidad mexicana;

c) Declaratoria de nacionalidad mexicana;

d) Carta de naturalización; o

e) Cédula de identidad ciudadana.

IV. Presentar una identificación oficial con fotografía.

V. Presentar tres fotografías tamaño pasaporte en donde el
interesado aparezca sin lentes, con la cabeza descubierta,
de frente, fondo blanco y que haya sido tomada hasta 30
días antes de la emisión del pasaporte. En caso de que la
Secretaría de Relaciones Exteriores contara con dispositi-
vos para tomar la fotografía no será necesaria la presenta-
ción de las mismas. Las fotografías que en su caso brinda-
ra la Secretaría de Relaciones Exteriores serán gratuitas.

Artículo 14. El pasaporte ordinario tendrá una vigencia de
10 años a partir de su expedición, y sólo podrá tener una vi-
gencia menor cuando así lo determine la autoridad judicial
competente.

Artículo 15. Los pasaportes ordinarios, al concluir su vi-
gencia podrán ser presentados para su canje, previo cum-
plimiento de lo dispuesto por el artículo 13 de la presente
ley.

Artículo 16. Para la expedición de pasaportes a menores
de edad e incapacitados en los términos del artículo 450 del
Código Civil Federal, además de cumplir los requisitos del
artículo 13 del presente ordenamiento, los padres o tutores
deberán:

I. Comparecer personalmente ante la autoridad expedidora
del pasaporte o documento de identificación y acreditación
de nacionalidad, para otorgar por escrito su permiso;

II. Presentar identificación oficial vigente con fotografía;

III. Tratándose de los tutores deberán exhibir y entregar co-
pia certificada de la resolución judicial que les confiere su
cargo y del auto por el que cause ejecutoria;

IV. En caso de fallecimiento de alguno de los padres pre-
sentar el acta de defunción certificada por el registro civil.

V. Si alguno de los padres o tutores ha perdido la patria po-
testad exhibir copia certificada de la resolución judicial co-
rrespondiente y del auto por el que cause ejecutoria.

VI. Tratándose de menores o incapacitados que hayan sido
adoptados bajo el régimen conocido como adopción simple
o semiplena, exhibir copia certificada de la resolución ju-
dicial correspondiente y del auto por el que causó ejecuto-
ria la adopción, así como el acta correspondiente.

Artículo 17. Cuando por algún motivo los padres o tutores
o alguno de ellos no pudieren presentarse personalmente
ante la oficina expedidora, podrán dar su permiso compa-
reciendo ante las delegaciones de la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores en la República Mexicana o ante notario pú-
blico y deberá hacerse válido dentro de los 30 días
naturales siguientes. En el extranjero el permiso corres-
pondiente podrá otorgarse ante cualquier oficina consular
de México y deberá hacerse válido dentro de los 45 días
naturales siguientes.

CAPITULO III

De los pasaportes oficiales

Artículo 18. Los pasaportes oficiales se expedirán a las si-
guientes personas:

I. Subsecretarios de despacho;

II. Titulares de las entidades paraestatales de la Adminis-
tración Pública Federal que viajen al extranjero en comi-
sión oficial;

III. Servidores públicos del resto de las dependencias con
rango mínimo de director general o equiparable que viajen
al extranjero en comisión oficial;

IV. Servidores públicos de la rama técnico administrativa
del servicio exterior mexicano comisionados en el extran-
jero, así como a sus cónyuges, hijos, familiares y otros fa-
miliares dependientes económicos;

Artículo 19. La solicitud para la expedición de pasaportes
oficiales deberá formularse por conducto del titular de la
dependencia o entidad correspondiente.

En cada solicitud deberá señalarse la justificación y natu-
raleza de la comisión, duración de la misma y países que
visitarán.
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Artículo 20. El solicitante de un pasaporte oficial debe
cumplir los mismos requisitos que se establecen para los
pasaportes ordinarios.

Artículo 21. Los pasaportes oficiales tendrán vigencia de
un año y son refrendables hasta en dos ocasiones por el tér-
mino de un año en cada refrendo si persisten los motivos
por los que fueron expedidos y sólo se podrán cancelar an-
tes si el titular del mismo deja de cumplir los supuestos del
artículo 18 del presente ordenamiento o a juicio de la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores si se ha hecho uso inde-
bido del mismo.

Artículo 22. Las representaciones de México en el extran-
jero sólo podrán canjear los pasaportes oficiales, previa au-
torización de la Secretaría de Relaciones Exteriores.

CAPITULO IV

De los pasaportes diplomáticos

Artículo 23. El pasaporte diplomático se expedirá a las si-
guientes personas:

I. El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos;

II. Los diputados y senadores al Congreso de la Unión;

III. Los magistrados de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación;

IV. Gobernadores de los estados y Jefe de Gobierno del
Distrito Federal;

V. Secretarios de Estado;

VI. Procurador General de la República;

VII. Jefe del Estado Mayor Presidencial;

VIII. Secretario particular del Presidente de los Estados
Unidos Mexicanos;

IX. Subsecretarios, oficial mayor y directores generales y
adjuntos de la Secretaría de Relaciones Exteriores;

X. Miembros del servicio exterior mexicano de la rama di-
plomático consular;

XI. Personal asimilado al servicio exterior mexicano de
conformidad con la Ley del Servicio Exterior Mexicano
con nivel equivalente dentro de la rama diplomático-con-
sular, en comisión en el extranjero;

XII. Cónyuge e hijos de las personas mencionadas en las
fracciones I a IX del presente artículo cuando acompañen
al titular y

XIII. Cónyuge e hijos y familiares dependientes económi-
cos hasta en segundo grado en línea recta ascendiente o
descendiente que vivan con ellos en el lugar de adscrip-
ción, de las personas mencionadas en las fracciones X y XI
del presente artículo.

Artículo 24. Los solicitantes de un pasaporte diplomático
a que se refieren las fracciones I a IX del artículo inmedia-
to anterior, deberán formular su solicitud por conducto de
la oficialía mayor o equivalente del poder, órgano o depen-
dencia de adscripción, presentando el documento oficial
que acredite su cargo, así como la solicitud y fotografías a
que se refieren las fracciones II y V respectivamente del ar-
tículo 13 del presente ordenamiento.

No será necesario que los titulares de los cargos a que se
refieren las fracciones I a la IX del artículo inmediato an-
terior, comparezcan personalmente ante la autoridad expe-
didora. El resto de los solicitantes para pasaporte diplomá-
tico deberán comparecer personalmente.

Artículo 25. Los miembros del servicio exterior mexicano
que tengan derecho a pasaporte diplomático conforme al
presente ordenamiento, deberán presentar su solicitud
acompañada del nombramiento que los acredite. Además
no deberán tener residencia en el país de adscripción, sal-
vo que expresamente lo autorice la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores por escrito.

Artículo 26. La vigencia para el pasaporte diplomático de
los miembros del servicio exterior mexicano de carrera se-
rá por dos años, refrendable hasta por dos veces por el mis-
mo periodo, únicamente cuando acrediten que subsisten las
causas que originaron su expedición y que se encuentren en
alguna representación de los Estados Unidos Mexicanos en
el exterior. La vigencia para pasaporte diplomático para
personal asimilado al servicio exterior mexicano será de un
año, canjeable hasta dos veces por el mismo periodo, úni-
camente cuando subsistan las causas que originaron su ex-
pedición.
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En todos los demás casos la vigencia del pasaporte diplo-
mático será la misma que dure el cargo o comisión del ti-
tular del mismo.

Artículo 27. Los menores de edad o incapacitados que
tengan derecho al pasaporte diplomático en los términos de
la presente ley, deberán cumplir con los mismos requisitos
que se establecen para tales efectos para la expedición de
pasaportes ordinarios.

Artículo 28. Las representaciones de los Estados Unidos
Mexicanos en el extranjero sólo podrán canjear pasaportes
diplomáticos, previa autorización de la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores.

CAPITULO IV

De los documentos de identificación 
y acreditación de nacionalidad

Artículo 29. La Secretaría de Relaciones Exteriores podrá
expedir, a su juicio, documentos de identificación y acredi-
tación de nacionalidad a extranjeros, que dentro de la Re-
pública Mexicana no cuenten con un pasaporte de su país
y se vean impedidos para obtener uno. Dicho documento
no tendrá más uso y validez que el de ser utilizado por su
titular para abandonar el territorio nacional y garantizar así
su libre tránsito para llegar a su destino.

Artículo 30. Son susceptibles de obtener un documento de
identificación y acreditación de nacionalidad los extranje-
ros que estén en los siguientes supuestos:

I. Residentes en la República Mexicana que hubieren per-
dido su nacionalidad y sean, por lo tanto, considerados de
nacionalidad indefinida.

II. Residentes en la República Mexicana, de nacionalidad
indefinida que no tengan representante diplomático ni con-
sular que les expida pasaporte.

III. Que se encuentren en la República Mexicana y que no
tengan representación diplomática o consular que les expi-
da su pasaporte.

IV. Que se encuentren el la República Mexicana y que por
razones políticas, étnicas o religiosas se vean impedidos
para solicitar ante su representación diplomática o consular
la expedición de su pasaporte.

Artículo 31. Para solicitar el documento de identificación
y acreditación de nacionalidad el interesado deberá cum-
plir los siguientes requisitos:

I. Comparecer personalmente ante la oficina expedidora de
la Secretaría de Relaciones Exteriores;

II. Llenar y firmar la solicitud correspondiente en la que
deberá señalar los motivos por los que se ve impedido para
obtener un pasaporte de su país;

III. Presentar, si los hubiere, los documentos migratorios
expedidos por la Secretaría de Gobernación, que acrediten
su calidad y característica migratoria;

IV. Exhibir el permiso vigente de la Secretaría de Goberna-
ción para salir del país, en el caso de no contar con la docu-
mentación señalada en la fracción III del presente artículo.

V. Presentar tres fotografías con las características a que
hace referencia la fracción V del artículo 13 del presente
ordenamiento.

CAPITULO V

De los procedimientos administrativos para la 
expedición y cancelación de pasaportes 

y documentos de identificación
y acreditación de nacionalidad

Artículo 32. Sin perjuicio de otras disposiciones adminis-
trativas o judiciales aplicables, la Secretaría de Relaciones
Exteriores deberá expedir los pasaportes ordinarios en un
lapso que no exceda de un día hábil a partir de la recepción
de la documentación correspondiente. Si dicha documenta-
ción no cumpliera los requisitos de ley, se le comunicarán
por escrito al solicitante los motivos que originaron la ne-
gativa en la expedición del pasaporte, para que éste pueda
subsanar la falta y reiniciar el trámite.

Artículo 33. La Secretaría de Relaciones Exteriores, a tra-
vés de las oficinas expedidoras de pasaportes, recibirá dia-
riamente todas las solicitudes que lleguen y garantizará la
entrega de los pasaportes en los plazos establecidos por la
presente ley. Si algún solicitante que hubiera cumplido en
tiempo y forma no recibiera su documento y por ese sim-
ple hecho requiriera de comparecer nuevamente ante la au-
toridad expedidora, la Secretaría de Relaciones Exteriores
expedirá en su favor en ese preciso momento un oficio di-
rigido a quien corresponda, a efecto de dar constancia de
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dicha situación, para que el interesado lo presente ante
quien juzgue conveniente.

Artículo 34. En los casos que la Secretaría de Relaciones
Exteriores requiera la confirmación de información o de-
mande una investigación más minuciosa sobre la docu-
mentación de algún solicitante de pasaporte ordinario, po-
drá retrasar la expedición de dicho pasaporte hasta por un
lapso que no exceda de cinco días a partir de la recepción
de la solicitud.

Artículo 35. Para el caso de pasaportes diplomáticos a que
se refieren las fracciones I a la IX del artículo 23 del pre-
sente ordenamiento, la Secretaría de Relaciones Exteriores
expedirá los pasaportes a la brevedad posible en un lapso
de tiempo que no excederá de dos días a partir de la recep-
ción de la documentación.

Artículo 36. La Secretaría de Relaciones Exteriores podrá
cancelar los pasaportes ordinarios que hayan perdido su vi-
gencia o aquel que se hubiera expedido por duplicado, de-
biendo dejar vigente el último expedido.

Artículo 37. La Secretaría de Relaciones Exteriores podrá
cancelar los pasaportes oficiales que hayan perdido su vi-
gencia o que a su juicio hubieren recibido un mal uso. Para
efectos de esta ley se considera mal uso del pasaporte ofi-
cial cuando el titular del mismo se encuentre en el extran-
jero e incurra en alguna de las siguientes conductas:

I. Escandalizar en la vía pública;

II. Incurrir en algún delito reconocido por las leyes mexi-
canas;

III. Faltar el respeto a los símbolos patrios nacionales y a
los símbolos patrios de terceras naciones;

IV. Incumplir el protocolo que para el cumplimiento de su
misión hayan establecido de común acuerdo autoridades
nacionales y extranjeras;

V. Utilizar el pasaporte oficial para realizar o desempeñar
funciones distintas a las notificadas a la Secretaría de Re-
laciones Exteriores en la solicitud correspondiente;

VI. Cualquier otra que ocasione un conflicto diplomático
que no atienda a las indicaciones del Gobierno de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Artículo 38. La Secretaría de Relaciones Exteriores podrá
cancelar los pasaportes diplomáticos que hayan perdido su
vigencia o que a su juicio hubieren recibido un mal uso,
conforme a las disposiciones del artículo inmediato ante-
rior.

Artículo 39. La cancelación de pasaportes ordinarios, ofi-
ciales y diplomáticos sólo procederá cuando su titular se
encuentre en el territorio nacional. Las oficinas consulares
y representaciones de los Estados Unidos Mexicanos en el
extranjero no podrán cancelar ningún pasaporte, sea ordi-
nario, oficial o diplomático.

Artículo 40. La Secretaría de Relaciones Exteriores podrá
cancelar cualquier pasaporte y en cualquier momento,
cuando el portador del mismo haya incurrido en falsedad
de datos para obtenerlo.

CAPITULO VI

Sanciones

Artículo 41. El incumplimiento de las disposiciones a que
se refiere la presente ley causará las sanciones a que se re-
fiere el presente capítulo, sin perjuicio de otras sanciones
administrativas o penales aplicables.

Artículo 42. Se sancionará con 100 días multa a quien con-
traviniendo lo dispuesto por el artículo 6o. de la presente
ley tramite un pasaporte ordinario por duplicado.

Artículo 43. Se sancionará con 250 días multa al funcio-
nario público que hubiere extraviado la documentación de
algún solicitante.

Artículo 44. Serán separados de sus cargos por un año sin
goce de sueldo los funcionarios públicos de oficinas expe-
didoras de pasaportes responsables por la entrega extem-
poránea de pasaportes, según los plazos a que se refiere esta
ley. 

Artículo 45. Para los efectos de la aplicación de las san-
ciones a funcionarios públicos a que se refiere esta ley, la
Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo eva-
luará el desempeño de las oficinas expedidoras de pasapor-
tes y establecerá el grado de responsabilidad de los servi-
dores públicos aplicando las sanciones correspondientes
conforme a este ordenamiento y la Ley Federal de Respon-
sabilidades Administrativas de los Servidores Públicos.
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ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. Este decreto entrará en vigor el 1o. de enero del
2003.

Segundo. Se derogan los artículos 20 y 21 de la Ley Fede-
ral de Derechos, así como todas aquellas disposiciones que
contravengan el presente decreto.

Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público de-
berá de establecer en el Presupuesto de Egresos del 2003,
la partida que deberá ejercer la Secretaría de Relaciones
Exteriores para cumplir con este decreto.

Dado en el Palacio Legislativo en San Lázaro, sede de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, a 3 de octubre de 2002.— Diputa-
dos: Bernardo de la Garza Herrera, coordinador; Francis-
co Agundis Arias, vicecoordinador; José Antonio Arévalo
González, Esveida Bravo Martínez, María Teresa Campoy
Ruy Sánchez, Olga Patricia Chozas y Chozas, Diego Cobo
Terrazas, Arturo Escobar y Vega, José Rodolfo Escudero
Barrera, Sara Guadalupe Figueroa Canedo, Nicasia Gar-
cía Domínguez, Alejandro Rafael García Sainz Arena, Ma-
ría Cristina Moctezuma Lule, Julieta Prieto Fuhrken, Con-
cepción Salazar González y Erika Elizabeth Spezia
Maldonado.»

El Presidente Jaime Vázquez Castillo:

Gracias señor diputado Diego Cobo Terrazas. Como lo
ha solicitado, insértese el texto íntegro de la iniciativa
en el Diario de los Debates y publíquese en la Gaceta
Parlamentaria.

Túrnese a la Comisión de Relaciones Exteriores.

REGLAMENTO INTERIOR Y DEBATES 
DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

El Presidente Jaime Vázquez Castillo:

Tiene el uso de la palabra el diputado Augusto Gómez Vi-
llanueva, a nombre de integrantes del grupo parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, para presentar

una iniciativa del reglamento interior y de debates de la Cá-
mara de Diputados.

Tiene el uso de la palabra hasta por 10 minutos.

El diputado Augusto Gómez Villanueva: 

Con permiso de la Presidencia; compañeras y compañeros
diputados:

Honorable Asamblea: en nuestra calidad de diputados fe-
derales a la LVIII Legislatura del Congreso General y con
fundamento en la fracción II del artículo 71 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 59
fracción II y LVI del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
sometemos a la consideración de esta Cámara de Diputa-
dos, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se expide el reglamento interior y de debates de la Cá-
mara de Diputados.

La iniciativa que hoy presentamos los diputados Rafael
Rodríguez Barrera, Manuel Medellín, Eduardo Andrade,
Manuel Garza González, Juan Manuel Martínez y el de la
voz, propone derogar el viejo Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de 1934, en lo que se re-
fiere a esta Cámara y dar concordancia, con un nuevo or-
denamiento a las disposiciones relativas a las sesiones, los
procedimientos legislativos, las comisiones y demás trámi-
tes internos de la Cámara, con respecto a lo que disponen,
tanto la Constitución como la Ley Orgánica del Congreso.

Con ello se lograría dar fin al proyecto iniciado en 1977 y
pendiente desde 1979, para elaborar un reglamento que
complemente la Ley Orgánica del Congreso y derogue el
Reglamento para el Gobierno Interior, en lo que se refiere
a esta Cámara.

Entre las principales innovaciones de este proyecto, está
dar certeza y unidad a la normatividad que rige los proce-
dimientos internos, trámites y debates legislativos de la Cá-
mara de Diputados. 

El proyecto de reglamento es congruente y derivado de la
Constitución en lo referente a sus artículos 70, 71, 72 y 77
y supletorio del Título Segundo de la Ley Orgánica del
Congreso, integra en sus disposiciones, situaciones reales y
actuales que el Reglamento para el Gobierno Interior ni si-
quiera contempla y que por ello se presta a lagunas y va-
guedades en nuestra legislación.
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La reglamentación de los debates, las votaciones, el orden
del día, así como los procedimientos de comisiones y otros
órganos legislativos, están claramente desarrollados en el
proyecto que se pone a consideración. Además se integra la
participación en el proceso legislativo de las instancias de
apoyo, como las secretarías de los servicios y la Gaceta
Parlamentaria.

Por otra parte, se contempla un apartado importante relati-
vo al uso del recinto y del salón de sesiones, así como otros
dos capítulos sobre la memoria monumental y los servicios
de información.

En síntesis, el proyecto que se presenta a consideración,
reune características que harán más sencillo, eficiente y
eficaz el trabajo legislativo y parlamentario de los miem-
bros de las cámaras, organizando en un solo cuerpo nor-
mativo disposiciones que se encuentran enunciadas vaga-
mente en la Ley Orgánica, perdidas en la interpretación del
Reglamento para el Gobierno Interior y en los acuerdos
parlamentarios.

A continuación me permito dar lectura a la exposición de
motivos del proyecto de reglamento, ya que aquí se en-
cuentran bien definidos los criterios de la propuesta, así
como una glosa capitular del mismo documento.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Dadas las nuevas circunstancias políticas de nuestro país,
es de vital importancia y de carácter impostergable, llevar
a cabo una reforma que nos conduzca a la abrogación del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso y la
consecuente creación de un reglamento interior de debates
para cada Cámara del Congreso General, con objeto de ha-
cer un Poder Legislativo más fuerte, moderno y funcional.

Desde 1979 con la exposición de la Ley Orgánica del Con-
greso General, las cámaras del Poder Legislativo han esta-
do esperando la creación de un nuevo reglamento de deba-
tes, ya que el Reglamento vigente tiene el carácter de una
ley orgánica, pero es obsoleto respecto a la realidad de
nuestro Congreso, además de que gran parte de sus dispo-
siciones se encuentran derogadas por la misma Ley Orgá-
nica.

El Reglamento con el que las cámaras conducen actual-
mente sus debates, tiene su origen en el Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso de 1897; éste, a su vez, en

el Reglamento de 1848, que por su parte, lo tiene en el pri-
mer Reglamento del México Independiente en 1824.

La Constitución Política en su artículo 70 párrafo segundo,
faculta al Congreso a expedir la ley que regule su estructu-
ra y funcionamientos internos, misma que fue objeto de
una profunda revisión en 1999; aun así es necesario conti-
nuar con el fortalecimiento del Poder Legislativo y para
ello se requiere crear el reglamento interior y de debates de
la Cámara de Diputados.

Los artículos 71 y 72 de la Constitución, mencionan el re-
glamento de debates que como tal no existe; por su parte,
la Ley Orgánica del Congreso General, dispone en su artícu-
lo 3o. número 1 que el Congreso y sus cámaras se regirán
por la normatividad de la materia vigente, además de los
ordenamientos internos que cada una de las cámaras expi-
da en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y lega-
les.

Con este sustento se propone derogar, en lo relativo a la
Cámara de Diputados, el Reglamento para el Gobierno In-
terior, dejando todas las disposiciones de carácter estructu-
ral, funcional y organizacional a la Ley Orgánica y aquello
que se refiere a procedimientos, trámites, debates, funcio-
namiento de comisiones etcétera, será motivo en nuestro
caso, del Reglamento Interior y de Debates de la Cámara
de Diputados.

De esta manera se pretende revertir el desfase de tiempos
que aquejó al Congreso por más de 20 años; teniendo pri-
mero el Reglamento y después la ley, así la presente ini-
ciativa da concordancia entre la Constitución y la Ley Or-
gánica del Congreso con las disposiciones reglamentarias
relativas a los debates y procedimientos de la Cámara de
Diputados.

Por su parte, la Cámara de Senadores ha iniciado este pro-
ceso, a la vez que presentado ante ella en el mes de di-
ciembre dos iniciativas cuyo objeto es crear el Reglamento
del Senado de la República.

El presente proyecto de reglamento retoma el espíritu del
Reglamento para el Gobierno Interior, en tanto se refiere a
las cuestiones de orden parlamentario. Es decir, todo aque-
llo relativo a las sesiones y a los trámites internos que de-
ben cumplir los diputados y los órganos de la Cámara.
Además se reconocen figuras existentes y que han probado
su eficacia como lo son la Junta de Coordinación Política,
las secretarías de los servicios y las gacetas parlamentarias. 
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También se incluyen en este Reglamento prácticas parla-
mentarias que tuvieron su origen en acuerdos parlamenta-
rios y que por diversas razones no habían sido incorpora-
das en un ordenamiento de mayor alcance. 

El nuevo Reglamento Interior y de Debates de la Cámara
de Diputados, está elaborado para una Cámara que se or-
ganiza mediante partidos políticos y grupos parlamenta-
rios, dejando atrás la esencia del viejo Reglamento para el
Gobierno Interior, pensando para asambleas muy pequeñas
donde la participación individual no representaba mayor
problema. 

Es de resaltar que la Cámara baja del Congreso General ha
crecido en términos cuantitativos de manera drástica pa-
sando de tener 178 diputados en el año de 1961, a 231 en
1973, 400 miembros en 1979, hasta llegar a 500 diputados
desde 1988 a nuestros días. 

Por ello es claro que el Reglamento del Congreso pensado
para las cámaras pequeñas en 1934, ha sido superado por
mucho en la nueva realidad del Poder Legislativo. 

En la Cámara de Diputados de nuestros días, es necesario
contar con ciertos mecanismos que permitan al Gobierno la
conducción de una numerosa Asamblea. Además se prevén
los canales para fortalecer el trabajo de los diputados de
manera individual dentro de los pilares del trabajo parla-
mentario: las comisiones legislativas.

Este proyecto deberá pasar por el procedimiento dispuesto
por el artículo 62 constitucional para tener la validez nece-
saria y poder ejecutar los mecanismos de vinculación a ter-
ceros, que se prevén adicionalmente. 

El Reglamento estará comprendido dentro de los actos que
el Congreso realiza y que el Poder Ejecutivo no puede ve-
tar. En suma este proyecto de Reglamento presenta 176 ar-
tículos divididos en numeral y organizados en 13 capítulos
de la siguiente manera: Capítulo de Disposiciones Genera-
les; Capítulo de la Mesa Directiva de la Cámara; Capítulo
III De las sesiones; Capítulo IV Del orden del día; Capítu-
lo V De las iniciativas y los proyectos que se presentan a la
Cámara; Capítulo VI de las comisiones y comités; Capítu-
lo VII De las discusiones; Capítulo VIII De la revisión de
las iniciativas de ley o de decreto; Capítulo IX De las vo-
taciones; Capítulo X de la fórmula para la expedición de las
leyes; Capítulo XI de la Gaceta Parlamentaria de los servi-
cios de información en Internet; Capítulo XII De la confor-
mación de la memorial documental y Capítulo XIII Del sa-

lón de sesiones, las galerías y el recinto parlamentario, así
como varios artículos de régimen transitorio”. 

Entrego a la Presidencia el documento firmado por los seño-
res diputados que he mencionado, así como la iniciativa, ro-
gándole a la propia Presidencia que se publique tanto en el
Diario de los Debates como en la Gaceta Parlamentaria.

Muchas gracias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide el Re-
glamento Interior y de Debates de la Cámara de Diputados.

Ciudadanos secretarios de la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados.— Presentes.

En nuestra calidad de diputados federales a la LVIII Legis-
latura del Congreso General, y con fundamento en la frac-
ción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; artículos 55 fracción II, y 56 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la con-
sideración de esta Cámara de Diputados la presente inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se expide el
Reglamento Interior y de Debates de la Cámara de Diputa-
dos, de acuerdo con la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

Dadas las nuevas circunstancias políticas en nuestro país es
de vital importancia y de carácter impostergable, llevar a
cabo una reforma que nos conduzca a la abrogación del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso y la con-
secuente creación de un Reglamento Interior y de Debates
de cada Cámara del Congreso General, con objeto de hacer
un Poder Legislativo más fuerte, moderno y funcional.

Desde 1979 con la expedición de la Ley Orgánica del Con-
greso General, las cámaras del Poder Legislativo han estado
esperando la creación de un nuevo Reglamento de Debates,
ya que el Reglamento vigente tiene el carácter de una Ley
Orgánica pero es obsoleto respecto a la realidad de nuestro
Congreso, además de que gran parte de sus disposiciones se
encuentran derogadas por la misma Ley Orgánica.

El Reglamento con el que las cámaras conducen actual-
mente sus debates tiene su origen en el Reglamento para el
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Gobierno Interior del Congreso de 1897, éste a su vez en el
Reglamento de 1848, que por su parte lo tiene en el primer
Reglamento del México Independiente de 1824.

La Constitución Política en su artículo 70 párrafo segundo,
faculta al Congreso a expedir la ley que regule su estructu-
ra y funcionamiento internos, misma que fue objeto de una
profunda revisión en 1999. Aún así es necesario continuar
con el fortalecimiento del Poder Legislativo y para ello se
requiere crear el Reglamento Interior y de Debates de la
Cámara de Diputados.

Los artículos 71 y 72 de la Constitución mencionan el re-
glamento de debates, que como tal no existe. Por su parte,
la Ley Orgánica del Congreso General dispone en su artícu-
lo 3o. numeral 1, que el Congreso y sus cámaras se regirán
por la normatividad de la materia vigente, además de los
ordenamientos internos que cada una de las cámaras expi-
da en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y lega-
les.

Con este sustento, se propone derogar, en lo relativo a la
Cámara de Diputados, el Reglamento para el Gobierno In-
terior dejando todas las disposiciones de carácter estructu-
ral, funcional y organizacional a la Ley Orgánica y aquello
que se refiere a procedimientos, trámites, debates, funcio-
namiento de comisiones etcétera, será motivo, en nuestro
caso, del Reglamento Interior y de Debates de la Cámara
de Diputados.

De esta manera se pretende revertir el desfase de tiempos
que aquejó al Congreso por más de 20 años, teniendo pri-
mero el Reglamento y después la ley, así la presente ini-
ciativa da concordancia entre la Constitución y Ley Orgá-
nica del Congreso con las disposiciones reglamentarias
relativas a los debates y procedimientos de la Cámara de
Diputados.

Por su parte la Cámara de Senadores ha iniciado este pro-
ceso al haberse presentado ante ella en el mes de diciembre
dos iniciativas, cuyo objeto es crear el reglamento del Se-
nado de la República.

El presente proyecto de reglamento retoma el espíritu del
Reglamento para el Gobierno Interior, en tanto se refiere a
las cuestiones de orden parlamentario, es decir, todo aque-
llo relativo a las sesiones y a los trámites internos que de-
ben cumplir los diputados y los órganos de la Cámara de
Diputados. Además se reconocen figuras existentes y que
han probado su eficacia como lo son la Junta de Coordina-

ción Política, las secretarías de los servicios y la Gaceta
Parlamentaria.

También se incluyen en este Reglamento prácticas parla-
mentarias que tuvieron su origen en acuerdos parlamenta-
rios y que por diversas razones no habían sido incorpora-
das en un ordenamiento de mayor alcance.

El nuevo Reglamento Interior y de Debates de la Cámara
de Diputados está elaborado para una Cámara que se orga-
niza mediante partidos políticos y grupos parlamentarios,
dejando atrás la esencia del viejo Reglamento para el Go-
bierno Interior pensado para asambleas muy pequeñas
donde la participación individual no representaba ningún
problema.

Es de resaltar que la Cámara baja del Congreso General ha
crecido en términos cuantitativos de manera drástica, pa-
sando de tener 178 diputados en el año 1961 a 231 en 1973,
400 miembros en 1979, hasta llegar a 500 diputados desde
1988 a nuestros días. Por ello es claro que el Reglamento
del Congreso pensado para cámaras pequeñas en 1934 ha
sido superado por mucho en la nueva realidad del Poder
Legislativo.

En la Cámara de Diputados de nuestros días es necesario
contar con ciertos mecanismos que permitan el Gobierno y
la conducción de una Asamblea numerosa. Además, se pre-
vén los canales para fortalecer el trabajo de los diputados
de manera individual, dentro de los pilares del trabajo par-
lamentario: las comisiones legislativas.

Este proyecto deberá pasar por el procedimiento dispuesto
en el artículo 72 constitucional para tener la validez nece-
saria y poder ejecutar los mecanismos de vinculación a ter-
ceros que se prevén. Adicionalmente, el Reglamento esta-
rá comprendido dentro de los actos que el Congreso realiza
y que el Poder Ejecutivo no puede vetar.

En suma, este proyecto de reglamento presenta 137 artícu-
los, divididos en numerales y organizados en 13 capítulos
de la siguiente manera.

Contenido del Reglamento Interior y de Debates de la Cá-
mara de Diputados.

• Capítulo I: Disposiciones generales.

Comprende un solo artículo, el primero, relativo al objeti-
vo, alcance, y vinculación jurídica del Reglamento con
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otros ordenamientos; también contiene conceptualizacio-
nes básicas y el procedimiento para sus posibles reformas
o adiciones.

Es de destacar el proceso legislativo que el Reglamento es-
tablece para sus reformas o adiciones, ya que siendo un or-
denamiento de la Cámara de Diputados es necesario que
pase por el proceso legislativo que establece el artículo 72
constitucional para que éstas tengan certeza jurídica y vin-
culación a terceros por ser decretos del Congreso General.

• Capítulo II: De la Mesa Directiva de la Cámara.

Comprende del artículo 2o. al 6o. y en términos generales
precisa la estructura y funcionamiento que para este órgano
dispone en su Título II la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral. Lo que es de resaltar es que se establecen los meca-
nismos para garantizar que tanto el Presidente como los
demás miembros de la Mesa Directiva cumplan y hagan
cumplir las disposiciones relativas a la Cámara de Diputa-
dos.

Ejemplo de esto es el mecanismo que se dispone en el artícu-
lo 3o. para que el Presidente de la Cámara en todo mo-
mento sujete sus resoluciones y trámites al voto de la Cá-
mara, el que será consultado cuando al menos cinco
miembros de la Cámara o todo un grupo parlamentario no
esté de acuerdo con lo que dicte la Presidencia. En ese mo-
mento después de una breve discusión se votará a favor o
en contra de la resolución o trámite de la Presidencia y en
su caso el trámite dictado.

Asimismo en este capítulo se redefinen y actualizan las
obligaciones de los miembros de la Mesa Directiva para es-
tablecer una congruencia con lo dispuesto por la Constitu-
ción y la Ley Orgánica del Congreso.

Un aspecto fundamental de esta propuesta y que se deriva
de la experiencia en las últimas legislaturas, es establecer
la responsabilidad de los secretarios ante la Asamblea
cuando no cumplan o no hagan cumplir la normatividad
que atañe o que rige a nuestra Cámara, en cuyo caso serán
removidos y sustituidos previa discusión y votación.

• Capítulo III: De las sesiones.

La dinámica de la Cámara de Diputados de los últimos 15
años ha diferido mucho de las disposiciones relativas a las
sesiones, por ello se proponen normas adecuadas y con-
gruentes con el funcionamiento actual.

Este capítulo comprende los artículos 7o. al 23 y define el
número, tipo y características de las sesiones que puede ce-
lebrar la Cámara para el despacho de sus atribuciones cons-
titucionales y legales.

En esta propuesta se distinguen cinco tipos de sesiones: las
ordinarias, las extraordinarias, las permanentes, las solem-
nes –todas éstas de carácter público–, y por último las se-
siones secretas. Las ordinarias son aquellas que se realizan
dentro de los periodos regulares de sesiones del Congreso;
las extraordinarias son aquellas que se celebran fuera de los
periodos constitucionales; las permanentes son aquellas, ya
sea ordinarias o extraordinarias que por acuerdo de los
miembros de la Cámara tomen este carácter a fin de de-
sahogar un asunto determinado, las sesiones solemnes son
las que la Cámara realice con fin protocolario que así lo
amerite, y por último las sesiones secretas son las que se
realizan en los casos de juicio político, declaración de
procedencia o los que la Cámara califique de seguridad
nacional.

En una situación regular, es decir, en los periodos ordina-
rios de sesiones, la Cámara debe sesionar los días martes y
jueves de cada semana, a partir de las 10:00 horas, con una
duración de cinco horas. Los viernes de cada semana du-
rante los periodos de sesiones la Mesa Directiva deberá
preparar el orden del día básico de la semana siguiente, de
acuerdo con el programa que previamente acuerde el órga-
no encargado de la programación legislativa.

El resto de las sesiones se celebrarán de acuerdo con las
modalidades que en su caso establezcan la Junta de Coor-
dinación Política, la Mesa Directiva o el órgano encargado
de la programación legislativa.

Un avance importante en este proyecto es la inclusión de
un apartado de disciplina legislativa aplicada por el pleno.
En esta concepción, si en el transcurso de una sesión uno o
más diputados incurrieran en faltas a la normatividad o
provocaran desordenes en el transcurso de una sesión se
podrá llamar al orden, llamar al orden con mención en el
acta, censurar o incluso censurar con expulsión temporal a
los diputados infractores. Dependiendo de la gravedad de
la falta y si el pleno lo aprueba un diputado infractor a la
normatividad podrá ser privado durante un mes de una
cuarta parte de la dieta que le corresponde o incluso ser
expulsado temporalmente del salón de sesiones y privár-
sele durante dos meses de la mitad de la dieta que le co-
rresponda.
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• Capítulo IV: Del orden del día.

Este apartado es fundamental, ya que el orden del día es
parte medular de los trabajos de la Asamblea, por ello esta
iniciativa propone un listado amplio y detallado de los
asuntos que pueden tratarse y el orden en que deberá ha-
cerse.

Así el nuevo orden del día de las sesiones quedará confor-
mado por 10 puntos en los que se integran asuntos que en
la normatividad vigente no están contemplados pero que
son cotidianos en nuestros trabajos.

Una disposición fundamental de los seis artículos que
componen este capítulo es la que define que el orden del
día deberá publicarse al menos 18 horas antes a la hora de
inicio de la sesión y establecer claramente los puntos que
requieran votación. Solamente a propuesta de la Junta de
Coordinación Política y con la aprobación del pleno se in-
cluirá de manera extraordinaria un punto no contenido en
el orden del día publicado.

Es también de destacar la disposición que refiere a la pu-
blicación en la Gaceta Parlamentaria de los dictámenes de
comisión a más tardar 48 horas antes de que sean puestos
a discusión y votación.

• Capítulo V: De las iniciativas y los proyectos que se pre-
sentan a la Cámara.

En este capítulo se redefine y reglamenta lo concerniente a
los artículos 71, 77 y 122 constitucionales para dejar per-
fectamente claros cuáles son los asuntos que se presentan a
la Cámara y quienes son los agentes que pueden hacerlo.
Asimismo se opera un mecanismo constitucional que por
décadas se había mantenido latente y que en una Cámara
tan compleja como la que se tiene en nuestros días es ne-
cesario operar.

Se trata de la disposición del segundo párrafo del artículo
71 de la Constitución que establece que las iniciativas que
presentan los diputados se sujetarán a los trámites que de-
signe el Reglamento de Debates. Por ello esta propuesta
considera que en una Asamblea de 500 integrantes, sin coar-
tar el derecho de iniciativa, se conciben tres opciones de
mecanismo que permitan a las iniciativas de este cuerpo
colegiado llegar a su presentación con un cierto grado de
acuerdo y análisis; las iniciativas de los diputados deberán
cubrir alguno de los siguientes requisitos: presentarse a
nombre de todo un grupo parlamentario, presentarse por un

grupo de al menos cinco diputados pertenecientes a por lo
menos dos partidos políticos diferentes o presentarse por el
total de los diputados de una misma entidad federativa.

La intención de este proyecto es dar mayor claridad a los
requisitos que debe cubrir la presentación de iniciativas.
Por otro lado, se define y se desarrolla claramente aquellos
proyectos que se presenten a la consideración de la Cámara
y que no constituyen una iniciativa de ley o decreto, es el
caso de: los acuerdos parlamentarios, las proposiciones con
punto de acuerdo y las iniciativas protocolarias.

Cabe agregar que esta propuesta incorpora la inquietud de
muchos diputados de acotar el mecanismo de la urgente re-
solución, la que deberá cumplir con ciertos requisitos, el
primero de ellos que la petición para este trámite sea pre-
sentada a nombre de por lo menos cinco diputados o todo
un grupo parlamentario, que se motive por escrito que el
asunto es de seguridad nacional o que el apremio de los
tiempos para dar solución a un asunto es menor a cinco
días y que así sea considerado por el voto de las dos terce-
ras partes de los miembros presentes de la Cámara. 

• Capítulo VI: De las comisiones y comités.

Este apartado, que ha sido organizado en dos secciones y
comprende del artículo 39 al 65, es pilar en esta nueva pro-
puesta de Reglamento ya que es en las comisiones donde
se genera el trabajo sustantivo de la Cámara, por ello pre-
cisar y abundar en los trámites de éstas habrá de redundar
en el trabajo general de la Asamblea. 

La primera de las secciones se refiere a la naturaleza y al
funcionamiento de las comisiones y comités y tiene plena
correspondencia a lo que en este aspecto dispone la Ley
Orgánica del Congreso, además de incorporar cuestiones
de práctica parlamentaria que se hallaban dispersas en la
memoria legislativa.

En esta misma sección se reglamenta con precisión un me-
canismo que con frecuencia se utiliza en nuestra Cámara
que es el de las denominadas comisiones unidas, aquí se
dispone la responsabilidad de las mismas y el proceso que
deberán seguir en el examen de los asuntos que les son tur-
nados.

La iniciativa se enriqueció de otras propuestas y del debate
generado por éstas en cuanto al plazo con el que cuentan
las comisiones para presentar dictámenes de los asuntos
que les son turnados por el pleno y los requisitos que deben
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de cumplir. Las comisiones deberán presentar su dictamen
en un plazo de 30 días, asimismo se contemplan los si-
guientes eventos: la publicación de los dictámenes, resolu-
ciones, opiniones o acuerdos que se presenten para su dis-
cusión, deberá hacerse cuando menos 72 horas antes, el
posible empate en comisiones, los requisitos que debe
cumplir el voto particular, la solicitud de ampliación del
plazo para dictaminar, la solicitud de información o de
comparecencia de algún funcionario del Poder Ejecutivo y
las sanciones al incumplimiento de ésta; sesiones de comi-
sión, quórum y, en su caso, segunda convocatoria. 

Dos mecanismos que merecen mención aparte son: la defi-
nición y reglamentación de la denominada conferencia de
comisiones entre ambas cámaras y la constitución de sub-
comisiones en el seno de las comisiones de la Cámara.

La segunda sección de este capítulo reglamenta el funcio-
namiento de las mesas directivas de las comisiones y co-
mités de la Cámara, ya que se considera de suma impor-
tancia el papel que éstas juegan en el procedimiento
legislativo.

En este apartado se define que las mesas directivas están
conformadas por el Presidente y los secretarios de cada co-
misión de la Cámara, se establecen las atribuciones de és-
tas, de los presidentes y los secretarios, así como sus obli-
gaciones, se detallan las convocatorias, actas, programas e
informes que las comisiones elaboran así como los apoyos
con los que cuentan.

• Capítulo VII: De las discusiones.

Por su importancia este capítulo consta de un gran número
de artículos, del 66 al 94, los cuales retoman la centenaria
tradición de los reglamentos del Congreso, pero incorporan
modalidades vistas a partir de la LV Legislatura y que fue-
ron plasmadas en la LVII Legislatura en el Acuerdo Parla-
mentario Relativo a las Sesiones y Discusiones.

En este apartado se detallan la discusión de dictámenes, ya
sea en lo general o en lo particular; de dictámenes con pro-
yecto de reforma o adición a la Constitución; el desahogo
de votos particulares, así como las intervenciones para rec-
tificar hechos o responder alusiones personales.

Estas últimas modalidades del debate: alusiones personales
y rectificación de hechos han representado puntos de ten-
sión en la conducción de las sesiones por lo que este pro-

yecto de reglamento las redefine y circunscribe en el espa-
cio que les corresponde.

Asimismo se establecen los casos de excepción en las dis-
cusiones, como son la dispensa de trámites y sus modali -
dades, los debates pactados, los casos en los que la discu-
sión se suspende, dentro de los cuales destaca la moción
suspensiva.

Especial hincapié merece la normatividad relativa a la
comparecencia de funcionarios del Poder Ejecutivo ante la
Cámara de Diputados, las formalidades que tanto aquéllos
como los miembros de la Cámara deben cumplir y las san-
ciones a que pueden hacerse merecedores los funcionarios
que violenten la normatividad del Poder Legislativo.

• Capítulo VIII: De la revisión de las iniciativas de ley o de
decreto.

Este apartado se avoca a definir el papel de la Cámara en
el procedimiento constitucional de la formación de las le-
yes que marca el artículo 72, por ello se establecen la di -
rección y el sentido de las relaciones entre la Cámara de
Diputados, la Cámara de Senadores y el Poder Ejecutivo
como parte del sistema de formación normativa.

• Capítulo IX: De las votaciones.

Este capítulo que consta de 12 artículos retoma en gran
parte la experiencia del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General, pero la amplía partiendo de las
recientes experiencias de la Cámara.

Este apartado tiene como innovación el incorporar de ma-
nera formal el sistema electrónico de control de asistencia
y votación, redefine las tres clases de votaciones: nomina-
les, económicas y por cédula y profundiza en los casos de
duda o empate estableciendo mecanismos para solucionar-
lo. Asimismo define cuáles son los tipos de mayoría y có-
mo se constituyen.

• Capítulo X: De la fórmula para la expedición de las leyes.

En los artículos 114 al 117 de este proyecto se define cla-
ramente la formula que la Cámara de Diputados, tanto co-
mo integrante del Congreso General como en uso de facul-
tades exclusivas, debe de seguir para la expedición de las
leyes, decretos, acuerdos o cualquier otra resolución que
ésta apruebe.
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El Capítulo X se limita a definir y aclarar lo que la Consti-
tución Política y la Ley Orgánica del Congreso, establecen
para la Cámara baja al expedir un nuevo ordenamiento o
reformar uno ya existente.

• Capítulo XI: De la Gaceta Parlamentaria y los servicios
de información en Internet.

Un servicio que ha demostrado a lo largo de los recientes
años su utilidad y eficacia es la Gaceta Parlamentaria, ór-
gano informativo que permite a los miembros de la Cáma-
ra compartir información sobre las diversas tareas de la
Asamblea, las comisiones y comités, los órganos de go-
bierno y demás estructuras camarales.

De tal manera que este proyecto lleva a la formalidad de un
ordenamiento legal de gran alcance la existencia de la Ga-
ceta Parlamentaria y define claramente su naturaleza y sus
funciones como órgano informativo de la Cámara de Dipu-
tados.

Por la relación que los servicios de información en internet
guardan con la Gaceta Parlamentaria, y la gran utilidad y
relevancia que éstos han adquirido en todos los ámbitos de
la sociedad se incorporan en este mismo apartado para de-
finir su alcance y funciones en el trabajo legislativo como
herramienta útil y eficiente en la sistematización y distri-
bución de la información.

• Capítulo XII: De la conformación de la memoria docu-
mental.

Tomado de la experiencia de los Acuerdos Parlamentarios
de la LVII Legislatura, en este Reglamento se incorpora un
apartado relativo a la memoria documental de la Cámara de
Diputados con objeto de institucionalizar la práctica del al-
macenamiento y sistematización de la información que se
genera en el transcurso de las tareas legislativas.

Es así que se encomienda a la Biblioteca de la Cámara y a
un sistema de información especializado la integración de
la información que generan las comisiones, comités, órga-
nos de gobierno, grupos parlamentarios, así como las ini-
ciativas presentadas a la Cámara y demás publicaciones
impresas, magnéticas o digitales que se produzcan para de-
jar constancia histórica en un acervo documental ordenado
y de fácil consulta.

• Capítulo XIII: Del salón de sesiones, las galerías y el re-
cinto parlamentario.

Este último capítulo que va del artículo 125 al 137 es de vi-
tal importancia y define una serie de aspectos que quedan
vagamente enunciados en el texto constitucional y en la
Ley Orgánica del Congreso. De esta manera, aquí se pre-
tende reglamentar la naturaleza, funciones, servicios y usos
que debe tener el recinto parlamentario y sus interiores, ha-
ciendo especial énfasis en el salón de sesiones del pleno de
la Cámara de Diputados.

El uso del salón de sesiones es un tema que tomo relevan-
cia en la presente Legislatura, y por ello esta iniciativa se
enriquece del debate que al respecto se ha dado y define
claramente quienes pueden hacer uso del salón de sesiones
y de su tribuna, así como las circunstancias en las que esto
puede modificarse.

• Régimen transitorio.

El proyecto contiene ocho artículos transitorios en los que
se contempla la entrada en vigor del Reglamento, la dero-
gación del Reglamento para el Gobierno Interior en todo lo
relativo a la Cámara de Diputados, así como la abrogación
de los cuatro acuerdos parlamentarios de la Cámara baja
elaborados por la LVII Legislatura y el acuerdo parlamen-
tario elaborado por la presente Legislatura.

Por último se prevé que en tanto el Congreso expide las
normas relativas, las sesiones de Congreso y Comisión
Permanente se regirán conforme al Reglamento para el Go-
bierno Interior de 1934. Respecto a las sesiones del Sena-
do de la República, se tiene una postura respetuosa de lo
que la colegisladora decida hacer.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a la
consideración de esta Cámara de Diputados del Congreso
General la siguiente

INICIATIVA 

Con proyecto de decreto por el que se expide el Regla-
mento Interior y de Debatesde la Cámara de Diputados

CAPITULO I

Disposiciones Generales

Artículo 1o.

1. El presente Reglamento tiene por objeto normar los deba-
tes, formas y procedimientos internos de la Cámara de Di-
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putados del Congreso General y sus órganos, de acuerdo con
lo que establece la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, la Ley Orgánica del Congreso General y de-
más ordenamientos relativos a la Cámara de Diputados.

2. Para los efectos del presente Reglamento se entenderá
por:

a) Constitución: Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos;

b) Ley: Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos;

c) Cámara: Cámara de Diputados del Congreso General;

d) Presidente: Presidente de la Mesa Directiva de la Cáma-
ra de Diputados y

f) Secretaría o Secretario(s): Secretaría o Secretario(s) de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.

3. Para reformar, adicionar o derogar las disposiciones de
este Reglamento será necesario que los miembros de la Cá-
mara presente iniciativa al respecto, que sea dictaminada
conforme lo establecen la Constitución, la ley y el propio
Reglamento y que el dictamen sea aprobado por la mayo-
ría del total de los miembros que integran ambas cámaras.

CAPITULO II

De la Mesa Directiva de la Cámara

Artículo 2o.

1. La Mesa Directiva de la Cámara es el órgano de con-
ducción de las sesiones y garantiza que en los trabajos le-
gislativos prevalezca lo dispuesto en la Constitución, la ley
y el presente Reglamento, así como las demás disposicio-
nes relativas.

2. La Mesa Directiva se integra por siete miembros de la
Cámara, electos por el voto de las dos terceras partes de los
diputados presentes, durará en sus funciones un año y sus
integrantes podrán ser reelectos.

3. Para el desempeño de sus funciones la Mesa Directiva
cuenta con un presidente, que a su vez lo será de la Cáma-
ra de Diputados, tres vicepresidentes y tres secretarios.

4. La elección de la Mesa Directiva se hará de acuerdo a lo
que dispone la Ley Orgánica del Congreso General en sus
artículos 17 y 18.

Artículo 3o.

1. El Presidente coordina las reuniones de Mesa Directiva,
dirige las sesiones de la Cámara y tiene todas las atribucio-
nes que le otorga la ley y este reglamento.

2. El Presidente, en sus resoluciones y trámites, estará
subordinado al voto de la Cámara.

3. Este voto será consultado cuando por lo menos cinco
miembros de la Cámara o un grupo parlamentario reclamen
la resolución o trámite que el Presidente dicte, previa dis-
cusión en que podrán hablar dos individuos en pro y dos en
contra hasta por cinco minutos cada uno, lo cual se podrá
hacer siempre que no haya mediado votación en el mismo
asunto.

4. Si la Asamblea aprueba en votación nominal esta mo-
ción, el trámite o resolución será rectificado de acuerdo
con lo planteado por los autores de dicha moción.

Artículo 4o.

1. Cuando el Presidente deba tomar la palabra en el ejerci-
cio de las funciones que este Reglamento le señala, perma-
necerá sentado; mas si quisiese tomar parte en la discusión
de algún negocio, pedirá en voz alta la palabra y usará de
ella conforme a las reglas prescritas para los demás miem-
bros de la Cámara. Entre tanto, ejercerá sus funciones un
vicepresidente.

Artículo 5o.

1. Son obligaciones del Presidente:

I. Abrir y cerrar las sesiones a las horas señaladas por este
Reglamento;

II. Cuidar de que los miembros de la Cámara como los es-
pectadores, guarden orden y silencio;

III. Dar curso reglamentario a los negocios y dictar los trá-
mites que deban recaer en los asuntos con que se dé cuen-
ta a la Cámara;
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IV. Determinar qué asuntos deben ponerse a discusión, pre-
firiendo los de interés general; a no ser que, por moción
que hiciere algún individuo de la Cámara, acuerde ésta en
votación económica dar la preferencia a otro negocio;

V. Conceder la palabra, alternativamente, en contra y en
pro a los miembros de la Cámara, en el turno en que la pi-
dieren;

VI. Dictar todos los trámites que exija el orden de la dis-
cusión de los negocios;

VII. Declarar, después de tomadas las votaciones por con-
ducto de uno de los secretarios, aprobadas o desechadas las
mociones o proposiciones a que éstas se refieran;

VIII. Llamar al orden, por sí o por solicitud de algún indi-
viduo de la Cámara, al diputado que faltare a éste, así co-
mo proponer al pleno la censura de aquel miembro de la
Cámara que en los términos del artículo 22 del Reglamen-
to así lo amerite;

IX. Firmar las actas de las sesiones luego que estén apro-
badas, así como también las leyes que pasen a la Cámara
de Senadores y las que se comuniquen al Ejecutivo para su
publicación;

X. Nombrar las comisiones cuyo objeto sea protocolario o
ceremonial;

XI. Dar aviso, por conducto de los secretarios, al principio
de cada sesión de los asuntos que se van a tratar en la mis-
ma y al final de ella el orden del día de la sesión inmedia-
ta; y ordenar que la Secretaría dé el mismo aviso a los otros
poderes y a sus respectivas dependencias, cuando se vaya
a tratar algún asunto que sea de su competencia. Bajo nin-
gún concepto se podrá levantar una sesión sin antes haber-
se dado a conocer al pleno el orden del día para la siguien-
te sesión, salvo el caso a que se refiere el artículo 84;

XII. Firmar, en unión de los diputados secretarios, los
nombramientos o remociones de los empleados de las se-
cretarías de los servicios parlamentario y administrativo y
financiero que haya acordado la Cámara, conforme a la
fracción III del artículo 77 constitucional;

XIII. Firmar los nombramientos o remociones que haga la
Cámara de Diputados de los empleados de la Entidad de
Fiscalización Superior de la Federación a que se refiere al
artículo 79 constitucional;

XIV. Citar a sesiones extraordinarias, de acuerdo con lo
que establece el artículo 67 constitucional y la correspon-
diente convocatoria de la Comisión Permanente;

XV. Declarar la falta de quórum, ya sea por que es visible
o por que algún miembro de la Cámara lo reclamare. En
ambos casos se hará que la Secretaría pase lista mediante
el sistema electrónico de control de asistencia y votación
para confirmar el hecho, en caso de confirmarse la falta se
levantará la sesión;

XVI. Excitar a cualquiera de las comisiones a nombre de la
Cámara, a que presenten dictamen si han transcurrido 30
días desde la fecha en que fue turnado el asunto; si pasados
los 30 días no ha sido elaborado dictamen sobre el particu-
lar, la Presidencia definirá un plazo perentorio a la comi-
sión, siempre y cuando la Cámara se encuentre en sesiones.
Cumplido ese emplazamiento la Presidencia podrá turnar
el asunto a otra comisión afín de la Cámara para que pre-
sente el dictamen en un término menor a 20 días;

XVII. Obligar a los diputados ausentes a concurrir a las se-
siones, por los medios que juzgue más convenientes, en los
casos en que se trate de asuntos de interés nacional y

XVIII. Las demás que le confieren la Constitución, la ley,
este Reglamento y demás disposiciones relativas.

2. Cuando el Presidente no observase las prescripciones de
la Constitución, la ley y de este reglamento, será reempla-
zado por el vicepresidente o por el que hiciere sus veces;
pero para esto se requiere que por lo menos, cinco de los
miembros presentes de la Cámara de al menos dos grupos
parlamentarios, presente moción y que ésta después de so-
metida a discusión, en que podrán hacer uso de la palabra
hasta dos individuos en pro y dos en contra hasta por 10
minutos cada uno, sea aprobada en votación nominal por
dos terceras partes de los diputados presentes.

Artículo 6o.

1. Son obligaciones de los secretarios:

I. Pasar lista mediante el sistema electrónico de control de
asistencia y votación a los diputados a fin de formar el re-
gistro de asistencia. En caso de que el sistema electrónico
no funcione se dispondrá a la entrada del salón un libro de
asistencia para que los diputados lo firmen;
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II. Cuidar de que las actas de las sesiones queden escritas y
firmadas en el libro correspondiente al día siguiente de ha-
ber sido aprobadas;

III. Extender las actas de las sesiones conforme al numeral
2 de este artículo, firmarlas después de aprobadas y con-
signarlas bajo su firma en el libro respectivo;

IV. Firmar las leyes, acuerdos y demás disposiciones y do-
cumentos que expida la Cámara y el Congreso;

V. Supervisar la publicación oportuna de la Gaceta Parla-
mentaria, con las iniciativas, proposiciones y dictámenes
de las comisiones que se vayan a discutir, o en su defecto,
que se impriman y circulen con toda oportunidad entre los
diputados, debiendo remitirse, además al Ejecutivo;

VI. Presentar a la Cámara, con el apoyo de la Secretaría de
Servicios Parlamentarios, en la primera sesión de cada pe-
riodo, un estado que exprese el número y asunto de los ex-
pedientes que se hubieren pasado a las comisiones, el de
los que hayan sido despachados y el de aquellos que que-
den en poder de las comisiones;

VII. Recoger las votaciones de los diputados;

VIII. Dar cuenta, previo acuerdo del Presidente de la Cá-
mara, con los asuntos en cartera, en el orden que prescribe
este Reglamento;

IX. Asentar y firmar en todos los expedientes, los trámites
que se les dieren y las resoluciones que sobre ellos se to-
maren, expresando la fecha de cada uno y cuidando de que
no se alteren ni enmienden las iniciativas de ley o decreto
y los proyectos una vez entregados a la Secretaría;

X. Llevar un libro en el que se asienten, por orden crono-
lógico y a la letra, las leyes y decretos que expida el Con-
greso y los decretos, acuerdos y resoluciones de la Cáma-
ra, debiendo ser autorizadas por el Presidente y un
Secretario de la propia Cámara;

XI. Firmar, en unión del Presidente, los nombramientos o
las remociones de los empleados que haya acordado la Cá-
mara, conforme a la fracción III del artículo 77 constitu-
cional y los nombramientos o remociones que la misma ha-
ga de los empleados de la Entidad de Fiscalización
Superior de la Federación;

XII. Inspeccionar y vigilar en el transcurso de las sesiones
el trabajo que realizan las secretarías de servicios y sus res-
pectivas direcciones, así como a las direcciones de los de-
más órganos administrativos con que cuente la Cámara y

XIII. Cuidar de la impresión y distribución del Diario de
los Debates.

2. Las actas de cada sesión contendrán el nombre del indi-
viduo que la presida, la hora de apertura y clausura, las ob-
servaciones, correcciones y aprobación del acta anterior,
una relación nominal de los diputados presentes y de los
ausentes, con permiso o sin él, así como una relación su-
cinta, ordenada y clara de cuanto se tratare y resolviere en
las sesiones, expresando nominalmente las personas que
hayan hablado en pro y en contra y evitando toda califica-
ción de los discursos o exposiciones y proyectos de ley. Al
margen de las actas se anotarán los asuntos de que traten;

3. Cuando los secretarios o alguno de ellos no observase
las prescripciones de la Constitución, de la ley y de este re-
glamento, serán o será reemplazado por los o el miembro
de la Cámara que el pleno decida de conformidad con las
disposiciones aplicables, pero para esto se requiere que por
lo menos, cinco de los miembros presentes de la Cámara o
un grupo parlamentario, presente moción, y que ésta des-
pués de sometida a discusión, en que podrán hacer uso de
la palabra hasta dos individuos en pro y dos en contra has-
ta por 10 minutos cada uno, sea aprobada en votación no-
minal por dos terceras partes de los diputados presentes.

CAPITULO III

De las sesiones

Artículo 7o.

1. Las sesiones de la Cámara serán públicas y tendrán el ca-
rácter de: ordinarias, extraordinarias, permanentes o so-
lemnes, excepto las sesiones a que se refiere el numeral 6
de este artículo.

2. La Cámara no podrá suspender sus sesiones ordinarias
por más de seis días, sin consentimiento de la Cámara de
Senadores.

3. Serán ordinarias las sesiones que se celebren durante los
días naturales de los periodos constitucionales.
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4. Serán extraordinarias las que se celebren fuera de los pe-
riodos constitucionales.

5. Serán permanentes las que se celebren con este carácter,
por acuerdo expreso de los miembros de la Cámara en el
desarrollo de ésta y a efecto de tratar un asunto determina-
do.

6. En los casos de juicio político, declaración de proceden-
cia, y en los que la propia Cámara califique de seguridad
nacional mediante el voto de las dos terceras partes de los
individuos que la integran, las sesiones serán secretas.

7. Serán solemnes las sesiones que la Cámara celebre para
reconocer públicamente a personas o instituciones, o con-
memorar algún evento que así lo amerite. Dichas sesiones
culminarán una vez consumado el objeto de su invitación.

8. La celebración de sesiones solemnes de la Cámara de-
berá ser acordada por la Junta de Coordinación Política,
quien informará a la Mesa Directiva para que ésta realice
la invitación y los preparativos conducentes.

Artículo 8o.

1. La Cámara sesionará los martes y jueves de cada sema-
na durante el periodo ordinario. Cuando lo acuerde el ór-
gano encargado de la programación legislativa, podrán rea-
lizarse sesiones en días diferentes a los señalados, en razón
de la importancia y número de los dictámenes legislativos
y los requerimientos integrales del proceso legislativo.

2. La Mesa Directiva prepararán los viernes de cada sema-
na durante el periodo de sesiones el orden del día básico de
cada una de las sesiones de la siguiente semana.

3. Durante los periodos de sesiones extraordinarias, que
consten de más de una sesión, el órgano encargado de la
programación legislativa definirá los días y horas en los
que la Cámara habrá de sesionar.

Artículo 9o.

1. Las sesiones de la Cámara iniciarán a las 10:00 horas y
tendrán una duración de cinco horas. El Presidente de la
Mesa Directiva podrá prorrogarla, previa consulta al pleno,
a fin de concluir la discusión en curso o el orden del día.
En caso de no haberse iniciado la discusión en lo particu-
lar de un asunto, ésta podrá realizarse en la siguiente se-
sión.

2. Cuando las circunstancias así lo ameriten, el órgano en-
cargado de la programación legislativa podrá acordar la ce-
lebración de una sesión con mayor duración que la señala-
da en este artículo.

Artículo 10.

1. En caso de sesiones previstas para desahogar las compa-
recencias de servidores públicos a que se refieren la frac-
ción IV del artículo 74 y el párrafo segundo del artículo 93
constitucionales, el órgano encargado de la programación
legislativa acordará lo relativo a la duración de las sesiones
y el formato de las mismas.

Artículo 11.

1. Los asuntos listados en el presente artículo se presenta-
rán en la sesión que previamente acuerde el órgano encar-
gado de la programación legislativa.

I. Las acusaciones que se hagan contra los miembros de las
Cámaras, el Presidente de la República, los secretarios de
despacho, los gobernadores de los estados, el Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal o los ministros de la Suprema
Corte de Justicia;

II. Los oficios que con la nota de “reservados” dirijan la
otra Cámara, el Ejecutivo, los gobernadores o las legislatu-
ras de los estados;

III. Los asuntos puramente económicos de la Cámara; y

IV. En general todos los demás que el Presidente conside-
re que deben tratarse en reserva.

Artículo 12.

En su caso el Congreso General, tendrá sesiones extraordi-
narias cada vez que la Comisión Permanente por sí o a pro-
puesta del Ejecutivo las convoquen y no podrán ocuparse
más que de los asuntos que establezca la convocatoria res-
pectiva.

Artículo 13.

1. Cuando se trate de renuncia, licencia o falta absoluta del
Presidente de la República, estando el Congreso en sesio-
nes, las cámaras deberán reunirse en la sala de sesiones de
la de Diputados, a las nueve de la mañana del día siguien-
te a aquél en que se reciba la solicitud de renuncia o la no-
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ta de licencia o haya ocurrido la falta, aun cuando ese día
sea feriado. La reunión de ambas cámaras en sesión de
Congreso General para los efectos de los citados artículos
84, 85 y 86 de la Constitución, se verificará sin necesidad
de convocatoria alguna y la sesión será dirigida por la Me-
sa de la Cámara de Diputados. El orden del día de esta se-
sión sólo podrá contener el punto relativo al presente artícu-
lo del Reglamento.

2. Si por falta de quórum o por cualquiera otra causa no pu-
diere verificarse esta sesión extraordinaria, el Presidente de
la Cámara tendrá facultades amplias para obligar a los au-
sentes, por los medios que juzgue más convenientes, para
concurrir a la sesión.

Artículo 14. 

1. En todos los demás casos las sesiones extraordinarias se-
rán convocadas por el Presidente de la Cámara, según lo
previsto en la fracción XIV del artículo 5o. de este regla-
mento.

2. En las sesiones extraordinarias el Presidente de la Cá-
mara, después de abrirlas, explicará a propuesta de quién
han sido convocadas y el objeto de las mismas.

Artículo 15.

1. Cuando la Cámara de Diputados, se reúna en sesiones
extraordinarias, se ocupará exclusivamente del objeto u ob-
jetos designados en la convocatoria y si no los hubiere des-
ahogado el día en que deban abrirse las sesiones ordinarias
cerrará aquéllas dejando los puntos pendientes para ser tra-
tados en éstas.

Artículo 16. 

1. La Cámara podrá, por mayoría de votos de sus miembros
presentes, constituirse en sesión permanente para tratar los
asuntos a que se refiera el acuerdo relativo.

2. Durante la sesión permanente no podrá darse cuenta con
ningún otro asunto que no esté comprendido en este acuer-
do y si ocurriere alguno con el carácter de urgente, el Pre-
sidente convocará a sesión extraordinaria, si fuere oportu-
no o consultará el voto de la Cámara para tratarlo desde
luego en la sesión permanente.

Artículo 17. 

1. Resuelto el asunto o asuntos de que se hubiere ocupado
la sesión permanente, se leerá, discutirá y aprobará el acta
de la misma, podrá darse por terminada la sesión perma-
nente cuando así lo acordase la Cámara.

Artículo 18.

1. Veinte minutos antes del inicio de las sesiones la Secre-
taría ordenará hacer avisos en todo el edificio de la Cáma-
ra para que los diputados pasen al salón a registrar su asis-
tencia.

2. Los mismos avisos se harán diez minutos antes de rea-
nudar una sesión que se ha suspendido y antes de efectuar
una votación nominal o por cédula.

3. Las secretarías de servicios de la Cámara velarán porque
dichos avisos sean registrados en todas las oficinas, estan-
cias, salones, pasillos y demás áreas del edificio.

Artículo 19. 

1. Los individuos de la Cámara asistirán a todas las sesio-
nes desde el principio hasta el fin de éstas, tomarán asien-
to según lo acordado por la Junta de Coordinación Política,
y se presentarán con la decencia que exigen las altas fun-
ciones de que están encargados.

2. En las sesiones de apertura de los periodos constitucio-
nales, en las sesiones solemnes de la Cámara y del Con-
greso, y en la protesta del Presidente de la República, los
diputados asistirán vestidos con traje de calle oscuro, de
preferencia color negro.

3. Se considerará ausente de una sesión al miembro de la
Cámara que no esté presente al pasarse lista; si después de
ella hubiere alguna votación nominal y no se encontrare
presente, también se considerará como faltante. De igual
manera se considerará ausente en caso de falta de quórum
al pasarse la lista correspondiente.

Artículo 20. 

1. El diputado que por indisposición u otro grave motivo
no pudiere asistir a las sesiones o continuar en ellas, lo avi-
sará al Presidente por medio de un oficio o de palabra; pe-
ro si la ausencia durase más de cinco días lo participará a
la Cámara para obtener la licencia necesaria.
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2. Sólo se concederán licencias por causas graves o sufi-
cientemente justificadas a criterio de la Mesa Directiva y
cuando más a la cuarta parte de la totalidad de los miem-
bros que componen la Cámara.

3. No podrán concederse licencias, con goce de dietas, sal-
vo el caso de enfermedad comprobada a criterio de la Me-
sa Directiva.

4. Cuando un miembro de la Cámara deje de asistir a las
sesiones durante seis días consecutivos, sin causa justifica-
da, los Secretarios harán que se publique el nombre del fal-
tista en el Diario Oficial de la Federación y en la Gaceta
Parlamentaria, y esta publicación seguirá haciéndose
mientras continuare la falta.

Artículo 21.

1. Por incurrir en faltas a la Constitución, la Ley o al Re-
glamento, alterar el orden de la sesión, faltar al respeto de
algún miembro de la Cámara y provocar o participar en
disputas o altercados, los miembros de la Cámara podrán
hacerse acreedores a las siguientes sanciones:

a) La llamada al orden;

b) La llamada al orden con mención en el acta;

c) La censura, y

d) La censura con expulsión temporal.

Artículo 22.

1. Solo el Presidente de la Cámara podrá llamar al orden y
se aplicará esta sanción a todo orador que lo perturbe. Nin-
gún diputado, que no estando autorizado a hablar, haya si-
do llamado al orden podrá obtener la palabra para justifi-
carse hasta que finalice la sesión, a menos que el
Presidente acuerde otra cosa.

2. Será llamado al orden con mención en el acta todo dipu-
tado que en la misma sesión ya hubiere sido llamado al or-
den. Asimismo, será llamado al orden con mención en el
acta, todo diputado que haya dirigido a uno o más de sus
colegas injurias, provocaciones o amenazas. Esta sanción
llevará aparejada la privación, durante un mes, de una cuar-
ta parte de la dieta correspondiente a los diputados.

3. La censura se decretará contra todo diputado que, tras
una llamada con mención en el acta, no haya acatado el lla-
mado del Presidente o que haya provocado una alteración
de orden en el pleno. Esta sanción llevará aparejada la pri-
vación, durante un mes, de la mitad de la dieta correspon-
diente a los diputados.

4. Se decretará la censura con expulsión temporal del salón
de sesiones contra todo diputado que se haya resistido a la
censura simple o que haya sido sometido a ella dos veces;
que haya recurrido a la violencia en sesión; que sea culpa-
ble de ultrajes contra la Cámara o su Presidente; que sea
culpable de injurias, provocaciones o amenazas contra el
Presidente de la República, los secretarios de Estado, los
magistrados de la Suprema Corte de Justicia, o los senado-
res de la República. La censura con expulsión temporal lle-
vará aparejada la prohibición de participar en los trabajos
de la Cámara y de volver a presentarse en el recinto parla-
mentario hasta que expire el octavo día de sesión siguiente
a aquel en que se hubiere dictado la medida. En caso de ne-
gativa del diputado de atender al requerimiento de abando-
nar la Cámara en pleno que le haya hecho el Presidente, se
suspenderá la sesión. En este caso y asimismo en el caso de
que se aplique la censura con expulsión temporal por se-
gunda ocasión a un diputado, la expulsión se extenderá a
dieciséis días de sesión. Esta sanción llevará aparejada la
privación, durante dos meses, de la mitad de la dieta co-
rrespondiente a los diputados.

5. La censura simple y la censura con expulsión temporal
se decretarán por el pleno, por mayoría simple de los pre-
sentes en votación económica y sin debate alguno, a pro-
puesta del Presidente. Tendrá en todo caso derecho a ser oí-
do o a que se oiga a uno de sus colegas en su nombre el
diputado contra quien se solicitare una de estas dos sancio-
nes disciplinarias.

Artículo 23.

1. Los secretarios de Estado, los jefes de los departamentos
administrativos, los directores y administradores de los or-
ganismos descentralizados federales o de las empresas de
participación estatal mayoritaria, asistirán a las sesiones
siempre que fueren enviados por el Presidente de la Repú-
blica o llamados por acuerdo de la Cámara, en los términos
que dispone la segunda parte del artículo 93 de la Consti-
tución.

2. Cuando alguno de los funcionarios del Ejecutivo a que
se refiere el numeral anterior sea llamado al mismo tiempo
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por ambas cámaras, el Presidente de la República podrá
acordar que concurra primero a la que sea más necesario o
conveniente, y después a la otra.

3. Si el funcionario no acudiese a la cita de la Cámara, es-
tá podrá dirigirse oficialmente en queja al Presidente de la
República. Si pasados tres días persistiese la negativa de
comparecer se procederá inmediatamente a iniciar un jui-
cio político contra el funcionario.

CAPITULO IV

Del orden del día

Artículo 24.

1. El orden del día de las sesiones de la Cámara será inte-
grado por acuerdo de la Mesa Directiva con las solicitudes
que oportunamente se reciban de las comisiones, los comi-
tés, los grupos parlamentarios y la Junta de Coordinación
Política. El orden del día incluirá obligadamente los puntos
relativos a las iniciativas de ley o decreto presentadas por
quienes tienen ese derecho, en términos del artículo 71 de
la Constitución y este Reglamento.

Artículo 25.

1. En las sesiones se dará cuenta con los negocios en el or-
den siguiente:

I. Acta de la sesión anterior para su aprobación;

II. Comunicaciones de la otra Cámara, del Ejecutivo Fede-
ral, de la Suprema Corte de Justicia, de las legislaturas, la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, de los goberna-
dores de los estados y del Jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral;

III. Iniciativas del Ejecutivo, de la Cámara de Senadores,
de las legislaturas y de los individuos de la Cámara;

IV. Dictámenes que consulten proyectos de ley o decreto y
que deben cumplir una lectura antes del día señalado para
su discusión;

V. Dictámenes que consulten proyectos de decreto, acuer-
do o resolución de la Cámara y que deben cumplir una lec-
tura antes del día señalado para su discusión;

VI. Memoriales de los particulares;

VII. Dictámenes señalados para discutirse;

VIII. Minutas de ley o de decreto de la Cámara de Senado-
res; 

IX. Puntos complementarios; y

X. Efemérides.

2. Si ocurriese discusión sobre alguno de los puntos del ac-
ta de la sesión anterior, ya sea por omisiones, alteraciones
o solicitud de modificaciones, se deberán informar éstas a
la Secretaría y, en su caso, podrán hacer uso de la palabra
hasta dos individuos en pro y dos en contra, hasta por cin-
co minutos cada uno, después de lo cual se consultará la
aprobación de la Cámara en votación económica.

3. Para la integración de los puntos complementarios refe-
ridos en la fracción IX se considerarán los proyectos que
no constituyan iniciativa de ley o decreto; las declaracio-
nes, denuncias, posiciones, opiniones, informes, solicitu-
des y peticiones que deseen realizar los miembros de la Cá-
mara, atendiendo a la importancia cuantitativa de cada
grupo parlamentario y al criterio de equidad.

4. La Mesa Directiva elaborará el calendario cívico anual
de efeméride bajo criterios de racionalidad e interés gene-
ral de la Cámara para efecto de agendar las conducentes.

Artículo 26.

1. La Mesa Directiva acordará la inclusión en el orden del
día de los dictámenes señalados para discutirse, en alguna
de las sesiones que se lleven a cabo dentro de los siete días
hábiles siguientes a aquél en que se hayan recibido, con ba-
se en los trabajos que realicen conforme al numeral 2 del
artículo 8o. de este Reglamento.

Artículo 27.

1. Las solicitudes de inclusión de puntos en el orden del día
se harán a la Mesa Directiva, señalando el grupo parla-
mentario, diputado o diputados que lo proponen, y reunir
los siguientes requisitos:

a) Presentarse por escrito el día señalado por el numeral 2
del artículo 8o. de este Reglamento o 48 horas antes del ini-
cio de la sesión;
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b) Contener información del asunto mediante una breve
descripción;

c) Precisar, tratándose de proyectos que no sean iniciativas
de ley o decreto, si se desea que se turne a comisión o se
pretende que se considere de urgente o de obvia resolución.

2. La Mesa Directiva resolverá favorablemente las solici-
tudes cuando se trate de asuntos de interés general y sean
de la competencia de la Cámara o contribuyan al cumpli-
miento de los fines de la misma.

3. Los diputados que no formen parte de ningún grupo par-
lamentario podrán solicitar a la Mesa Directiva la inclusión
de puntos en el orden del día, a efecto de presentar inicia-
tivas, proyectos o tratar asuntos de interés general de
acuerdo con lo establecido en este artículo, el numeral 2
del artículo 31 y el 33 de este Reglamento.

4. La Mesa Directiva podrá incluir puntos en el orden del
día hasta antes de que se haya realizado su publicación.

Artículo 28.

1. El orden del día se publicará, por lo menos, con 18 ho-
ras de anticipación a la hora de inicio de la sesión y debe-
rá diferenciar claramente los asuntos que requieran vota-
ción de aquellos meramente deliberativos o de infor-
mación.

2. La publicación del orden del día también se hará en la
Gaceta Parlamentaria el día que corresponda con la docu-
mentación necesaria de los puntos a tratar, para que los di-
putados cuenten con información suficiente y oportuna.

Artículo 29.

1. Los dictámenes de comisión, sin excepción, deberán pu-
blicarse en la Gaceta Parlamentaria a más tardar 48 horas
antes del inicio de la sesión en que serán puestos a discu-
sión y votación.

Artículo 30.

1. Solamente a propuesta de la Junta de Coordinación Po-
lítica y con la aprobación del pleno, calificándolo de ur-
gente, se incluirá de manera extraordinaria un punto no
contenido en el orden del día publicado.

CAPITULO V

De las iniciativas y los proyectos que se 
presentan a la Cámara

Artículo 31.

1. El derecho de iniciar leyes o decretos, de acuerdo con la
Constitución, compete:

I. Al Presidente de la República;

II. A los diputados y senadores al Congreso General;

III. A las legislaturas de los estados, y

IV. A la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, en la
materia respectiva.

2. De acuerdo con lo que dispone el segundo párrafo del ar-
tículo 71 de la Constitución, las iniciativas de ley o decre-
to que presenten los miembros de la Cámara deberán de
cubrir alguno de los siguientes trámites:

a) Presentarse a nombre de todo un grupo parlamentario;

b) Presentarse por un grupo de al menos cinco diputados
pertenecientes a por lo menos dos partidos políticos dife-
rentes; o

c) Presentarse por el total de los diputados de una misma
entidad federativa.

3. Las iniciativas de ley o de decreto se presentarán por es-
crito debiendo contener una parte expositiva donde se fun-
de su contenido y otra parte relativa a la propuesta concre-
ta que se pretende someter a consideración, firmadas por
sus autores y deberán ser dirigidas a los secretarios de la
Cámara.

Artículo 32.

1. Las iniciativas de ley o decreto presentadas por el Presi-
dente de la República, por las legislaturas de los estados y
las iniciativas y minutas de ley o decreto que remita la Cá-
mara de Senadores se sujetarán a los trámites que estable-
ce este Reglamento y deberán pasar a comisión para su es-
tudio y dictamen.
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2. Las iniciativas de ley o decreto presentadas por los
miembros de la Cámara pasarán a comisión para su estudio
y dictamen, pero en su caso, se les podrá dispensar uno o
varios trámites de acuerdo con lo que establece este Regla-
mento.

Artículo 33.

1. Además de las iniciativas de ley o decreto la Cámara po-
drá conocer proyectos que busquen el acuerdo de sus
miembros, fundado este acuerdo en el artículo 77, fracción
I de la Constitución. Estos proyectos podrán ser:

I. Acuerdos parlamentarios;

II. Proposiciones con punto de acuerdo; y

III. Iniciativas protocolarias relativas a premios y recono-
cimientos públicos por parte de la Cámara.

2. Los proyectos que no sean iniciativas de ley presentados
por cualquiera de los miembros de la Cámara, por los gru-
pos parlamentarios o por los órganos de dirección, se suje-
tarán a los trámites siguientes:

a) Se presentarán a los secretarios de la Cámara, por escri-
to y firmadas por sus autores, y serán leídos una sola vez
en la sesión en que sean presentados. Podrá su autor, o uno
de ellos si fueren varios, exponer los fundamentos y razo-
nes de su proyecto;

b) Hablarán una sola vez dos miembros de la Cámara, uno
en pro y otro en contra hasta por 15 minutos cada uno, pre-
firiéndose al autor del proyecto;

c) En caso de que no haya oradores en contra, podrán ha-
blar en pro hasta dos oradores hasta por cinco minutos; y

d) Inmediatamente se preguntará a la Cámara si admite o
no a discusión el proyecto. En el primer caso se pasará a la
comisión o comisiones a quienes corresponda, y en el se-
gundo se tendrá por desechado.

3. Los acuerdos parlamentarios a que se refiere este artícu-
lo son resoluciones económicas dictadas por la Cámara re-
lativas a su régimen interior para complementar las normas
que le rigen, dichos acuerdos jamás podrán contravenir, de-
rogar o abrogar la ley y el presente reglamento.

4. Las proposiciones con punto de acuerdo a que se refiere
este artículo son proyectos que no constituyen iniciativas
de ley o decreto y que persiguen un punto de acuerdo o po-
sición de la Cámara en su conjunto sobre algún tema en es-
pecífico. Si a criterio de la comisión o comisiones a que se
turnó una proposición se requiere de una reforma, adición
o derogación de alguna norma para cumplir cabalmente su
objetivo, la dictaminadora o dictaminadoras lo propondrán
al pleno.

5. Las iniciativas protocolarias a que se refiere este artícu-
lo son aquellos proyectos sometidos a la consideración de
la Cámara que tienen por objeto hacer un reconocimiento
público por parte del pleno a algún héroe, prócer, distin-
guido ciudadano nacional o a algún evento histórico que
por su relevancia o contribución a la nación amerite: una
inscripción en letras de oro en el muro de honor del salón
de sesiones; la entrega de un reconocimiento o la celebra-
ción de una sesión solemne de la Cámara.

6. Las inscripciones en letras de oro y los reconocimientos
por parte de la Cámara deberán pasar por el examen de la
Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, la
cual deberá establecer y revisar los criterios relativos y so-
meterlos a consideración del pleno. La realización de se-
siones solemnes se regirá de acuerdo a lo dispuesto por el
artículo 7o. de este Reglamento.

Artículo 34.

1. Ninguna iniciativa, minuta o proyecto podrá discutirse
sin que primero pase a la comisión o comisiones corres-
pondientes y éstas hayan dictaminado. Sólo podrá dispen-
sarse este requisito en los asuntos que la Cámara califique
de urgente o de obvia resolución de acuerdo con el artícu-
lo 35 de este Reglamento.

2. Cuando la Cámara conozca de los permisos a que se re-
fieren las fracciones II, III y IV del inciso B del artículo 37
de la Constitución, la comisión ordinaria correspondiente
podrá formular dictamen resolviendo varias solicitudes a la
vez, integrando en el proyecto de decreto tantos artículos
como permisos se concedan sin perjuicio de que, puestos a
discusión, si un diputado así lo solicita, cualquier artículo
será reservado.

Artículo 35.

1. En los casos de urgente resolución, calificados por el
voto de las dos terceras partes de los individuos de la Cáma-
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ra que estén presentes, podrá ésta, a pedimento de por lo me-
nos cinco diputados o un grupo parlamentario, dar curso a
las iniciativas o proyectos sin que deban pasar a examen por
parte de la comisión o comisiones respectivas y ponerlos a
discusión inmediatamente después de su lectura.

2. La petición para calificar de urgente resolución deberá
presentarse por escrito a la Mesa Directiva por conducto de
la Secretaría, especificando en ella los motivos de sus au-
tores.

3. Para calificar un asunto de urgente resolución la Cáma-
ra está obligada a considerar que dicho asunto es de segu-
ridad nacional o que el apremio de los tiempos para dar so-
lución a un asunto es menor a cinco días; de no ser así, el
asunto deberá pasar a examen por parte de la comisión o
comisiones correspondientes.

Artículo 36.

1. Toda petición de particulares, corporaciones o autorida-
des que no tenga derecho de iniciativa, se mandará pasar
directamente por el Presidente de la Cámara con el carác-
ter de memoriales de los particulares a la comisión que co-
rresponda, según la naturaleza del asunto de que se trate y
se publicará en la Gaceta Parlamentaria. 

2. Las comisiones dictaminarán si son de tomarse o no en
consideración estas peticiones. En caso favorable, el dicta-
men de la comisión habrá de proponer al pleno, si es nece-
sario hacer reformas o adiciones a la normatividad vigente
o incluso la propuesta de una nueva ley. En caso negativo,
la comisión encargada comunicará a la Presidencia su re-
solución para que ésta proceda a informar al promoverte.

Artículo 37.

1. Cuando la Cámara conozca de proyectos del Ejecutivo
que versaren sobre empréstitos, contribuciones o impues-
tos o sobre reclutamiento de tropas, de acuerdo con lo que
dispone el inciso h del artículo 72 constitucional serán tra-
tados de la siguiente manera:

a) Al recibir la iniciativa de ley o decreto la Mesa Directi -
va mandará publicar el asunto en la Gaceta Parlamentaria,
dará conocimiento al pleno de la iniciativa y la turnará en
la misma sesión a la comisión de dictamen correspondien-
te. En los recesos de la Cámara, la Comisión Permanente
será la encargada;

b) La comisión encargada del asunto deberá presentar dic-
tamen a la Mesa Directiva a más tardar 20 días después de
la fecha en que recibió la iniciativa;

c) Si por algún motivo la comisión no pudiera presentar el
dictamen lo comunicará a la Mesa Directiva de la Cámara
antes de expire el plazo de 20 días, de acuerdo con lo que
al efecto establece el numeral 1 del artículo 49 de este Re-
glamento; 

d) Si la Cámara no se encontrara en sesiones para el mo-
mento en que se presente el dictamen y el asunto fuere de
amplia prioridad, la Comisión Permanente convocará a la
Cámara a un periodo extraordinario para desahogar el
asunto y

e) La discusión del dictamen se llevará de conformidad con
lo que establece este Reglamento y la votación tendrá que
ser nominal.

Artículo 38. 

1. Todo proyecto de ley cuya resolución no sea exclusiva
de una de las dos cámaras, se discutirá sucesivamente en
ambas, observándose la Constitución, la ley y los respecti-
vos reglamentos de cada Cámara en lo que se refiere a la
forma, intervalos y modo de proceder en el estudio, las dis-
cusiones y votaciones.

2. En la interpretación, reforma o derogación de las leyes
se observarán los mismos trámites establecidos para su
formación.

CAPITULO VI

De las comisiones y comités

SECCION PRIMERA

De su naturaleza y funcionamiento.

Artículo 39.

1. Las comisiones de la Cámara tendrán las funciones y ca-
lidades que establecen la Constitución y la ley, y serán: or-
dinarias, especiales, de investigación y protocolarias.

2. Las comisiones ordinarias son las que establece la ley en
sus artículos 39 y 40 y serán de dictamen, de vigilancia y
jurisdiccionales.
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3. Las comisiones especiales y de investigación serán las
que constituya la Cámara según los artículos 41 y 42 de la
ley, respectivamente, y se normarán de acuerdo a la propia
ley, este Reglamento y el acuerdo parlamentario de su crea-
ción.

4. Las comisiones protocolarias se compondrán de cinco
individuos propietarios y dos suplentes y sólo podrá au-
mentarse sus miembros por acuerdo expreso de la Cámara.
Los suplentes cubrirán las faltas temporales de los propie-
tarios y en caso de falta absoluta de éstos, quedarán como
propietarios, nombrándose nuevos suplentes. Será presi-
dente de cada comisión el primer nombrado y, en su falta,
el que le siga en el orden del nombramiento.

5. Los comités de la Cámara se normarán según lo dis-
puesto por el numeral 1 del artículo 46 de la ley, por este
Reglamento y por el acuerdo parlamentario de su creación.

Artículo 40.

1. Si un diputado se enfermase de gravedad, el Presidente
de la Cámara nombrará una comisión de dos diputados que
lo visite cuantas veces crea oportuno y dé cuenta de su es-
tado. 

2. En caso de que el enfermo falleciese, se imprimirán y
distribuirán esquelas a nombre del Presidente de la Cáma-
ra y se nombrará una comisión de seis diputados para que
asista a sus funerales.

3. En los recesos del Congreso General corresponde a la
Comisión Permanente cumplir con lo anterior.

4. Los gastos funerarios serán cubiertos por la Secretaría de
Servicios Administrativos y Financieros de la Cámara.

Artículo 41.

1. El Presidente, los vicepresidentes y los secretarios de la
Cámara, no podrán pertenecer a ninguna comisión durante
el tiempo de sus encargos.

2. Cuando uno o más individuos de una comisión o comité
tuvieren interés personal en algún asunto que se remita al
examen de ésta, se abstendrán de votar y firmar el dicta-
men y lo avisarán por escrito al Presidente de la Cámara a
fin de que sean sustituidos para el solo efecto del despacho
de aquel asunto.

Artículo 42.

1. El presidente de cada comisión y comité tendrá a su car-
go coordinar el trabajo de los miembros de la comisión o
comité y citarlos cuando sea necesario, durante los recesos,
para el despacho de los asuntos pendientes.

2. Si alguno de los miembros de las comisiones o comités
tuviera que ausentarse de la capital, lo avisará a la Cámara,
antes de que se cierren las sesiones.

Artículo 43.

1. Los diputados podrán pertenecer hasta a tres comisiones
ordinarias. La pertenencia a las comisiones especiales, de
investigación, protocolarias y a los comités no será com-
putable para este efecto.

2. Los miembros de las comisiones y comités no tendrán
ninguna retribución extraordinaria por el desempeño de las
mismas.

Artículo 44.

1. Cuando algún asunto presentado a la Cámara requiera
del examen de dos o más comisiones, el Presidente podrá
turnarlo a comisiones unidas.

2. El expediente del asunto que requiera dictamen de co-
misiones unidas será turnado íntegro a todas las comisiones
que constituyan el turno, pero la primera comisión que se
liste en dicho turno será la responsable de elaborar el pro-
yecto de dictamen.

3. Una vez aprobado el proyecto de dictamen por la prime-
ra de las comisiones unidas, ésta deberá enviar el proyecto
al resto de las comisiones y convocar tres días después
para desahogar el asunto.

4. La sesión o sesiones en que se desahogue definitiva-
mente un asunto de comisiones unidas será conducida por
la mesa directiva de la primera comisión y el dictamen de-
berá ser sometido a la aprobación de la mayoría de los di-
putados integrantes de las comisiones.

5. Por acuerdo de las mesas directivas de las comisiones
unidas, podrá proceder cualquier otra de las comisiones lis-
tadas como primera comisión, en los términos del presente
artículo, dando aviso de dicha situación a la Mesa Directi -
va de la Cámara.
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Artículo 45.

1. Toda comisión deberá presentar su dictamen en los ne-
gocios de su competencia, dentro de los 30 días siguientes
a la fecha en que los haya recibido.

2. Si al momento de presentar el dictamen la Cámara no se
encuentra en periodo de sesiones éste será enviado, con-
forme a los plazos, a la Mesa Directiva para los efectos de
la programación legislativa.

3. Todo dictamen deberá contener una parte expositiva de
las razones en que se funde y concluir con proposiciones
claras y sencillas que puedan sujetarse a votación, de
acuerdo con las siguientes bases:

a) La parte expositiva del dictamen se conformará por el
fundamento jurídico del mismo, los antecedentes que dan
origen a dicho dictamen y las consideraciones de la comi-
sión o comisiones para llegar a una determinación. Adicio-
nalmente podrá incluirse un apartado metodológico en el
cual se funde el procedimiento que siguió la comisión a lo
largo del proceso de dictaminación;

b) La parte conclusiva del dictamen deberá constar de los
resolutivos a los que ha llegado la comisión, ya sean estas
normas o propuestas concretas que se sujetarán a la vota-
ción del pleno y

c) Relación de integrantes de la comisión y firmas autógra-
fas que avalen la aprobación del dictamen por la mayoría
de los integrantes.

4. Todos los dictámenes, resoluciones, opiniones o acuer-
dos de comisión deberán publicarse en la Gaceta Parla-
mentaria, y no podrán discutirse sino hasta 72 horas des-
pués de su publicación. Este trámite no podrá ser objeto de
dispensa ni omisión en ningún caso.

Artículo 46.

1. Para que haya dictamen de comisión, deberá éste pre-
sentarse firmado por la mayoría de los individuos que la
componen. Si alguno o algunos de ellos disintiesen del pa-
recer de dicha mayoría se abstendrá de firmar el dictamen
y podrán presentar voto particular por escrito.

2. El voto particular podrá ser presentado por uno o más in-
dividuos miembros de la comisión correspondiente o todo
un grupo parlamentario y además deberá contar con las ca-

racterísticas que se listan en el presente numeral y desaho-
garse de acuerdo a lo que establece el Capítulo VII relati-
vo a las discusiones de este Reglamento.

a) Una parte expositiva que se conformará por el funda-
mento jurídico del voto, los antecedentes que dan origen a
éste y las consideraciones del o los promoventes para lle-
gar a dicha determinación;

b) Una parte conclusiva del voto, que deberá constar de los
resolutivos a los que han llegado el o los promoventes, ya
sean éstas normas o propuestas concretas que se sujetarán
a la votación del pleno y

c) Firmas de los diputados o del coordinador o represen-
tante del grupo parlamentario que promueva el voto parti-
cular.

3. Cuando en la votación de un asunto en el seno de la co-
misión se presente empate, se deberá volver a votarse 24
horas después, previo desahogo de posiciones en pro y en
contra del asunto.

4. Si después de haberse sometido a votación por segunda
ocasión un asunto persiste el empate, entonces el presiden-
te de la comisión citará cinco días después para volver a
votar el asunto, previa discusión si el empate persiste el
asunto se entenderá por desechado y no podrá volver a dis-
cutirse hasta pasados 60 días naturales.

5. Cuando en comisiones unidas un asunto a votación pre-
sente empate, la primera comisión deberá volver a elaborar
el proyecto de dictamen o resolución, para someterlo a vo-
tación a más tardar 48 horas después de la primera. Si en la
segunda votación persiste el empate el asunto se entenderá
por desechado.

Artículo 47.

1. Las comisiones, por medio de su presidente, podrán pe-
dir a cualquier dependencia o entidad de la administración
pública, todas las informaciones y copias de documentos
que estimen convenientes para el despacho de los nego-
cios, y esas constancias les serán proporcionadas, siempre
que el asunto a que se refieran no sea de los que deban con-
servarse en secreto por razones de seguridad nacional; en
la inteligencia de que la lenidad o negativa a proporcionar
dichas copias en un plazo menor a 10 días autorizará a las
mencionadas comisiones para dirigirse oficialmente en
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queja al Presidente de la República, quien deberá girar ins-
trucciones para cumplir con la solicitud de la Cámara.

2. Pueden también las comisiones, para ilustrar su juicio en
el despacho de los negocios que se les encomienden, soli-
citar conferencias o comparecencias con los funcionarios a
que se refiere el numeral 1 del artículo 23 de este Regla-
mento, quienes están obligados a guardar a cualesquiera de
los miembros de las comisiones las atenciones y conside-
raciones necesarias al cumplimiento de su misión. En el
caso de que las comisiones tuvieren alguna dificultad u
obstrucción en el disfrute de esta prerrogativa, están auto-
rizadas para dirigirse oficialmente en queja al Presidente de
la República, quien deberá girar instrucciones para cumplir
con la solicitud de la Cámara.

3. Cuando un funcionario del Poder Ejecutivo que compa-
rezca ante alguna o algunas de las comisiones de la Cáma-
ra no responda satisfactoriamente o evada los cuestiona-
mientos de alguno de los diputados, se verá obligado a
responder por escrito, a más tardar tres días después de la
fecha de la comparecencia, las informaciones requeridas
por el o los diputados insatisfechos, quienes lo harán del
conocimiento del presidente de la comisión para formalizar
el procedimiento.

4. En caso de que la información proporcionada sea insufi-
ciente, o no se hayan satisfecho los cuestionamientos de los
diputados, a criterio de la comisión se podrá convocar a
una segunda conferencia o comparecencia al funcionario
de que se trate, ya sea ante la propia comisión o ante el ple-
no de la Cámara.

5. El incumplimiento por parte de los funcionarios del Po-
der Ejecutivo a la solicitud de la queja de comisiones, para
atender las solicitudes de los diputados se sancionarán de
acuerdo con lo que establece el Título Cuarto de la Consti-
tución y las leyes relativas a las responsabilidades de los
servidores públicos.

Artículo 48.

1. Las comisiones de la Cámara pueden también tener con-
ferencias con las comisiones de la Cámara de Senadores
para expeditar el despacho de alguna ley o decreto u otro
asunto importante.

2. Cuando la Cámara sea la de origen, el presidente de la
comisión de que se trate podrá girar invitación por escrito
al o los presidentes de las comisiones de la Cámara de Se-

nadores que se crea conveniente, de acuerdo al asunto,
para que asistan a las instalaciones de la Cámara a discutir
en conferencia, siempre que se tenga un proyecto de dicta-
men presentado. La sesión de comisiones en conferencia
será conducida por el presidente de la comisión que invita,
guardando a los senadores todas las atenciones y derechos
que establece la Constitución, la ley y este Reglamento.

3. Cuando la Cámara sea la revisora, no ha sido convocada
por la Cámara de Senadores para tratar un asunto en con-
ferencia y la comisión considera que debe modificar el pro-
yecto de la colegisladora, se podrá proceder de acuerdo al
numeral 2.

4. Cuando la Cámara sea la de origen o revisora y alguna
comisión sea convocada a reunión de conferencia por co-
misiones de la Cámara de Senadores, los diputados inte-
grantes podrán asistir a las instalaciones de la colegislado-
ra a sesionar en conferencia, donde se les deberá guardar
todas las atenciones y derechos que establece la Constitu-
ción, la ley y los reglamentos de las cámaras.

5. Cuando se realicen reuniones de conferencia entre co-
misiones de ambas cámaras, las comisiones de la Cámara
deberán de comunicarlo por conducto de su presidente al
órgano encargado de la programación legislativa.

Artículo 49.

1. Cuando alguna comisión juzgue necesario o convenien-
te demorar el despacho de algún negocio, lo comunicará
por escrito a manera de resolución o informe y firmado por
su directiva a la Presidencia de la Cámara antes de que ex-
pire el plazo de 30 días que para presentar dictamen seña-
la a las comisiones el artículo 45 de este Reglamento. La
Presidencia resolverá lo procedente de acuerdo con la frac-
ción XVI del artículo 5o. de este Reglamento.

2. Si alguna comisión faltando a este requisito retuviere en
su poder un expediente por más de 30 días, la Secretaría lo
hará del conocimiento de la Presidencia, a fin de que turne
el asunto a otra comisión de la Cámara para que ésta dicta-
mine en un término menor a 20 días.

3. El promovente de un asunto, por conducto de la misma
Secretaría, podrá presentar solicitud de excitativa por es-
crito al Presidente de la Cámara, para que ésta sea leída y
se resuelva lo conducente.
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Artículo 50.

1. Para el despacho de los negocios de su incumbencia, las
comisiones y comités se reunirán, mediante cita de sus res-
pectivos presidentes, o a falta de ella, por cita de la mayo-
ría de los secretarios de la mesa directiva y podrán funcio-
nar con la mayoría de los individuos que las integren, salvo
en el caso del numeral 2 de este artículo.

2. Las comisiones y comités acordarán el tiempo que, a par-
tir de la hora citada, se podrá esperar para dar inicio a la se-
sión, el cual no podrá exceder de 30 minutos. Si transcurri-
do el tiempo de tolerancia no se ha reunido el quórum
necesario, la mesa directiva de la comisión podrá acordar la
emisión de una segunda convocatoria para sesionar inme-
diatamente con los miembros presentes, pero dicha situación
deberá asentarse en el acta correspondiente.

3. En tanto se emite la segunda convocatoria, los diputados
presentes podrán sesionar con el carácter de sesión prepa-
ratoria, pero pasado el tiempo de tolerancia y emitida la se-
gunda convocatoria se constituirán en sesión ordinaria.

4. Cuando así se requiera, por la urgencia en el despacho de
los asuntos, las comisiones y comités por conducto de su
presidente podrán declarar una sesión con el carácter de se-
sión permanente. Dicha sesión culminará hasta que el resi-
dente declare que se han agotado los asuntos listados en el
orden del día y funcionará con el quórum registrado al ini-
cio. Cada vez que se reinicie la sesión el presidente deberá
emitir la convocatoria por lo menos 12 horas antes de la
hora citada.

5. Cualquier miembro de la Cámara puede asistir con voz,
pero sin voto a las reuniones de las comisiones y comités,
con excepción de las sesiones de la Comisión Jurisdiccio-
nal y de la sección instructora y exponer libremente en
ellas su parecer sobre el asunto en estudio, de acuerdo con
la normatividad relativa a las comisiones y comités, y los
acuerdos internos que estos órganos adopten para su fun-
cionamiento.

6. El presidente de alguna comisión o comité podrá invitar
a las reuniones de pleno, subcomisión o mesa directiva a
aquellos diputados que estime conveniente para el desaho-
go de un cierto asunto.

7. Las sesiones de las comisiones y comités de la Cámara
se podrán transmitir a través del Canal de Televisión del

Congreso, y las que se realicen con propósitos de informa-
ción y audiencia serán públicas.

Artículo 51.

1. Los miembros de las comisiones y comités están obliga-
dos a acudir puntualmente a sus reuniones, a menos que
medie causa suficientemente justificada a consideración de
la mesa directiva de la comisión o comité.

2. La justificación deberá ser dirigida al presidente y pre-
sentada por escrito 12 horas antes de la reunión.

3. Los diputados que falten a tres reuniones consecutivas
de alguna de sus comisiones o comités sin causa justifica-
da deberán ser sustituidos por su respectivo grupo parla-
mentario, a propuesta del presidente de la comisión o co-
mité a más tardar en 10 días a partir del registro de la
última ausencia. Adicionalmente podrán ser sancionados
económicamente de acuerdo con la normatividad vigente.

Artículo 52.

1. Las comisiones, durante los recesos del Congreso, con-
tinuarán el estudio de los asuntos pendientes, hasta produ-
cir el correspondiente dictamen. También estudiarán y dic-
taminarán las iniciativas y proyectos que les sean turnados
por la Comisión Permanente durante los recesos.

2. Una vez que estén firmados los dictámenes por la ma-
yoría de los miembros de las comisiones encargadas de un
asunto, se publicarán en la Gaceta Parlamentaria junto
con los votos particulares si los hubiere, y se remitirán a los
diputados, para su conocimiento y estudio.

3. Los votos particulares deberán presentarse para su pu-
blicación con la anticipación señalada en el artículo 29 de
este Reglamento.

Artículo 53.

1. Los dictámenes que las comisiones produzcan, sobre
asuntos que no llegue a conocer la legislatura que los reci-
bió, quedarán a disposición de la siguiente legislatura, con
el carácter de proyectos y deberán ser votados nuevamen-
te.

2. Las iniciativas recibidas por las comisiones y que no lle-
guen a ser dictaminadas en su correspondiente legislatura,
deberán ser dictaminadas por la subsecuente legislatura.
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Artículo 54.

1. Las comisiones tendrán las siguientes funciones:

I. Realizar las actividades que se deriven de la Constitu-
ción, la ley, de este Reglamento, de los acuerdos del pleno
y los que acuerden por sí mismas, en relación a la materia
o materias de su competencia.

II. Evaluar periódicamente el Plan Nacional de Desarrollo
y los programas respectivos, en lo concerniente al área de
su competencia, así como de los informes que presente el
Ejecutivo a la Cámara.

III. Elaborar su programa anual de trabajo, que deberá in-
cluir la realización de audiencias, consultas populares, es-
tudios e investigaciones, ediciones, foros, visitas, entrevis-
tas, convocatorias a particulares y comparecencias de
servidores públicos, cuando fuere necesario.

IV. Rendir un informe semestral de sus actividades que
será presentado al órgano encargado de la programación
legislativa.

Artículo 55.

1. Las comisiones podrán crear subcomisiones para elabo-
rar anteproyectos de dictamen o atender asuntos específi-
cos, las cuales funcionarán con la concurrencia de la ma-
yoría de sus integrantes y bajo las siguientes bases:

a) Deberán integrarse cuando menos con cinco diputados.

b) Todos los grupos parlamentarios tendrán derecho a con-
tar con un representante buscando una participación equili-
brada en su integración.

c) El Presidente dará seguimiento y apoyo a los trabajos de
las subcomisiones.

d) La designación de los diputados que integrarán las sub-
comisiones se efectuará por conducto de la Mesa Directiva
sin necesidad de que la comisión celebre reunión para ello.

2. Los integrantes de la subcomisión deberán, en su prime-
ra reunión:

I. Designar a un coordinador quien además será el po-
nente.

II. Convenir con el Presidente el plazo en el cual deberá
elaborarse el anteproyecto de dictamen.

III. Determinar el calendario de sus reuniones.

3. Concluido un anteproyecto de dictamen, el Presidente lo
circulará entre los miembros de la comisión y convocará,
en los términos de este Reglamento, a reunión para su dis-
cusión.

Artículo 56.

1. Corresponde a los comités definir políticas, programas,
normas y directivas generales para el desahogo de las acti-
vidades a su cargo, así como vigilar su aplicación, de
acuerdo con lo establecido por la ley.

2. Las comisiones bicamarales se regirán por lo que dis-
ponga la ley y demás normas relativas a su creación y fun-
cionamiento.

Artículo 57.

1. Las comisiones y comités recibirán de los miembros de
la Cámara peticiones relacionadas con asuntos que sean del
área de competencia de las mismas. El Presidente pondrá a
la consideración de la comisión o comité la petición res-
pectiva para acordar lo procedente.

SECCION SEGUNDA

De la Mesa Directiva de las comisiones 
y comités

Artículo 58.

1. La mesa directiva de las comisiones y comités se inte-
grarán con un presidente y no menos de dos ni más de cua-
tro secretarios, propuestos por la Junta de Coordinación
Política, de acuerdo con su grado de conocimientos, expe-
riencias y dominio de la materia de que se trate.

2. El Presidente y los secretarios de cada comisión o comi-
té de la Cámara conformarán la mesa directiva y deberá:

I. Presentar proyectos sobre planes de trabajo y demás ac-
tividades a la comisión o comité.

II. Integrar subcomisiones para la presentación de antepro-
yectos de dictamen o resolución, así como para la coordi-
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nación de actividades con otras comisiones, comités o de-
pendencias administrativas.

III. Elaborar el orden del día de las reuniones de la comi-
sión o comité.

IV. Elaborar calendarios para la realización de consulta le-
gislativa mediante foros, seminarios, talleres, conferencias,
investigaciones y estudios.

V. Llevar a cabo consultas con representantes de los otros
poderes, organizaciones de la sociedad y particulares en
general.

3. La Mesa Directiva se reunirá cuando menos cada 15
días para elaborar los órdenes del día, asuntos a tratar y de-
más pendientes de las comisiones o comités.

Artículo 59.

1. Los presidentes de las comisiones son responsables de
los expedientes que pasen a su estudio y a este efecto, de-
berán firmar el recibo de ellos en el correspondiente libro
de conocimientos. Dicha responsabilidad cesará cuando
fuesen devueltos.

Artículo 60.

Son atribuciones del Presidente de la Mesa Directiva:

I. Convocar a las sesiones de trabajo, presidirlas, conducir-
las e informar de su realización al órgano encargado de la
programación legislativa para su respectiva programación
y publicación en la Gaceta Parlamentaria;

II. Nombrar al Secretario Técnico y a los asesores de la co-
misión o comité;

III. Vigilar el envío de la documentación a la Gaceta Parla-
mentaria para su publicación y

IV. Las demás que establezca la Constitución, la ley, el Re-
glamento y las disposiciones internas de las comisiones.

Artículo 61.

1. El Presidente de cada comisión o comité está obligado a
convocar a sesión por lo menos una vez al mes, con antici-
pación mínima de 24:00 horas durante los periodos de se-
siones o de 48 horas durante los recesos.

2. Si el Presidente esta ausente o se niega a realizar la con-
vocatoria, ésta se podrá expedir y será válida con la firma
de la mayoría de los secretarios de la mesa directiva.

3. Si a la sesión no concurre el Presidente, el Secretario del
mismo grupo parlamentario el Presidente conducirá la reu-
nión. Si este tampoco se encuentra presente, entonces se
nombrará de entre los secretarios asistentes, por mayoría
de votos al que deba conducir. Este mecanismo no aplica
en ningún caso para lo dispuesto por el numeral 2 del artícu-
lo 50.

Artículo 62.

1. Las convocatorias a reuniones de comisiones y comités
deberán publicarse en la Gaceta Parlamentaria con la anti-
cipación mínima señalada en el artículo anterior, según sea
el caso, salvo en la circunstancia que prevé el artículo 50
numeral 2 del Reglamento y deberán incluir lo siguiente:

I. Proyecto de orden del día;

II. Fecha, hora y lugar preciso de su realización, dentro del
Palacio Legislativo y

III. Relación pormenorizada de los asuntos que deberán ser
votados por la comisión o comité.

Artículo 63.

1. Los dictámenes sobre proyectos de ley o decreto se dis-
cutirán aplicando en lo procedente las normas relativas a
las discusiones contenidas en el presente Reglamento y las
normas internas que adopten las comisiones.

Artículo 64.

1. Las actas de las reuniones de las comisiones y comités
serán firmadas por el Presidente y los Secretarios; las actas
de las subcomisiones serán firmadas por los coordinadores.
Todas las actas serán publicadas desde luego en la Gaceta
Parlamentaria.

2. Los programas anuales e informes semestrales de las co-
misiones a que se refiere el numeral 6 del artículo 45 de la
ley deberán ser firmados por los presidentes y secretarios
de las comisiones y ser publicados en la Gaceta Parlamen-
taria.
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3. Los acuerdos internos de las comisiones y de los comi-
tés serán difundidos en la Gaceta Parlamentaria.

Artículo 65.

1. Sólo por urgencia, de manera extraordinaria y con el
permiso del Presidente de la Mesa Directiva, las comisio-
nes y comités podrán reunirse en horas en que la Cámara
sesione.

2. El órgano encargado de la programación legislativa, a
través de la Secretaría de Servicios Parlamentarios, dará
seguimiento y apoyo a las reuniones de comisiones y co-
mités, a efecto de que éstas se desarrollen de tal manera
que a ellas puedan concurrir los integrantes de las mismas. 

3. La Secretaría de Servicios Parlamentarios deberá publi-
car al inicio de cada mes el calendario de reuniones de co-
misiones y comités en la Gaceta Parlamentaria, de acuerdo
con la información proporcionada por dichos órganos.

CAPITULO VII

De las Discusiones

Artículo 66.

1. Todo dictamen se discutirá primero en lo general, o sea
en su conjunto y después en lo particular, es decir, en cada
uno de sus artículos; sólo podrán ser discutidos aquellos
que los diputados hayan reservado previamente para tal
efecto.

2. La Junta de Coordinación Política, previa consulta a la
comisión o comisiones que presenten dictamen, podrá
acordar que la discusión en lo particular de un dictamen se
realice en la sesión inmediata siguiente a aquella en que se
discuta en lo general.

3. Cuando el dictamen conste de un solo artículo se discu-
tirá de una vez en lo general y en lo particular.

Artículo 67.

1. Llegada la hora de la discusión, se dará cuenta de la ini-
ciativa, proyecto u oficio que la hubiere provocado y, des-
pués, se leerá el dictamen de la comisión y el voto particu-
lar, si lo hubiere.

2. Las discusiones en lo general sobre dictámenes con pro-
yecto de ley o decreto se desarrollarán de la manera si-
guiente:

a) Un miembro de la comisión o comisiones dictaminado-
ras fundamentará el dictamen y para ello dispondrá de has-
ta 10 minutos;

b) Cada grupo parlamentario dispondrá de 10 minutos pa-
ra una intervención. Las intervenciones de los grupos par-
lamentarios se realizarán en orden creciente en razón del
número de diputados que los conforman;

c) El Presidente de la Cámara formará luego una lista de
los individuos que pidan la palabra en contra y otra de los
que la pidan en pro, las cuales leerá íntegras antes de co-
menzar la discusión;

d) Los miembros de la Cámara hablarán alternativamente
en contra y en pro hasta por 10 minutos, llamándolos el
Presidente por el orden de las listas, comenzando por el
inscrito en contra y

e) Una vez que han hablado tres diputados en contra y otros
tres en pro, el Presidente podrá consultar a la Cámara si el
asunto se considera suficientemente discutido.

3. Siempre que algún individuo de los que hayan pedido la
palabra no estuviere presente en el salón cuando le toque
hablar, se le colocará al final de su respectiva lista.

Artículo 68.

1. Tratándose de dictámenes relativos a reformas constitu-
cionales, el tiempo para las discusiones en lo general que
corresponda a cada grupo parlamentario será de 15 minu-
tos; asimismo, para la discusión en contra y en pro, cada
orador dispondrá de 10 minutos. En estas discusiones sólo
podrán participar los miembros de la Cámara.

2. Podrán inscribirse y hablar en la discusión todos los
miembros de la Cámara que lo soliciten. El Presidente ela-
borará una lista de oradores que leerá completa antes de
iniciarse la discusión donde deberán alternarse oradores en
contra y en pro, si es que los hubiere. 

3. Una vez que han hablado cinco diputados en contra y
otros cinco en pro, el Presidente podrá consultar a la Cá-
mara si el asunto se considera suficientemente discutido.
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Artículo 69.

1. Sólo los miembros de la comisión y el autor o autores de
la iniciativa o proyecto que se discuta, siempre que sea un
miembro de la Cámara, podrán hablar más de dos veces.
Los otros diputados podrán hablar hasta dos veces sobre un
asunto.

2. Tendrán la misma facultad que los miembros de comi-
siones y autores de iniciativas o proyectos, los diputados
que no pertenezcan a ningún grupo parlamentario, en los
asuntos en que estén especialmente interesados, siempre
que fundamenten sus motivos por escrito al Presidente de
la Mesa Directiva.

3. Los funcionarios a que alude el artículo 23 de este Re-
glamento podrán participar en la discusión señalada en el
artículo 67 de este Reglamento, siempre y cuando el asun-
to sea del interés de la dependencia o entidad de la Admi-
nistración Pública Federal a la que pertenece y solicite por
escrito su participación al Presidente de la Cámara antes de
que se inicie la discusión en lo general.

Artículo 70.

1. Cuando nadie pida la palabra en contra de algún dicta-
men y una vez que la comisión informare sobre los moti-
vos que ésta tuvo para dictaminar en el sentido que lo ha-
ya hecho, se procederá a la votación.

2. Cuando sólo se pidiere la palabra en pro, podrá hablar un
diputado por cada grupo parlamentario hasta por 10 minu-
tos, o dos hasta por cinco minutos cada uno para fijar su
postura sobre el dictamen.

3. Los diputados que no pertenezcan a ningún grupo parla-
mentario acordarán con uno de los grupos parlamentarios
su participación en el debate general.

4. Cuando sólo se pidiere la palabra en contra, hablarán to-
dos los que la tuvieren hasta por 10 minutos cada uno, pero
después de haber hablado tres, se preguntará si el punto es-
tá suficientemente discutido.

Artículo 71. 

1. Cuando a criterio de la Presidencia hubieren hablado to-
dos los individuos que puedan hacer uso de la palabra, se
mandará preguntar si el asunto está o no suficientemente
discutido. En el primer caso, se procederá inmediatamente

a la votación; en el segundo, continuará la discusión de
acuerdo con lo establecido por el artículo 67 de este Re-
glamento. Agotado un siguiente turno el Presidente podrá
repetir la pregunta.

2. Cada vez que se pregunte al pleno si el punto está sufi-
cientemente discutido, el Presidente leerá en voz alta la lis-
ta de los individuos que hubieren solicitado el uso de la pa-
labra.

Artículo 72.

1. Declarado un proyecto suficientemente discutido en lo
general, se procederá a votarlo en tal sentido y, si es apro-
bado, se discutirán en seguida los artículos reservados. De
no aprobarse en lo general se preguntará, en votación eco-
nómica, si vuelve o no el proyecto a la comisión. Si la re-
solución fuere afirmativa, volverá para ser estudiado nue-
vamente; más si fuere negativa, se tendrá por desechado.

2. La discusión en lo particular de un dictamen se desarro-
llará de la manera siguiente:

a) Se discutirá cada artículo reservado. Cuando el proyec-
to conste de más de 30 artículos se consultará al pleno si
procede su discusión por capítulos y

b) Se abrirá un turno de oradores en contra y en pro por ca-
da artículo o grupo de 30. Cada orador dispondrá de cinco
minutos si se discute por artículo y de 10 minutos cuando
se discuta por grupo de artículos.

3. Tratándose de dictámenes relativos a reformas constitu-
cionales, las discusiones en lo particular se harán artículo
por artículo y los oradores en contra y en pro dispondrán de
15 minutos cada uno.

4. Cerrada la discusión de cada uno de los artículos en lo
particular, se preguntará si ha lugar o no a votar; en el pri -
mer caso se procederá a la votación; en el segundo, volve-
rá el artículo a la comisión.

5. El diputado que reserve algún artículo para la discusión
en lo particular podrá presentar al pleno una propuesta de
modificación en el momento que haga uso de la palabra,
por conducto de la Secretaría. Una vez votado que el artícu-
lo reservado regrese a comisión, la Presidencia consultará
al pleno si se considera la nueva.
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Artículo 73.

1. Si algún artículo reservado para la discusión en lo par-
ticular constare de varias propuestas, se pondrá a discusión
separadamente una después de otra. El autor o alguno de
los autores, siempre que sea miembro de la Cámara, o la
comisión que presente el artículo podrá exponer sus moti-
vos previamente a la discusión.

Artículo 74.

1. Agotada la discusión en lo general y consultado el pleno
sobre artículos reservados para discusión en lo particular,
en un sólo acto se votará el dictamen en lo general y los ar-
tículos no reservados.

2. Si una vez desechado un dictamen con proyecto de ley o
decreto en su totalidad, hubiere voto particular, se pondrá
éste a discusión, siempre que se haya presentado de acuer-
do a los requisitos que establece el artículo 46 numeral 2 de
este Reglamento.

3. Si hubiese más de un voto particular se discutirá el del
grupo parlamentario de mayor número de diputados y si és-
te se rechazara también, se procederá a discutir el del gru-
po parlamentario que siga en importancia numérica y así en
lo sucesivo.

Artículo 75.

1. Los individuos de la Cámara, aun cuando no estén ins-
critos en la lista de los oradores, podrán pedir la palabra pa-
ra rectificar hechos o responder alusiones personales rela-
cionadas y pertenecientes al debate al concluir el orador, y
sin que se pueda hacer uso de la palabra más de cinco mi-
nutos. Al solicitar la palabra se deberán precisar los hechos
o alusiones invocadas.

2. Estas intervenciones se verificarán después de concluido
el turno de oradores previamente inscritos. El orador ini-
ciará su exposición precisando el hecho a rectificar o la
alusión a contestar.

3. Después de tres intervenciones de estas características,
en una discusión en lo general y, de dos, en una discusión
en lo particular, la Presidencia de la Mesa Directiva podrá
preguntar al pleno si se procede a dar curso al turno si-
guiente de oradores o a la votación, según lo que corres-
ponda de conformidad con las normas reglamentarias.

4. Cuando el orador se aparte del tema para el cual solicitó
la palabra, ya sea rectificación de hechos o respuesta a alu-
siones personales; o se exceda del tiempo establecido, será
llamado al orden por el Presidente y si al segundo llamado
no rectifica su actitud le será retirado el uso de la palabra y
se procederá conforme al artículo 22 de este Reglamento.

Artículo 76.

1. Los discursos de los individuos de las cámaras sobre
cualquier asunto, no podrán durar más de 30 minutos, sin
permiso de la Cámara.

Artículo 77.

1. Los dictámenes, informes, resoluciones u opiniones pu-
blicados en la Gaceta Parlamentaria 72 horas antes de su
discusión podrán ser objeto de dispensa de lectura, previa
consulta al pleno en votación económica.

2. Siempre al principio de la discusión, la comisión o co-
misiones dictaminadoras deberán explicar los fundamen-
tos de su dictamen y, si al principio de la discusión lo pi-
de algún diputado, leer documentos del expediente del
dictamen, si fuere necesario; acto continuo, se iniciará el
debate.

Artículo 78.

1. Todos los dictámenes con proyecto de ley o de decreto
que consten de más de 30 artículos podrán ser discutidos y
aprobados, por los libros, títulos, capítulos, secciones o pá-
rrafos en que se encuentren divididos, siempre que así lo
acuerde la Cámara.

2. A moción de al menos cinco diputados o un grupo par-
lamentario se podrán votar separadamente cada una de las
fracciones, artículos o secciones que estén a debate.

Artículo 79.

1. En la discusión en lo particular, se podrán reservar los
artículos, fracciones o incisos que los miembros de la Cá-
mara quieran impugnar; el resto del dictamen, que no ame-
rite discusión, se votará después en un solo acto.

Artículo 80.

1. Si un artículo o grupo de artículos sometidos a discusión
en lo particular fueren rechazados por la Cámara, esa mis-
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ma parte del dictamen regresará a comisión para que ésta
la reelabore, tomando en cuenta la discusión y la presente
nuevamente a la Cámara en sesión posterior. Entre tanto, el
resto del proyecto de ley o de decreto legislativo aprobado
quedará a disposición de la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva y no podrá turnarse a la colegisladora o al Ejecutivo en
los términos procedentes del artículo 72 constitucional has-
ta que no se presente nueva propuesta de la comisión dic-
taminadora y la Cámara resuelva lo pertinente.

Artículo 81.

1. No se podrá interrumpir a ningún diputado mientras és-
te tenga la palabra, a menos que se trate de moción de or-
den señalada en el artículo 82 o de alguna explicación per-
tinente, pero en este último caso sólo será permitida la
interrupción con permiso del Presidente y del orador.

2. Quedan absolutamente prohibidas las discusiones en for-
ma de diálogo.

Artículo 82.

1. No se podrá reclamar el orden, sino por medio del Pre-
sidente en los siguientes casos: para ilustrar la discusión
con la lectura de un documento; cuando se infrinjan artícu-
los de la Constitución, la ley o de este Reglamento, en cu-
yo caso deberá ser citado el artículo respectivo; cuando se
viertan injurias contra alguna persona o corporación o
cuando el orador se aparte del asunto a discusión.

2. No podrá llamarse al orden al orador que critique o cen-
sure a funcionarios públicos por faltas o errores cometidos
en el desempeño de sus funciones; pero en caso de injurias
o calumnias, el interesado podrá reclamarlas en la misma
sesión, cuando el orador haya terminado su discurso o en
otra que se celebre en día inmediato.

3. Cuando se trate de injurias o calumnias el Presidente ins-
tará al ofensor a que las retire o satisfaga al ofendido. Si
aquél no lo hiciere así, el Presidente mandará que las ex-
presiones que hayan causado la ofensa se retiren del acta de
la sesión y del Diario de los Debates.

Artículo 83.

1. La falta de quorum se establece cuando el Presidente de
la Cámara considera que no se encuentran presentes los su-
ficientes diputados para dar curso a los negocios, en tal ca-
so pedirá a la Secretaría pasar lista mediante el sistema

electrónico de control de asistencia y votación para deter-
minar si hay quorum, en caso de no haberlo se levantará la
sesión.

2. Si durante el curso de una sesión algún diputado recla-
mare el quorum, el Presidente por conducto de la Secreta-
ría procederá a pasar lista mediante el sistema electrónico
de control de asistencia y votación, comprobada la falta de
quorum, se levantará la sesión.

Artículo 84.

1. Ninguna discusión se podrá suspender, sino por estas
causas:

I. Por ser la hora en que el Reglamento fija para hacerlo, a
no ser que se prorrogue por acuerdo de la Cámara;

II. Porque la Cámara acuerde dar preferencia a otro asunto
de mayor urgencia o gravedad;

III. Por graves desórdenes en la misma Cámara;

IV. Por falta de quorum, en cuyo caso se procederá según
lo establecido en el artículo 83 de este Reglamento y

V. Por moción suspensiva que presenten por lo menos cin-
co diputados o un grupo parlamentario y que ésta se aprue-
be.

Artículo 85.

1. La moción suspensiva tiene por objeto demorar o sus-
pender el despacho de algún asunto presentado a la consi-
deración del pleno, de acuerdo con los motivos de quien la
presente. La demora o suspensión de un asunto será sólo
para la sesión en la que se presenta. El asunto suspendido
deberá tratarse en la sesión inmediata.

2. La moción suspensiva deberá ser presentada a la Mesa
Directiva de la Cámara por escrito y firmada por sus auto-
res antes de que se inicie la discusión en lo general de un
dictamen. Si la moción se presenta una vez que se ha ini-
ciado la discusión, la Junta de Coordinación Política acor-
dará si se presenta.

3. El Presidente mandará que se lea la moción suspensiva
y sin otro requisito que oír a uno de sus autores, si la quie-
ren fundar y a algún impugnador, si lo hubiere, inmediata-
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mente se preguntará a la Cámara si se toma en considera-
ción inmediatamente.

4. En caso afirmativo se discutirá y votará en el acto, pu-
diendo hablar hasta por cinco minutos, al efecto, tres indi-
viduos en pro y tres en contra, pero si la resolución de la
Cámara fuese negativa, la moción se tendrá por desechada.

5. No podrá presentarse más de una moción suspensiva en
la discusión de un asunto.

6. Aprobado un dictamen en lo general, no se admitirá a
trámite ninguna moción suspensiva al discutirse en lo par-
ticular.

Artículo 86.

1. Cuando algún diputado quisiera que se lea algún docu-
mento en relación con el debate para ilustrar la discusión,
pedirá la palabra para el solo efecto de hacer la moción co-
rrespondiente y si es aceptada por la Cámara, la lectura del
documento deberá hacerse por uno de los secretarios, con-
tinuando después en el uso de la palabra el orador.

Artículo 87.

1. Cuando los secretarios de Estado y demás funcionarios
que menciona el artículo 23 reglamentario fueren llamados
por la Cámara o enviados por el Ejecutivo para asistir a al-
guna discusión, podrán pedir el expediente para instruirse,
sin que por esto deje de verificarse la discusión en el día se-
ñalado.

2. Para los efectos de este artículo, se pasará oportunamen-
te por la Secretaría de la Cámara a la dependencia corres-
pondiente, noticia de los asuntos que vayan a discutirse y
que tengan relación con ella, especificando los días señala-
dos para la discusión.

Artículo 88.

1. Antes de comenzar la discusión podrán los funcionarios
señalados en el artículo 23 de este Reglamento informar a
la Cámara lo que estimen conveniente y exponer cuantos
fundamentos quieran en apoyo de la opinión que pretendan
sostener.

Artículo 89.

1. Cuando por resolución de la Cámara un Secretario de
Estado u otro funcionario de los que comprende el artículo
23 reglamentario se presente ante ésta para comparecer so-
bre algún asunto a debate, la discusión procederá de con-
formidad con el acuerdo que para tal efecto someta previa-
mente al pleno la Junta de Coordinación Política.

2. Si el funcionario que acuda a la Cámara no contestare sa-
tisfactoriamente los cuestionamientos y dudas de los dipu-
tados, éstos podrán pedir al Presidente de la Cámara que se
dirija oficialmente en queja al Presidente de la República
para que instruya al funcionario a contestar por escrito los
cuestionamientos de la Cámara, a más tardar tres días des-
pués. De no contestar el Poder Ejecutivo, los funcionarios
públicos estarán a lo dispuesto por el Título Cuarto de la
Constitución y las leyes relativas a las responsabilidades de
los servidores públicos.

Artículo 90.

1. Cuando alguno de los funcionarios a que hace referencia
el artículo 23 de este reglamento concurra a la Cámara pa-
ra informar sobre algún proyecto de ley a discusión o sobre
cualquier asunto a debate, ya sea enviado por el Ejecutivo
o citado por la propia Cámara, se concederá primero la pa-
labra al funcionario compareciente para que informe a la
Cámara lo que estime conveniente y exponga cuantos fun-
damentos quiera en apoyo de la opinión que pretenda sos-
tener; después se concederá la palabra a los miembros de la
Cámara inscritos en la Presidencia en el orden establecido
según el artículo 89 numeral 1 de este Reglamento.

2. Si durante la discusión el funcionario o funcionarios
comparecientes fueren interrogados, podrán contestar entre
los debates las interrogaciones de que fueren objeto. Si al-
guno de los diputados inscritos quisiese ceder su turno al
compareciente, se concederá a éste la palabra.

3. Cuando el funcionario o funcionarios que comparecen
no respondan satisfactoriamente los cuestionamientos de la
Cámara se procederá de la misma manera que establece el
numeral 2 del artículo 89 de este Reglamento.

Artículo 91.

1. Los secretarios de Estado y demás funcionarios que
menciona el artículo 23 reglamentario, no podrán hacer
propuestas ni adición alguna a iniciativas, proyectos, dictá-
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menes, informes, resoluciones, acuerdos, oficios y demás
documentos legislativos o parlamentarios durante las se-
siones. Esto también es aplicable para las reuniones de las
comisiones.

2. Todas las iniciativas, correspondencia o propuestas del
Ejecutivo deberán dirigirse a la Cámara por medio de ofi-
cio.

Artículo 92.

1. La Junta de Coordinación Política podrá proponer al ple-
no la celebración de debates sobre asuntos de interés gene-
ral, abarcando un máximo de 20 minutos por grupo parla-
mentario divididos de conformidad con la propia decisión
del grupo y en el orden previamente convenido.

2. En estos debates, la asignación de tiempos a cada grupo
parlamentario se hará según lo solicite a la Mesa Directiva
el propio grupo, por medio de su coordinador.

3. Estos debates se listarán dentro de los puntos comple-
mentarios del orden del día referidos en la fracción IX del
artículo 25 de este Reglamento.

Artículo 93.

1. Quienes intervengan para presentar proyectos que no
sean iniciativas de ley o decreto, lo harán en un lapso no
mayor de 10 minutos. 

2. Toda propuesta presentada a la Cámara que no requiera
ser votada de inmediato, será turnada por la Presidencia de
la Mesa Directiva a la comisión correspondiente, sin que
proceda deliberación alguna. Sin embargo, la Presidencia
podrá conceder la palabra a un máximo de dos diputados
por el lapso de cinco minutos cada uno, cuando se solicite
la palabra para replicar, en este caso, el proponente tendrá
derecho a una intervención de hasta cinco minutos para las
aclaraciones pertinentes.

Artículo 94.

1. Cuando las comisiones investigadoras a que se refiere el
párrafo tercero del artículo 93 constitucional presenten in-
forme de resultados, la deliberación del mismo se llevará a
cabo en el pleno, en términos del artículo 92 de este Re-
glamento.

CAPITULO VIII

De la revisión de las iniciativas de ley o de decreto

Artículo 95.

1. La Cámara procederá en la revisión de las iniciativas de
ley o de decreto, de conformidad con lo que establece el ar-
tículo 72 de la Constitución, la ley y este Reglamento.

Artículo 96.

1. Las observaciones o modificaciones hechas a un pro-
yecto de ley por la Cámara de Senadores, en su carácter de
Cámara revisora o por el Ejecutivo, al volver a la Cámara
de Diputados, pasarán a la comisión que dictaminó y el
nuevo dictamen de ésta seguirá los trámites que prescribe
este Reglamento.

2. En caso de observaciones, solamente se discutirán y vo-
tarán en lo particular los artículos observados, modificados
o adicionados.

Artículo 97.

1. Antes de remitirse una ley o decreto al Ejecutivo para
que sea promulgada, deberá asentarse en el libro de leyes
de la Cámara.

Artículo 98.

1. Las minutas que pasen de la Cámara de Diputados a la
Cámara de Senadores para su revisión, irán firmadas por el
Presidente y dos secretarios, acompañadas del expediente
respectivo, del extracto de la discusión y demás anteceden-
tes que se hubieran tenido a la vista para resolver aquéllos.

2. Respecto a los documentos que obren impresos en el ex-
pediente, bastará que vayan foliados y marcados con el se-
llo de la Secretaría.

Artículo 99.

1. En los casos de urgente resolución se podrá omitir el ex-
tracto a que se refiere el artículo anterior; el Presidente
nombrará una comisión para que entregue el expediente
original a la Cámara de Senadores e informe sobre los prin-
cipales puntos de la discusión y exponga los fundamentos
que motiven la gravedad o urgencia del caso.
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2. Si la ley o decreto de que se trata hubiere sido aprobada
por urgente resolución, entonces la comisión que nombre
el Presidente de la Cámara para informar a la colegislado-
ra, deberá ser presidida por alguno de los diputados autores
de la iniciativa que motivare ese asunto.

Artículo 100.

1. Los expedientes que deban pasar al Ejecutivo en cum-
plimiento del inciso a), del artículo 72 de la Constitución,
ya sea luego que fueren aprobados por ambas cámaras o
solamente por la de Diputados, cuando la expedición de la
ley o decreto fuere de su exclusiva facultad, se remitirán en
copia y con los documentos a que se refiere el artículo 98
reglamentario.

CAPITULO IX

De las votaciones

Artículo 101.

1. Habrá tres clases de votaciones: nominales, económicas
y por cédula.

2. Nunca podrá haber votaciones por aclamación.

Artículo 102.

1. La votación nominal se hará utilizando el sistema elec-
trónico de control de asistencia y votación.

2. En caso de no contar con el sistema electrónico se hará
de la siguiente manera:

I. Cada diputado, comenzando por el lado derecho del Pre-
sidente, se pondrá de pie y dirá en voz alta su apellido, y
también su nombre si fuere necesario para distinguirlo de
otro, añadiendo la expresión sí o no;

II. Un Secretario apuntará los que aprueben y otro los que
reprueben;

III. Concluido este acto, uno de los secretarios preguntará
dos veces en voz alta si falta algún miembro de la Cámara
por votar; no faltando ninguno, votarán los integrantes de
la Mesa Directiva y

IV. Los secretarios harán en seguida el cómputo de los vo-
tos y leerán desde la tribuna, uno de ellos, los nombres de

los diputados que hubieren aprobado, y otro secretario lee-
rá los nombres de los diputados que reprobaren; después
dirán el número total de cada lista y publicarán la votación.

Artículo 103.

1. Las votaciones serán nominales: 

a) Cuando se pregunte si ha o no lugar a aprobar algún dic-
tamen o proyecto de ley o de decreto en lo general;

b) Cuando se pregunte si se aprueba o no los artículos re-
servados que conformen algún dictamen o proyecto de ley
o de decreto;

c) Cuando se someta a votación dictamen de algún proyec-
to de los que contempla el artículo 33 de este Reglamento;

d) Cuando lo pidan al menos cinco diputados o un grupo
parlamentario;

e) Cuando se esté en los supuestos del artículo 105 del Re-
glamento y

f) En los demás casos que la Constitución, la ley, el Regla-
mento o disposiciones relativas a la Cámara requieran de
una votación nominal.

Artículo 104.

1. Las demás votaciones sobre resoluciones de la Cámara
serán económicas.

2. La votación económica se practicará consultando la Se-
cretaría al pleno si aprueba o desaprueba, de la siguiente
manera:

I. En un primer acto consultará a los diputados que aprue-
ben, quienes se manifestarán poniéndose de pie y 

II. En un segundo acto consultará a los diputados que re-
prueben, quienes se manifestarán poniéndose de pie.

3. Terminada la votación, la Secretaría valorará el resulta-
do y lo comunicará a la Presidencia de la Mesa Directiva.
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Artículo 105.

1. Cuando la diferencia entre los que aprueben y los que re-
prueben en una votación económica fuese dudosa, se soli-
citará votación nominal.

2. Si al dar la Secretaría cuenta del resultado de la votación
económica, por lo menos cinco diputados o un grupo par-
lamentario pidiere que se cuenten los votos, se contarán
mediante el sistema electrónico.

Artículo 106.

1. Las votaciones para elegir personas se realizarán me-
diante cédulas, que se depositarán, sin leerlas, en una urna
que al efecto se colocará en la Mesa Directiva.

2. Concluida la votación, uno de los secretarios sacará las
cédulas, una después de otra y las leerá en voz alta, para
que otro secretario anote los nombres de las personas que
en ella aparecieren y el número de votos que a cada uno le
correspondiere. Leída la cédula, se pasará a manos del Pre-
sidente y los demás secretarios para que les conste el con-
tenido de ella y puedan reclamar cualquier equivocación
que se advierta.

3. Previo acuerdo del pleno, a propuesta de la Junta de Co-
ordinación Política, las votaciones de personas podrán ha-
cerse mediante el sistema electrónico.

4. La elección de personas, sea por candidaturas individua-
les o por fórmulas, deberá contar siempre con la mayoría
absoluta de los votos presentes para decretar un ganador, a
no ser que la Constitución o la ley dispongan una mayoría
distinta. Para ello se realizarán tantas vueltas electorales
como sean necesarias.

5. Una vez hecho el cómputo de los sufragios para la elec-
ción de personas, la Secretaría dará cuenta a la Cámara del
resultado de la votación.

Artículo 107.

1. Todas las votaciones se verificarán por mayoría absolu-
ta, a no ser aquellos casos en que la Constitución, la ley, es-
te Reglamento o disposición relativa a la Cámara exigen
una votación calificada.

2. La mayoría absoluta consiste en la aprobación de alguna
propuesta por parte de la mitad más uno de los diputados,
según sea el caso, integrantes o presentes.

3. La mayoría calificada consiste en la aprobación de algu-
na propuesta por un número previamente requerido de di-
putados, ya sea de integrantes o miembros presentes de la
Cámara.

4. En todos los casos será el Presidente de la Cámara quien
declare los resultados de la votación.

Artículo 108.

1. Para calificar los casos en que los asuntos son de urgen-
te resolución, se requieren las dos terceras partes de los vo-
tos presentes, de conformidad con los artículos 34 y 35 de
este Reglamento.

Artículo 109.

1. Si hubiere empate en las votaciones que no se refieran a
elección de personas se repetirá la votación en la misma se-
sión y si resultare empate por segunda vez, se discutirá y
votará de nuevo el asunto en la sesión inmediata.

2. Si el empate persiste en la siguiente sesión, el asunto no
se votará sino hasta el siguiente periodo ordinario de sesio-
nes.

3. El empate en las votaciones sobre personas se resolverá
en una segunda elección en la misma sesión; sólo se vota-
rá a aquellas personas o fórmulas que hubieren obtenido al
menos el 33% de los votos de los diputados presentes.

4. Si el empate persiste o ninguna persona o fórmula obtie-
ne el 33% de los votos de los diputados presentes, la elec-
ción se volverá a llevar a cabo en la sesión inmediata.

Artículo 110.

1. La Presidencia de la Mesa Directiva no pondrá a vota-
ción un asunto inscrito en el orden del día con el carácter
de informativo.

Artículo 111.

1. Cuando llegue el momento de votar, los secretarios lo
anunciarán en el salón y mandarán que se hagan los avisos
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a que se refiere el artículo 18 de este Reglamento. Inme-
diatamente después comenzará la votación.

2. Mientras ésta se verifica, ningún miembro de la Cámara
deberá salir del salón ni excusarse de votar.

3. Cuando las votaciones se realicen mediante el sistema
electrónico se dará un tiempo máximo de diez minutos pa-
ra tomar los votos.

Artículo 112.

1. Al tiempo de la votación, los artículos de cualquier dic-
tamen no podrán dividirse en más partes que las designa-
das con anterioridad, según se previene en el artículo 70
Reglamentario.

Artículo 113.

1. Los secretarios de Estado y demás funcionarios del Eje-
cutivo que asistan a las sesiones de la Cámara se retirarán
mientras dure la votación.

CAPITULO X

De la fórmula para la expedición de leyes

Artículo 114.

1. Las leyes y decretos serán expedidos por el Congreso en
la forma que hubieren sido aprobados, y serán autorizadas
por las firmas de los presidentes y un secretario de cada
Cámara.

2. El Presidente y un Secretario de la Cámara de Diputa-
dos, si fuere esta la Cámara de origen, firmarán en primer
lugar.

Artículo 115.

1. Cuando la ley o decreto fuere el resultado del ejercicio
de facultades exclusivas de la Cámara de Diputados, la fir-
marán el Presidente y dos secretarios de la misma.

2. En el caso de los acuerdos de la Cámara referidos en el
artículo 33 de este Reglamento, serán autorizados por dos
de los secretarios de la Cámara.

Artículo 116.

1. Las leyes o decretos que la Cámara vote en ejercicio de
sus facultades exclusivas serán expedidas bajo esta fórmu-
la: “la Cámara de Diputados del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la facultad que
le concede (artículo, fracción o inciso que corresponda) de
la Constitución Política, decreta” (texto de ley o decreto).

Artículo 117.

1. Las leyes o decretos votados por el Congreso General, se
expedirán bajo esta fórmula: “El Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, decreta” (texto de la ley o de-
creto).

2. Cuando la ley se refiera a la elección de Presidente Inte-
rino de la República, la fórmula será la siguiente: “el Con-
greso de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la
facultad que le da el artículo 84 y el 85 (según el caso), de
la Constitución, declara”:

CAPITULO XI

De la Gaceta Parlamentaria y los servicios
de información

Artículo 118.

1. La Gaceta Parlamentaria es el órgano informativo in-
terno de las actividades de la Cámara, cuyo propósito es
publicar:

I. El orden del día de las sesiones de la Cámara, de confor-
midad con lo estipulado en el presente Reglamento;

II. Las convocatorias y el orden del día de las reuniones de
las comisiones y los comités de la Cámara;

III. Las actas, informes, resoluciones y los acuerdos del
pleno de la Cámara, y de las comisiones y los comités;

IV. Las iniciativas de ley o de decreto que se presenten en
la Cámara, y en la Comisión Permanente, 

V. Las minutas procedentes de la Cámara de Senadores;

VI. Los proyectos de acuerdo parlamentario; de punto de
acuerdo; de iniciativas protocolarias; y el contenido de los
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demás asuntos que se tratarán en el pleno y en las comisio-
nes y los comités;

VII. Los dictámenes de las comisiones y los votos particu-
lares que sobre los mismos se presenten;

VIII. Las demás comunicaciones oficiales dirigidas a la
Cámara;

IX. Los citatorios a las diversas actividades de las entida-
des de la Cámara;

X. Los proyectos de acuerdo, pronunciamientos, declara-
ciones y acuerdos internos de la Junta de Coordinación Po-
lítica;

XI. Los acuerdos y comunicados del órgano encargado de
la programación legislativa;

XII. Los acuerdos de la Mesa Directiva;

XIII. El presupuesto y los informes sobre el ejercicio de és-
te, así como otras informaciones sobre la administración y
los servicios de la Cámara;

XIV. Las denuncias para juicio político y todo lo referente
al proceso correspondiente a esta institución, así como lo
relativo al procedimiento para la declaración de proceden-
cia;

XV. Síntesis de las comunicaciones de particulares que ten-
gan como destinataria a la Cámara de Diputados;

XVI. Los acuerdos que adopte la Comisión Permanente del
Congreso General;

XVII. Los informes de las comisiones que en representa-
ción de la Cámara asistan a reuniones interparlamentarias
de carácter mundial, regional o bilateral; y

XVIII. Los informes y documentos que dispongan el órga-
no encargado de la programación legislativa y la Junta de
Coordinación Política.

2. A solicitud de las comisiones, una vez que éstas hayan
producido su dictamen, la Gaceta Parlamentaria podrá pu-
blicar las versiones estenográficas de las discusiones de las
comisiones de la Cámara, en números extraordinarios,
cuando las condiciones técnicas lo permitan.

Artículo 119.

1. La Gaceta Parlamentaria se publicará todos los días de
lunes a viernes, así como los sábados, domingos y días fe-
riados en los que la Cámara sesione será distribuida a par-
tir de las ocho horas, y se repartirá entre los diputados en
los despachos de éstos. Asimismo, se entregará a los fun-
cionarios de la Cámara.

2. En el salón de sesiones siempre habrá ejemplares dis-
ponibles cuando se realicen asambleas plenarias de la Cá-
mara. 

3. La Cámara de Diputados enviará ejemplares de la Gace-
ta Parlamentaria a la Cámara de Senadores, al Presidente
de la República, a las dependencias y entidades de la Ad-
ministración Pública Federal, a la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, a los congresos y gobiernos de los esta-
dos, a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal y al Jefe
de Gobierno del Distrito Federal. 

4. Su contenido será difundido a través de los servicios de
información en Internet y sus versiones definitivas digita-
lizadas se entregarán íntegramente para su clasificación y
uso al Sistema Integral de Información y Documentación a
cargo de la Biblioteca del Congreso General.

Artículo 120.

1. La Gaceta Parlamentaria se regirá según lo dispuesto en
la ley, el presente Reglamento, los acuerdos y lineamientos
de los órganos de gobierno de la Cámara y las políticas que
le señale la Secretaría de Servicios Parlamentarios.

Artículo 121.

1. Los servicios de información en Internet de la Cámara
de Diputados son el medio por el cual da a conocer su es-
tructura, composición, información legislativa, actividades
y otros temas de interés general, a lo que contribuyen los
diversos órganos camarales, y cuyas políticas, normas,
coordinación y ejecución recaerán en la Secretaría de Ser-
vicios Parlamentarios de la Cámara.

2. Las comisiones, comités y órganos de gobierno de la Cá-
mara podrán contar con sitios de Internet dentro del portal
principal de la Cámara para publicar la información que les
concierne.
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CAPITULO XII

De la conformación de la memoria documental

Artículo 122.

1. A fin de integrar la memoria documental de la Cámara,
las comisiones, comités, grupos parlamentarios, órganos de
gobierno y demás entidades legislativas y administrativas,
entregarán a la Biblioteca del Congreso General, 18 ejem-
plares de cada edición monográfica o periódica, así como
boletines o folletos que se publiquen. Asimismo, entrega-
rán a la Biblioteca dos ejemplares de cada pieza de mate-
rial electromagnético o digital publicado en formatos tales
como videocassetes, diskettes o discos compactos.

2. Conforme a su disponibilidad, las versiones de docu-
mentos de trabajo tales como memorias de consulta y even-
tos, planes e informes de trabajo, manuales de organiza-
ción, boletines informativos, tomos del Presupuesto de
Egresos, Ley de Ingresos y de la Cuenta Pública y otros do-
cumentos de interés para la integración de la memoria do-
cumental, se entregarán al menos en un ejemplar.

Artículo 123.

1. En las instalaciones del Sistema Integral de Información
y Documentación (SIID), se creará un área reservada para
la ubicación y consulta de los documentos citados en el ar-
tículo anterior.

2. De los impresos que la Biblioteca reciba, se dispondrán
seis ejemplares para consulta de los usuarios, cuatro en el
SIID y dos en la Biblioteca General (Centro Histórico).
Los seis ejemplares restantes se destinarán para intercam-
bio de publicaciones con otros centros de información. En
lo referente al material electromagnético se dispondrá un
ejemplar en el SIID y otro en la Biblioteca General.

Artículo 124.

1. Las comisiones, comités, grupos parlamentarios, órga-
nos de gobierno y demás entidades legislativas y adminis-
trativas de la Cámara, que generen información de interés
general, podrán utilizar los servicios de la red informática
de la Cámara, a cargo de la Secretaría de Servicios Parla-
mentarios, con el fin de difundir la información que produ-
cen, para efectos del quehacer legislativo.

CAPITULO XIII

Del salón de sesiones, las galerías 
y el recinto parlamentario

Artículo 125.

1. El salón de sesiones es el lugar destinado en las instala-
ciones de la Cámara para que sus integrantes se reúnan a
deliberar en pleno.

2. En el salón de sesiones habrá un lugar reservado, al fren-
te y a la vista de todos, para la Mesa Directiva y la tribuna
de los oradores.

3. Los diputados ocuparán sus lugares en el salón de sesio-
nes de acuerdo con lo que disponga la Mesa Directiva y de
conformidad con lo establecido en la ley.

4. Habrá también en el salón de sesiones lugares específi -
cos para ubicar a los representantes de los medios de co-
municación que cubren los trabajos de la Cámara, quienes
por ningún motivo podrán ingresar al área de los diputados
o impedir con su labor el trabajo de la Cámara. El Presi-
dente tomará las medidas necesarias para sancionar a quie-
nes falten a esta disposición.

5. De igual manera, se dispondrán lugares específicos en el
salón de sesiones, preferentemente en la parte posterior,
para los funcionarios y empleados de la Cámara que brin-
den asesoría y apoyo directo a los diputados.

6. Cuando asistan a las sesiones de la Cámara invitados es-
peciales, funcionarios del Ejecutivo o representantes de
otros poderes ocuparán lugar en el área descrita en el nu-
meral anterior, y por ningún motivo podrán intervenir con
el desarrollo de las sesiones.

Artículo 126.

1. El salón de sesiones está destinado únicamente para la
realización de las sesiones en pleno de la Cámara y, en su
caso, para la celebración de sesiones de Congreso General.

2. Para las sesiones de comisiones, grupos especiales y otro
tipo de reuniones de orden legislativo, la Cámara dispondrá
de lugares específicos para ello.

3. En el caso de reuniones interparlamentarias con legisla-
dores de otras naciones o de organismos binacionales o



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 3 de octubre de 2002101

multilaterales así como en reuniones con jefes de Estado o
de gobierno de otros países, sólo con el acuerdo de la Jun-
ta de Coordinación Política y la aprobación de la Mesa Di-
rectiva se podrá hacer uso del salón de sesiones.

Artículo 127.

1. El uso de la tribuna de la Cámara le corresponde exclu-
sivamente a los diputados, senadores, al Presidente de la
República y a los funcionarios públicos referidos en el ar-
tículo 23 de este Reglamento.

2. Personas distintas a las mencionadas en el numeral ante-
rior podrán hacer uso de la tribuna únicamente cuando re-
ciban algún reconocimiento o mención especial, a título
personal o a nombre de alguna institución u organización,
en tal caso la Cámara deberá celebrar una sesión solemne
de acuerdo con lo que establece la Ley y el artículo 7o. de
este Reglamento.

Artículo 128.

1. Sólo con permiso de la Mesa Directiva podrán entrar al
salón de sesiones personas que no sean diputados, senado-
res, el Presidente de la República o los funcionarios públi-
cos que menciona el artículo 23 de este Reglamento y de-
más personas que establece este artículo.

2. La Junta de Coordinación Política acordará las normas
para que los grupos parlamentarios puedan dar acceso a un
número reducido de personas que les brinden apoyo técni-
co legislativo durante las sesiones.

3. Los secretarios técnicos de las comisiones y comités, y
funcionarios de la Mesa Directiva y Junta de Coordinación
Política podrán ingresar al salón de sesiones, previa autori-
zación de la Mesa Directiva.

4. Por ningún motivo se permitirá la entrada a los pasillos
a personas que no tengan la representación o acreditación
descritas en este artículo. Los elementos de la Dirección de
Seguridad de la Cámara cumplirán bajo su responsabilidad
esta última disposición.

Artículo 129.

1. Los diputados no podrán ingresar al salón de sesiones
armados y el Presidente deberá invitar a quienes no acaten
esta disposición, a que se desarmen, no permitirá el uso de
la palabra ni contará el voto de ningún diputado armado.

En caso extremo, la Presidencia hará por los medios que
estime convenientes, que los renuentes abandonen el salón.

Artículo 130.

1. Habrá en la Cámara un lugar con el nombre de galerías,
destinado al público que concurra a presenciar las sesiones,
se abrirán antes de comenzar cada una de ellas, y no se ce-
rrarán sino cuando las sesiones se levanten a no ser que ha-
ya necesidad, por algún desorden, de deliberar sin presen-
cia del público, en cuyo caso permanecerán cerradas.

2. Habrá en las galerías un lugar especialmente destinado
al cuerpo diplomático y otro a los ministros de la Suprema
Corte de Justicia, a los gobernadores de los estados, y de-
más funcionarios públicos.

Artículo 131.

1. Los concurrentes a las galerías se presentarán sin armas,
guardarán respeto, silencio y compostura, y no tomarán
parte en los debates con ninguna clase de demostración.

2. Quienes perturben de cualquier modo el orden serán des-
pedidos de las galerías en el mismo acto; si se tratare de
falta grave o delito, el Presidente mandará detener al que la
cometiere y consignar ante juez competente.

Artículo 132.

1. Si los medios indicados no bastan para contener el des-
orden en las galerías, el Presidente levantará la sesión has-
ta que el orden sea restablecido.

2. Lo mismo se verificará cuando los medios previstos por
este Reglamento no sean suficientes para establecer el or-
den alterado por los miembros de la Cámara.

Artículo 133.

1. Sólo el Presidente de la Cámara podrá ordenar, siempre
que lo considere conveniente, que se sitúe guardia militar o
policiaca en el edificio de la misma.

2. Cuando por cualquier circunstancia concurriere alguna
guardia militar o de la policía al recinto de la Cámara, que-
dará bajo las órdenes exclusivas del Presidente de la Cá-
mara.
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Artículo 134.

1. El recinto es todo el conjunto arquitectónico que alberga
a la Cámara, incluido el salón de sesiones, los edificios
donde se encuentran las oficinas, los patios, jardines, esta-
cionamientos y demás instalaciones.

2. El Presidente velará por la inviolabilidad del recinto par-
lamentario haciendo uso de todos los recursos legales a su
alcance.

Artículo 135.

1. El Presidente procurará que todas las comisiones, comi-
tés y oficinas de la Cámara tengan un lugar dentro del re-
cinto.

2. Habrá dentro del recinto salones para el desarrollo de las
sesiones de las comisiones, comités y demás órganos le-
gislativos.

3. La Cámara contará con un espacio destinado a la aten-
ción de la demanda ciudadana.

Artículo 136.

1. Los grupos parlamentarios y los diputados sin partido
contarán con espacios dentro del recinto de conformidad
con lo que establece la Ley.

2. Los espacios asignados a los grupos parlamentarios y di-
putados sin partido pertenecen a la Cámara; es responsabi-
lidad del Presidente vigilar que se haga buen uso de éstos.

3. Cualquier daño a los espacios o recursos de la Cámara
hecho por los grupos parlamentarios o diputados sin parti-
do será cubierto con recursos de éstos, de conformidad con
la normatividad administrativa.

Artículo 137.

1. Se procurará, de acuerdo con las capacidades financie-
ras, físicas y legales, que dentro del recinto de la Cámara
se presten servicios que hagan más eficiente, dinámico y
armónico el trabajo de los diputados, funcionarios y em-
pleados.

2. Tales servicios serán autorizados por la Junta de Coordi-
nación Política y administrados por la Secretaría de Servi-
cios Administrativos y Financieros.

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos aplicables a la Cámara de
Diputados.

Tercero. Se abroga el Acuerdo Parlamentario Relativo a
las Sesiones, Integración del Orden del Día, los Debates y
las Votaciones de la Cámara de Diputados.

Cuarto. Se abroga el Acuerdo Parlamentario Relativo a la
Organización y Reuniones de las Comisiones y Comités de
la Cámara de Diputados.

Quinto. Se abroga el Acuerdo Parlamentario Relativo a la
Comisión de Jurisdicción y a la Sección Instructora de la
Cámara de Diputados.

Sexto. Se abroga el Acuerdo para Garantizar la Difusión de
la Información de la Cámara de Diputados.

Séptimo. Se abroga el Acuerdo Parlamentario Relativo a la
Integración del Orden del Día, las Discusiones y las Vota-
ciones de la Cámara de Diputados.

Octavo. En tanto el Congreso General expide las normas
necesarias, las sesiones de Congreso General y de Comi-
sión Permanente seguirán rigiéndose por lo dispuesto en el
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, México, D.F., a 3 de
octubre de 2002.— Diputados: Augusto Gómez Villanueva,
Rafael Rodríguez Barrera, Manuel Medellín Milán, Eduar-
do Andrade Sánchez, Juan Manuel Martínez Nava y Ma-
nuel Garza González.»

El Presidente Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Augusto Gómez Villanueva. 

Como lo ha solicitado insértese el texto íntegro de la ini-
ciativa en el Diario de los Debates y publíquese en la Ga-
ceta Parlamentaria y túrnese a la Comisión de Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias.
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ARTICULO 97 CONSTITUCIONAL

El Presidente Jaime Vázquez Castillo:

Tiene el uso de la palabra el señor diputado José de Jesús
López Sandoval, del grupo parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, hasta por 10 minutos, para presentar una
iniciativa que deroga el tercer párrafo del artículo 97 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

El diputado José de Jesús López Sandoval:

Con su permiso, señor Presidente; compañeras y compañe-
ros legisladores: 

José de Jesús López Sandoval, diputado federal por el V
distrito de la demarcación y delegación de Atzcapotzalco
y Miguel Hidalgo del Distrito Federal, con todo respeto y
con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del ar-
tículo 71 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, 55 fracción II del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a la consideración de esta
Asamblea la presente iniciativa de decreto por la cual se
deroga el tercer párrafo del artículo 97 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Diputado Presidente, con todo respeto y con acuse de reci-
bo le solicito que se inserte de forma íntegra en el Diario
de los Debates y en la Gaceta Parlamentaria la presente
iniciativa, toda vez que haré una síntesis del documento
que en este acto entrego:

Empezaré por leer textualmente el contenido del artículo
97 constitucional, en su tercer párrafo, que a la letra dice:
La Suprema Corte de Justicia está facultada para practicar
de oficio la averiguación de algún hecho o hechos que
constituyan la violación del voto público, pero sólo en los
casos en que a su juicio pudiera ponerse en duda la legali-
dad de todo el proceso de elección de alguno de los pode-
res de la Unión. Los resultados de la investigación se harán
llegar oportunamente a los órganos competentes.

Como se sabe, la Suprema Corte de Justicia es el órgano
máximo de autoridad, en el cual se deposita el Poder Judi-
cial de la Federación, que se encarga de preservar el orden
constitucional.

Desde el punto de vista del derecho público, las decisiones
que se tomen en la Suprema Corte como actos de autoridad

deberán ser coercitivos, unilaterales e imperativos para que
se puedan imponer sus decisiones a los órganos estatales
mediante la coacción, en caso de ser necesarios y hacerse
obedecer aun en contra de la voluntad del gobernado al que
se dirige el acto.

Esta facultad investigadora atribuida a la Suprema Corte
surgió por primera vez en el texto original de la Constitu-
ción de 1917, el cual estaba redactado en términos por de-
más difusos, situación a la que contribuyeron las reformas
al artículo 97 en el año de 1977.

La función investigadora contemplada en el precepto legal
vigente desafortunadamente no es un acto que se encuentre
revestido de autoridad, sino que es una simple función ad-
ministrativa, al carecer de ese carácter vinculatorio.

Ahora bien, el párrafo en comento le otorga facultades dis-
crecionales a la Suprema Corte de Justicia para que la in-
vestigación sea de oficio y sobre todo aquellos hechos que
pudiesen ser violatorios del voto público o cuando se haya
puesto en duda la legalidad de todo el proceso de elección
de los poderes de la Unión.

Sin embargo, del análisis exegético de dicho párrafo y ante
la ausencia de obligación jurídica de tomar en considera-
ción la investigación que hubiese hecho el mencionado
tribunal, al ser mandato constitucional el poner a disposi-
ción de los órganos competentes los resultados de dicha
investigación, existe la posibilidad de que dichos órganos
lleguen a revisar el trabajo realizado por la Suprema Cor -
te de Justicia y lo rechacen porque así lo consideren con-
veniente.

Sin duda esta facultad de la Corte rompe con el esquema de
división de poderes y funciones de alcance limitado y de
aplicación excepcional; su existencia y su ejercicio en el
andamiaje jurídico de nuestro país puede crear problemas
jurídicos, políticos, de difícil solución.

De seguirse conservando el texto constitucional actual, este
párrafo puede derivar en la posibilidad de colocar a la Su-
prema Corte en la incómoda situación de ser contradicha o
menospreciada por las autoridades electorales. 

Sin que con esto se pretenda soslayar siquiera el desvirtua-
miento del papel preponderante que dentro de la figura tipo
de división de poderes ocupa nuestro máximo órgano ju-
risdiccional.
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Por otra parte la Suprema Corte a través de los artículos
105 y 107 de nuestra Carta Magna, ejerce la tutela de la
misma. Por tanto su facultad es por su propia naturaleza de
carácter jurisdiccional y no investigadora.

La Suprema Corte, de llegar a desarrollar las labores de in-
vestigación, estaría desempeñando funciones administrati-
vas que no van de acuerdo con la compatibilidad de ser
guardián de nuestra Carta Magna y que su simple averi-
guación de hechos o de hechos que constituyan la violación
del voto público investigado por el Supremo Tribunal, no
tiene la posibilidad de emitir ningún tipo de decisión sobre
los resultados que se obtengan. Dicha facultad no se iden-
tifica dentro del ámbito procesal constitucional ni como
procedimiento y mucho menos como proceso.

En suma, considero inconveniente, obsoleto y anacrónico
el que se pueda involucrar a la Suprema Corte en asuntos
que no van a trascender en una decisión político-electoral
debido a la existencia de tribunales electorales que están
facultados para conocer de la materia.

Además de lo expuesto, hay diversos juristas como: Héctor
Fix Zamudio, Enrique Sánchez Bringas, Máximo Gámiz
Parral, Joel Carranco, Ignacio Burgoa, Elizur Arteaga, por
citar sólo a algunos que exponen lineamientos que con-
cuerdan con los argumentos esgrimidos anteriormente y
que son, sin duda, una opinión respetable en la doctrina ju-
rídica mexicana.

Acción Nacional está convencido de que una forma de per-
mear el trabajo legislativo, es el de analizar debidamente
sus propuestas para que nuestra legislación sea depurada y
que las sucesivas reformas de leyes afecten o impacten a
otras. En el mejor de los casos se armonicen y de ser nece-
sario, en el ejercicio de una adecuada técnica legislativa,
como en el presente caso, se deroguen facultades incluso
constitucionales, mismas que han sido rebasadas por las
propias instituciones que hemos creado.

Por todo lo anteriormente expuesto y con los fundamentos
jurídicos expresados, me permito poner a su consideración
la siguiente

INICIATIVA 

Con proyecto de decreto para quedar como sigue:

Artículo único. Se deroga el párrafo tercero del artículo 97
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Solicito a la Presidencia, con todo respeto, que el presente
proyecto sea turnado a la Comisión de Puntos Constitucio-
nales para su dictamen respectivo.

Es cuanto, señor Presidente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Iniciativa de decreto que deroga el tercer párrafo del artículo
97 constitucional.

Ciudadano Presidente de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión.— Presente.

El que suscribe, José de Jesús López Sandoval, diputado de
la LVIII Legislatura del honorable Congreso de los Estados
Unidos Mexicanos, integrante del grupo parlamentario del
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 71 fracción II, y 72 de nuestra Carta Mag-
na, así como de los artículos 55 fracción II, 56, 62 y 64 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la conside-
ración del Constituyente Permanente la siguiente iniciativa
de decreto por el cual se expide la derogación del tercer pá-
rrafo del artículo 97 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Suprema Corte de Justicia es el órgano máximo de au-
toridad en el cual se deposita el Poder Judicial de la Fede-
ración, que al encontrarse dentro de sus facultades consti-
tucionales la de ser el garante del orden constitucional en
el marco de la división trípode del poder público nacional,
resulta entonces de lógica jurídica que deban de atribuírse-
le no sólo facultades jurisdiccionales, las cuales desempe-
ña a través de los tribunales colegiados y los diferentes jue-
ces en sus respectivas jurisdicciones; administrativas, las
cuales ejerce por medio del Consejo de la Judicatura; sino
también se encuentra revestida de facultades excepcionales
las que resultan ser materialmente administrativas y dentro
de las cuales se encuentra la de investigación, misma que
adquiere una justificación relevante en su desempeño juris-
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diccional, pero que carece de sustento jurídico en materia
electoral como lo fundamentaré líneas adelante.

Desde el punto de vista del derecho público, las decisiones
que se tomen en la Suprema Corte, como actos de autori-
dad deberán ser coercitivos, unilaterales e imperativos,
para que se puedan imponer sus decisiones a los órganos
estatales, mediante la coacción en caso de ser necesario, y
hacerse obedecer aun en contra de la voluntad del gober-
nado al que se dirige el acto.

Por desgracia, la función investigadora contemplada en el
precepto (tercer párrafo del artículo 97 constitucional) en
comento, no es un acto que se encuentre revestido de auto-
ridad, sino que es una simple función administrativa al ca-
recer de ese carácter vinculatorio, pues como coincidente-
mente lo señala Enrique Sánchez Bringas: “el dictamen
pronunciado por la Suprema Corte sobre la investigación
correspondiente se hará llegar oportunamente a los órganos
competentes sin que, por sí mismo, pueda modificar nor -
mativamente los resultados del proceso electoral investi-
gado”.1

Ahora bien, el artículo 97 en su tercer párrafo de nuestra
Carta Magna otorga facultades discrecionales a la Suprema
Corte de Justicia para la investigación de oficio sobre aque-
llos hechos que pudiesen ser violatorios del voto público o
cuando se haya puesto en duda la legalidad de todo el pro-
ceso de elección de los poderes de la Unión (Diputados y
Senadores al Congreso Federal o de Presidente de la Repú-
blica).

Sin embargo, del análisis exegético de dicho párrafo y an-
te la ausencia de obligación jurídica de tomar en conside-
ración la investigación que hubiese hecho el mencionado
Tribunal, al ser mandato constitucional el poner a disposi-
ción de “los órganos competentes” los resultados de dicha
investigación, existe la posibilidad de que dichos órganos
competentes del proceso respectivo lleguen a revisar el tra-
bajo realizado por la Suprema Corte de Justicia y lo recha-
cen, porque así lo consideren conveniente.

Esta facultad investigadora atribuida a la Suprema Corte,
surgió por primera vez en el texto original de la Constitu-
ción de 1917 el cual estaba redactado en términos por de-
más confusos, situación a la que contribuyeron las refor-
mas al artículo 97 de 1977, pues de los términos en que se
encuentran redactados los párrafos segundo y tercero de di-
cho precepto, parece concluirse a primera vista, que la ave-
riguación de violaciones a las garantías individuales puede

ser acordada por el pleno, por sí o a instancias de un poder
autorizado; que, en cambio, averiguar la violación del voto
público y la conducta de un juez o magistrado, sólo puede
hacerlo por sí, que de esto están excluidos los poderes enu-
merados; tornándose indispensable la interpretación o re-
forma de dichos párrafos en comento a fin de salvaguardar
y reafirmar los principios fundamentales de imparcialidad
de los ministros de la Corte, de división y equilibrio de po-
deres, de distribución de competencias entre la Federación
y los estados, de especialización de funciones de cada uno
de los poderes, entes y órganos y de investigación de deli-
tos y persecución de delincuentes confiada al Ministerio
Público; pudiéndose concluir entonces que por tratarse de
una facultad que rompe con el esquema de división de po-
deres y funciones, de alcance limitado y de aplicación ex-
cepcional, su existencia en el andamiaje jurídico de nues-
tro país pudiera crear problemas jurídicos y políticos de
difícil solución.2

En términos coincidentes y de manera más precisa se pro-
nuncia mi maestro de derecho constitucional en la Univer-
sidad Panamericana, el doctor Héctor Fix-Zamudio al se-
ñalar que “por haberse introducido desde 1986, primero en
el ámbito federal y posteriormente en las entidades federa-
tivas, verdaderos tribunales electorales para resolver los
conflictos en esta difícil materia, y estos organismos juris-
diccionales se han perfeccionado posteriormente con las
reformas constitucionales de 1990, 1993 y 1996, carece de
sentido lo dispuesto por el párrafo tercero del artículo cons-
titucional y en mi personal opinión debe suprimirse”.3

En consecuencia, el conservar el texto constitucional actual
del párrafo tercero del artículo 97, puede derivar en la po-
sibilidad de colocar a la Suprema Corte en la incómoda si-
tuación de ser contradicha o menospreciada por las autori-
dades electorales, sin que con esto se pretenda soslayar
siquiera el desvirtuamiento del papel preponderante que
dentro de la figura trípode de la división de poderes ocupa
nuestro máximo órgano jurisdiccional.

Asimismo, cuando la Suprema Corte, llegara a desarrollar
labores de investigación facultada por el precepto estable-
cido en el tercer párrafo del artículo 97 constitucional, es-
taría desempeñando funciones que no van de acuerdo con
la compatibilidad de ser fiel garante de los derechos que
enmarca nuestra Carta Magna, pues la simple averiguación
de algún hecho o hechos que pudiesen constituir una viola-
ción del voto publico, investigado por el Supremo Tribu-
nal, no tiene la facultad de emitir ningún tipo de decisión
sobre los resultados que se obtengan, pues únicamente se
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concretará, como ya lo mencioné anteriormente, a entregar
los resultados de la investigación a los órganos competen-
tes para que éstos decidan lo procedente.

Por lo anteriormente expuesto, considero que el artículo 97
en su párrafo tercero de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos resulta ser poco escrupuloso y
desafortunado, ya que en el ejercicio de dicha facultad de
investigación resultaría políticamente nada recomendable
y jurídicamente impracticable en la actualidad, pues aun y
cuando dejara de ser un simple dictamen que llegara a emi-
tir la Suprema Corte de Justicia y se le revistiera con el ca-
rácter vinculatorio necesario para su imperiosidad, se pri-
varía de legitimidad a los diputados, senadores y Presi-
dente de la República electos, debido al rango de impor-
tancia y credibilidad que desde siempre ha tenido esta ins-
titución, lo cual provocaría desestabilización nacional del
poder electo que se pone en duda.

A mayor abundamiento, dicha facultad que se le otorga a
la Suprema Corte de Justicia para que practique de oficio
la averiguación de algún hecho o hechos que constituyan
la violación del voto publico, no se identifica dentro del
ámbito procesal ni como procedimiento y mucho menos
como proceso, pues para considerársele como proceso
debería encontrarse revestido del carácter vinculatorio
que permite el enlace final con la causa que lo provocó al
tener injerencia determinante en la aplicación de sus de-
cisiones, y mucho menos se le puede considerar como
procedimiento, pues en ningún momento forma parte
concatenada de actos sucesivos que conduzcan a la perse-
cución de un fin determinado; además de que puede re-
sultar oneroso e inconveniente para el Estado el tener tra-
bajando a la Suprema Corte en asuntos que no van a
trascender en una decisión político-electoral, debido a la
existencia de tribunales electorales que están facultados
para conocer de la materia.

Es importante destacar que el poder constituyente en turno
en el año de 1977 (fecha en la que se reformó este párrafo)
no haya tomado en consideración la experiencia que está
anotada en la historia y que se presentó en el año 1876, cuan-
do el presidente en funciones de la Suprema Corte de Justi-
cia, don José María Iglesias, declaró de oficio la nulidad de
las elecciones en las que Sebastián Lerdo de Tejada había re-
sultado electo Presidente de la República y éste se proclamó
titular del Ejecutivo Federal, con lo cual, y sin que fuera su
objetivo, Iglesias colaboró en forma indirecta en el triunfo y
la sublevación del general Porfirio Díaz, mismo que llegó a
la Presidencia por medio de una lucha armada.4

ANTECEDENTES HISTORICOS

El origen de la facultad investigadora de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación lo podemos encontrar en la Cons-
titución de 1917, en su artículo 97 tercer párrafo, el cual te-
nía la siguiente redacción:

“Podrá también la Suprema Corte de Justicia de la Nación
nombrar magistrados de circuito y jueces de distrito super-
numerarios que auxilien las labores de los tribunales o juz-
gados donde hubiere recargo de negocios a fin de obtener
que la administración de justicia sea pronta y expedita, y
nombrar alguno o algunos de sus miembros o algún juez de
distrito o magistrado de circuito, o designar uno o varios
comisionados especiales, cuando así lo juzgue convenien-
te o lo pidiere el Ejecutivo Federal, o alguna de las cáma-
ras de la Unión, o el gobernador de algún estado, única-
mente para que averigüe la conducta de algún juez o
magistrado federal, o algún hecho o hechos que constitu-
yan la violación de alguna garantía individual, o la viola-
ción del voto público o algún otro delito castigado por la
ley federal.”

Resulta claro que el Constituyente de 1916-1917, hizo pa-
tente su preocupación en tres circunstancias de violaciones
graves que ameritarían la especial intervención de la Su-
prema Corte de Justicia, a saber: violaciones a las garan-
tías individuales; violaciones al voto público; o bien, deli-
tos castigados por la ley federal; eliminándose estos últi-
mos mediante las reformas que se introdujeron a dicho pre-
cepto en 1987.

GENERALIDADES Y ANALISIS DE LA LEY

Para podernos adentrar en el tema que nos ocupa, traere-
mos al análisis la teoría trípode de la división de poderes,
adoptada por nuestro país en nuestra Constitución Política,
la cual consagra en su artículo 49 lo siguiente:

Artículo 49. El Supremo Poder de la Federación se divide
para su ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

No podrán reunirse dos o más de estos poderes en una so-
la persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en
un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al
Ejecutivo de la Unión conforme a lo dispuesto en el artícu-
lo 29. En ningún otro caso, salvo lo dispuesto en el segun-
do párrafo del artículo 131, se otorgarán facultades ex-
traordinarias para legislar.
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La tesis mexicana, y que han seguido todas las constitu-
ciones de nuestro país, salvo en 1814, pues ésta se pro-
nunció acerca del problema de la división de poderes re-
solviéndolo y plasmándolo en nuestra Constitución
Política de esa fecha de acuerdo con la teoría de Montes-
quieu, quedando la redacción del artículo 44 como sigue:
‘’Permanecerá el cuerpo representativo de la soberanía
del pueblo con el nombre de supremo congreso mexica-
no. Se crearán, además, dos corporaciones, la una con el
título de supremo gobierno Poder Ejecutivo, y la otra con
el de supremo tribunal de justicia Poder Judicial, en to-
das las demás y tal como hemos señalado, consiste en
que no hay división de poderes, sino que existe un solo
poder: el supremo poder de la Federación que se divide
para su ejercicio; así, lo que está dividido es el ejercicio
del poder mas no el poder mismo. 

Cada rama del poder, es decir, los poderes constituidos
constitucionalmente: legislativo, ejecutivo y judicial, a los
que les señalan expresamente sus facultades, su competen-
cia, y lo que no se les atribuye taxativamente en la ley no
lo podrán ejercer; más la propia Constitución construye la
colaboración entre estas tres ramas del poder para conse-
guir los objetivos del mismo, en este sentido, dos o las tres
ramas del poder realizan parte de una facultad o función,
como ejemplos podemos señalar: en el procedimiento de
creación de las leyes, el presidente tiene la facultad de la
iniciativa de ley, de veto y de su publicación; el presidente
resuelve, cuando las dos cámaras legislativas no se ponen
de acuerdo, sobre la terminación anticipada del periodo de
sesiones; el Senado ratifica los tratados internacionales ce-
lebrados por el ejecutivo; el senado aprueba o no los nom-
bramientos de embajadores, agentes diplomáticos, cónsu-
les, generales, coroneles y demás jefes superiores del
ejército, la armada y la fuerza aérea; el presidente puede
pedir ante la Cámara de Diputados la destitución por mala
conducta de cualquier Ministro de la Suprema Corte, de los
Magistrados de Circuito, Jueces de Distrito, Magistrados
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y de
los Jueces del orden común del Distrito Federal, logrando
con esto una serie de pesos y contrapesos en el ejercicio del
poder público.5

Ahora bien, una cosa es la colaboración entre las ramas u
órganos del poder y otra muy diferente es la confusión de
las facultades de los órganos o la delegación de las faculta-
des de un órgano en otro. La confusión de poderes la pro-
híbe la propia Constitución al señalar expresamente en su
artículo 49, párrafo segundo, que no pueden reunirse dos o
más de los poderes en una persona o corporación ni depo-

sitarse el Legislativo en una persona, salvo en los cinco ca-
sos que la misma ley señala en el segundo párrafo del artícu-
lo 131 y a lo dispuesto por el artículo 29, es decir en esos
casos y con los procedimientos que la propia Constitución
señala, el Presidente de la República puede legislar.6

Es así como desde los inicios de la historia de nuestras
Constituciones, la Teoría de Carlos Luis de Secodant, Ba-
rón de Montesquieu, ha permanecido presente, únicamente
interrumpida en 1836 con la creación de lo que pretendió
ser un órgano de control constitucional para el ejercicio del
poder público, y en 1843 con lo que intentó ser un instru-
mento para el control y vigilancia de los sistemas de elec-
ción popular de la época.

Pero, ¿qué tiene qué ver la división de poderes con la fa-
cultad investigadora de la Suprema Corte?, sencillo, la pro-
pia Constitución señala aquellas facultades y atribuciones
que habrán de corresponderle a cada uno de los tres pode-
res, resultando que, las funciones del Estado se pueden di-
vidir en dos criterios para distinguirlas:

a) Formal, que corresponde a tomar en cuenta el órgano
que la realiza, es decir, que prescinde de la naturaleza de la
actividad y

b) Material, que atiende a la actividad que realiza cada ór-
gano.

Atendiendo a esto, se sostiene que en la división de pode-
res, las funciones se distribuyen de la siguiente manera:

“Al Poder Legislativo le corresponde la función legislati-
va; al Judicial, la función judicial y al Ejecutivo, la admi-
nistrativa.”

Bajo este contexto cabe señalar que por lo que correspon-
de a la facultad investigadora, la Suprema Corte realiza una
actividad materialmente administrativa, ya que la averi-
guación le corresponde al Poder Ejecutivo a través del Mi-
nisterio Público; y es por esta indeseable traspasación de
funciones que se conduce a la inoperancia y anacronismo
de la ley.

Siendo así como se encuentran establecidas en nuestra
Carta Magna las atribuciones y facultades de la forma si-
guiente:

a) Poder Legislativo: Artículo 50 al 79;
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b) Poder Ejecutivo: Artículo 80 al 93 y

c) Poder Judicial: Artículo 94 al 107.

Ahora bien, por lo que corresponde al Poder Judicial, nues-
tra Constitución en su Capítulo IV, define perfectamente su
organización en su artículo 94 diciendo que “Se deposita el
ejercicio del Poder Judicial de la Federación” en:

a) Una Suprema Corte de Justicia.

b) Un Tribunal Electoral.

c) En Tribunales Colegiados.

d) En Tribunales Unitarios de Circuito.

e) En Juzgados de Distrito.

Además, nuestra Norma Fundamental hace referencia a la
Suprema Corte de Justicia de una manera taxativa en las si-
guientes facultades exclusivas:

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria,
de los asuntos siguientes:

I. De las controversias constitucionales que, con excepción
de las que se refieran a la materia electoral, se susciten en-
tre:

a) La Federación y un Estado o el Distrito Federal; 

b) La Federación y un municipio;

c) El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquel y
cualquiera de las cámaras de éste o, en su caso, la Comi-
sión Permanente, sean como órganos federales o del Dis-
trito Federal;

d) Un Estado y otro;

e) Un Estado y el Distrito Federal;

f) El Distrito Federal y un municipio;

g) Dos poderes de un mismo Estado, sobre la constitucio-
nalidad de sus actos o disposiciones generales;

h) Un estado y uno de sus municipios, sobre la constitu-
cionalidad de sus actos y disposiciones generales y

i) Dos órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre la
constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales.

Siempre que las controversias versen sobre disposiciones
generales de los Estados o de los municipios impugnadas
por la Federación, de los municipios impugnados por los
Estados, o en los casos a que se refieren los incisos c y k
anteriores y la resolución de la Suprema Corte de Justicia
las declare invalidas, dicha resolución tendrá efectos gene-
rales cuando hubiera sido aprobada por una mayoría de por
lo menos ocho votos.

En los demás casos, las resoluciones de la Suprema Corte
de Justicia tendrán efectos únicamente respecto de las par-
tes de la controversia.

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por
objeto plantear la posible contradicción entre una norma de
carácter general y esta Constitución.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse,
dentro de los 30 días naturales siguientes a la fecha de pu-
blicación de la norma, por:

a) El equivalente al 33% de los integrantes de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, en contra de leyes fe-
derales o del Distrito Federal expedidas por el  Congreso
de la Unión;

b) El equivalente al 33% de los integrantes del Senado, en
contra de leyes federales o del Distrito Federal expedidas
por el Congreso de la Unión o de tratados internacionales
celebrados por el Estado mexicano;

c) El Procurador General de la República, en contra de le-
yes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así
como de tratados internacionales celebrados por el Estado
mexicano;

d) El equivalente al 33% de los integrantes de alguno de los
órganos legislativos estatales, en contra de leyes expedidas
por el propio órgano;

e) El equivalente al 33% de los integrantes de la Asamblea
de Representantes del Distrito Federal, en contra de leyes
expedidas por la propia Asamblea y
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f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Fede-
ral Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales,
en contra de leyes electorales federales o locales, y los par-
tidos políticos con registro estatal, a través de sus dirigen-
cias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedi-
das por el órgano legislativo del Estado que les otorgó el
registro.

La única vía para plantear la no conformidad de las leyes
electorales a la Constitución es la prevista en este artículo.

Las leyes electorales federales y locales deberán promul-
garse y publicarse por lo menos 90 días antes de que inicie
el proceso electoral en que se vayan a aplicar y durante el
mismo no podrá haber modificaciones legales fundamenta-
les.

Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sólo po-
drán declarar la invalidez de las normas impugnadas, siem-
pre que fueren aprobadas por una mayoría de cuando me-
nos ocho votos.

III. De oficio a petición fundada del correspondiente tribu-
nal unitario de circuito o del Procurador General de la Re-
pública, podrá conocer de los recursos de apelación en con-
tra de sentencias de jueces de distrito dictadas en aquellos
procesos en que la Federación sea parte y que por su inte-
rés y trascendencia así lo ameriten.

La declaración de invalidez de las resoluciones a que se re-
fieren las fracciones I y II de este artículo no tendrán efec-
tos retroactivos, salvo en materia penal, en la que se regi-
rán los principios generales y disposiciones legales
aplicables de esta materia.

En caso de incumplimiento de las resoluciones a que se re-
fieren las fracciones I y II de este artículo se aplicarán en
lo conducente, los procedimientos establecidos en los dos
primeros párrafos de la fracción XVI del artículo 107 de la
Constitución.

Artículo 106. Corresponde al Poder Judicial de la Federa-
ción, en los términos de la ley respectiva, dirimir las con-
troversias que, por razón de competencia, se susciten entre
los tribunales de la Federación, entre éstos y los de los es-
tados del Distrito Federal, entre los de un Estado y los de
otro o entre los de un Estado y los del Distrito Federal.

Artículo 107. V, d), párrafo segundo de la Constitución.

Artículo 107. Todas las controversias de que habla el artícu-
lo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden
jurídico que determine la ley, de acuerdo a las bases si-
guientes:

V. El amparo contra sentencias definitivas o laudos y reso-
luciones que pongan fin al juicio, sea que la violación se
cometa durante el procedimiento o en la sentencia misma,
se promoverá ante el tribunal colegiado de circuito que co-
rresponda, conforme a la distribución de competencias que
establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede-
ración en los casos siguientes:

d) Segundo párrafo. La Suprema Corte de Justicia, de ofi-
cio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Co-
legiado de Circuito del Procurador General de la Repú-
blica podrá conocer de los amparos directos que por su
interés y trascendencia así lo ameriten.

Artículo 107, VIII, b) párrafo segundo de la Constitución.

VIII. Contra sentencias que pronuncien en amparo los jue-
ces de distrito o los tribunales unitarios del circuito procede
revisión. De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia:

b) Segundo párrafo. La Suprema Corte de Justicia, de ofi-
cio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Co-
legiado de Circuito o del Procurador General de la Repú-
blica, podrá conocer de los amparos en revisión, que por su
interés y trascendencia así lo ameriten.

Artículo 97, párrafo tercero constitucional.

Artículo 97. párrafo tercero. La Suprema Corte de Justicia
está facultada para practicar de oficio la averiguación de al-
gún hecho o hechos que constituyan la violación del voto
público, pero sólo en los casos en que a su juicio pudiera
ponerse en duda la legalidad de todo el proceso de elección
de alguno de los poderes de la Unión. Los resultados de la
investigación se harán llegar oportunamente a los órganos
competentes.

Ahora bien, cuando la Suprema Corte actúa en el pleno, se-
gún los artículos 105 y 107 de nuestra Carta Magna, resu-
miendo tiene las siguientes atribuciones jurisdiccionales:

1. Controversias constitucionales. Que son las que se sus-
citan entre la Federación, los estados, el Distrito Federal y
los municipios.
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2. Recursos de revisión en amparo directo. Contra ciertas
sentencias que se hayan pronunciado en la audiencia cons-
titucional por los jueces de Distrito o los Tribunales Unita-
rios de Circuito.

3. Acciones Abstractas de inconstitucionalidad. En las que
se plantea la contradicción entre una norma de carácter ge-
neral y la Constitución.

4. Recurso de revisión en amparo directo. Contra resolu-
ciones de los Tribunales Colegiados de Circuito.

5. Recurso de queja previsto en la fracción V del artículo
95 de la Ley de Amparo.

6. Recurso de reclamación contra los acuerdos o providen-
cias del Presidente de la Suprema Corte.

7. Excusas e impedimentos de los ministros en asunto de
pleno.

8. Denuncias de contradicción de tesis que se hayan sus-
tentado en los tribunales colegiados, salas o en el Tribunal
Electoral.

9. Asuntos que versen sobre el Sistema Nacional de Coor-
dinación Fiscal.

10. Juicios que versan sobre el cumplimiento de convenios
de coordinación celebrados por el Gobierno Federal y las
entidades federativas.

11. Conflictos entre el Poder Judicial y sus empleados.

Como hemos venido sosteniendo de manera reiterada des-
de el proemio de la presente iniciativa, y dado el análisis
exegético que de los anteriores preceptos constitucionales
hemos realizado, podemos, de manera deductiva, sostener
que el actual contenido del párrafo tercero del artículo 97
constitucional, resulta a todas luces inoperante y anacróni-
co dado el andamiaje jurídico-electoral existente en la ac-
tualidad; además de que carece de toda lógica jurídica su
inclusión cuando, como ya lo dijimos, del análisis filológi-
co de los anteriores preceptos no encuadra en ningún mo-
mento dentro de alguna de las funciones jurisdiccionales
que por su naturaleza le corresponden al Poder Judicial.

A manera de abundamiento de la presente iniciativa y a fin
de realizar un estudio completo del tema, se estimó conve-
niente el establecer lo que se debe de entender sobre los

términos procedimiento y proceso, toda vez que existe un
grupo de estudiosos del derecho, que ven la facultad inves-
tigadora de la Suprema Corte de Justicia como un procedi-
miento constitucional además de que dichos términos se re-
lacionan con la presente iniciativa de ley:

A) Procedimiento.

B) Proceso.

A) Procedimiento. Es una serie o una cadena de actos coor-
dinados para el logro de una finalidad.

7

El procedimiento equivale, en realidad a una parte del pro-
ceso, es decir, aquel se da y desarrolla dentro de éste, con-
catenando a los actos de que consta, uniéndolos como si se
trataran de eslabones, hasta producir la situación jurídica
que corresponde en el proceso; es decir, existe proceso
siempre que el efecto jurídico no se alcance con un solo ac-
to sino mediante un conjunto de actos, cuando cada uno de
ellos no pueda dejar de coordinarse a los demás para la ob-
tención de la finalidad.8

B) Proceso. Es un conjunto de actos procesales, ligados en-
tre sí como una relación jurídica, por virtud del cual el Es-
tado otorga su jurisdicción con objeto de resolver los liti-
gios o relaciones de derecho sometidos a su decisión.

El proceso, pues, es una serie de actos concatenados que se
desarrollan, progresivamente, para llegar a un fin natural,
que es la sentencia definitiva con calidad de cosa juzgada
y resolutoria del conflicto.

Dichos actos procesales entrañan una relación jurídica,
consistente en el conjunto de ligámenes, de vinculaciones
que la ley establece entre los sujetos de la relación proce-
sal.

Demanda, contestación, consignación, declaración prepa-
ratoria, sentencia, según el proceso que se trate, constitu-
yen la relación externa de tal relación, que se da entre las
partes y el juez.

Los mencionados actos conforman una unidad que se deri-
va del fin que persiguen: la cosa juzgada y por virtud de
ésta: la protección de un derecho subjetivo elevado a pre-
tensión jurídica, la actuación del derecho material etcétera.

El estado se liga a la idea del proceso, por ser el titular del
poder soberano de jurisdicción, en virtud del cual puede re-
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solver litigios y conflictos mediante actos de autoridad.
Obviamente, el Estado no externa estos actos de autoridad
de manera unilateral o a su capricho, sino mediante proce-
so, que es un método de debate que sirve para constatar si
la pretensión o la excepción son procedentes, para otorgar-
le la tutela jurídica en el fallo definitivo.

Objeto y fin del proceso. Probar los hechos y aplicar el de-
recho en un proceso y, más concretamente, en una senten-
cia justa, no en una dificultad aislada de derecho procesal
ni tampoco, se agota en el Poder Judicial. Trátase de una
cuestión de derecho político que, como tal, atañe a todo el
Estado y a su Constitución.

Más aún, el Estado, y particularmente en su concreción de
Estado de Derecho, sólo se concibe si se le observa a tra-
vés de dichos procesos y sentencias, que son las únicas que
le permiten reputarse y justificarse capaz de mantener la
paz social mediante la seguridad jurídica que garantice a
cada gobernado el resolver sus litigios de manera cierta,
pacífica, por obra de su jurisdicción.

Fuera de esta premisa, sin este postulado no tendría cabida
como forma de convivencia social más elevada, dado que
sus integrantes, lejos de empeñarse fundamentalmente por
lo político, lo jurídico, lo económico o por el servicio pú-
blico, estarían prioritariamente preocupados por la defensa
personal y adiestramiento en el uso de las armas, para po-
der subsistir y defenderse en un sistema incivilizado de
venganza privada.

De lo mencionado se deduce que los objetivos y fines del
proceso son de dos clases: inmediatos y mediatos. Los in-
mediatos, concurren en la solución de los litigios indivi-
duales, para asegurar el interés general y el bien común
contra la presión de las reivindicaciones particulares. Los
mediatos son de mantener la paz social y garantizar la se-
guridad jurídica, valores éstos sin los cuales el Estado difí-
cilmente tendría la concreción moderna de expresión social
de más alta humanidad que actualmente guarda.

Sobre este aspecto, Chiovenda (Principios, T. I, Pág. 96)
explica que “la relación contraria que la historia ofrece en-
tre el desarrollo de los organismos jurisdiccionales y la im-
portancia de la autodefensa, no debe hacernos pensar en
una especie de contrato entre los poderes públicos y particu-
lares, en virtud del cual éste renuncia a su libertad de reacción
contra la perturbación jurídica para que el Estado asuma en
correspondencia su defensa. Ni siquiera debe creerse que la
defensa jurídica que el particular realiza por sí sea la mis-

ma que la que tiene lugar en el proceso. Puede ser igual el
resultado económico, pero ambas cosas son muy diferen-
tes. En el proceso desarrollan una función pública y ésta es
la actuación de la ley o sea del derecho en sentido objeti -
vo.

Este es el fin del proceso, no la defensa de los derechos
subjetivos como muchos afirman. En primer lugar, no
siempre se encontraría en el proceso en derecho subjetivo
a defender, por ejemplo, cuando la sentencia rechaza la de-
manda; pero, además, si el derecho subjetivo no es sino la
expectación de un bien garantizado por el Estado, el titular
del derecho que se dirige al Estado, no pide una cosa que
afirma tener ya la garantía de la expectación, sino la actua-
ción de esta garantía que es la ley.

A lo cual no se opone, como nos objeta Simoncelli, el he-
cho de que el proceso civil se inicia sólo a instancia de par-
te interesada y no de oficio. Una cosa es la naturaleza de
una función y otra el interés en su desarrollo en el caso
concreto. El primer interesado en pedir la actuación de la
ley es el particular, pero esto no priva que lo que él pide sea
la actuación de la ley; del mismo modo que, haciendo una
comparación vulgar, si yo adquiero una cosa en el comer-
cio satisfago mi interés; pero el acto del comerciante, en sí
mismo, no se encamina a este fin, sino a los fines genera-
les de su comercio.

La actuación de la ley es el fin constante del proceso. Sea
fundada o infundada la demanda del actor, la sentencia que
la acepta o que la rechaza es siempre actuación de la ley,
esto es, afirmación de una voluntad positiva o negativa de
la ley. El proceso no sirve a una parte o a la otra, sirve a
quien tiene razón, según el criterio del juez”. 

Pietro Castro (Derecho Procesal Civil, T. I. página 23) es-
tablece que “el proceso tiene asignados, por su naturaleza,
según se observa, los dos fines que se persigue la función
jurisdiccional, a la que se halla adscrito.

La defensa y conservación del orden jurídico privado es el
primer fin que institucionalmente persigue el proceso; en
un fin inmediato. Hay que dar plena validez y eficacia
práctica a la norma de derecho material (o procesal), lo que
es tanto como realizar en la práctica su contenido, que su-
pone el reconocimiento del derecho a quien parece que lle-
va la razón y la negación a quien resulte que carece de ella
o, lo que es lo mismo, se pronuncia a favor o en contra de
quien corresponda el efecto querido por dicha norma.
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Así resulta incluida en ese fin inmediato la protección del
derecho y de los intereses del individuo, es decir, el fin in-
mediato. Ahora bien, desde el punto de vista del justicia-
ble, es ese fin mediato o la tutela de sus derechos privados
e intereses, el que figura en el primer plano.

Por su parte (Fundamentos, página 145) comenta: “ la idea
del proceso, decíamos, es necesariamente teleológica, pues
sólo se explica por su fin. El proceso por él no existe.

El fin el proceso, agregábamos, es el de dirimir el conflic-
to de interés sometido a los órganos de la jurisdicción.

Ese fin es privado y público, según trataremos de demos-
trarlo. Satisface, al mismo tiempo, el interés individual
comprometido en el litigio, y el interés social de asegurar
la efectividad del derecho mediante la obra incesante de la
jurisdicción.

Ese fin es privado y público, según trataremos de demos-
trarlo. Satisface, al mismo tiempo, el interés social de ase-
gurar la efectividad del derecho mediante la obra incesan-
te de la jurisdicción.

Desprovisto el individuo, por virtud de un largo fenómeno
histórico, de la facultad de hacerse justicia por su mano,
halla en el proceso el instrumento idóneo para obtener la
satisfacción de su interés legítimo por acto de la autoridad.

La primera de todas las concepciones sobre la naturaleza
del proceso debe ser, pues, una concepción eminentemente
privada; el derecho sirve al individuo y tiempo a satisfacer
sus aspiraciones. Si el individuo no tuviera la seguridad de
que existe en el orden del derecho un instrumento idóneo
para darle la razón cuando la tiene y hacerle justicia cuan-
do le falta, su fe en el derecho habría desaparecido. 

Contemplando el mismo proceso desde el punto de vista
del demandado, su carácter privado se presenta todavía
más acentuado que desde el punto de vista del actor.

Configurado como una garantía individual, el proceso (ci-
vil o penal) ampara al individuo y lo defiende del abuso de
la autoridad del juez, de la prepotencia de los acreedores o
de la saña de los perseguidores.

No puede pedirse una tutela más directa y eficaz del indi-
viduo. Difícilmente se puede concebir un amparo de la
condición individual más eficaz que éste.

Colocada en el primer plano la premisa de que el derecho
satisface antes que nada una necesidad individual, debe-
mos hacernos cargo de la proyección social que esta tutela
lleva consigo.

En un trabajo contemporáneo se afirma que “para el proce-
so civil, como institución, está en primer lugar el interés de
la colectividad, ya que sus fines son la realización del de-
recho y el afianzamiento de la paz jurídica. El particular
puede ocupar el tiempo y las energías de los tribunales es-
tatales solamente y en tanto que para él exista la necesidad
de la tutela jurídica”.

En nuestro concepto, en cambio, el interés de la colectivi-
dad no precede al interés privado, sino que se halla en idén-
tico plano que éste.

El Estado no tiene en el proceso en un interés superior a la
suma de los interese individuales. Lo que ocurre es que el
proceso sirve al derecho como un instrumento de creación
vivificante, como una constante renovación de las solucio-
nes históricas forjadas en el pasado. El derecho se realiza
cada día más en la jurisprudencia. Satisface el interés indi-
vidual, queda todavía un abundante residuo de intereses no
individuales que han quedado satisfechos.

En este sentido, y acaso sólo en éste, corresponde compar-
tir la teoría que señala que al proceso como al medio idó-
neo de asegurar la lex continuitatis del derecho, su efecti-
vidad en la experiencia jurídica.

Ese es, sin duda, su fin social, proveniente de la suma de
los fines individuales.

La idea desenvuelta en los capítulos anteriores, relativa a la
necesaria conexión de los conceptos de acción y de excep-
ción con las garantías constitucionales que tutela la perso-
na humana, se proyecta ahora en el campo de la tutela
constitucional del proceso.

De lo que podemos deducir, como ya lo señalamos, la fa-
cultad investigadora de la Corte ni es procedimiento ni mu-
cho menos proceso.9

JURISPRUDENCIA

Aunque la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sido
muy cautelosa en sus pronunciamientos que en esta mate-
ria se refiere, la siguiente tesis jurisprudencia nos puede
ilustrar someramente que su criterio respecto a la facultad
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que nos ocupa la considera irrelevante y sin el carácter vin-
culatorio al señalar que las leyes establecen otros órganos
y diversos recursos ordinarios para conocer y resolver so-
bre ellas, quedando de esta manera como una facultad ad-
ministrativa sin eficacia jurídica.

A continuación transcribiré la tesis antes citada la cual se-
ñala lo siguiente:

Sexta época. Instancia: pleno. fuente: apéndice de 1985. to-
mo: parte I. tesis: 117. página 227.

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. INVESTIGACIO-
NES AUTORIZADAS POR EL ARTICULO 97, PARRA-
FO III, DE LA CONSTITUCION FEDERAL. El artículo
97 de la Constitución otorga a la Suprema Corte de Justi-
cia la facultad para investigar algún hecho o hechos que
constituyan la violación de alguna garantía individual, o la
violación del voto público, o algún otro delito castigado
por la ley federal, únicamente cuando ella así lo juzgue
conveniente, o lo pidan el Ejecutivo Federal, o alguna de
las Cámaras de la Unión, o el gobernador de un estado.
Cuando ninguno de los funcionarios o de los poderes men-
cionados solicitan la investigación, ésta no es obligatoria
sino que discrecionalmente la Corte resuelve lo que estima
más conveniente para mantener la paz pública. Los parti -
culares no están legitimados en ningún caso para solicitar
la investigación a la Suprema Corte, sino que sólo ella pue-
de hacer uso de una atribución de tanta importancia, cuan-
do a su juicio el interés nacional reclame su intervención
por la trascendencia de los hechos denunciados y su vincu-
lación con las condiciones que prevalezcan en el país, por-
que revistan características singulares que puedan afectar
las condiciones generales de la nación. Si en todos los ca-
sos y cualesquiera que fueran las circunstancias, la Supre-
ma Corte de Justicia ejercitara estas facultades, se desvir-
tuarían sus altas funciones constitucionales y se convertiría
en un cuerpo político. En todo caso, cuando resuelve la
Corte su abstención, no puede alegarse indefensión, porque
las leyes establecen otros órganos y diversos recursos ordi-
narios para conocer y resolver sobre ellas.

Sexta época, primera parte: vol. XC, pág. 109. Varios
60/42. Fernando Zavala González. 4 de febrero de 1942.
Mayoría de 14 votos. Ponente: Gabino Fraga.

Vol.  XC, página 109. Varios. 211/43. Aquiles Elorduy. 17
de agosto de 1943. Mayoría de 14 votos. En la publicación
no aparece el nombre del ponente.

Vol. XCIII, página 60. Varios 301/46. Partidos Democráti-
co y Nacional Constitucionalista, Agustín Tamayo y otros.
7 de agosto de 1946. Mayoría de 14 votos. En la publica-
ción no aparece el nombre del ponente.

Vol. XCIII, pág. 60. Varios 3/46. Comité Nacional Directi-
vo del Partido Acción Nacional. 7 de enero de 1946. Ma-
yoría de 20 votos. Ponente: Hilario Medina.

Vol. XCIII, pág. 60. Varios 280/47. Ayuntamiento de Ho-
ney, Pue. 29 de julio de 1947. Mayoría de 16 votos. En la
publicación no aparece el nombre del ponente.

NOTA: en los precedentes primero y quinto se publica el
tipo de negocio como Varios 211/42 y Varios 286/47, res-
pectivamente, en las diversas publicaciones de los apéndi-
ces al Semanario Judicial de la Federación .

Los puntos en que se basa la crítica al tercer párrafo del ar-
tículo 97 constitucional son los siguientes:

1. La Suprema Corte de Justicia, es el órgano máximo de
autoridad en el cual se deposita el Poder Judicial de la Fe-
deración que se encarga de preservar el orden constitucio-
nal.

2. Desde le punto de vista del derecho público, las decisio-
nes que se tomen en la Suprema Corte, como actos de au-
toridad deberán ser coercitivos e imperativos.

3. La Suprema Corte, a través de los artículos 105 y 107 de
nuestra Carta Magna, ejerce la tutela de la misma, por lo
tanto su facultad es jurisdiccional y no investigatoria.

4. Se puede afirmar que con los adelantos que actualmente
existen en la organización electorales poco probable que
haya duda en la legalidad de todo el proceso de elección.

5. Ante la ausencia de obligación jurídica de tomar en con-
sideración la investigación que hubiese hecho el mencio-
nado tribunal, resulta totalmente obsoleto dicho párrafo
tercero del artículo 97 constitucional.

6. La Suprema Corte perdería credibilidad en sus actuacio-
nes jurisdiccionales ante la incómoda situación de ser con-
tradicha o menospreciada por las autoridades electorales.

7. Cuando la Suprema Corte, llegara a desarrollar labores
de investigación, estaría desempeñando funciones adminis-
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trativas que no van de acuerdo con la compatibilidad de ser
guardián de nuestra Carta Magna.

8. La simple averiguación de hecho o hechos que constitu-
yan la violación del voto público, investigado por el supre-
mo tribunal, no tiene la facultad de emitir ningún tipo de
decisión sobre los resultados que se obtengan.

9. El párrafo en comento resulta ser un precepto peligroso
y desafortunado, ya que en el ejercicio de dicha facultad de
investigación resultaría políticamente nada recomendable
en la actualidad.

10. Aun y cuando dejara de ser un simple dictamen que lle-
gara a emitir la Suprema Corte de Justicia se privaría de le-
gitimidad a los diputados, senadores y Presidente de la Re-
pública.

11. La facultad que se le otorga a la Suprema Corte de Jus-
ticia, para que se practique de oficio la averiguación de al-
gún hecho o hechos que constituyan la violación del voto
público, no se identifica dentro del ámbito procesal ni
como procedimiento y mucho menos como proceso.

12. Puede resultar oneroso e inconveniente para el Estado
al tener trabajando a la Suprema Corte en asuntos que no
van a trascender en una decisión político-electoral, debido
a la existencia de tribunales electorales que están faculta-
dos para conocer de la materia.

CONCLUSION

De la exposición de motivos, del estudio exegético del
párrafo tercero del artículo 97 de la Constitución, del aná-
lisis de los avances que en materia electoral se han im-
plementado en el andamiaje jurídico de nuestro país, así
como de las críticas formuladas al contenido del actual
precepto legal, estimo procedente su derogación, toda vez
que en caso contrario la Suprema Corte de Justicia podría
llegar a desempeñar funciones de investigación que no
corresponden con su facultad primordial, que es la juris-
diccional, poniendo en duda todo un proceso de elección
federal y de esta manera provocar una indeseable deses-
tabilización social y una gran derrama económica que no
tendría razón de ser.

Por todo lo anteriormente expuesto y con los fundamentos
jurídicos expresados, me permito poner a la consideración
del Constituyente Permanente, la siguiente iniciativa de
ley.

DECRETO

Que deroga el párrafo tercero del artículo 97 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo único. Se deroga el párrafo tercero del artículo 97
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

“. . . 

. . . 

Derogar lo siguiente: la Suprema Corte de Justicia está fa-
cultada para practicar de oficio la averiguación de algún
hecho o hechos que constituyan la violación del voto pú-
blico, pero sólo en los casos en que a su juicio pudiera po-
nerse en duda la legalidad de todo el proceso de elección
de alguno de los poderes de la Unión. Los resultados de la
investigación se harán llegar oportunamente a los órganos
competentes.”

México, D.F., a 3 de octubre de 2002.— Diputado José de
Jesús López Sandoval.»

Notas:

1 Sánchez Bringas, Enrique. Derecho Constitucional . Ed.
Porrúa. México, 2000. Pág. 519. 

2 Cfr. Arteaga Nava, Elisur. Tratado de Derecho Constitu-
cional. Volumen 4. Oxford University Press. México,
2001. Págs. 1419-1420. 

3 Fix-Zamudio, Héctor y Valencia Carmona, Salvador. De-
recho Constitucional Mexicano y Comparado. Ed. Porrúa.
México, 1999. Pág. 852.

4 Cfr. Moctezuma Barragán, Javier. José María Iglesias y
la Justicia Electoral . México, UNAM, 1994. Págs. 34-40.
Citado por Fix-Zamudio, Héctor. Op. Cit. Pág. 852.

5 Cfr. Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM.
Diccionario Jurídico Mexicano. México, UNAM, 2000.

6 Serra Rojas, Andrés. Ciencia Política. La Proyección
Actual de la Teoría General del Estado. Ed. Porrúa. Méxi-
co, 1997. Págs. 563-564.
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7 Francesco Carnelutti. Instituciones de Derecho Procesal
Civil. Volumen 3. Ed. Harla. México, 1997. Pág. Ixviii.

8 Ibidem.

9 Díaz de León, Marco Antonio. Diccionario de Derecho
Procesal Penal. Edit. Porrúa, 4a. Edición. México. 2000.
Pág. 1770.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado López Sandoval. 

Como lo ha solicitado, insértese el texto íntegro de la
iniciativa en el Diario de los Debates y publíquese ínte-
gramente en la Gaceta Parlamentaria y túrnese a la Co-
misión de Puntos Constitucionales.

LEY DE AMPARO

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Para presentar una iniciativa de reforma a los artículos 77
y 144 de la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos
103 y 107 de la Constitución General de la República, tie-
ne el uso de la palabra hasta por 10 minutos el diputado
Miguel Angel Martínez Cruz, del grupo parlamentario del
Partido Acción Nacional.

El diputado Miguel Angel Martínez Cruz:

Con su permiso, señor Presidente; compañeras y compañe-
ros diputados: 

Desde luego manifiesto que no voy a leer todo el dictamen
porque son 20 páginas y francamente dormiríamos, como
en algunos otros dictámenes se ha hecho. Voy simplemen-
te a hacer un resumen del mismo y voy a solicitar, desde
luego, de la Presidencia, que lo inserte íntegramente en el
Diario de los Debates y se publique también en la Gaceta
Parlamentaria.

El que suscribe, Miguel Angel Martínez Cruz, diputado in-
tegrante de esta LVIII Legislatura, en ejercicio de las fa-
cultades que me confieren los artículos 71 fracción II de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
55 fracción II del Reglamento Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, ocurro a este cuerpo
colegiado a iniciar la reforma de los artículos 77 y 147 de
la Ley de Amparo.

La presente iniciativa de ley tiene por objeto equilibrar la
relación procesal en el juicio de amparo, toda vez que del
procedimiento establecido en la ley de la materia, así como
de la experiencia del desarrollo del proceso de amparo, se
advierte que no obstante que el tercero perjudicado es con-
siderado parte en el juicio de garantías y que dicho tercero
tiene casi siempre más interés que la autoridad responsable
en el resultado del juicio, su actuación carece de relevancia
y de auténticas posibilidades de incidir en el sentido del fa-
llo, sobre todo el amparo directo, en virtud de que su inter-
vención salvo el caso de la posibilidad de ofrecer y des-
ahogar pruebas en amparo indirecto, no forma parte de la
litis y sus razonamientos y defensas no resultan obligatorio
para el análisis por el juez o tribunal de amparo. Lo que se
traduce realmente en que el procedimiento creado para tu-
telar las garantías individuales, resulta materialmente vio-
latorio de la garantía de audiencia del tercero perjudicado
cuyo derecho está en juego.

Lo anterior resulta verdaderamente paradójico. En otras
palabras, aunque formalmente se le atribuye al tercero per-
judicado la posibilidad de formular alegatos y defender sus
derechos, artículos 155 y 167 de la ley, realmente se le nie-
ga la posibilidad de una defensa efectiva de sus derechos
en virtud de que los tribunales federales han interpretado,
mediante jurisprudencia, que la defensa del perjudicado
constituye alegato y por tanto no forma parte de la litis
constitucional y consecuentemente no son de análisis obli-
gatorio por los tribunales de amparo. Lo que constituye de
hecho la supresión de toda efectividad de la garantía de au-
diencia.

Parafraseando aquella vieja sentencia colonial que decía:
"obedézcase, pero no se cumpla", en el juicio de amparo
respecto al tercero perjudicado se rige actualmente el prin-
cipio: "oigasele, pero no se le escuche".

Aunque el artículo 5o. de la Ley de Amparo en su fracción
III reconoce como parte en el juicio de garantía al tercero
perjudicado y éste es aquel que puede resultar afectado en
sus derechos por la concesión de amparo, lo menos que
puede otorgarse en la ley es la posibilidad de una defensa
efectiva de los mismos. Traducida en la formalidad esen-
cial de todo procedimiento oponer excepciones y defensas,
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llámense como se llamen, que deban ser estudiadas por los
tribunales.

Sin embargo el procedimiento de amparo actual considera
al tercero perjudicado como parte inferior de la jerarquía,
pues si bien le faculta por ofrecer pruebas, lógicamente
sólo en amparo directo formular alegatos e inclusive para
interponer recursos con las limitaciones propias del ampa-
ro directo en lo que por regla general no existe una segun-
da instancia, no le autoriza para formular defensas y parti-
cipar en la integración de la litis constitucional.

Lo anterior resulta de la actual concepción del juicio de
amparo, como un procedimiento bipolar que enfrenta al
quejoso con la autoridad responsable y no como en reali-
dad sucede, como un procedimiento al menor tripartita o
mejor aún multipolar, en donde el tercero perjudicado se
presenta como aquel que puede sufrir en sus derechos la
consecuencia de amparo y por consiguiente se encuentra
tan interesado o más en el desarrollo y resultado del mismo
que la propia autoridad responsable.

Ahora bien, hasta ahora el problema se ha planteado en tér-
minos de si deben o no estudiarse en la sentencia de ampa-
ro los alegatos del tercero perjudicado. Al respecto me
pronuncio de acuerdo con la Suprema Corte de Justicia a la
cual ya me he referido, en el sentido de que integrar a la li-
tis constitucional los alegatos sería tanto como desvirtuar la
naturaleza propia de los alegatos, como opiniones o razo-
namientos que tiendan a orientar y formar la opinión del
juzgador en relación a la litis. Por tal motivo juzgo conve-
niente preservar la situación que exime a los juzgados de
amparo de analizar obligatoriamente los alegatos de las
partes, incluido el del tercero perjudicado.

No obstante lo anterior, advierto que efectivamente en el
juicio de amparo no se observan, con relación al tercero
perjudicado, las formalidades esenciales del procedimiento
ni el principio de equidad procesal, por cuanto teniendo un
derecho que defender, no se le concede oportunidad para
poner defensas.

No ignoramos que el tercero puede ofrecer y desahogar
pruebas, formular alegatos e interponer recursos; sin em-
bargo, ello no es suficiente por cuanto que como ya se ha
dicho las pruebas tienen por objeto permitir la demostra-
ción de los hechos en que se finca la defensa, pero si no hay
defensa porque no se ha permitido esa intervención, de poco
sirve al derecho del tercero la posibilidad de probar. En
otras palabras, ¿qué va a probar si no ha podido alegar efi-

cazmente algo en su defensa con las características propias
de una excepción?

Es de suyo grave que en un juicio se impida a alguna de las
partes la posibilidad de integrarse realmente en la litis me-
diante interposición de una acción o de una excepción, se-
gún sea el caso, pero más grave resulta que en el juicio
creado como instrumento tutelador de garantías individua-
les, se pase por alto una de las más elementales que debe
ser una parte en juicio, como es el tercero perjudicado,
quien acude a juicio no por mera curiosidad, sino porque
del resultado del mismo depende la preservación o priva-
ción de sus intereses o derechos.

Es del todo absurdo que la jurisprudencia de la Corte esta-
blezca la obligatoriedad de llamar a juicio al tercero y no
se le permita de hecho fincar su defensa en una contesta-
ción real de los alegatos del quejoso.

Por estos motivos, razonamientos y fundamentos hasta
aquí expuestos, elevo a la distinguida consideración de es-
ta Cámara de Diputados, la siguiente

INICIATIVA 

De ley, por la cual se reforman los artículos 77 y 147 de la
Ley de Amparo, reglamentaria del los artículos 103 y 107
constitucionales, para quedar como sigue:

“Artículo 77 fracción I. La fijación clara y precisa del acto
o actos reclamados y apreciación de las pruebas conducen-
tes para tenerlos o no por demostrados, así como de las de-
fensas opuestas por el tercero perjudicado en los términos
del artículo 147 y 167 de esta ley. ”

“Artículo 147. Si el juez de distrito no encuentra motivo
de improcedencia o se hubiesen llenado los requisitos omi-
tidos, admitirá la demanda y en el mismo auto pedirá in-
forme con justificación a las autoridades responsables y ha-
rá saber de dicha demanda al tercero perjudicado, si
hubiere, para que dentro del término de cinco días compa-
rezca a defender sus derechos". Señala día y hora etcétera,
que ya lo contempla la ley.

Como ven es simplemente de lógica procesal y muchas
gracias por su atención.

«Ciudadanos secretarios de la Mesa Directiva de la LVIII
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.
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El que suscribe, Miguel Angel Martínez Cruz, diputado in-
tegrante de esta LVIII Legislatura del Congreso de la
Unión, en ejercicio de las facultades que me confieren los
artículos 71 fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 55 fracción II del Reglamen-
to Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, ocurro ante este cuerpo colegiado, a iniciar la
reforma de los artículos 77 y 147 de la Ley de Amparo, re-
glamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la si-
guiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

I. Objeto de la iniciativa.

La presente iniciativa de ley tiene por objeto equilibrar la
relación procesal en el juicio de amparo, toda vez que del
procedimiento establecido en la ley de la materia, así como
de la experiencia en el desarrollo del proceso de amparo, se
advierte que no obstante que el tercero perjudicado es con-
siderado parte en el juicio de garantías, y que dicho terce-
ro tiene casi siempre más interés que la autoridad respon-
sable en el resultado del juicio, su actuación carece de
relevancia y de auténticas posibilidades de incidir en el
sentido del fallo, sobre todo en el amparo directo, en virtud
de que su intervención, salvo el caso de la posibilidad de
ofrecer y desahogar pruebas en el amparo indirecto, no for-
ma parte de la litis y sus razonamientos y defensas no re-
sultan de obligatorio análisis por el juez o tribunal de am-
paro, lo que se traduce realmente en que el procedimiento
creado para tutelar las garantías individuales resulta mate-
rialmente violatorio de la garantía de audiencia del tercero
perjudicado cuyo derecho está en juego. Lo anterior resul-
ta verdaderamente paradójico.

En otras palabras, aunque formalmente se le atribuye al ter-
cero perjudicado la posibilidad de formular alegatos y de
"defender sus derechos (artículos 155 y 167 de la Ley de
Amparo)”, realmente se le niega la posibilidad de una de-
fensa efectiva de sus derechos en virtud de que los tribuna-
les federales han interpretado mediante jurisprudencia que
las defensas del tercero perjudicado constituyen alegatos y
por tanto no forman parte de la litis constitucional y, con-
secuentemente, no son de análisis obligatorio por los tribu-
nales de amparo, lo que constituye, de hecho, la supresión
de toda efectividad de la garantía de audiencia. Parafra-
seando aquella vieja sentencia colonial que decía "obedéz-
case pero no se cumpla", en el juicio de amparo respecto
del tercero perjudicado rige actualmente el principio "óiga-

sele, pero no se le escuche".

Aunque el artículo 5o. la Ley de Amparo, en su fracción
III, reconoce como parte en el juicio de garantías al terce-
ro perjudicado, y éste es aquel que puede resultar afectado
en sus derechos por la concesión del amparo, lo menos que
puede otorgarle la ley es la posibilidad de una defensa efec-
tiva de los mismos, traducida en la formalidad esencial de
todo procedimiento de oponer excepciones y defensas, llá-
mense como se llamen, que deban ser estudiadas por los
tribunales. Sin embargo el procedimiento de amparo ac-
tual, considera al tercero perjudicado como parte de infe-
rior jerarquía pues, si bien, le faculta para ofrecer pruebas,
lógicamente sólo en el amparo indirecto, formular alegatos
e, incluso, para interponer recursos, con las limitaciones
propias del amparo directo en el que, por regla general, no
existe una segunda instancia; no le autoriza para formular
defensas y participar en la integración de la litis constitu-
cional.

Lo anterior resulta de la actual concepción del juicio de
amparo, como un procedimiento bipolar que enfrenta al
quejoso con la autoridad responsable y no, como en reali-
dad sucede, como un procedimiento al menos tripartita o,
mejor aún, multipolar, en donde el tercero perjudicado se
presenta como aquel que puede sufrir en sus derechos la
consecuencia del amparo y, por consiguiente, se encuentra
tan interesado o más en el desarrollo y resultado del mismo
que la propia autoridad responsable.

II. Antecedentes.

Ha sido fuente de posiciones contradictorias la cuestión
sobre si los tribunales de amparo están obligados a estudiar
los alegatos del tercero perjudicado. Algunos tribunales
han resuelto que sí es obligatorio tal estudio en aras de pre-
servar el derecho de audiencia de dicha parte, en tanto que
otros han resuelto en sentido inverso, señalando que la ley
no obliga a los tribunales a ingresar al estudio de tales plan-
teamientos.

Finalmente, el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, ha resuelto la cuestión, mediante jurisprudencia
por contradicción de tesis, en la cual ha establecido que no
está en la naturaleza de los alegatos el formar parte de la li-
tis y, consecuentemente el ser de análisis obligatorio por
los juzgadores, por tratarse de "simples opiniones o con-
clusiones lógicas de las partes sobre el fundamento de sus
respectivas pretensiones"; además de que no existe precep-
to legal alguno en la referida Ley de Amparo, que obligue
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a los tribunales al estudio de los alegatos formulados por
las partes.

Para una mejor comprensión de lo aseverado en el párrafo
precedente, me permito transcribir la jurisprudencia por
contradicción de tesis a que me he referido:

Octava época

Instancia: pleno

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

Tomo: 80, agosto de 1994

Tesis: P./J. 27/94 

Página: 14

Alegatos. No forman parte de la litis en el juicio de ampa-
ro. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la ju-
risprudencia publicada con el número 42, en la página 67,
de la Octava Parte, del Apéndice al Semanario Judicial de
la Federación 1917-1985, sostuvo el criterio de que el juez
de distrito exclusivamente está obligado a examinar la jus-
tificación de los conceptos violatorios contenidos en la de-
manda constitucional, en relación con los fundamentos del
acto reclamado y con los aducidos en el informe con justi-
ficación; pero, en rigor, no tiene el deber de analizar direc-
tamente las argumentaciones que se hagan valer en los ale-
gatos, ya que no lo exigen los artículos 77 y 155 de la Ley
de Amparo; este criterio debe seguir prevaleciendo, no
obstante que con posterioridad mediante decreto de treinta
de diciembre de mil novecientos ochenta y tres, publicado
el dieciséis de enero de mil novecientos ochenta y cuatro,
se hubiera reformado el artículo 79 de la Ley de Amparo,
que faculta a los Tribunales Colegiados de Circuito y a los
jueces de distrito para corregir los errores que adviertan en
la cita de los preceptos constitucionales y legales que se es-
timen violados, así como examinar en su conjunto los con-
ceptos de violación y los agravios, "así como los demás ra-
zonamientos de las partes", a fin de resolver la cuestión
efectivamente planteada, pues basta el análisis del citado
precepto para advertir que no puede estimarse que tal re-
forma tuvo como finalidad incorporar forzosamente los
alegatos dentro de la controversia constitucional, sino que
exclusivamente está autorizando la interpretación de la de-
manda con objeto de desentrañar la verdadera intención del
quejoso, mediante el análisis íntegro de los argumentos
contenidos en la misma y de las demás constancias de au-

tos que se encuentren vinculadas con la materia de la litis,
como lo son: el acto reclamado, el informe justificado, y
las pruebas aportadas, en congruencia con lo dispuesto por
los artículos 116, 147 y 149 de la invocada ley, ya que só-
lo estos planteamientos pueden formar parte de la litis en el
juicio constitucional, además, de que atenta la naturaleza
de los alegatos, estos constituyen simples opiniones o con-
clusiones lógicas de las partes sobre el fundamento de sus
respectivas pretensiones, sin que puedan tener la fuerza
procesal que la propia ley le reconoce a la demanda y al in-
forme con justificación, por lo que no puede constituir una
obligación para el juzgador entrar al estudio de los razona-
mientos expresados en esos alegatos.

Contradicción de tesis 20/93. Entre las sustentadas por una
parte, por el Primer Tribunal Colegiado del Octavo Circui-
to y, por la otra, el Quinto Tribunal Colegiado en Materia
Civil del Primer Circuito, Tercer Tribunal Colegiado del
Segundo Circuito (en la actualidad Segundo en Materias
Penal y Administrativa), Primer Tribunal Colegiado del
Sexto Circuito, Primer Tribunal Colegiado del Décimo
Tercer Circuito y Tribunal Colegiado del Vigésimo Circui-
to. 29 de junio de 1994. Unanimidad de dieciséis votos.
Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Ricardo Ro-
mero Vázquez.

El tribunal pleno en su sesión privada del martes dos de
agosto de mil novecientos noventa y cuatro asignó el nú-
mero 27/1994 a esta tesis de jurisprudencia aprobada en la
ejecutoria dictada por el Tribunal Pleno el veintinueve de
junio de mil novecientos noventa y cuatro, al resolver la
contradicción de tesis número 20/93. México, Distrito Fe-
deral, a tres de agosto de mil novecientos noventa y cuatro.

A efecto de informar mejor la cuestión, se analizarán los
artículos 103, 107, 14, 16 de la Constitución General de la
República y 5o., 77, 147, 155 y 167 de la Ley de Amparo,
así como la jurisprudencia respectiva, desde la perspectiva
histórico-jurídica, y partiendo de los términos de garantías
constitucionales de legalidad y seguridad jurídica, parte,
tercero perjudicado audiencia, tribunales, juicio y formali-
dades esenciales en el procedimiento.

Ha de decirse que el juicio de amparo1 es una demanda
donde el gobernado es el demandante y la Autoridad es la
demandada y el Juez es la Autoridad que ha de pronun-
ciarse sobre el respeto o restitución de garantías en su ca-

1 Op. Cit. Págs. 285-359
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so; porque la Constitución las garantiza, las protege y esta-
blece los mecanismos para ello y la primera condición es
que haya un quejoso frente a la Autoridad; sin embargo se
pasa por alto que también existe un tercero perjudicado y
que éste es parte en el juicio de garantías.

Ahora bien, desde la perspectiva de los artículo 14 y 16
constitucionales y la propia ley reglamentaria, deben anali-
zarse las implicaciones que resultan de la categoría de par-
te que esta última le reconoce al tercero perjudicado.

Si atendemos al significado de "parte" que contiene el dic-
cionario de la lengua española nos encontramos que entre
las diversas acepciones se encuentra la que la define como
"Cada una de las personas o de los grupos de ellas que con-
tienden, discuten o dialogan"

Por otro lado la definición de parte que nos señala la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación es: "parte, en general,
es la persona que, teniendo intervención en un juicio, ejer-
cita en él una acción, opone una excepción o interpone un
recurso. Lo que caracteriza a la parte es el interés en obte-
ner una sentencia favorable".2 Las partes consideran que
les asiste un derecho que deben defender en el juicio, y ac-
tuar en beneficio propio resulta consustancial a tal carácter.

Por otro lado, el artículo 5o. de la Ley de Amparo precisa
que son partes en el juicio de amparo: el agraviado o agra-
viados; la autoridad o autoridades responsables, el tercero
o terceros perjudicados y el Ministerio Público Federal. 

De la simple lectura de este numeral nos podemos percatar
con meridiana claridad que la relación jurídico procesal en
el juicio constitucional no es de carácter bipolar o bipartita
sino que intervienen o pueden intervenir en el mismo, mul-
tiplicidad de partes, con intereses diferentes o encontrados;
sin embargo, la interpretación que hace la jurisprudencia a
la participación de cada una de estas partes es disímil e in-
cluso atenta contra las garantías de igualdad y seguridad ju-
rídica, principios rectores del juicio de amparo, así como
contra todo principio de equidad procesal.

Efectivamente, el tercero perjudicado (fracción III del artícu-
lo en comento) es quien, en términos generales, resulta be-
neficiado con el acto que el quejoso impugna en el juicio
de amparo y tiene, por lo mismo, interés en que tal acto

subsista y no sea destruido por la sentencia que en el men-
cionado juicio se pronuncie. Por ello debe ser llamado a
juicio y tener en éste la oportunidad de probar y alegar en
su favor. Podría decirse que hace causa común con la auto-
ridad responsable, que también se empeña en que el acto
que de ella se combate quede en pie, sin embargo, es claro
que el tercero perjudicado acude al juicio de garantías con
un derecho o una expectativa de tal que defender, por lo
que comúnmente se encuentra implicado en el juicio de ga-
rantías de modo más personal y directo.

En cuanto al término Tercero Perjudicado, se puede seña-
lar que el empleo de éste se debe a que en el pasado, si bien
diversas leyes preveían el amparo contra sentencias civiles,
ignoraban a la contraparte del quejoso y ésta, la contrapar-
te, resultaba realmente perjudicada con todo el procedi-
miento y aún con la sentencia misma referentes al juicio
constitucional, sentencia que podía producirle perjuicios.
Fue la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia la
que en 1872, aunque partiendo de la base de que no era par-
te, consideró que por equidad debían admitirse sus alega-
ciones y pruebas instrumentales

De conformidad con el actual artículo 5o. de la Ley de Am-
paro, el tercero perjudicado es llamado al juicio de garan-
tías con el único fin de que tenga la oportunidad de probar
y alegar en su favor, haciendo causa común con la autori-
dad responsable, empeñándose en que el acto que de ella se
combata quede firme; por tanto, únicamente puede expre-
sar argumentos tendientes a justificar legalmente el acto re-
clamado.

Sobre el particular, conviene citar la jurisprudencia por con-
tradicción de tesis emitida por el pleno de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación que acto seguido se transcribe:

Novena Epoca

Instancia: pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: IV, julio de 1996

Tesis: P./J. 44/96 

Página: 85

Tercero perjudicado en el juicio de amparo, si no fue em-
plazado debe ordenarse la reposición del procedimiento,

2 Manual del juicio de amparo. S.C.J.N EDITORIAL THEMIS. 1998.

PÁG. 19
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sin que obsten las circunstancias especiales y modalidades
que se impongan en la sentencia que conceda el amparo.
Tomando en consideración que la falta de emplazamiento
o la práctica irregular de dicha formalidad a las partes, en
un juicio, constituye la violación procesal de mayor mag-
nitud y de carácter más grave, si el tercero perjudicado es
parte en el juicio de amparo conforme a lo dispuesto en el
artículo 5o., fracción III, de la Ley de Amparo, es inconcu-
so, que en términos de los artículos 30, 147 y 167 de la pro-
pia ley, debe ser legalmente emplazado, y que la omisión a
ese respecto, dada su trascendencia en las demás formali-
dades esenciales del procedimiento, tiene como efecto que
el tribunal que conoce del amparo directo o de la revisión,
mande reponer el procedimiento o, en su caso, revoque la
sentencia dictada en el juicio constitucional y ordene la re-
posición del procedimiento para que se subsane la referida
violación procesal. Ello obedece, en primer lugar, al cum-
plimiento de las formalidades esenciales del procedimien-
to, cuya observancia ha de exigirse con mayor rigor a los
tribunales que constituyen órganos de control constitucio-
nal, que también han de respetar la secuencia lógico jurídi -
ca que impone todo procedimiento y, además, a la necesi-
dad de que el tercero perjudicado, como parte en el juicio
de garantías, esté en posibilidad de ejercer sus derechos
procesales. Esto, no solamente como una eficaz defensa de
los respectivos intereses de las partes, tanto en el juicio
principal como en el incidente de suspensión, en su caso,
sino también como una oportunidad para proponer las
cuestiones de orden público que pudieran advertirse duran-
te la tramitación correspondiente, cuya legal acreditación
determinaría obligadamente el sentido del fallo definitivo
que al efecto se pronuncie; para interponer asimismo, los
medios de impugnación que contra éste u otras resolucio-
nes procedieran y, de una manera fundamental, para pre-
servar los derechos de quienes puedan verse afectados por
el cumplimiento de una sentencia ejecutoria pronunciada
en un juicio de amparo, cuya ejecución es indefectible. Por
tanto, la determinación del tribunal de considerar innecesa-
rio o intrascendente, llamar a juicio al tercero perjudicado
cuyo emplazamiento oportuno fue omitido, porque en la
sentencia que resuelve el fondo del asunto, se concede el
amparo, bien sea por falta de fundamentación y motivación
o por cualquiera otra circunstancia, siempre que el fallo sea
protector, viola los principios fundamentales del juicio de
amparo.

Contradicción de tesis 5/96. Entre las sustentadas por el
Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer
Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil
del Séptimo Circuito. 13 de junio de 1996. Unanimidad de

nueve votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Jor-
ge Carenzo Rivas.

La iniciativa que se expone a consideración tiene por obje-
to la revisión y reforma de la Ley de Amparo, con objeto
de adecuarla al marco constitucional ya establecido.

En efecto si partimos del análisis del artículo 14 de nuestra
Carta Magna nos percataremos con meridiana claridad que
además de ser, junto con el artículo 16 constitucional, uno
de los basamentos sobre los que descansa el ordenamiento
jurídico mexicano, es el más invocado en las demandas de
amparo, puesto que el mismo contiene cuatro de las más
importantes garantías de seguridad jurídica entre las que
destaca la de audiencia.

Esta garantía, la de audiencia, es indispensable para dar fir-
meza y eficacia a las otras garantías establecidas en la pro-
pia Constitución. El antecedente directo de este artículo 14
constitucional proviene de la Constitución del 5 de febrero
de 1857 en su artículo 26, que en el proyecto original no
era el establecer una garantía ante el Poder Judicial sino,
sobre todo, ante el Poder Legislativo y el Ejecutivo y que
con las modificaciones de la comisión redactora del pro-
yecto de constitución, el artículo quedó dirigido funda-
mentalmente hacia la autoridad judicial como una norma
de carácter procedimental.

La palabra audiencia tiene en el derecho mexicano, entre
otros y en relación con el artículo 14 constitucional, el si-
guiente significado:

"Es el derecho que el artículo 14 constitucional otorga a to-
da persona que pueda llegar a ser privada de sus derechos
o posesiones por un acto de autoridad, a que previamente
se le dé una oportunidad razonable de defenderse en juicio,
de alegar y de probar, ante tribunales independientes, im-
parciales y establecidos con anterioridad a la ley." (Dere-
chos del Pueblo Mexicano, editorial Miguel Ángel Porrúa,
México, 2000, Tomo III, página 88).

Por otra parte también se emplea para denominar al acto
procesal complejo y público, que se desarrolla en la sede y
bajo la dirección del órgano jurisdiccional, y en el que in-
tervienen las partes, sus abogados y los terceros cuya pre-
sencia sea necesaria.

El análisis de la garantía de audiencia requiere el examen
del presupuesto que la hace exigible, es decir, el acto de au-
toridad privativo de derechos o posesiones; y por la otra,
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los requisitos o condiciones intrínsecas que debe cumplir
dicha garantía: el juicio, los tribunales y las formalidades
esenciales del procedimiento.

Se puede afirmar, como lo ha hecho la Suprema Corte, que
el espíritu de este precepto es que lo individuos sean am-
parados siempre, que, de una manera arbitraria, se les pri-
ve de sus propiedades, posesiones o derechos, cualquiera
que estos sean y sin limitación alguna.

El juicio, esta palabra proviene del latín iudicium que ori-
ginalmente significaba, en el derecho romano, la segunda
etapa del proceso jurisdiccional, la cual se desarrolla ante
el iudex designado por el magistrado.

Para analizar el significado de esta palabra en el texto del
segundo párrafo del artículo 14 constitucional, podemos
destacar la más utilizada de sus acepciones en la que se
identifica juicio con el proceso jurisdiccional y en que Al-
calá Zamora precisa que "todo juicio se compone en po-
tencia, no necesariamente en presencia, de tres elementos
subjetivos y de uno objetivo, a saber: un juzgador, una par-
te atacante, otra atacada y un litigio como causa determi-
nante de la pretensión de la una, de la eventual resistencia
de la otra y de la decisión del primero". 

No obstante esta definición y la interpretación que la Su-
prema Corte, para efectos del amparo, hace del juicio: " el
procedimiento contencioso desde que se inicia en cualquier
forma, hasta que queda ejecutada la sentencia definitiva."
Nos vemos limitados a una relación bipolar o bipartita sin
embargo tanto una como otra soslaya la multiplicidad de
partes, bien atacante, bien atacadas, como sucede en el jui-
cio de garantías y lo señala el artículo 5o. de la Ley de Am-
paro.

Los tribunales. La palabra tribunal se utilizaba en el dere-
cho romano para designar el lugar, ubicado en un nivel más
elevado que el de las partes y los demás asistentes, desde el
cual el magistrado impartía justicia. Esta palabra tiene aho-
ra dos acepciones, pues designa tanto al órgano que ejerce
la función jurisdiccional como al lugar de ubicación de di-
cho órgano.

Así la "intención del Constituyente" fue limitar, por medio
de la garantía de audiencia, la actividad del Estado en cual-
quiera de sus formas, así a partir de la ejecutoria Fraga
(Ejecutoria que pronunció la Segunda Sala de la Suprema

Corte el 22 de junio de 1944 bajo la ponencia del ministro
Gabino Fraga.) se van a desarrollar las principales tesis de
jurisprudencia referentes a la garantía de audiencia (en ma-
teria administrativa), estableciendo que artículos 14 y 16
de la Constitución General de la República imponen a to-
das las autoridades del país la obligación de oír en defensa
a los posibles afectados con las determinaciones, revocato-
rias de resoluciones anteriores favorables a particulares, así
como a la de que éstas, al pronunciarse, se encuentren de-
bidamente fundadas y motivadas.

Tenemos pues, que la autoridad tiene la obligación de otor-
gar al interesado la garantía de audiencia, para darle la
oportunidad de oírlo en defensa, en atención a que se halla
el mandato imperativo del artículo 14 constitucional que
protege dicha garantía a favor de todos los gobernados, sin
excepción.

Las formalidades esenciales en el procedimiento: son las
condiciones fundamentales que debe satisfacer el proceso
jurisdiccional y el procedimiento administrativo para otor-
gar al posible afectado por el acto.

Ahora bien si atendemos a lo dispuesto por el artículo 107
constitucional, que señala: "el juicio de amparo se seguirá
siempre a instancia de parte agraviada" y, la controversia,
"se sujetará a los procedimientos y formas de orden jurídi-
co que determine la ley", podemos entonces colegir en que
por disposición expresa de la norma constitucional señala-
da, el amparo, es decir las controversias a que alude el ar-
tículo 103 de la propia Constitución, se tramita en forma de
juicio, es decir, en forma de un proceso judicial, por lo que
debe respetar, como ningún otro proceso, las formalidades
esenciales del procedimiento que son aquellas que garanti-
zan una adecuada defensa del interesado y que son, funda-
mentalmente las siguientes: a) que se le brinde una oportu-
nidad razonable de defenderse en juicio, mediante el
adecuado y efectivo emplazamiento, así como la oportuni-
dad de deducir acciones u oponer excepciones y defensas;
b) la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que
se finque la defensa, es decir, debe existir una defensa pre-
via sobre la que se fincan las pruebas; c) la posibilidad de
alegar ; d) la de interponer recursos; y d) la de obtener el
dictado de una resolución que dirima las cuestiones debati-
das.

Este criterio queda confirmado con la jurisprudencia por
contradicción de tesis emitida por el pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación que a continuación transcribo:
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Novena Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: II, Diciembre de 1995

Tesis: P./J. 47/95 

Página: 133

Formalidades esenciales del procedimiento, son las que ga-
rantizan una adecuada y oportuna defensa previa al acto
privativo. La garantía de audiencia establecida por el artícu-
lo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la
oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la
vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos y su debi-
do respeto impone a las autoridades, entre otras obligacio-
nes, la de que en el juicio que se siga "se cumplan las for-
malidades esenciales del procedimiento". Estas son las que
resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada an-
tes del acto de privación y que, de manera genérica, se tra-
ducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del
inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La opor-
tunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque
la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de
una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no
respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin
de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del
afectado.

Amparo directo en revisión 2961/90. Opticas Devlyn del
Norte, S.A. 12 de marzo de 1992. Unanimidad de dieci-
nueve votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria:
Ma. Estela Ferrer Mac Gregor Poisot.

Amparo directo en revisión 1080/91. Guillermo Cota Ló-
pez. 4 de marzo de 1993. Unanimidad de dieciséis votos.
Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Adriana Campu-
zano de Ortiz.

Amparo directo en revisión 5113/90. Héctor Salgado Agui-
lera. 8 de septiembre de 1994. Unanimidad de diecisiete
votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Raúl Al-
berto Pérez Castillo.

Amparo directo en revisión 933/94. Blit, S.A. 20 de marzo
de 1995. Mayoría de nueve votos. Ponente: Mariano Azuela
Güitrón. Secretaria: Ma. Estela Ferrer Mac Gregor Poisot.

Amparo directo en revisión 1694/94. María Eugenia Espi-
nosa Mora. 10 de abril de 1995. Unanimidad de nueve vo-
tos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Ma. Es-
tela Ferrer Mac Gregor Poisot.

El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el veinti-
trés de noviembre en curso, por unanimidad de once votos
de los ministros: presidente José Vicente Aguinaco Ale-
mán, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Mariano Azuela
Güitrón, Juventino V. Castro y Castro, Juan Díaz Romero,
Genaro David Góngora Pimentel, José de Jesús Gudiño Pe-
layo, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Humberto Román Pa-
lacios, Olga María Sánchez Cordero y Juan N. Silva Meza;
aprobó, con el número 47/1995 (9a.) la tesis de jurispru-
dencia que antecede; y determinó que las votaciones de los
precedentes son idóneas para integrarla. México, Distrito
Federal, a veintitrés de noviembre de mil novecientos no-
venta y cinco.

Así, pues, el procedimiento propio del sistema de control a
través del juicio de amparo, debe satisfacer los procedi-
mientos y formas de orden jurídico y como aclara el párra-
fo primero del artículo 107 constitucional, debe tramitarse
como un juicio, como un proceso judicial.

Ahora bien, es de explorado derecho que los sujetos en la
relación procesal son las partes de un lado y el organismo
jurisdiccional del otro. El artículo 5o. Fracción III de la
Ley de Amparo, establece que es parte en el juicio de am-
paro, el tercero o terceros perjudicados y define quienes
pueden intervenir con ese carácter.

No obstante que en los primeros albores del juicio de ga-
rantías no se contemplaba al tercero perjudicado como par-
te en el proceso, en 1897 se le aceptó como parte, por pri-
mera vez, en el Código de Procedimientos Federales,
limitándolo a la facultad de presentar pruebas y alegatos
sin que se le concediera la de interponer recursos, no es si-
no hasta 1917 en la Ley de Amparo de 1919 que se le da
esa posibilidad.

Sin embargo esta figura de tercero perjudicado se ha des-
virtuado, porque no ocupa dentro del proceso de garantías
una posición principal, puesto que aun cuando en teoría de-
be tener una actuación principal, porque tiene por objeto
hacer valer frente a cualquiera de las partes, un derecho
propio e incompatible con la pretensión deducida en el jui-
cio por el actor, resiente en la esfera de sus derechos los
efectos del amparo.
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La intervención, cuando menos en teoría, del tercero perju-
dicado tiene como finalidad prevenir y evitar que, inde-
pendientemente de la materia controvertida en el juicio,
pueda ser afectado por la resolución que se dicte en dicho
juicio.

Consecuentemente, si el tercero perjudicado es parte en el
juicio de garantías, y tiene carácter de parte en virtud de la
existencia de un derecho propio que preservar frente a la
acción del quejoso, es evidente que debe ser parte en toda
la extensión de la palabra, es decir, debe encontrarse ple-
namente integrado a la litis , de manera que lo que tenga
que decir en su defensa sea efectivamente escuchado y re-
suelto por el juzgador de amparo.

III. Justificación.

Ahora bien, hasta ahora el problema se ha planteado en tér-
minos de si deben o no estudiarse en la sentencia de amparo
los alegatos del tercero perjudicado. Al respecto me pro-
nuncio de acuerdo con la jurisprudencia emitida por la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación a la cual ya me he re-
ferido, en el sentido de que integrar a la litis constitucional
los alegatos de las partes sería tanto como desvirtuar la na-
turaleza propia de los alegatos como opiniones o razona-
mientos que tienden a orientar y formar la opinión del juz-
gador en relación con la litis propuesta.

Por tal motivo, juzgo conveniente preservar la situación
que exime a los juzgadores de amparo de analizar obliga-
toriamente los alegatos de las partes, incluido el tercero
perjudicado.

No obstante lo anterior advierto que, efectivamente, en el
juicio de amparo no se observan, con relación al tercero
perjudicado, las formalidades esenciales del procedimien-
to, ni el principio de equidad procesal, por cuanto, tenien-
do un derecho que defender no se le concede la oportuni-
dad para oponer defensas.

No ignoramos que el tercero puede ofrecer y desahogar
pruebas, formular alegatos e interponer recursos, sin em-
bargo, ello no es suficiente por cuanto que, como ya se ha
dicho antes, las pruebas tienen por objeto permitir la de-
mostración de los hechos en que se finca la defensa, pero
si no hay defensa, porque no se ha permitido esa interven-
ción, de poco sirve al derecho del tercero la posibilidad de
probar. En otras palabras ¿Qué va a probar, si no ha po-
dido alegar eficazmente algo en su defensa, con las carac-
terísticas propias de una excepción?

Es de suyo grave que en un juicio se impida a alguna de las
partes la posibilidad de integrarse realmente a la litis me-
diante la interposición de una acción o de una excepción,
según sea el caso. Pero más grave resulta que en el juicio
creado como instrumento tutelar de garantías individuales
se pase por alto una de las más elementales que debe tener
una parte en juicio, como lo es el tercero perjudicado,
quien acude al juicio no por mera curiosidad, sino porque
del resultado del mismo depende la preservación o priva-
ción de sus intereses o derechos.

Es del todo absurdo que la Jurisprudencia de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación ya citada previamente esta-
blezca la obligatoriedad de llamar a juicio al tercero y la
necesidad de que, si éste no es debidamente llamado a jui-
cio, sea repuesto el procedimiento, si la intervención del
tercero no forma parte integrante de la litis y, por tanto, no
puede interponer defensas. En tal virtud, si es necesario el
emplazamiento debido y oportuno al tercero para garanti-
zarle audiencia en el juicio, es para que esté en posibilidad
de defenderse adecuadamente, lo que no sucede cuando sus
planteamientos quedan al margen de la litis constitucional.

Transcribo acto seguido la jurisprudencia relativa:

Novena Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: IV, Julio de 1996

Tesis: P./J. 44/96 

Página: 85

Tercero perjudicado en el juicio de amparo. si no fue em-
plazado debe ordenarse la reposición del procedimiento,
sin que obsten las circunstancias especiales y modalidades
que se impongan en la sentencia que conceda el amparo.
Tomando en consideración que la falta de emplazamiento
o la práctica irregular de dicha formalidad a las partes, en
un juicio, constituye la violación procesal de mayor mag-
nitud y de carácter más grave, si el tercero perjudicado es
parte en el juicio de amparo conforme a lo dispuesto en el
artículo 5o., fracción III, de la Ley de Amparo, es inconcu-
so, que en términos de los artículos 30, 147 y 167 de la pro-
pia ley, debe ser legalmente emplazado y que la omisión a
ese respecto, dada su trascendencia en las demás formali-
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dades esenciales del procedimiento, tiene como efecto que
el tribunal que conoce del amparo directo o de la revisión,
mande reponer el procedimiento o, en su caso, revoque la
sentencia dictada en el juicio constitucional y ordene la re-
posición del procedimiento para que se subsane la referida
violación procesal. Ello obedece, en primer lugar, al cum-
plimiento de las formalidades esenciales del procedimien-
to, cuya observancia ha de exigirse con mayor rigor a los
tribunales que constituyen órganos de control constitucio-
nal, que también han de respetar la secuencia lógico, jurí-
dica que impone todo procedimiento y, además, a la nece-
sidad de que el tercero perjudicado, como parte en el juicio
de garantías, esté en posibilidad de ejercer sus derechos
procesales. Esto, no solamente como una eficaz defensa de
los respectivos intereses de las partes, tanto en el juicio
principal como en el incidente de suspensión, en su caso,
sino también como una oportunidad para proponer las
cuestiones de orden público que pudieran advertirse duran-
te la tramitación correspondiente, cuya legal acreditación
determinaría obligadamente el sentido del fallo definitivo
que al efecto se pronuncie; para interponer asimismo, los
medios de impugnación que contra éste u otras resolucio-
nes procedieran y, de una manera fundamental, para pre-
servar los derechos de quienes puedan verse afectados por
el cumplimiento de una sentencia ejecutoria pronunciada
en un juicio de amparo, cuya ejecución es indefectible. Por
tanto, la determinación del tribunal de considerar innecesa-
rio o intrascendente, llamar a juicio al tercero perjudicado
cuyo emplazamiento oportuno fue omitido, porque en la
sentencia que resuelve el fondo del asunto, se concede el
amparo, bien sea por falta de fundamentación y motivación
o por cualquiera otra circunstancia, siempre que el fallo sea
protector, viola los principios fundamentales del juicio de
amparo.

Contradicción de tesis 5/96. Entre las sustentadas por el
Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer
Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil
del Séptimo Circuito. 13 de junio de 1996. Unanimidad de
nueve votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Jor-
ge Carenzo Rivas.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veinti-
cuatro de junio en curso, aprobó, con el número 44/1996,
la tesis de jurisprudencia que antecede. México, Distrito
Federal, a veinticuatro de junio de mil novecientos noven-
ta y seis.

Esta situación resulta paliada de alguna manera en el am-
paro indirecto, en el cual el tercero puede presentar y des-

ahogar pruebas y puede interponer recurso de revisión en
contra de la sentencia definitiva que se dicte y que le
afecte. 

Sin embargo, en el juicio de amparo directo, en el cual no
se reciben pruebas ni procede, salvo una excepción, recur-
so alguno contra la sentencia que se dicte, la intervención
del tercero perjudicado se constriñe fundamentalmente a la
presentación del escrito a que se refiere el artículo 167 de
la Ley de Amparo, en el cual ha de comparecer "a defen-
der sus derechos". Lo más grave del caso es que la inter-
pretación dada por los tribunales federales a tal disposición
se orienta en el sentido de que ese escrito en el que el ter-
cero perjudicado comparece "a defender sus derechos"
constituye alegatos y, consecuentemente no es obligación
del Tribunal que conoce del amparo directo el estudio del
mismo.

Esa interpretación generalizada en la práctica de los tribu-
nales hace nugatorio el derecho de defensa del tercero per-
judicado en el amparo directo, por cuanto que, como bien
lo sustenta la misma Suprema Corte en la jurisprudencia
por contradicción de tesis invocada en otra parte de esta ex-
posición, los alegatos son meras opiniones y razonamien-
tos de las partes y, como tales, al no formar parte de la litis
en el juicio y no ser de estudio obligatorio en la sentencia,
carecen de toda eficacia para constituir defensa de dere-
chos, por cuanto ésta se hace mediante la interposición de
acciones o de excepciones, el ofrecimiento y desahogo de
pruebas, así como a través de los recursos y otros medios
de defensa.

Por consiguiente es errónea la práctica de los tribunales fe-
derales de omitir el estudio del escrito mediante el cual el
tercero perjudicado, en términos del artículo 167 de la Ley
de Amparo, comparece a defender sus derechos en el jui-
cio de amparo directo. Esta práctica se traduce en la inde-
fensión total del tercero perjudicado, quién se juega un de-
recho adquirido y reconocido en una resolución judicial
previa,y cuya intervención en el juicio de amparo que le
puede privar de ese derecho previamente reconocido, es
olímpicamente ignorada por los tribunales que conocen del
amparo directo.

Es, por tanto, necesario aclarar que la referencia que se hace
en el artículo 167 de la Ley de Amparo a que el tercero per-
judicado puede comparecer a defender su derecho no se
traduce en un escrito de alegatos que puede ser ignorado
por el Tribunal, sino en la oposición auténtica de defensas
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ante la pretensión del quejoso, las cuales deben ser estu-
diadas en la propia sentencia.

Lo anterior se logra con la modificación del artículo 77 de
la Ley de Amparo, el cual versa sobre el contenido de las
sentencias, con el propósito de especificar que las defensas
opuestas por el tercero en los términos del artículo 167 de
la Ley de Amparo, deben ser estudiadas obligatoriamente
por el Tribunal y no recibir tratamiento de alegatos que por
lo general no se analizan en absoluto.

En cuanto al amparo indirecto es menester proceder de ma-
nera similar a fin de establecer, en el artículo 147 de la ley
de la materia, la posibilidad del tercero de comparecer a
defender su derecho y, en el artículo 77 de la misma ley,
proceder en los mismos términos planteados para el caso
del amparo directo.

IV. Propuesta de reforma.

Por los motivos, razonamientos y fundamentos hasta aquí
expuestos, elevo a la distinguida consideración de esta H.
Cámara de Diputados la siguiente

INICIATIVA 

De ley, por la cual se reforman los artículos 77 y 147 de la
Ley Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107
constitucionales, para quedar como sigue:

Artículo 77. . .

I. La fijación clara y precisa del acto o actos reclamados y
la apreciación de las pruebas conducentes para tenerlos o
no por demostrados, así como de las defensas opuestas por
el tercero perjudicado en los términos de los artículos 147
o 167 de esta ley, según el caso.

II. . . 

III. . . 

Artículo 147. Si el Juez de Distrito no encontrare motivo
de improcedencia o se hubiesen llenado los requisitos omi-
tidos, admitirá la demanda y, en el mismo auto, pedirá in-
forme con justificación a las autoridades responsables y ha-
rá saber dicha demanda al tercero perjudicado, si lo
hubiere, para que dentro del término de cinco días compa-
rezca a defender sus derechos; señalará día y hora para la
celebración de la audiencia, a más tardar dentro del térmi-

no de 30 días y dictará las demás providencias que proce-
dan con arreglo a esta ley.

. . . 

. . . 

ARTICULOS TRANSITORIOS

Del decreto de reformas correspondiente:

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las reformas derivadas del presente decreto no
serán aplicables a los juicios de amparo iniciados con ante-
rioridad a la entrada en vigor de las mismas.

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, a 3 de octubre de 2002.— Diputado Miguel
Angel Martínez Cruz.»

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias diputado.

Túrnese a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos.

REGISTRO DE ASISTENCIA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Se pide a la Secretaría dar cuenta del registro electrónico
de asistencia e instruir su cierre.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Se informa a la Presidencia que hasta el momento el siste-
ma registra la asistencia de 413 diputados.

Ciérrese el sistema electrónico.
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La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias.

Pasamos al capítulo de dictámenes a discusión.

ESTADO DE PUEBLA

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Comisiones
unidas de Comunicaciones y de Transportes.

Honorable Asamblea: a las comisiones unidas de Comuni-
caciones y de Transportes de la LVIII Legislatura les fue
turnada para su estudio y dictamen la proposición con pun-
to de acuerdo, para que el municipio de San Martín Tex-
melucan, sea integrado al proyecto carretero de Gran Vi-
sión del Estado de Puebla, presentada por el diputado José
Gaudencio Víctor León Castañeda, del grupo parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, el 19 de marzo de 2002.

Los integrantes de estas comisiones unidas de Comunica-
ciones y de Transportes, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 39, 45 y demás relativos y aplicables de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como los artículos 60, 65, 81, 88 y demás
relativos y aplicables del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, se abocaron al estudio y análisis de la proposición
descrita, al tenor de los siguientes

I. Antecedentes.

1. En sesión celebrada el 19 de marzo de 2002, por la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, el
diputado José Gaudencio Víctor León Castañeda, inte-
grante del grupo parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, presentó ante el pleno la proposición citada en el proemio
del presente dictamen.

2. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados, dictó el siguiente trámite: "túr-
nese a las comisiones de Comunicaciones y de Transpor-
tes" para su estudio y dictamen la proposición de referen-
cia.

3. Las comisiones unidas dieron el trámite de recibo co-
rrespondiente a la proposición y en diversas reuniones se
realizaron acciones tendientes a analizar la propuesta con
el objetivo de elaborar el dictamen correspondiente para su
discusión y en su caso, aprobación.

4. En comisiones unidas se llevó a cabo para su estudio y
dictamen el siguiente trabajo:

a. Los presidentes de ambas comisiones entregaron a los
legisladores integrantes de las mismas, copia de la propo-
sición con punto de acuerdo para su estudio y opinión.

b. De las opiniones recibidas se analizó y discutió, por par-
te de los integrantes de ambas comisiones, la pertinencia de
considerar algunos de los planteamientos realizados, mis-
mos que se tomaron en cuenta para la realización del pre-
sente dictamen.

5. En reunión de trabajo, los integrantes de ambas comi-
siones, discutieron y aprobaron el proyecto de dictamen,
que se pone a consideración de esta Asamblea para su
aprobación.

II. Contenido de la proposición.

En la exposición de motivos de la proposición, el diputado
José Gaudencio Víctor León Castañeda propone que se es-
tablezca la integración del municipio de San Martín Tex-
melucan, al proyecto carretero de Gran Visión del Estado
de Puebla. Manifiesta que el proyecto regional carretero de
Gran Visión, constituye un ejercicio de coordinación inte-
restatal entre los gobiernos de los estados de México, Gue-
rrero, Hidalgo, Michoacán, Morelos, Puebla, Tlaxcala y
Veracruz, para coadyuvar a impulsar al Plan Nacional de
Desarrollo, con la propuesta federalista que amplía, forta-
lece y acelera la realización de los programas nacionales
del sector comunicaciones y transportes.

Agrega además que el proyecto regional de Gran Visión se
sustenta en el programa federal de los 10 grandes ejes tron-
cales principales, propuestos para eficientar las comunica-
ciones carreteras en todo el país y tiene como objetivo
complementar de manera eficaz de desarrollo de la región
Golfo-Centro-Pacífico, priorizando acciones de moderni-
zación en la infraestructura carretera de este modo estraté-
gico para el desarrollo del país.

Señala además que el proyecto regional carretero de Gran
Visión está acorde con la estrategia de ordenamiento terri-
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torial planteada en el Programa Nacional de Desarrollo Ur-
bano, conforme a los Corredores Integradores del Desarro-
llo Regional, logrando la articulación económica de ricas
zonas agrícolas, industriales y turísticas con los mercados
nacionales e internacionales; propiciando el eslabonamiento
de cadenas productivas interregionales con las principales
fronteras, aeropuertos y sobre todo con los puertos del Gol-
fo y del Pacífico. Considera que con esta visión se preten-
de sumar los esfuerzos interestatales al proyecto nacional
por medio de una red de carreteras de altas especificacio-
nes, conformada por 13 ramales prioritarios que reforzarán
la interconexión entre los ejes troncales principales y de es-
ta manera se podrá estar en condiciones de enfrentar los re-
tos que impone la modernidad.

Comenta que el proyecto regional carretero de Gran Vi-
sión, será muy importante por los beneficios que estará
propiciando a los estados que en él están inmersos, sin em-
bargo, comenta que ello va a requerir de acciones de corto,
mediano y largo plazos, con la participación conjunta de
los tres niveles de gobierno, así como la participación del
sector privado, primordialmente, de una inversión econó-
mica sin precedentes en la historia.

Asimismo, considera que resulta importante señalar que
dentro de dicho proyecto, específicamente en los ramales
que se contemplan para el estado de Puebla, no se integra
el municipio de San Martín Texmelucan, que tiene una pre-
sencia, política, económica, social y comercial muy impor-
tante en el estado de Puebla y a nivel nacional.

Respecto a su propuesta expone que San Martín Texmelu-
can, Puebla, es un municipio de gran importancia, ya que
cuenta con empresas que se dedican a la actividad textil,
químicas, materiales diversos, alimentos, agencias automo-
trices, metalúrgicas, farmacéutica, entre otras; contempla-
das algunas de ellas en dos corredores industriales, lo que
da como resultado una expansión comercial importante a
corto y mediano plazos.

Agrega que las empresas de mayor importancia de la re-
gión con las que cuenta son: Complejo Químico Indepen-
dencia; Crisoba, S.A de C.V.; Kendall de México, S.A. de
C.V.; San Luis Rassini; Complejo Industrial Frenos. Por
ello considera que San Martín Texmelucan, está considera-
da como zona de alto riesgo, por el tránsito de vehículos
automotores que transportan sustancias químicas y sólo del
Complejo Petroquímico se transportan: el metanol
(CH30H), derivado del metano (CH4), que es un producto
volátil, tóxico, inflamable y soluble en agua; se le conoce

también como alcohol metílico y tiene una producción pro-
medio diario de 620 toneladas; otro producto es el acrilo-
nitrilo, se le conoce también como cianuro de vinilo o pro-
peno nitrilo (CH2=CHCN), como subproducto tenemos al
ácido cianhídrico y es un producto alta y totalmente vene-
noso, difícil de transportar y en la actualidad no existe in-
formación en la cual se pueda controlar un siniestro; la pro-
ducción promedio diario es de 137 toneladas, lo cual
representa un gran riesgo para la ciudadanía ya que se dis-
tribuyen mediante autotanque. San Martín Texmelucan
tiene una ubicación estratégica y privilegiada, pues es el
punto de intersección entre los estados de Puebla, Tlaxcala
y el Distrito Federal, datos estadísticos colocan a este mu-
nicipio en tercer lugar de importancia poblacional estatal,
apenas debajo de Puebla capital y Tehuacán. Comenta que
ello es reflejo de la importancia socioeconómica que tiene
Texmelucan, el cual cuenta además con el tianguis comer-
cial más grande e importante de la República Mexicana de-
bido a que 15 mil vendedores de toda la República comer-
cializan sus productos los días martes de cada semana, por
tal motivo existe una población transitoria aproximada de
200 mil personas, proveniente en una parte considerable de
la zona sur-sureste del país, lo que da como resultado un gran
problema de congestionamiento vehicular ya que se cuenta
con un aforo de 15 mil a 20 mil vehículos automotores, en
los que los comerciantes transportan sus mercancías.

Asimismo y como consecuencia de los cobros que se reali-
zan por las carreteras de cuota, se ha originado que muchos
vehículos tengan que circular por la carretera federal Mé-
xico-Puebla, que cruza prácticamente por el centro de la
ciudad teniendo un aforo vehicular, en el horario compren-
dido de las 6:00 a las 22:00 horas, de 14 mil 384 vehículos
de paso, más 2 mil 608 viajes locales de vehículos particu-
lares y de transporte público y mercantil propiciando que la
vialidad se congestione a diario.

Finalmente considera indispensable la construcción de
obras de infraestructura vial que permitan solucionar la
problemática que se padece y, por tanto, es prioritario e in-
dispensable que el municipio de San Martín Texmelucan,
Puebla, se integre en los ramales carreteros del proyecto re-
gional de Gran Visión y de tal forma se construya el libra-
miento carretero de San Martín Texmelucan, Puebla.

III. Consideraciones.

Las comisiones dictaminadoras estiman que frente a los re-
tos y oportunidades actuales que presenta un mundo globa-
lizado, es imperativo conjugar los esfuerzos del Gobierno
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Federal, con el apoyo decidido de los gobiernos estatales y
municipales, así como de inversión privada, para mejorar
nuestra competitividad económica e impulsar en forma
prioritaria el desarrollo regional, como eje fundamental de
la modernización de los sistemas de comunicaciones en todo
el país.

El proyecto regional de Gran Visión constituye un ejercicio
de coordinación interestatal entre los gobiernos de los esta-
dos de: México, Guerrero, Hidalgo, Michoacán, Morelos,
Puebla, Tlaxcala y Veracruz, para coadyuvar a impulsar al
Plan Nacional de Desarrollo, con una propuesta federalista
que amplía, fortalece y acelera la realización de los pro-
gramas nacionales del sector Comunicaciones y Transpor-
tes.

El proyecto regional Gran Visión se sustenta en el progra-
ma federal de los 10 grandes ejes troncales principales,
propuestos para eficientar las comunicaciones carreteras en
todo el país y tiene como objetivo complementar de mane-
ra eficaz el desarrollo de la región Golfo-Centro-Pacífico,
priorizando acciones de modernización en la infraestructu-
ra carretera de este modo estratégico para el desarrollo del
país.

El proyecto regional Gran Visión está acorde con la estra-
tegia de ordenamiento territorial planteada en el Programa
Nacional de Desarrollo Urbano, conforme a los Corredores
Integrados del Desarrollo Regional, logrando la articula-
ción económica de ricas zonas agrícolas, industriales y tu-
rísticas con los mercados nacionales e internacionales, pro-
piciando el eslabonamiento de cadenas productivas
interregionales con las principales fronteras, aeropuertos y
sobre todo con, los puertos del golfo y del Pacífico.

Las comisiones unidas, coinciden con los razonamientos
expuestos por el diputado José Gaudencio Víctor León
Castañeda, en la proposición objeto de estudio, principal-
mente en la necesidad de ampliar y mejorar la infraestruc-
tura carretera de nuestro país, por lo que proponemos se gi-
re un atento exhorto a las autoridades de la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes a fin de que el municipio de
San Martín Texmelucan, Puebla, se integre en los ramales
carreteros del proyecto regional de Gran Visión y de tal
forma se construya el libramiento carretero de San Martín
Texmelucan, Puebla.

En atención a todas las consideraciones que se han expre-
sado en el cuerpo del presente dictamen los suscritos,
miembros de las comisiones unidas, con fundamento en lo

dispuesto en los artículos 39, 40, inciso b; 45.5 inciso e y
demás concordantes de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; así como 58, 60,
87, 88 y demás relativos del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, nos permitimos someter a la aprobación de esta al-
ta tribuna se dictamine en el siguiente sentido:

IV. Resolutivos.

Primero. Esta soberanía considera conveniente enviar un
exhorto a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes a
efecto de que considere la propuesta con punto de acuerdo,
para que el municipio de San Martín Texmelucan, sea inte-
grado al proyecto carretero de Gran Visión del Estado de
Puebla, asimismo integre a su plan de obra carretera la
construcción del libramiento carretero de San Martín Tex-
melucan, Puebla.

Segundo. Asimismo, y con fundamento en lo dispuesto por
el artículo 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, estas comisiones dictami-
nadoras solicitan a la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes, informe por escrito y en forma detallada, so-
bre el avance real del proyecto regional denominado "Gran
Visión", así como de las acciones que realice para dar cum-
plimiento al punto primero del presente dictamen.

Tercero. Una vez cumplimentados los puntos anteriores, se
ordene archivar el expediente como asunto concluido.

Dado en el Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 28 de
agosto de 2002.— Por la Comisión de Comunicaciones: di-
putados: Jesús Orozco Alfaro (PRI), presidente; Bulmaro
Rito Salinas (PRI); Emilio R. Goicoechea Luna (PAN);
Alonso Ulloa Vélez (PAN); Alejandro García Sainz Arena
(PVEM), secretarios; Edilberto Jesús Buenfil Montalvo
(PRI); Gustavo Carvajal Moreno (PRI); José Gerardo de
la Riva Pinal (PRI); César Horacio Duarte Jáquez (PRI);
Omar Fayad Meneses (PRI); Javier García González
(PRI); Jaime Arturo Larrazábal Bretón (PRI); Marcos
Paulino López Mora (PRI); Roberto Preciado Cuevas
(PRI); Jorge Carlos Ramírez Marín (PRI); Francisco Ja-
vier Sánchez Campuzano (PRI); Manuel Castro y del Valle
(PAN); Tereso Martínez Aldana (PAN); Noé Navarrete
González (PAN); Orestes Eugenio Pérez Cruz (PAN);
Francisco Ramírez Cabrera (PAN); José Rivera Carranza
(PAN); Arturo San Miguel Cantú (PAN); Martín Hugo So-
lís Alatorre (PAN); José Ramón Soto Reséndiz (PAN); Fe-
lipe Velasco Monroy (PAN); Víctor Manuel O. Camposeco
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(PRD); Bonifacio Castillo Cruz (PRD); Enrique Herrera y
Bruquetas (PRD) y Bertha Alicia Simental García (PSN).

Por la Comisión de Transportes: diputados: Juan Manuel
Duarte Dávila (PAN), presidente; Orestes Eugenio Pérez
(PAN); Raúl Cervantes Andrade (PRI); Elías Dip Rame
(PRI); José Rodolfo Escudero Barrera (PVEM), secreta-
rios; Esteban Sotelo Salgado (PAN); Francisco Raúl Ra-
mírez Avila (PAN); José Tomás Lozano y Pardinas (PAN);
Francisco Patiño Cardona (PRD); Arturo B. de la Garza
Tijerina (PRI); Gustavo Alonso Donis García (PRI); Is-
mael Estrada Colín (PRI), Edgar Consejo Flores Galván
(PRI); José de Jesús Orozco Alfaro (PRI); Manuel Payán
Novoa (PRI); José Soto Martínez (PRI); Jesús Adelfo Ta -
racena Martínez (PRI); Adolfo Zamora Cruz (PRI); José
Ramón Soto Reséndiz (PAN); Emilio Goicoechea Luna
(PAN); Alonso Ulloa Vélez (PAN); Arturo San Miguel
Cantú (PAN); Jaime Mantecón Rojo (PRI); Emilio Ulloa
Pérez (PRD); Mercedes Hernández Rojas (PAN); Alejan-
dro Gutiérrez Gutiérrez (PAN); Noé Navarrete González
(PAN) y Víctor Manuel Ochoa Camposeco (PRD).»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, está a discusión el punto de acuerdo. 

Se han registrado ante esta Mesa Directiva para hablar en
pro del punto de acuerdo, el proponente, diputado José
León Castañeda, del grupo parlamentario de Acción Na-
cional y el diputado Narciso Alberto Amador Leal.

Se pregunta si hay registro de algún orador adicional. En
contra, el diputado Bortolini. ¿Alguna otra intervención?
El diputado Pérez Cruz, a favor. ¿Algún otro registro? 

Tal y como lo señala nuestro Reglamento Interior, proce-
deré primero a ofrecer el uso de la palabra a quien se re-
gistró en contra. 

Tiene la palabra el diputado Bortolini, en contra.

El diputado Miguel Bortolini Castillo:

Con su permiso, señora Presidenta; compañeras y compa-
ñeros diputados: es indudable que el país en esta época re-
quiere efectivamente de inversiones, pero éstas deben co-
rresponder a la actualidad y sobre todo a la demanda de la
población por donde van a atravesar estos ejes carreteros.

Desde hace varios años, cuando se hizo el circuito periféri -
co de la ciudad de Puebla, fueron varios los pueblos que se
opusieron precisamente a este circuito y fueron atropella-
dos sus derechos y ahora vemos la obra que les ha dejado
aislados.

En este sentido, nosotros lo que vemos es que una vez más
se pretenderá atropellar los derechos de los ciudadanos de
San Martín Texmelucan, los cuales se han expuesto a este
proyecto porque no corresponde a sus intereses sino co-
rresponde a un interés que va más allá de los intereses de
la nación, corresponde en parte a la aplicación del Plan
Puebla-Panamá que nada tiene que ver con la cultura ni con
los intereses de las poblaciones, mucho menos con sus tra-
diciones.

Es por esto que en lo personal nosotros creemos que este
no es mas que el inicio para aplicar el Plan Puebla-Panamá
el cual fue rechazado tajantemente por las comunidades de
Tepeaca en Puebla y el gobernador tuvo que dar marcha
atrás ante la presión de estas comunidades que se organi-
zaron para rechazar un proyecto que no está acorde a sus
necesidades y a sus tradiciones culturales.

El proyecto de gran visión es parte de la iniciativa transna-
cional sostenida evidentemente por el Banco Interamerica-
no de Desarrollo y por el Fondo Monetario Internacional.

Sí se requieren evidentemente obras pero estas obras no-
sotros sostenemos deben ser consultadas con la población,
si la población de San Martín Texmelucan para nada ha si-
do tomada en cuenta como siempre al igual que con regí-
menes anteriores, el actual régimen lo único que plantea
son los intereses del gran capital nacional y del gran capi-
tal transnacional.

Por esta razón es que nosotros estamos planteando que an-
tes de votar una situación que va a ser rechazada y que ha
sido rechazada y está siendo rechazada por la comunidad
de San Martín Texmelucan, nosotros debemos escuchar
como representantes populares el sentir de las poblaciones
y ver cuál es lo que realmente quieren y este proyecto ca-
rretero de gran visión, repetimos, que no se pudo aplicar
por la resistencia de los habitantes de Tepeaca, ahora pre-
tende imponerse y darle la vuelta para expropiar cientos de
miles de hectáreas, las cuales van a ser pagadas a un precio
ínfimo por las comunidades, por eso es que nosotros esta-
mos planteando y votaremos en contra de este punto de
acuerdo en tanto que no se está respetando la opinión de los
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habitantes y de las comunidades que abarca San Martín
Texmelucan.

Muchas gracias, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, diputado. 

Para hablar en pro, tiene el uso de la palabra el diputado Jo-
sé León Castañeda, del grupo parlamentario de Acción Na-
cional.

El diputado José Gaudencio Víctor León Castañeda:

Con su permiso, señora Presidenta; compañeras y compa-
ñeros diputados: hago uso de esta tribuna para solicitar su
voto a favor de los dictámenes que hoy se ponen a consi-
deración de ustedes y que fueron elaborados en las comi-
siones de Comunicaciones y de Transportes mediante el
cual se propone que el municipio de San Martín Texmelu-
can se integre al proyecto carretero de Gran Visión y esto
permita en consecuencia construir el libramiento carretero
en dicho municipio pues resulta prioritario e indispensable
para solucionar el problema que a diario padecemos con
motivo del tráfico vehicular.

Debo decirles compañeras y compañeros legisladores, que
esta obra ha sido el anhelo de los texmeluquenses por mu-
chos años y hoy, con el voto de ustedes, estaremos dando
el primer paso para que la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes del Gobierno Federal en conjunto con el Go-
bierno del estado de Puebla, en esa suma de esfuerzos se
realice dicha obra.

Quisiera puntualizar y hacer algunas aclaraciones en este
sentido.

El diputado que me antecedió manifestó que esta obra se
está considerando en el proyecto del Plan Puebla-Panamá,
situación totalmente contradictoria. Podemos ver las esta-
dísticas, ésta es una obra independiente, es una obra que
por el contrario de afectar los intereses de diversos ciuda-
danos de la región, tiene el propósito de resolver esta pro-
blemática y déjenme decirles que muchos de ustedes segu-
ramente conocen este municipio por la gran actividad
comercial, por la actividad industrial pero que como se ha
dicho en líneas anteriores, padecemos el problema del con-
gestionamiento porque por el centro de la ciudad de San
Martín atraviesa la carretera federal México-Puebla.

De manera que, como se hizo en las comisiones corres-
pondientes previo análisis minucioso y al final de cuentas
se emitieron dictámenes a favor, no quisiera pasar la opor-
tunidad para agradecerles a los diputados integrantes de
ambas comisiones.

En mérito de lo antes expuesto, compañeras y compañeros
legisladores, a nombre de los texmeluquenses, solicito su
voto a favor y no me resta más que darles mi agradeci-
miento.

Muchas gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra el pro el diputado Narciso Alberto Ama-
dor Leal, del grupo parlamentario del PRI.

El diputado Narciso Alberto Amador Leal: 

Muchas gracias, compañera diputada Beatriz Paredes.

Pudiera haber algunos puntos de coincidencia con el dipu-
tado Bortolini en torno al proceso de globalización y sus
efectos en el desarrollo social de algunas regiones de nues-
tro país o en general de la economía nacional. De hecho
existen algunas coincidencias en torno al planteamiento de
la rigidez y la dureza de los organismos internacionales, de
financiamiento al desarrollo, pero no coincidimos, diputa-
do Bortolini, en cuanto a la perspectiva del Proyecto Gran
Visión.

El Proyecto Gran Visión es un proyecto que surge antes de
la idea del Programa Puebla-Panamá, que por otro lado he-
mos visto que ha naufragado. El Proyecto Gran Visión, co-
mo lo dice el dictamen de la iniciativa que está a discusión,
es un proyecto ejemplo de federalismo, ejemplo de capaci-
dad de concertar, de tener acuerdos entre gobiernos de una
región surgidos de diversas fuerzas políticas e igualmente
de capacidad de concertación de acciones con el Ejecutivo
Federal, poniendo encima el interés de lo que beneficia a la
población, de lo que beneficia a la gente. Por eso el pro-
yecto ha logrado madurar y ha logrado tener un espacio, un
peso específico dentro del presupuesto Federal y dentro del
presupuesto de los estados.

El proyecto que hoy se comenta la iniciativa del diputado
Víctor León, es un proyecto que busca atender una necesi-
dad real. La autopista México-Puebla cuando fue construi-
da lo hizo sobre el margen de ciudades con escaso creci-
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miento que hoy se han visto rebasadas, por así decirlo, y es
el caso de San Martín, por el desarrollo urbano acelerado,
por problemas propios de San Martín, como es el caso del
tianguis famoso de esa ciudad, de una gran importancia
económica regional.

El hecho de que no esté en el Proyecto Gran Visión ha si-
do porque la Secretaría de Comunicaciones estima que es
un problema más bien de orden municipal, más bien de or-
den local, más bien de orden del desarrollo urbano de la zo-
na conurbada de San Martín Texmelucan. Es por ello que
el presidente municipal actual, Sabás López Montaño y el
gobernador del estado, Melquíades Morales Flores, se pro-
pusieron en un compromiso con la comunidad, avanzar,
buscar una solución a la espera de que hubiese reciprocidad
del Gobierno Federal para sacar adelante este proyecto. De
esta manera se ha concluido el proyecto ejecutivo y se tie-
ne ya estimada una inversión del orden de 81 millones de
pesos para una primera fase, que iría de la carretera que
parte de Huejotzingo a la zona de San Cristóbal, esto en la
parte sur.

Hoy lo que aquí se propone es que se incluya en el Pro-
yecto Gran Visión y se solicita la participación de la Se-
cretaría de Comunicaciones, que estimamos será funda-
mental para la segunda etapa de este proyecto.

En torno a la legítima preocupación de que exista incon-
formidad de algunos propietarios de los predios, quiero de-
cir primero que no se ha dado justamente porque el pro-
yecto es apenas un estudio técnico no se ha iniciado un
proceso de indemnización de los predios que serían afecta-
dos y por lo tanto, en este momento, no existe en absoluto
alguna inconformidad, alguna protesta por parte de la po-
blación.

Desde luego coincidimos con el diputado Bortolini en el
sentido de que tales indemnizaciones, en el caso que se den
en su momento, tendrán que apegarse no sólo a derecho si-
no también a un término equitativo de justicia y que per-
mita resarcir suficientemente las expectativas de ingreso de
los propietarios de esos predios.

Coincidimos, en este punto, con el compañero Bortolini en
el sentido de que este tipo de proyectos tienen que anali-
zarse más con un sentido de rentabilidad social que de me-
ra especulación sobre el incremento especulativo de los
predios que puedan verse afectados.

Pero sí quiero dejar muy claro que en realidad se trata de
un proyecto necesario, indispensable en el que es impres-
cindible sumar los recursos y los esfuerzos de los tres ór-
denes de gobierno.

Hay un avance, esperamos que con el apoyo de todos uste-
des la Secretaría de Comunicaciones y Transportes Federal
sea sensible a esta demanda popular, sea sensible a esta ur-
gencia de una parte importante de Puebla y de México co-
mo aquí se ha dicho.

Y quiero enfatizar este punto y hacemos un llamado desde
aquí al Ejecutivo Federal porque ha habido otros puntos de
acuerdo que hemos sacado por consenso, incluso los dipu-
tados poblanos que hemos sido solidarios en este contexto,
como es el caso de los programas regionales de Desarrollo
de la sierra norte, de la Mixteca, de la sierra Negra, cuya
propuesta fue aprobada por el pleno de esta soberanía y que
al día de hoy lamentablemente no ha habido sensibilidad
para avanzar en este sentido por parte del Ejecutivo Fede-
ral, no obstante que estamos trabajando a nivel de los mu-
nicipios y del Gobierno del Estado.

Por estas razones compañeras, compañeros diputados, yo
les pido su voto aprobatorio que es fundamental para los
poblanos y en especial para esta parte de Puebla, San Mar-
tín Texmelucan, que es un lugar entrañable para todos no-
sotros.

Muchas gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Gracias, señor diputado.

El diputado Pérez Cruz que se había inscrito nos ha infor-
mado que declina su participación.

Le ruego a la Secretaría consultar con la Asamblea si está
suficientemente discutido el punto de acuerdo.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

En votación económica, se pregunta a la Asamblea si se
considera suficientemente discutido el punto de acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...
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Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Suficientemente discutido, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Consulte la Secretaría a la Asamblea, en votación econó-
mica, si se aprueba el punto de acuerdo.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

En votación económica, se pregunta a la Asamblea si se
aprueba el punto de acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Aprobados los puntos de acuerdo. Procédase co-
mo corresponda.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Pasamos al capítulo de excitativas. 

GAS LICUADO

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra el diputado Alfredo Hernández Raigosa
del grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática para presentar una excitativa a las comisiones de
Puntos Constitucionales y de Energía.

El diputado Alfredo Hernández Raigosa: 

Con su permiso compañera Presidenta; compañeras y com-
pañeros diputados:

El día de hoy vengo a esta tribuna a presentar una excitati-
va atentamente dirigida para las comisiones de Puntos
Constitucionales y la Comisión de Energía de esta Cámara
de Diputados. Por enésima vez en esta tribuna, vengo a
plantear un remanente que traemos, muchos de los que so-
mos diputados de mayoría y que representamos a vastos
sectores de la población, agobiados por la situación econó-
mica, y que el contacto de esa representación nos obligan a

venir a plantear en esta tribuna, la grave problemática que
sigue golpeando la economía de estos sectores de la pobla-
ción, por un problema que pareciera que hasta este mo-
mento no ha sensibilizado al cúmulo de diputadas y dipu-
tados en esta Cámara. 

Y es verdaderamente lamentable que hasta este momento
no hemos tomado una sola resolución, ya que desde el día
25 de abril del año 2001, presenté en esta tribuna una ini -
ciativa de ley, en relación a la problemática del gas LP en
nuestro país, en su cadena de producción, distribución y
comercialización, de la cual sin duda hay un diagnóstico
preciso, que actualmente existen prácticas monopólicas en
este mercado, donde empresas como Zeta, Vela, Uribe,
Garza, Nieto, se apoderan, pactan con el gobierno, instru-
mentan políticas de daño a los consumidores del gas LP,
que en este país no tienen otra alternativa más que ese ener-
gético, para calentar sus alimentos, para poder de esta ma-
nera alimentar a su familia o calentar el agua para bañarse.

A más de un año de haber presentado esta iniciativa y amén
de haber denunciado que también existen prácticas corrup-
tas en esta cadena, como es la ordeña de los tanques hasta
con 5 kilogramos por cada 20 de ellos, además de haber de-
nunciado que existe la propina obligatoria, porque los tra-
bajadores no tienen condiciones laborales conforme a la
ley, además de haber señalado que existen más de 10 mi-
llones de tanques en mal estado, que representan una ver-
dadera bomba de tiempo, para los que tienen un cilindro de
10, 20 ó 30 kilogramos, hasta este momento en esta Cáma-
ra, no se ha dictaminado ni en pro ni en contra estas inicia-
tivas.

El golpe brutal que se le acaba de cometer a estos consu-
midores de gas LP en nuestro país, representa que en los úl-
timos 7 meses, un tanque de 20 kilogramos ya subió 30 pe-
sos, lo cual rebasa la posibilidad económica de que la
familia en México pueda vivir con dignidad, con un salario
que es verdaderamente denigrante y que no cubre las ex-
pectativas de la manutención de una familia.

Es indispensable entonces, hacer un atento exhorto a las
comisiones correspondientes, una excitativa que permita
que se aprueben las iniciativas que hay en esa materia y no
seguir dejando en el desamparo a 20 millones de hogares
mexicanos, que no tienen otra alternativa que el gas LP pa-
ra cubrir esta necesidad, o nos da la impresión que se qui-
siera volver a la etapa donde se calienta con varas, con le-
ña o con residuos de árboles y que la gente viva en la
penumbra también por los altos cobros de la luz.
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Es indispensable entonces exhortar a nuestras compañeras
y compañeros de estas comisiones, a que en un acto de sen-
sibilidad política social, los excito; los exhorto, los llamo a
que aprueben o desechen, en su defecto, las iniciativas aquí
presentadas por su servidor y por ello decidí presentar, una
vez más, esta excitativa a estas comisiones. 

Muchas gracias.

«Excitativa a las comisiones de Puntos Constitucionales y
Energía, para que dictamine la Presidencia de esta sobera-
nía la iniciativa de reformas y adiciones a diversos ordena-
mientos jurídicos, incluida la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, constante en que el Congreso
de la Unión a través de la Cámara de Diputados fije el pre-
cio del kilogramo del gas LP, en base a los informes envia-
dos por el Ejecutivo Federal.

Beatriz Paredes Rangel, Presidenta de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos.— Presente.

Los suscritos, diputadas y diputados de la LVIII Legislatu-
ra del honorable Congreso de la Unión, integrantes del gru-
po parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y
45 párrafo VI, inciso e, de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; 21 fracción
XVI, y 87 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, soli-
citamos respetuosamente a esta Presidencia, tenga a bien
formular una excitativa a las comisiones de Puntos Consti-
tucionales y de Energía, de la Cámara de Diputados, a efec-
to de emplazarlas a emitir el dictamen correspondiente en
día determinado, a fin de que sea presentada ante el pleno
de este órgano legislativo, la iniciativa de reformas y adi-
ciones a diversos ordenamientos jurídicos, incluida la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
consistente en crear una instancia única reguladora de la
venta, distribución y comercialización del gas licuado de
petróleo, al tenor de los siguientes:

ANTECEDENTES

Con fecha 25 de abril de 2001, a nombre del grupo parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática, se pre-
sentó ante el pleno de esta Cámara la iniciativa de reformas
y adiciones a diversos ordenamientos jurídicos, incluida la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
consistente en crear una instancia única reguladora de la

venta, distribución y comercialización del gas licuado de
petróleo.

Esta iniciativa reviste una gran importancia para sanear la
cadena de producción y distribución del gas LP, en donde
actualmente se atiende a más de 18.6 millones de familias
mexicanas que consumen como única alternativa dicho
energético.

Las reformas planteadas pretenden dar estabilidad al mer-
cado, erradicando más de 40 años de anarquía, de vicios,
de corrupción y de falta de control en esta industria.

Asimismo, las reformas prevén el mecanismo para elimi-
nar el sobreprecio del kilogramo de gas LP que afecta a mi-
llones de familias y que en los últimos siete meses se ha in-
crementado en más del 35%.

Actualmente el kilo de gas LP está en los 5.82 pesos; es de-
cir, existe un sobreprecio de alrededor de 2.5 pesos por ca-
da kilo de gas LP. Este sobreprecio se debe a que para Pe-
mex, producir un kilo de gas LP le cuesta 55 centavos, por
lo cual hay condiciones sin que se afecten las finanzas de
la paraestatal, y teniendo en cuenta las ganancias de las ga-
seras para que se reduzca el precio del gas LP en 3.14 pe-
sos por cada kilogramo.

Esta misma iniciativa tiene como objetivo coordinar en la
Comisión Nacional de Vigilancia y Control del Gas Licua-
do de Petróleo (Conavic), todas las facultades que hoy se
encuentran dispersas en diferentes secretarías de Estado,
organismos descentralizados y desconcentrados de la Ad-
ministración Pública Federal, a fin de establecer políticas
públicas que permitan dar seguridad a los usuarios de este
energético.

CONSIDERACIONES

En abril del año pasado, se presentó ante el pleno de esta
soberanía la iniciativa de Ley para Crear la Comisión Na-
cional de Vigilancia y Control del gas LP, el mercado de
producción y distribución de dicho energético se encontra-
ba en total desorden, situación que no ha cambiado en ab-
soluto, ya que los males que hemos venido denunciado como
son "la ordeña hormiga", "la propina obligatoria", el sobre-
precio del gas, la dependencia de los precios internaciona-
les, principalmente el del mercado del gas Mont Belvieu,
los más de 10 millones de cilindros en pésimas condiciones
que provocan flamazos, incendios y explosiones, las malas
condiciones laborales y la carencia de prestaciones de los
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trabajadores de las gaseras, el monopolio, el oligopolio,
el fraude, la corrupción entre autoridad y empresario no
han desaparecido, sino por el contrario se han reorganiza-
do con el único fin de burlar la ley y por ende el estado de
derecho.

Estas situaciones pueden ser corroboradas fácilmente, bas-
ta con salir a realizar un operativo con la Procuraduría Fe-
deral del Consumidor, para darse cuenta que se venden ki-
los de 500 gramos, o constatar el lamentable estado en que
se encuentran los cilindros debido a la falta de manteni-
miento y a su sustitución por cilindros que cumplan con las
normas oficiales mexicanas.

En estos operativos se da uno cuenta que al trabajador se le
quiere echar la culpa de "la ordeña hormiga", siendo que
los únicos responsables son los empresarios del gas LP, que
en su único afán de ganar más, han lucrado con la necesi-
dad del pueblo mexicano, ya que son ellos los que desde la
planta de llenado cometen a plena luz del día y con toda la
impunidad, el robo a millones de mexicanos.

Estos abusos en contra de millones de mexicanos se repi-
ten a lo largo y ancho de la nación, sin existir unificación
en las decisiones para ordenar la cadena de producción y
distribución del gas LP.

El Ejecutivo Federal trató de solucionar superficialmente
el mercado de distribución del gas LP, con el decreto pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación expedido el
13 de marzo de 2001; sin embargo, dicho decreto sólo es
un paliativo más, ya que no resuelve de fondo los atrasos
que hay en la industria del gas LP, amén de que dicha me-
dida sólo fue transitoria, pues sus efectos terminaron en
agosto del presente año.

La anarquía que impera en esta industria no puede solucio-
narse con un mero decreto del Ejecutivo Federal, ya que se
requiere de la intervención de esta soberanía para dar se-
guridad a los millones de consumidores.

Para sanear el mercado del gas LP es necesario crear un or-
ganismo rector como el que propusimos en esta tribuna;
para mejorar es necesario redimensionar el problema y dar
soluciones de carácter social en beneficio de millones de
hogares mexicanos.

Es necesario que el Congreso, a través de la Cámara de Di-
putados, intervenga en la fijación del precio del kilogramo

de gas LP, máxime cuando el precio tiende al alza y sin
ningún control real por parte de la autoridad.

Además se debe poner especial atención, pues el primer
decreto del Ejecutivo Federal que fija un precio máximo
concluyó en agosto de este año, prorrogándose por seis
meses más, y al finalizar su vigencia los consumidores
volverán al desamparo y al abuso cotidiano de parte de
los gaseros.

Por estas razones, nuestra fracción parlamentaria conside-
ra necesario que se dictamine esta iniciativa, pues el con-
sumidor no puede seguir en un desamparo total por parte
de la ley y de la autoridad, pues hay que mencionar que a
pesar de tener la facultad y obligación la Secretaría de
Energía, de retirar los permisos-concesión a las empresas
gaseras que "ordeñan" los cilindros, ésta no ha retirado ni
un solo permiso a pesar que a diario hay quejas de este
tipo a lo largo y ancho del país.

Por eso se hace necesario y urgente dictaminar la iniciati-
va presentada en ésta, la más alta tribuna de la nación,
para dar mensajes claros a la sociedad, que se está traba-
jando por ella y para ella.

Por lo anteriormente expuesto, exponemos las siguientes

Consideraciones de derecho

1. Con fundamento en el artículo 87 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, ha transcurrido por mucho el tiempo
concedido en el Reglamento para que una comisión dicta-
mine una iniciativa.

2. El 2 de abril del año en curso, esta Presidencia solicitó
se dictaminara la iniciativa referida; sin embargo no se ha
emitido el dictamen correspondiente.

3. En tal virtud, es procedente que la Presidenta de la Cá-
mara de Diputados, en cumplimiento con lo dispuesto en la
fracción XVI del artículo 21 del Reglamento antes señala-
do, excite a las comisiones de Puntos Constitucionales y de
Energía, a fin de que emitan el dictamen correspondiente
en el día que así determine esta Presidencia.

Por lo anteriormente expuesto, a usted, señora Presidenta
de la Cámara de Diputados de la LVIII Legislatura del
Congreso de la Unión, solicitamos:
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Unico. Se sirva excitar a las comisiones de Puntos Consti-
tucionales y de Energía, para que presenten el día que de-
termine la Presidencia el dictamen que corresponda a la
iniciativa de reformas y adiciones a diversos ordenamien-
tos jurídicos, incluida la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para crear una instancia única re-

guladora de la venta, distribución y comercialización de
gas licuado de petróleo.

México, D.F., a 3 de octubre de 2002.— Diputado. Alfredo
Hernández Raigosa.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado.

De conformidad con lo que establece el artículo 21 frac-
ción XVI del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se

excita a las comisiones de Puntos Constitucionales y de
Energía para que emitan el dictamen correspondiente.

Por tratarse de una reforma constitucional y por la concu-
rrencia de dos comisiones y dado que es la segunda exci-
tativa, se fija a más tardar el día 15 de noviembre para que
se emita el dictamen ante esta Asamblea.
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MOVIMIENTO ESTUDIANTIL DE 1968

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra la diputada Rosario Tapia Medina, del gru-
po parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca, para presentar una excitativa a la Comisión de Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias.

La diputada María del Rosario Tapia Medina:

Gracias, señora Presidenta; compañeras y compañeros:

Hace dos años, por estas mimas fechas, se presentó ante es-
ta tribuna una iniciativa de decreto para inscribir en el mu-
ro de honor del recinto legislativo la frase "A los Mártires
del Movimiento Estudiantil de 1968". Aquí no han pasado
meses ni un año, son dos años ya, prácticamente iniciando
la Legislatura hicimos esta propuesta por parte del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrática y
es la fecha que de parte de la comisión respectiva, no ha
emitido ningún dictamen, ya sea aprobando o rechazando
esta propuesta.

En variadas ocasiones hemos comentado de la necesidad
de que la comisión debatiera, buscara algún consenso, bus-
camos algunas alternativas y sin embargo no arribaron a
ninguna conclusión.

Por eso en esta ocasión, nos vemos obligados a presentar-
nos nuevamente ante este pleno para exigir, solicitar o bien
suplicar, prácticamente, a través de esta excitativa a la co-
misión, que pueda resolver en lo inmediato sobre este pun-
to de acuerdo.

En aquella ocasión, nosotros sustentamos nuestra propues-
ta en algunos argumentos básicos; yo recordaría, el funda-
mental y es algo que tendría que retomar la comisión, el re-
conocimiento indiscutible hoy, en el 2002 y en su momento
ya lo decíamos, en el 2000 de parte de todos los grupos par-
lamentarios, de parte de todas las fuerzas de nuestro país,
las fuerzas políticas, de la importancia que había tenido el
movimiento de 1968 como movimiento social, movimien-
to estudiantil, para iniciar o abrir más los caminos hacia la
democracia en nuestro país, el camino hacia la transición
de la que hoy todos estamos participando.

En ese sentido solicitábamos un reconocimiento, como a
otros promotores de cambios importantes, de tránsitos fun-
damentales durante toda la historia de nuestra patria que

están inscritos ahora en los muros de esta Cámara de Di-
putados y por qué negarle esa posibilidad y sobre todo ese
derecho sobre la base de este reconocimiento, a los márti-
res de ese movimiento de 1968.

Entrego por lo tanto, una vez más a la Secretaría de nues-
tra Mesa Directiva esta propuesta, solicitando que la comi-
sión aborde de inmediato el tema y que en todo caso, si así
lo considera por no haber consensos, pues que lo dé por re-
chazado, pero mi opinión personal como diputada federal,
es que lo peor que podemos hacer en la Cámara de Diputa-
dos, es mandar a la congeladora las iniciativas. Creo que
ése debe ser uno de los principales cambios que debe haber
en esta Cámara y creo que podemos ser promotores de
ellos.

Muchísimas gracias.

«Excitativa sobre la iniciativa de decreto para inscribir en
el muro de honor del recinto legislativo la frase "A los
Mártires del Movimiento Estudiantil de 1968" que presen-
tó la diputada María del Rosario Tapia Medina, a nombre
del grupo parlamentario del PRD.

ANTECEDENTES

1. El 3 de octubre de 2000, la suscrita, María del Rosario
Tapia Medina, presentó a nombre del grupo parlamentario
del PRD, la iniciativa de decreto para inscribir en el muro
de honor del recinto legislativo la frase: "A los Mártires del
Movimiento Estudiantil de 1968". En esa misma fecha la
Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados turnó la iniciativa a la Comisión de Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias para su estudio y dictamen.

2. En la exposición de motivos de dicha iniciativa se soste-
nía que la transición democrática en México ha sido tor-
tuosa, lenta y con altibajos, no obstante que este proceso
había sido posible gracias a movimientos sociales como el
de 1968; que gracias al 68 y a la persistencia de cientos de
miles de mexicanos, que en los años subsiguientes mantu-
vieron viva la llama de la democracia, el statu quo empezó
a ser cuestionado profundamente por la sociedad hasta que
dejó de ser para siempre una justificación para la inmovili-
dad, para tolerar lo injusto, para mantener el tutelaje auto-
ritario en las decisiones que atañen al pueblo.

Asimismo, que después de más de tres décadas de aquel
cercano y presente 68, la sociedad está atenta a los destinos
del país. Ahora nadie permitiría que se aplastaran los sue-
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ños y utopías de un mundo justo y democrático en aras de
la "estabilidad"; que recuperar nuestra historia reciente,
con independencia del partido político al que pertenezca-
mos, implica aceptar que el movimiento de 1968 represen-
ta nuestro reconocimiento y respeto al disenso, encierra
nuestro entendimiento a los movimientos históricos que vi-
vimos. En consecuencia, por éstas y otras razones de la
misma densidad histórica y política, se presentó la iniciati-
va de decreto para identificarnos en nuestra historia mo-
derna; para reconocernos bajo una misma causa libertaria.

3. Hace un año, quien suscribe, presentó una excitativa con
el propósito de que la iniciativa en cuestión fuese dictami-
nada favorablemente, dada la importancia de los sucesos
de 1968 y el reconocimiento de que el 2 de octubre de
aquel año fue un hito en la lucha por la democracia en
nuestro país. Hasta la fecha esa excitativa no ha sido aten-
dida.

CONSIDERACIONES

1. En los muros del recinto legislativo está inscrita parte de
nuestra historia patria, son nuestra memoria y nuestra guía.
Por eso resulta necesario romper el hito de la historia ofi-
cial y reconocer a dichos actores del cambio democrático
como parte insustituible de la historia nacional.

2. México cambió después de 1968, pero aún es un país
con profundas desigualdades sociales, sin libertades demo-
cráticas plenas y con un sistema político que se resiste al
cambio. Hoy, a casi 34 años del movimiento estudiantil,
debemos rendir homenaje a los jóvenes que marcharon por
las calles de la Ciudad de México exigiendo un futuro de-
mocrático para nuestra nación y cuyas voces fueron sega-
das impunemente. Hoy como ayer demandamos justicia
para los caídos; señoras y señores legisladores: nuestra pro-
puesta defiende el derecho del pueblo mexicano a tener
memoria. Hoy como en el pasado: ¡2 de octubre no se ol-
vida!

Por los anteriores antecedentes y consideraciones, solicita-
mos a la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados se sirva:

Unico. Habiendo transcurrido con exceso el plazo previsto
por el artículo 87 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
con fundamento en las atribuciones que le confiere la frac-
ción XVI del artículo 21 del citado ordenamiento, le solici-
to envíe excitativa y fije fecha a la Comisión de Regla-

mentos y Prácticas Parlamentarias de esta Cámara, para
que presente el dictamen de la iniciativa de decreto para
inscribir en el muro de honor del recinto legislativo la fra-
se: "A los Mártires del Movimiento Estudiantil de 1968",
presentada por la diputada María del Rosario Tapia Medi-
na, a efecto de darle el tratamiento legislativo correspon-
diente.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 3 de octubre de
2002.— Diputada María del Rosario Tapia Medina.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señora diputada.

De conformidad con lo que establece el artículo 21 frac-
ción XVI del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, se excita a
la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias, para que emita el dictamen correspon-
diente. En virtud de que es la segunda excitativa esta
Presidencia fija a más tardar el día 8 de noviembre para
que se presente ante la Asamblea.

Tiene la palabra la diputada Norma Patricia Riojas Santa-
na, del Partido de la Sociedad Nacionalista, para presentar
una excitativa a las comisiones de Justicia y Derechos Hu-
manos y de Equidad y Género. 

Diputado Martí Batres...

El diputado Martí Batres Guadarrama (desde su curul):

Señora Presidenta, una pregunta sobre esta excitativa que
acabamos de escuchar. 

Efectivamente como dice la diputada Rosario Tapia, hace
un año se presentó otra excitativa al respecto y yo quisiera
preguntarle qué podemos hacer en este caso cuando se pre-
senta una iniciativa y simple y sencillamente no es dicta-
minada. Se hace una excitativa, la Presidencia de la Cáma-
ra hace una excitativa a la comisión y no se dictamina. Pasa
un año y se hace otra excitativa y no se dictamina.

Quisiera yo preguntarle qué se puede hacer en este caso,
porque quedamos en un estado de indefensión los legisla-
dores al presentar iniciativas que simple y sencillamente no
se dictaminan en la comisión, como ésta de las letras de oro
de los mártires de Tlatelolco. 
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La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Le ruego a la Secretaría dar lectura al artículo 21 del Re-
glamento Interior para el Congreso General en su fracción
XVI.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

"Reglamento para el Gobierno Interior. Artículo 21 frac-
ción XVI...

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Lea el encabezado del artículo 21.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Son obligaciones del Presidente:

XVI. Excitar a cualquiera de las comisiones a nombre de la
Cámara, a que presenten dictamen si han transcurrido cin-
co días después de aquél en que se les turne un asunto. Y
si no fuere suficiente la emplazará para día determinado. Y
si ni así presentare el dictamen, propondrá a la Cámara que
se pase a otra comisión.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, diputado Secretario. 

Diputado Martí Batres, el propio Reglamento precisa cuál
es el trámite que esta Presidencia está obligada a dar. 

Continuamos con la sesión.

CODIGO PENAL FEDERAL

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra la diputada Norma Patricia Riojas Santa-
na, del Partido de la Sociedad Nacionalista, para presentar
una excitativa a las comisiones de Justicia y Derechos Hu-
manos y de Equidad y Género. 

La diputada Norma Patricia Riojas Santana:

Con el permiso de la Presidencia: 

La suscrita, diputada federal a la LVIII Legislatura del
Congreso de la Unión, integrante del Partido de la Socie-
dad Nacionalista, con fundamento en lo dispuesto por el ar-
tículo 21 fracción XVI y demás relativos del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, solicito respetuosamente de esta
Presidencia tenga a bien formular una excitativa a las co-
misiones de Justicia y Derechos Humanos, Equidad y Gé-
nero para que a la brevedad posible dictaminen para su pre-
sentación en este pleno, la iniciativa de reformas al artículo
259-Bis, del Código Penal Federal, al tenor de los siguien-
tes 

ANTECEDENTES

El 8 de noviembre del 2001 la que suscribe presentó a
nombre de diputadas y diputados integrantes de los grupos
parlamentarios del PRI, PAN, PRD, Verde Ecologista, PT,
PAS y Sociedad Nacionalista, la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 259-bis del Códi-
go Penal Federal, con la finalidad de que el delito de hos-
tigamiento sexual se tipifique como aquella conducta por la
cual una persona asedie, acose o solicite favores de natura-
leza sexual a otra para sí o para un tercero sin importar la
relación que exista entre ellos. 

Es decir, que se pretende ampliar el supuesto jurídico que
limite el hostigamiento sexual a las relación de supra, a
subordinación y cambiar la penalidad pecuniaria que ac-
tualmente contempla dicho artículo con la privación de la
libertad de seis meses a dos años.

El Presidente de la Cámara de Diputados turnó la iniciati-
va de reforma a la Comisión de Justicia y Derechos Huma-
nos, por un ser un tema de su competencia, para que emi-
tiera el dictamen correspondiente.

Con fecha 30 de abril de 2002 la Secretaría de la Mesa Di-
rectiva nos dio a conocer al pleno de la Cámara de Dipu-
tados un oficio de la Comisión de Equidad y Género por el
cual se solicitaba la ampliación del turno, por considerar
que era de su competencia.

La Presidencia de la Mesa Directiva modificó el turno,
quedando de la siguiente manera: "se turna a la Comisión
de Justicia y Derechos Humanos, con opinión de la Comi-
sión de Equidad y Género".

Toda vez que aún no se emite el dictamen correspondiente
de la iniciativa en comento, la que suscribe insiste y hace
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énfasis en la necesidad de reformar el marco legal penal
con la finalidad de otorgar mayor seguridad jurídica a los
gobernados y proporcionar una pronta, expedita e impar-
cial impartición de justicia.

En razón de lo anterior, se expresan las siguientes 

CONSIDERACIONES

La violencia sexual es un fenómeno que afecta tanto a mu-
jeres como a hombres, de distintas edades, condiciones de
vida y regiones geográficas gravemente extendido y con
consecuencias muy serias para los agredidos, para las fa-
milias y para la comunidad en general.

Ahora bien, la regulación en el Código Penal Federal en
cuanto a que el hostigamiento se realice por un superior je-
rárquico a un subordinado, derivado de sus relaciones la-
borales de docencia, domésticas o cualquier otra que im-
plique subordinación, se encuentra perfectamente normado
y la penalidad es ínfima: 40 días de multa.

Si bien esta disposición es positiva, es pensable que surti -
ría mayores efectos si se hiciera extensiva la sanción penal
del delito de hostigamiento sexual a las relaciones de igual-
dad, ya que el artículo citado no comprende el hostiga-
miento de una persona por otra que no sea su superior je-
rárquico y el hostigamiento sexual en donde existe una
relación de jerarquía es una práctica reiterada que sufre una
gran mayoría de la población.

Asimismo, definir el hostigamiento sexual como la con-
ducta por la cual se asedie, acose o solicite favores de na-
turaleza sexual para sí o para terceras personas, resulta más
explícita que la actual redacción que tiene el artículo 259-
bis, y dejaría de ser letra muerta.

Que en virtud de que ha transcurrido en exceso el término
de cinco días señalado en el artículo 87 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos para que las comisiones de Justicia
y Derechos Humanos y de Equidad y Género emitan el dic-
tamen correspondiente de la iniciativa presentada en este
pleno desde el 8 de noviembre de 2001, hoy acudo ante es-
ta Asamblea invocando el artículo 21 fracción XVI del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, para que la Presidencia
de esta Mesa Directiva excite a las comisiones antes men-
cionadas a efecto de que dictaminen la iniciativa de refor-
mas al artículo 259-bis del Código Penal Federal.

Por lo expuesto y fundado a usted, Presidenta de la Cáma-
ra de Diputados de la LVIII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, muy atentamente pido se sirva:

Unico. En los términos de los antecedentes y consideracio-
nes expuestas, así como de conformidad con los preceptos
legales invocados, se sirva excitar a las comisiones de Jus-
ticia y Derechos Humanos y Equidad y Género para que
presenten el dictamen que corresponde a la iniciativa de re-
formas al artículo 259-bis del Código Penal Federal.

Suscribe la presente, por el Partido de la Sociedad Nacio-
nalista, la diputada Norma Patricia Riojas Santana.

Palacio Legislativo, 3 de octubre de 2002.

Es cuanto, señora Presidenta. 

Agradecería que se publicara en la Gaceta Parlamentaria,
señora Presidenta.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Ciudadana Presidenta de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión.— Presente.

La suscrita, diputada federal a la LVIII Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, integrante del Partido de la
Sociedad Nacionalista, con fundamento en lo dispuesto por
el artículo 21 fracción XVI y demás relativos del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos solicitó respetuosamente de
esta Presidencia, tenga a bien formular una excitativa a las
comisiones de Justicia y Derechos Humanos y Equidad y
Género, para que a la brevedad posible dictaminen para su
presentación en el pleno de esta soberanía la iniciativa de
reformas al artículo 259-bis del Código Penal Federal, al
tenor de los siguientes

ANTECEDENTES

El 8 de noviembre de 2001, la que suscribe presentó a nom-
bre de diputadas y diputados integrantes del los grupos par-
lamentarios del PRI, PAN, PRD, PVEM y PT y los parti -
dos políticos Alianza Social y Sociedad Nacionalista, la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el
artículo 259-bis del Código PenaI-Federal, con la finalidad
que el delito de hostigamiento sexual se tipifique como
aquella conducta por la cual una persona asedie, acose o
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solicite favores de naturaleza sexual a otra para sí o para un
tercero sin importar la relación que exista entre ellos, es de-
cir, se pretende ampliar el supuesto jurídico que limita el
hostigamiento sexual a las relaciones de supra a subordina-
ción y cambiar la penalidad pecuniaria, que actualmente
contempla dicho artículo, por la privación de la libertad de
seis meses a dos años.

El Presidente de la Cámara de Diputados turnó la iniciati-
va de reformas a la Comisión de Justicia y Derechos Hu-
manos, por ser un tema de su competencia, para que emi-
tieran el dictamen correspondiente.

Con fecha 30 de abril de 2002, la Secretaría de la Mesa Di-
rectiva dio a conocer al pleno de la Cámara de Diputados
oficio de la Comisión de Equidad y Género por el que se
solicita la ampliación de turno por considerar que es de su
competencia. La Presidencia de la Mesa Directiva modifi-
có el turno, quedando de la siguiente manera:

"Se turna a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos,
con opinión de la Comisión de Equidad y Género."

Toda vez que aún no se emite el dictamen correspondiente
de la iniciativa en comento, la que suscribe insiste y hace
énfasis en la necesidad de reformar el marco legal penal
con la finalidad de otorgar mayor seguridad jurídica a los
gobernados y proporcionar una pronta, expedita e impar-
cial impartición de justicia.

En razón de lo anterior se expresan las siguientes

CONSIDERACIONES

Primero. La violencia sexual es un fenómeno que afecta
tanto a mujeres como a hombres de distintas edades, con-
diciones de vida y regiones geográficas, gravemente exten-
dido y con consecuencias muy serias para los agredidos,
para sus familias y para la comunidad en general. Si bien la
situación jurídica de la mujer mexicana ha evolucionado de
manera lenta pero sostenida, configurándose en la actuali-
dad un panorama bastante equilibrado entre los deberes y
derechos de hombres y mujeres a nivel de la legislación fe-
deral, resulta indispensable que los legisladores tomemos
conciencia de la necesidad imperiosa de responder indivi-
dual y colectivamente al desafío de su prevención y erradi-
cación y trabajar todos juntos en medidas integrales y hu-
manizadoras que reparen el daño a las personas que sufren
la violencia sexual.

Segundo. En los últimos años se han emitido convenciones
y declaraciones internacionales a favor de los derechos de
las mujeres y contra la discriminación de género, de ellas,
México a firmado y ratificado varias de ellas, entre las que
destacan la Convención sobre la Eliminación de todas las
Formas de Discriminación Contra la Mujer y la Conven-
ción Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia Contra la Mujer (Convención de Belém do Pará)
en las que se define la violencia contra las mujeres como
cualquier acción o conducta, basada en su género, que cau-
se muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico a
la mujer tanto en el ámbito público como en el privado. La
violencia contra las mujeres constituye una violación de los
derechos humanos y las libertades fundamentales y limita
total o parcialmente a las mujeres el reconocimiento, goce
y ejercicio de tales derechos y libertades.

Tercero. Dentro de las formas de violencia sexual encon-
tramos el hostigamiento sexual, donde por regla general es
la mujer, quien es la víctima de esta conducta. El artículo
259-bis del Código Penal Federal tipifica el delito de hos-
tigamiento sexual entendido como una conducta de natura-
leza sexual, que viola la dignidad y a la autonomía sexual
de la mujer y del hombre, a través de la cual una persona
con fines lascivos asedia reiteradamente a persona de cual-
quier sexo valiéndose de su posición jerárquica derivada de
sus relaciones laborales, docentes, domésticas o cualquier
otra donde exista un vínculo de subordinación.

Cuarto. La regulación en el Código Penal Federal en cuan-
to a que el hostigamiento se realice por un superior jerár-
quico a un subordinado derivado de sus relaciones labora-
les de docencia, domésticas o cualquier otra que implique
subordinación, se encuentra perfectamente normado y la
penalidad es ínfima: 40 días de multa.

Quinto. Si bien esta disposición es positiva, es pensable
que surtiría mayores efectos si se hiciera extensiva la san-
ción penal del delito de hostigamiento sexual a las relacio-
nes de igualdad, ya que el artículo citado no comprende el
hostigamiento de una persona por otra que no sea su supe-
rior jerárquico y el hostigamiento sexual en donde no exis-
te una relación de jerarquía es un práctica reiterada que su-
fren la mayoría de mujeres, ya sean casadas o solteras,
quienes se encuentran en estado de indefensión frente al
agresor quien goza de impunidad, ya que no existe una nor-
ma que castigue esta conducta en particular. Asimismo, de-
finir al hostigamiento sexual como la conducta por la cual
se asedia, acose o solicite favores de naturaleza sexual pa-
ra sí o para tercero resulta más explícita que la actual re-
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dacción que tiene el artículo 259-bis y dejaría de ser letra
muerta.

Sexto. Es momento de comenzar a legislar en este sentido,
para trasladar el hostigamiento sexual a un plano no exclu-
sivamente laboral, docente o doméstico; afirmamos no es
suficiente una ley para combatir el hostigamiento sexual
como una práctica que viola los derechos humanos y sos-
laya la dignidad humana.

Hay que comenzar la lucha contra el hostigamiento sexual,
la cual es una lucha por la libertad, la dignidad y el bienes-
tar de la familia y de la sociedad.

Séptimo. Las mujeres somos más del 50% de la población
en México, objeto de numerosos abusos por nuestra condi-
ción de género, por lo que esta iniciativa representa la
oportunidad para que la LVIII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión asuma una postura firme y decidida
ante la problemática social de estos tiempos y sobre todo
de hacer leyes para y a favor de las mujeres, además de
cumplir con los tratados y convenciones internacionales,
que conforme al artículo 133 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos son Ley Suprema de toda la
Unión.

Octavo. Que en virtud de que ha transcurrido en exceso el
término de cinco días señalado en el artículo 87 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, para que las comisiones de
Justicia y Derechos Humanos y de Equidad y Género emi-
tan el dictamen correspondiente, de la iniciativa presentada
en este pleno desde el 8 de noviembre de 2001. Hoy acudo
ante esta honorable Asamblea invocando el artículo 21
fracción XVI del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, para
que la Presidencia de esta Mesa Directiva excite a las co-
misiones antes mencionadas a efecto de que dictaminen la
iniciativa de reformas al artículo 259-bis del Código Penal
Federal.

Por lo expuesto y fundado, a usted, Presidenta de la Cáma-
ra de Diputados de la LVIII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, muy atentamente pido se sirva:

Unico. En los términos de los antecedentes y consideracio-
nes expuestas, así como de conformidad con los preceptos
legales invocados, se sirva excitar a las comisiones de Jus-
ticia y Derechos Humanos y Equidad y Género, para que

presenten el dictamen que corresponde a la iniciativa de re-
formas al artículo 259-bis del Código Penal Federal.

Suscribe la presente por el Partido de la Sociedad Nacio-
nalista.

Palacio Legislativo, a 1o. de octubre de 2002.— Diputada
Norma Patricia Riojas Santana.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Cómo no, diputada. 

Atendiendo la solicitud de la diputada, se publique ín-
tegramente su excitativa en la Gaceta Parlamentaria y
de conformidad con lo que establece el artículo 21 frac-
ción XVI del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
realice una excitativa a las comisiones de Justicia y De-
rechos Humanos y de Equidad y Género para que emi-
tan el dictamen correspondiente.

Pasamos al siguiente capítulo, que es el relativo a proposi-
ciones.

NORMA OFICIAL MEXICANA 029

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Como recordará la Asamblea, en la sesión pasada se pre-
sentó un planteamiento que llevó a esta Mesa Directiva a
determinar que el punto de acuerdo planteado por el dipu-
tado Miguel Bortolini Castillo, del grupo parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, pudiese tratarse en
el capitulado de proposiciones al inicio de las mismas en
esta sesión.

En este sentido vamos a darle continuidad al procedimien-
to que se estaba llevando a cabo y entramos a tratar el te-
ma del punto de acuerdo presentado por el diputado Miguel
Bortolini Castillo, vinculado con la Norma Oficial Mexi-
cana 029 en torno a las cuestiones de pesca de tiburón. 

Consulto a los grupos parlamentarios si tienen alguna pro-
puesta para esta Mesa Directiva en torno a este punto de
acuerdo.
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El diputado Concepción Salazar González 
(desde su curul): 

Señora Presidenta...

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Sí, diputado. Concepción Salazar.

El diputado Concepción Salazar González
(desde su curul): 

Solicito para que este punto de acuerdo del diputado Bor-
tolini pueda pasar a las comisiones de Medio Ambiente y
en su caso si acepta Turismo, que pase también.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Bortolini: ¿tiene usted alguna opinión al res-
pecto?

El diputado Miguel Bortolini Castillo (desde su curul): 

Sí, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra el diputado Miguel Bortolini.

El diputado Miguel Bortolini Castillo:

Gracias, señora Presidenta:

En lo personal agradezco a la Presidencia la oportuna y
puntual programación de la discusión de este punto de
acuerdo.

En la fundamentación que expusimos el pasado martes
mencionábamos que la discusión en torno a la norma sea
ha desarrollado con sensacionalismo y superficialidad y
con un enorme desconocimiento de la realidad productiva
y social en la que se desenvuelven los pescadores ribere-
ños.

Siendo congruentes con esta afirmación, lo menos que po-
díamos hacer era aceptar que la votación de nuestra pro-
puesta se aplazara una sesión, tiempo suficiente para leer y
reflexionar entorno al resolutivo planteado.

Aquí nosotros planteamos firmas de la mayoría de los inte-
grantes de la Comisión de Pesca y de todas las fracciones,
porque era un punto sumamente complejo y vaya que lo es,
es sumamente complejo. Pero el reconocimiento de esa
complejidad es precisamente el punto en cuestión. La com-
plejidad del problema es lo que motivó a plantear nuestro
punto de acuerdo. Eso es lo que motivó a redactar un reso-
lutivo consensado con integrantes del grupo parlamentario
del PAN, fundamentalmente, donde se reconoce la com-
plejidad del problema y se planteaba una solución.

Esta solución era una solución técnica y política, una solu-
ción que promueve el consenso entre los actores directa-
mente involucrados pero que prevé a su vez y en función
de la propia complejidad del tema que prevalezcan dife-
rencias. Por eso es que pedimos que se eliminen de esta
norma aquellas disposiciones criticas en las que no se hu-
biera logrado un consenso entre los factores interesados.

No tenía sentido alguno remitir el punto de acuerdo a co-
misiones, cuando a nosotros no nos corresponde, y eso es
obvio, cambiar o reelaborar la norma. Esto sí queremos que
quede muy claro.

En cambio sí estamos pidiendo la urgente y obvia resolu-
ción del punto de acuerdo porque el nuevo plazo para en-
trar en vigor de la norma, vence en menos de 40 días.

Para nosotros es indudable que la norma debe perfeccio-
narse y modificarse. El problema es que no hay mecanis-
mos que garantice el que las observaciones e inquietudes
que se hagan llegar al Comité Técnico Resolutivo de Nor-
malización de Pesca Responsable, sean incluidas y que es-
ta discusión sea incluyente y ésa es otra de las cosas que
también estábamos pidiendo en el punto de acuerdo.

La ausencia de normatividad es uno de los factores que han
contribuido decididamente a la explotación irracional de
este recurso pesquero.

Tampoco quiero soslayar, y por ello insistimos, en que el
debate más reciente ha sido contaminado e inducido por los
intereses económicos de los grandes consorcios hoteleros
que prestan servicios de pesca deportiva y de los inversio-
nistas que apuestan a grandes negocios con la Escalera
Náutica del Mar de Cortés. 

No podemos posponer al infinito la implementación de la
norma y cancelar los esfuerzos de más de media década
que en México se han realizado por regular responsable-
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mente la pesquería de tiburón, sin afectar a los pescadores
ribereños.

Lo que nos corresponde en este momento de manera ur-
gente y decidida es influir, como Poder Legislativo, para
poder garantizar las modificaciones que necesariamente
tienen que hacerse a la norma publicada es:

Primero conscientes de esta situación, el grupo parlamen-
tario del PRD y sabiendo que es necesario que dialogue-
mos sobre todo para no afectar al sector social, aceptamos
esta propuesta en la cual nos hemos puesto de acuerdo los
grupos parlamentarios para que en un término de 10 días
nosotros presentemos a esta tribuna un dictamen, sin que
haya afectaciones para el sector social y que integre en su
mayoría los puntos de vista de todos los sectores involu-
crados.

Así es que nosotros estamos conscientes de esta situación
y aceptamos esta propuesta, en la inteligencia de que nos
pongamos de acuerdo haya un dictamen en 10 días para po-
der dar respuesta a esto, porque lo que menos nosotros de-
bemos afectar es al sector social y creemos, fundamental-
mente, que en 10 días estaremos en posibilidades de dar
este dictamen, puesto que nos hemos puesto de acuerdo las
diversas fracciones. De no ser así, nos hemos puesto de
acuerdo en que procederá el punto de acuerdo por urgente
y obvia resolución en el sentido en que lo hemos manifes-
tado.

Y estamos solicitando nada más, perdón, que sean a tres
comisiones: efectivamente Turismo, Medio Ambiente y el
Sector de Pesca que también nosotros creemos debe estar
ahí representado, porque es un asunto de pesca nacional.

Muchas gracias, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias.

Esta Presidencia no tiene inconveniente en rectificar el trá-
mite. Sin embargo, como este pleno ya había votado que se
resolviese el asunto por la vía de urgente y obvia resolu-
ción, solicito a la Secretaría consulte, en votación econó-
mica con el pleno, si autorizan a la Presidencia la rectifica-
ción del trámite para que se turne a comisiones.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Por instrucciones de la Presidencia, consulto a la Asam-
blea, en votación económica, si se autoriza la rectificación
del trámite.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo..

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Han solicitado hacer uso de la palabra sobre este punto el
diputado Concepción Salazar González, del grupo parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México y el di-
putado Rigoberto Romero Aceves, del grupo parlamentario
de Acción Nacional.

Tiene la palabra el diputado Concepción Salazar González,
del PVEM.

El diputado Concepción Salazar González:

Con el permiso de la Presidencia; compañeras; compañe-
ros diputados: 

El grupo parlamentario del Partido Verde suma y agradece
esta confianza a las comisiones que se les dan, sobre todo
por la trascendencia que tiene esta norma, la cual de cierta
manera ha generado grandes controversias en diferentes
sectores. 

Asimismo, como miembro del grupo parlamentario, quere-
mos reafirmar nuestra postura ante esta norma y sobre to-
do hacer una referencia de un punto de acuerdo que fue to-
mado en el Senado por todos los grupos parlamentarios
unánimemente, el cual a su pie dice: "se solicita al titular
del Ejecutivo Federal que cancele la entrada en vigor de la
NOM-029-PESC-2000, por estar en contra del artículo 13
de la Ley de Pesca y promover el uso de artes de pesca no
sustentables".

El Partido Verde Ecologista de México está en pro de la
promulgación de normas que permitan fortalecer la conser-
vación de nuestros litorales y, por ende, las especies que las
habitan. Sin embargo, también está consciente que este for-
talecimiento debe de ir encaminado a promover y aplicar el
concepto de desarrollo sustentable, con la promulgación de
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normas que garanticen la conservación de especies, no só-
lo las especies objeto de captura, sino además todas aque-
llas que coexisten con la especie objeto de captura.

Muchas gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado.

Tiene la palabra el diputado Rigoberto Romero Aceves, del
grupo parlamentario de Acción Nacional. 

El diputado Rigoberto Romero Aceves:

Muchas gracias, señora Presidenta. Muy buenas tardes:

Los diputados del Partido Acción Nacional estamos total-
mente de acuerdo con la propuesta que hace nuestro com-
pañero del PRD, de que se vaya el análisis de la Norma 029
hacia comisiones unidas de Pesca, de Medio Ambiente y
de Turismo, también en el entendido de que esperamos que
estas tres comisiones se puedan reunir en la brevedad, para
que en un plazo de 10 días podamos tener un dictamen y
debe ser un plazo de 10 días, en virtud de que la norma es-
tá programada para entrar en vigor el día 12 de noviembre.

Quiero comentarles que la misma Sagarpa, está llevando a
cabo una serie de reuniones técnicas sobre la norma. Es im-
portante que nosotros, los legisladores, cuando hablemos y
vayamos a la discusión sobre la norma, podamos sustentar
muy técnicamente la situación de la norma. 

Mucho se ha dicho de la norma, como se hace el plantea-
miento original, con mucho sensacionalismo, mucho se ha
hablado sin conocimiento profundo incluso de qué es lo
que dice la norma y hay algo que es muy cierto, nosotros
tenemos cientos de años pescando tiburón y no tenemos
norma, pescamos como se nos ocurre, con los equipos que
se nos ocurre y con las embarcaciones que se nos ocurre. 

Necesitamos proteger el recurso y necesitamos norma, pe-
ro necesitamos una norma no contaminada ni económica ni
políticamente, sino que esté sustentada con muchos argu-
mentos científicos y yo creo que el que llevemos esta dis-
cusión a las comisiones, nos permite a todos los grupos
parlamentarios aportar nuestros mejores conocimientos
para que podamos ir en un punto de vista muy consciente,
dada la importancia que tiene el tema. 

Por tal razón, los legisladores del Partido Acción Nacional
estamos de acuerdo en la propuesta de nuestro compañero
Bortolini.

Muchas gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado. 

Turno a las comisiones de Medio Ambiente, Pesca y Tu-
rismo.

EDUCACION

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

El siguiente punto del orden del día es la propuesta con
punto de acuerdo para que la Cámara de Diputados convo-
que a los interesados en discutir con el Gobierno y diputa-
dos el Presupuesto 2003 destinado a la educación.

Tiene la palabra el diputado Ramón León Morales, del gru-
po parlamentario del PRD.

El diputado Ramón León Morales:

Gracias, señora Presidenta; honorable Asamblea: 

Con fundamento en los artículos 78 fracción III de Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral, someto a esta soberanía el siguiente punto de acuerdo.

CONSIDERANDO

Dentro del marco de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, una de las garantías de nuestra socie-
dad es la del derecho a la educación, consagrada esta en el
artículo 3o. de cuyo contenido se desprende que de confor-
midad con la fracción VII de este artículo, el Congreso de
la Unión es el único facultado para expedir las leyes nece-
sarias con el objetivo de unificar y coordinar la educación
en toda la República, leyes que estarán destinadas a distri -
buir la función social educativa entre la Federación, los es-
tados y municipios, a fijar las aportaciones económicas co-
rrespondientes a este servicio público y a señalar las
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sanciones aplicables a los funcionarios que no cumplan o
no hagan cumplir las disposiciones relativas, lo mismo que
a todos aquellos que las infringen.

Asimismo el artículo 74 de nuestra Carta Magna establece
que esta Cámara debe aprobar anualmente el Presupuesto
de Egresos de la Federación discutiendo primero las con-
tribuciones que a su juicio deben decretarse para cubrirlos.

De manera particular la fracción XXV del artículo 63 le
atribuye al Congreso legislar en materia de función educa-
tiva a nivel federal, la eficiencia del Poder Legislativo, pro-
ducto de la modernización institucional, solamente será po-
sible en la medida en que este Poder del Estado responda a
los intereses y condiciones de la ciudadanía, sobre todo en
la discusión de los gastos prioritarios adquiriendo de esta
forma una mayor representación popular, que es aquella
que permite dotar de legitimidad a las políticas públicas
que se adopten, recoge y representa a las inquietudes ciu-
dadanas y favorece la gestión de consensos en torno a te-
mas de relevancia nacional.

En el México de hoy, la participación de la sociedad civil
es indispensable para construir la democracia real. Las ins-
tituciones del Estado pueden ser permeadas por los intere-
ses sociales avanzando hacia una sociedad civil que logre
imponer sus intereses y hacer ver que es imposible gober-
nar sin priorizar las demandas sociales más apremiantes, lo
importante es incentivar el sentido y el sentimiento ciuda-
dano en la conducción progresiva de la vida pública que in-
fluye directamente en su vida ciudadana.

Hasta ahora los mecanismos formales establecidos en el
marco de la normatividad vigente permiten que cada uno,
cada año, perdón, al acercarnos a la aprobación del pa-
quete económico concurran grupos organizados de ciuda-
danos de la más diversa extracción social: campesinos, em-
presarios, profesores, jubilados y pensionados, entre otros,
con el fin de dar a conocer sus demandas y en la mayoría
de los casos solicitar mayores recursos públicos para los ra-
mos de su interés.

Es obligado entonces buscar los mecanismos de articula-
ción para poder apoyarlos en mejor medida de acuerdo a la
disponibilidad de recursos que establece la Secretaría de
Hacienda.

Es por ello que el presente punto de acuerdo tiene como
objetivo promover la formación de un grupo de trabajo para
la discusión del presupuesto educativo a fin de establecer

las prioridades presupuestarias en esta materia en el marco
de la aprobación del paquete económico 2003.

Sugiero que esta Cámara convoque a la misma, convoque
a las siguientes instancias: primero, Secretaría de Hacien-
da; segundo, Secretaría de Educación Pública; tercero, co-
misiones de Presupuesto y Cuenta Pública, Hacienda y
Crédito Público y Educación Pública y Servicios Educati-
vos; cuarto, Asociación Nacional de Universidades e Insti-
tutos de Educación Superior; quinto, gobiernos de entida-
des federativas; sexto, asociaciones sindicales univer-
sitarias. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a esta soberanía el
siguiente 

PUNTO DE ACUERDO

Unico. Que las comisiones de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, de Hacienda y Crédito Público y de Educación Pública
y Servicios Educativos convoquen a la conformación de
una mesa de trabajo para la discusión del presupuesto edu-
cativo, a fin de que se definan las prioridades presupuesta-
rias en esta materia, en el marco de la aprobación del pa-
quete económico 2003.

Solicito a la Presidencia que el documento en su totalidad
sea publicado íntegramente en la Gaceta Parlamentaria .

Y por su atención, muchísimas gracias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.—LVIII Legislatura.

Proposición con punto de acuerdo, para que la Cámara de
Diputados convoque a los interesados en discutir con el
Gobierno y diputados el presupuesto 2003 destinado a edu-
cación.

Honorable Asamblea: con fundamento en el artículo 78
fracción III, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 58 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General, someto a esta soberanía el si-
guiente punto de acuerdo

CONSIDERANDOS

Dentro del marco de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, una de las garantías de nuestra socie-
dad es la del derecho a la educación, consagrada ésta en el
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artículo 3o., de cuyo contenido se desprende que de con-
formidad con la fracción VIII de ese artículo, el Congreso
de la Unión es el único facultado para expedir las leyes ne-
cesarias con el objetivo de unificar y coordinar la educa-
ción en toda la República, leyes que están destinadas a dis-
tribuir la función social educativa entre la Federación, los
estados y municipios; a fijar las aportaciones económicas
correspondientes a este servicio público y a señalar las san-
ciones aplicables a los funcionarios que no cumplan o no
hagan cumplir las disposiciones relativas, lo mismo que a
todos aquellos que las infrinjan.

Asimismo, el artículo 74 de nuestra Carta Magna establece
que esta Cámara debe aprobar anualmente el Presupuesto
de Egresos de la Federación, discutiendo primero las con-
tribuciones que a su juicio deben decretarse para cubrirlo.

De manera particular, en la fracción XXV del artículo 73
se atribuye al Congreso legislar en materia de función edu-
cativa a nivel Federal.

La eficiencia del Poder Legislativo, producto de la moder-
nización institucional, solamente será posible en la medida
en que este Poder del Estado responda a los intereses y
condiciones de la ciudadanía, sobre todo en la discusión de
los gastos prioritarios, adquiriendo de esta forma una ma-
yor representación popular, que es aquella que permite do-
tar de legitimidad a las políticas públicas que se adoptan,
recogen y representan las inquietudes ciudadanas y favore-
cen la gestión de consensos en torno a temas de relevancia
nacional. En el México de hoy, la participación de la so-
ciedad civil es indispensable para construir la democracia
real.

Las instituciones del Estado pueden ser permeadas por los
intereses sociales, avanzando hacia una sociedad civil que
logre imponer sus intereses y hacer ver que es imposible
gobernar sin priorizar las demandas sociales más apre-
miantes, lo importante es incentivar el sentido y el senti-
miento ciudadano en la conducción progresiva de la vida
pública que influye directamente en su vida cotidiana.

En este sentido, ha sido un reclamo constante de profeso-
res, autoridades académicas de varios niveles, sindicalistas,
funcionarios de Educación Pública y grupos organizados
de la sociedad civil, el desarrollo de políticas públicas que
promuevan una Reforma de Estado más efectiva en mate-
ria educativa, científica, tecnológica y cultural, así como
formular planes nacionales de largo alcance en los cuales
se definan compromisos que destinen a estas materias una

proporción decorosa y suficiente del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación. El anhelo de la mayoría que incluso
fue promesa de campaña del actual Ejecutivo, es contar
con una proporción equivalente al 8% del Producto Interno
Bruto, reclamo que ha hecho suyo el Partido de la Revolu-
ción Democrática y que se encuentra en una iniciativa de
reforma al artículo 25 de la Ley General de Educación, con
el fin de que de manera progresiva, en el Presupuesto de
Egresos se destine un punto porcentual del PIB hasta llegar
al monto recomendado por la UNESCO.

Dentro de la ruta que marca nuestra Constitución para
aprobar el paquete económico para el ejercicio fiscal co-
rrespondiente, la Secretaría de Hacienda debe presentar los
Criterios Generales de Política Económica y la exposición
de motivos de su propuesta presupuestaria. Justo en este
momento es cuando en el marco de las facultades de esta
Cámara, como la representación social, tenemos la valiosa
oportunidad de incidir en la materias de mayor apremio
para la sociedad.

Hasta ahora los mecanismos formales establecidos en el
marco de la normatividad vigente, permiten que cada año,
al acercarnos a la aprobación del paquete económico, con-
curran grupos organizados de ciudadanos de la más diver-
sa extracción social: campesinos, empresarios, profesores,
jubilados, pensionados etcétera, con el fin de dar a conocer
sus demandas, y en la mayoría de los casos solicitar mayo-
res recursos públicos para los ramos de su interés.

Es obligado entonces, buscar los mecanismos de articula-
ción para poder apoyarlos en mejor medida, de acuerdo a
la disponibilidad de recursos que establece la Secretaría de
Hacienda.

Es por ello que el presente punto de acuerdo tiene como
objetivo promover la formación de un grupo de trabajo para
la discusión del presupuesto educativo, con el fin de esta-
blecer las prioridades presupuestarias en esa materia, en el
marco de la aprobación del paquete económico 2003. Su-
giero que esta Cámara convoque a la misma a las siguien-
tes instancias:

1.- Secretaría de Hacienda;

2.- Secretaría de Educación Pública;

3.- Comisiones de Presupuesto y Cuenta Pública, Hacien-
da y Crédito Público y Educación Pública y Servicios Edu-
cativos;
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4.- Asociación Nacional de Universidades e Institutos de
Educación Superior;

5.- Gobiernos de entidades federativas y

6.- Asociaciones sindicales universitarias.

Considero que el trabajo desarrollado por esta Mesa apor-
taría elementos de mayor sustento para que los diputados
aprobemos el Presupuesto de Egresos de la Federación,
con el soporte técnico y económico que mejor responda a
las necesidades del ramo. Incluso puede servir como un va-
lioso antecedente para la negociación presupuestal en otras
materias.

De este modo, en el Estado democrático al que aspiramos,
el Poder Legislativo se configura como una institución que
gestiona los intereses colectivos y que actúa de acuerdo
con tres principios básicos: legalidad, eficacia y servicio.

Por lo anteriormente expuesto, someto a esta soberanía el
siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Unico. Que las comisiones de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, de Hacienda y Crédito Público y de Educación Pública
y Servicios Educativos, convoquen a la conformación de
una mesa de trabajo para la discusión del presupuesto edu-
cativo, a fin de que se definan las prioridades presupuesta-
rias en esa materia, en el marco de la aprobación del pa-
quete económico 2003.

Atentamente.

México, D.F., a 3 de octubre de 2002.— Diputado Ramón
León Morales.»

Presidencia del diputado 
Jaime Vázquez Castillo

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado León Morales...

Túrnese a las comisiones de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica y de Educación Pública y Servicios Educativos y
como ha sido solicitado, insértese el texto íntegramente
en el Diario de los Debates y publíquese en la Gaceta
Parlamentaria.

ESTADO DE VERACRUZ

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Tiene el uso de la palabra el diputado José Manuel del Río
Virgen, de Convergencia por la Democracia Partido Polí-
tico Nacional, para presentar una proposición con punto de
acuerdo para integrar una comisión de legisladores que in-
vestigue las causas políticas que no permiten el arreglo la-
boral entre Transportes Papantla y el Sindicato de Trabaja-
dores de Autotransportes al Servicio de Transportes
Papantla, Sociedad Anónima de Capital Variable, Fidel Ve -
lázquez, CTM.

Adelante, señor diputado.

El diputado José Manuel del Río Virgen:

Con su permiso, señor Presidente; honorables legisladores:

Quienes le apuestan a la pertinaz y surgida de la democracia
falsa y de un sostenimiento que no corresponde al Estado de
Derecho que simula ser Estado de Derecho y que vive en el
marasmo que da el surrealismo político, encuentra en ese es-
cenario su propia simulación política y democrática.

En el estado de Veracruz, los trabajadores del Sindicato del
Autotransporte Papantla, Sociedad Anónima, Fidel Veláz-
quez, mantienen desde el 1o. de enero una lucha porque se
les reconozca su derecho de huelga iniciado ante esa em-
presa e interpuesto ante la Junta Federal de Conciliación y
Arbitraje por mejores condiciones salariales y de empleo.

La empresa para no reconocer ese derecho laboral, ha uti-
lizado muchísimas argucias extralegales para evitar la
huelga y en forma por demás deleznable el pasado 10 de
julio a las 6:00 de la mañana, utilizó su poder económico
para romper la huelga argumentando que en una de las ins-
talaciones legalmente tomadas existían armas de grueso
calibre, por lo que en forma por demás sorpresiva, el Mi-
nisterio Público, la policía estatal y autoridades judiciales
llegaron a ese local para buscar las armas que alguien dijo
existían en poder de los huelguistas.

Por qué la policía se dirigió sólo en especial a un camión
para encontrar las armas y a los huelguistas se les puso boca
abajo para golpearlos y para escuchar que había armas en
ese camión y oír como gente extraña al movimiento rom-
pía cristales y causaba destrozos, para que luego aparecie-
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ra en los peritajes del Ministerio Público que éstos fueron
ocasionados por los huelguistas.

Actualmente hay detenidos y sujetos a proceso 21 trabaja-
dores del sindicato acusados de despojo, robo calificado,
importación de armas de fuego exclusivas para el Ejército.
El desalojo se llevó a cabo aun cuando contaban con el
amparo conforme a la suspensión definitiva 156/2002 del
juzgado séptimo de distrito en Tuxpan, Veracruz.

Ese día la empresa extrajo de las instalaciones 45 camiones
pasando por encima de las disposiciones del juez federal,
colocándoles placas sobre puestas para que nadie empeza-
ra, para que nadie pudiera detenerlos y empezaran a traba-
jar y de esto nadie ha hecho nada.

El pasado 26 de septiembre fue detenido en Papantla, sin la
presentación inmediata de la orden de aprehensión, el se-
ñor Adolfo Parra Mendo, de 67 años de edad y quien es el
secretario suplente del Sindicato Fidel Velázquez, acusado
de robo calificado en contra de la empresa por el robo de die-
sel. Estos delitos, por demás falsos, lo tienen ahora preso.

Causa indignación y vergüenza saber que en el estado de
Veracruz la justicia se está permitiendo y quebrando, gra-
cias a que algunas autoridades del Ministerio Público del
fuero común y otras se han prestado a los intereses de la
empresa.

Causa humillación para los familiares de los detenidos
pensar que no cuentan con la protección que la ley les da.
A cambio de su lucha, reciben prisión y persecución como
20 huelguistas más que se esconden en la sierra.

Ayer la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje a las
12:30 horas, contra todas las presiones de la empresa de-
claró formalmente la existencia legal de la huelga, pero a
las 5:00 de la tarde del día de ayer, los esbirros y esquiro-
les de la empresa sacaron los autobuses que quedaron en la
huelga, ofreciendo una prueba la Junta Federal de Conci-
liación y Arbitraje de que quienes sacaron los autobuses
son los verdaderos trabajadores que quieren seguir traba-
jando.

Cuando ya se había declarado la huelga legalmente exis-
tente y aunque presentaron notarios públicos comprados,
agentes del Ministerio Público a su modo, jueces de pri-
mera instancia coptados y temerosos que violan los dere-
chos humanos de todos modos se declaró la huelga legal-
mente.

Varias diputadas y diputados federales han firmado y visto
con simpatía y apoyo el movimiento de la huelga del Sin-
dicato Fidel Velázquez, lo que agradecen profundamente,
para que esta soberanía instale a la brevedad posible una
comisión plural de legisladores para que se investiguen los
verdaderos movimientos sociales y políticos que imperan
en esta huelga y terminen de una vez por todas con tantas
irregularidades que se han venido denunciando por parte de
los trabajadores. Dicha comisión plural también investi-
gará la violación de los derechos humanos de los huelguis-
tas, que siguen pisoteados y que incluso ha llegado en for-
ma de amenazas a sus demás familiares y simpatizantes de
este movimiento democrático.

Estamos a favor de la verdad y la justicia, ellos tienen la ra-
zón, les corresponde la justicia.

Firman este punto de acuerdo, señor Presidente, los diputa-
dos: Martha Silvia Sánchez, Carlos Aceves del Olmo, José
Ramírez Gamero, Tomás Torres, Alfonso Elías Cardona,
Alfredo Hernández Raigosa, Ramón León Morales, Jesús
Garibay, Lázaro Méndez, Sergio Vaca Betancourt, Enrique
Aguilar Borrego, Francisco Agundis Arias, Alejandro
Sáinz, Beatriz Lorenzo, Bernardo de la Garza, Manuel
Duarte Ramírez, Rosalía Peredo Aguilar, Víctor Antonio
García Dávila y el de la voz.

Gracias, compañeras y compañeros.

Señor Presidente, le rogaría que el punto fuera turnado a la
Comisión de Trabajo y Previsión Social. 

Gracias.

«Con su permiso, señora Presidenta; compañeras y compa-
ñeros diputados:

Quienes le apuestan a la pertinacia surgida de la democra-
cia falsa y de un sostenimiento que no corresponde al Es-
tado de Derecho, que simula ser Estado de Derecho y que
vive en el marasmo que da el subrealismo político, en-
cuentran en ese escenario su propia simulación política y
democrática.

Los trabajadores del sindicato de Transportes Papantla,
S.A. de C.V., "Fidel Velázquez", en el estado de Veracruz,
mantienen desde el 1o. de enero una lucha porque se les re-
conozca su derecho de huelga contra esa empresa, inter-
puesto ante la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje,
por mejores condiciones salariales y derechos laborales,
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con los cuales no cuentan desde hace más de 35 años, en
virtud de que a los señores Francisco Patiño Cestafe, Mar-
tha Gutiérrez Acosta de Patiño y Francisco Patiño Gutié-
rrez !toda una familia¡ no les ha importado respetar la le-
galidad del país y, por tanto, los derechos laborales de los
trabajadores.

Actualmente, por ese movimiento hay detenidos y sujetos
a proceso 21 trabajadores del sindicato, acusados de des-
pojo, robo calificado (que en Veracruz no alcanza fianza) y
portación de armas de fuego exclusivas para el Ejército. El
10 de julio pasado, a las 6 de la mañana, y después de más
de siete meses de espera por una solución favorable al con-
flicto del expediente 4110/2001, radicado en la Junta Fede-
ral de Conciliación y Arbitraje 3-bis, los huelguistas su-
frieron una brutal golpiza e ilegal desalojo de las
instalaciones aludidas, encabezados por el señor Francisco
Patiño Cestafe y elementos de Seguridad Pública del esta-
do, quienes incluso llegaron en dos helicópteros para dete-
nerlos, como si se tratara de un grupo perteneciente a la
peor "delincuencia organizada".

El desalojo se llevó a cabo aun cuando los trabajadores
contaban con el amparo y protección de la justicia federal,
conforme a la suspensión definitiva emanada del amparo
indirecto 156/2002 del juzgado séptimo de distrito en el es-
tado de Veracruz, de fecha 24 de abril de 2002. En ese mis-
mo acto, bajo la observación policiaca, el señor Francisco
Patiño Cestafe extrajo de las instalaciones de la empresa
aproximadamente 45 unidades de transporte público de la
línea que corre en el tramo Poza Rica-Papantla-Gutiérrez
Zamora y Poza Rica-El Chote-Martínez, pasando por enci-
ma de las disposiciones de un juez federal. Asimismo, oca-
sionó destrozos en las propias instalaciones para hacer cre-
er a la opinión pública que quienes iniciaron el
movimiento de huelga no son trabajadores sino delin-
cuentes.

A partir de ese momento, el señor Patiño Cestafe tuvo en
su poder las unidades, contra la voluntad de los trabajado-
res, para después colocar las placas de circulación de estas
unidades a otras de su propiedad, bajo la razón social
Transporte Urbano de Poza Rica !que no tenían placas¡, en
forma ilícita, sin contar con el permiso de la Dirección Ge-
neral de Tránsito y de Autotransporte Federal, porque me-
tió placas federales a carros que corren rutas urbanas y ru-
rales.

A partir de los primeros días de huelga, "los Patiño" pro-
cedieron a denunciar a cerca de 32 trabajadores de la em-

presa, correspondiendo conocer de esta indagatoria al
agente del Ministerio Público del fuero común investiga-
dor licenciado Rodolfo Lira Cruz, a través de la averigua-
ción previa PZR5/007/2002, quien la integró en forma irre-
gular, por el delito de despojo, elaborando citatorios
carentes de sustento jurídico hacia los acusados, además de
que, al presentar testigos de descargo, este "servidor públi-
co" negó inconstitucionalmente su recepción, entre otras
irregularidades.

La mayor arbitrariedad se dio cuando el Ministerio Públi-
co, sin haber agotado totalmente dicha averiguación, pro-
cedió a consignar a 25 trabajadores que habían declarado
ante su fe por el delito de despojo de las instalaciones ubi-
cadas en el kilómetro 50 de la carretera Poza Rica-Cazo-
nes, Veracruz, sin tomar en consideración documentos le-
gales que se le exhibieron y que acreditaron la no
existencia de tal despojo en contra de las empresas denun-
ciantes.

Los trabajadores certificaron su derecho de huelga y acre-
ditaron que, en el expediente de huelga, los denunciantes
ya habían interpuesto una oposición ante la Junta Federal
de Conciliación y Arbitraje respecto de esos hechos, por lo
que le corresponde a esa autoridad resolver si las instala-
ciones eran o no ajenas al conflicto de huelga, por ser un
problema laboral y no penal, ahora incluso judicial.

Hasta el día 26 de septiembre, estaban en el Cereso de
Tuxpan 21 trabajadores del volante presos por delitos que
no cometieron y sí fueron fabricados. Ese mismo jueves 26
de septiembre, agentes judiciales del estado de Veracruz
detuvieron, sin presentar la orden de aprehensión, en la ciu-
dad de Papantla, Veracruz, al señor Adolfo Parra Mendo,
de 67 años de edad, a quien, con lujo de violencia y ame-
nazándolo de muerte, subieron a una patrulla de la Policía
Judicial del estado para presentarlo ante el juez de Poza Ri-
ca y recluirlo en calidad de presunto responsable del delito
de despojo y robo calificado, situación con la que no al-
canza fianza, dándose su detención en el clásico "sabada-
zo" para que no pueda defenderse conforme a derecho.

Pero esto no para aquí: el día sábado 28, a las 9 de la ma-
ñana, un grupo de 50 golpeadores, bajo el mando del señor
Francisco Patiño, rompió nuevamente el movimiento de
huelga en Papantla y Poza Rica, bajo la complacencia de
todo tipo de autoridades locales, queriendo provocar a los
huelguistas para enfrentarlos y bañar de sangre el movi-
miento. Inmediatamente, con toda impunidad camionera,
los porros y golpeadores arrancaron los carros, "dizque pa-
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ra trabajar porque ellos también no tienen trabajo", pero
con plena violencia y sin respetar la huelga, la ley y los trá-
mites legales que amparan el movimiento.

Pero, ¿quién es Francisco Patiño? No sólo es Autotrans-
portes Papantla, que, en voz de los huelguistas, es quien les
robó sus fuentes de trabajo y derecho de socios cooperati-
vistas. Tiene en su haber, junto con su esposa e hijo, cerca
de 300 unidades más, repartidas en varias líneas camione-
ras para que no se dé a conocer el monopolio que tiene, cla-
ro está, ante la complacencia de autoridades estatales y fe-
derales que lo solapan; aún más, en contra de un
movimiento democrático que parece ser ya tomó las di-
mensiones de persecución política, pues existen presos y
perseguidos políticos por este movimiento.

Mientras todo esto pasa, hay 20 trabajadoras del volante
escondidos en la selva norte del estado y la sierra, perse-
guidos como animales salvajes por la Policía Judicial, Se-
guridad Pública y personas ajenas a la impartición de justi-
cia, como son los golpeadores de Patiño Cestafe. Los
familiares de los huelguistas, de los presos y, últimamente,
de Adolfo Parra Mendo temen por la vida de sus seres que-
ridos. Pero los huelguistas, detenidos y perseguidos políti-
cos, junto con don Adolfo Parra Mendo, no se quiebran en
su intento por encontrar justicia y la comprensión de los
ciudadanos que también en la región padecen de otros ma-
les, a sabiendas de que sólo unidos podrán salir adelante.

Los abogados del sindicato trabajan ya para sacar, a más
tardar el próximo miércoles, a don Adolfo Parra Mendo, a
quien sus amigos ya lo apodan "El Valiente", por su edad,
lealtad e inmutable consistencia por no doblegarse ante las
amenazas que ha sufrido para que diga el paradero de sus
compañeros, injustamente perseguidos. Los otros 21 sindi-
calistas presos esperan justicia también, pero ante todo res-
puesta inmediata de las autoridades laborales y judiciales
federales.

Los rompehuelgas seguirán en su intento; y los huelguistas,
en su derecho de resistir. Pero, ¿qué harán las organizacio-
nes democráticas estatales y nacionales ante esta situación,
que se torna cada vez más difícil? ¿Qué harán los abogados
y defensores de los derechos humanos ante la respuesta tar-
día del ombudsman estatal? ¿Qué harán las autoridades es-
tatales si no son capaces de resguardar los derechos de los
huelguistas y alguien enciende por provocación la mecha
de la violencia? ¿Qué harán las autoridades laborales si no
son capaces de ajustar sus actos a derecho? ¿Dónde están
los legisladores estatales democráticos de Veracruz y los

legisladores federales, que juraron y perjuraron defender a
los mexicanos y en especial a los que menos tienen? Eso
sólo lo saben quienes tienen esa respuesta en sus manos y
en sus convicciones.

Por lo antes expuesto, someto a la consideración de este
pleno el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Unico. Que se conforme una comisión de legisladores fe-
derales para que verifiquen el estado de indefensión en el
cual se encuentran los derechos humanos de los trabajado-
res del Sindicato "Fidel Velázquez", en los municipios de
Papantla y Poza Rica, así como para que sean puente le-
gislativo en la solución favorable de los trabajadores que
mantienen la legítima huelga.

México, D.F., a 1o. de octubre de 2002.— Diputados: José
Manuel del Río Virgen, Martha Silvia Sánchez González,
Carlos Aceves del Olmo, José Ramírez Gamero, Tomás To -
rres Mercado, Alfonso Oliverio Elías Cardona, Alfredo
Hernández Raigosa, Ramón León Morales, J. Jesús Gari-
bay García, Lázaro Méndez López, Sergio Vaca Betancourt
y Enrique Alonso Aguilar Borrego.»

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado.

Como ha sido solicitado, inscríbase el texto íntegro de la
proposición en el Diario de los Debates y publíquese en
la Gaceta Parlamentaria y túrnese a la Junta de Coor-
dinación Política.

El diputado José Manuel del Río Virgen:

Muchas gracias, señor Presidente.

AMIGOS DE FOX

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Para presentar una propuesta con punto de acuerdo en rela-
ción con el financiamiento de partidos políticos, tiene el
uso de la palabra hasta por cinco minutos el diputado Juan
Manuel Sepúlveda Fayad, del grupo parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional.
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El diputado Juan Manuel Sepúlveda Fayad:

Con su permiso, señor Presidente; ciudadanos integrantes
de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados:

Los suscritos, integrantes de la LVIII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en los artículos 58, 59
y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, nos permiti-
mos presentar ante esta Asamblea el siguiente punto de
acuerdo, de conformidad con las siguientes 

CONSIDERACIONES

Los mexicanos hemos construido un sistema democrático
sustentado en el pleno respeto a la voluntad popular, regu-
lado por normas jurídicas consensuadas, con procesos elec-
torales organizados y vigilados por una autoridad autóno-
ma y con un Tribunal Electoral que cuenta con plenas
facultades para resolver las controversias con base en el de-
recho.

Las elecciones del año 2000 pusieron a prueba nuestro sis-
tema electoral y acreditaron su alta calidad. El balance in-
dica que uno de los procedimientos que deben perfeccio-
narse es el de la fiscalización de los recursos de los partidos
políticos, por lo que, legisladores de distintos grupos par-
lamentarios hemos comprometido nuestra voluntad en la
revisión de la normatividad que regula este aspecto tan im-
portante.

El Instituto Federal Electoral ha señalado con toda razón
que la fiscalización de los recursos de los partidos políticos
es una tarea que nos conviene a todos. Es el único modo en
que una sociedad democrática puede hacer realidad los
principios de transparencia y de rendición de cuentas.

Los partidos son entidades de interés público y por lo tanto
resulta necesario conocer con certeza el origen y el destino
del dinero que manejan y constatar que ambos sean lícitos.

El propio instituto da curso a diversas investigaciones rela-
cionadas con el financiamiento que aplicaron los partidos
políticos durante las campañas presidenciales del año
2000, con el propósito de determinar si ocurrieron o no los
presuntos ilícitos que fueron denunciados.

El día de hoy se inicia formalmente el proceso electoral
mediante el que se renovará la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión el próximo año.

Es importante lograr que las controversias sobre el finan-
ciamiento se resuelvan con oportunidad de tal forma que
no se mezcle la organización del proceso electoral del año
2003 con el debate público y el conflicto jurídico derivado
de los recursos que se utilizaron en las campañas del año
2000.

Uno de los problemas que enfrenta el Instituto Federal
Electoral para avanzar en la solución de estos temas, es la
negativa de la organización Amigos de Fox A.C., a acatar
la resolución del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación que obliga a la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público y a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
a proporcionar al IFE toda la información en relación con
la denuncia del financiamiento ilícito de la campaña presi-
dencial del Partido Acción Nacional a través de dicha aso-
ciación civil.

Coincidimos con la afirmación del Instituto Federal Elec-
toral en el sentido de que el acceso a la justicia en ningún
caso puede servir como instrumento para dilatar la impar-
tición de la misma. Por ello, rechazamos la estrategia que
tiene como objetivo utilizar el juicio de amparo como ins-
trumento para impedir que el pueblo de México conozca el
origen de los recursos con que se financió la campaña de
quien hoy es el Presidente de la República.

El tema adquiere mayor importancia y gravedad cuando
existen evidencias documentales de que parte de estos re-
cursos provinieron del extranjero en violación flagrante a
lo dispuesto por el artículo 33, párrafo final de nuestra
Constitución que dispone que los extranjeros no podrán in-
miscuirse de los asuntos políticos del país.

Es altamente riesgoso para México el que se desconozcan
estas fuentes de financiamiento y los montos precisos del
mismo, pero aún es más delicado el desconocer los com-
promisos que se establecieron con quien hoy tiene a su car-
go la titularidad del Poder Ejecutivo y las personas y em-
presas extranjeras y nacionales que financiaron la
campaña.

El Congreso de la Unión debe estar enterado acerca de lo
anterior para poder analizar a la luz de estos datos las ini-
ciativas presentadas por el Ejecutivo que tiene qué ver con
temas vinculados a nuestra soberanía y entre ellos, sin du-
da, la seguridad nacional como la iniciativa de reforma
constitucional en materia eléctrica y la anunciada reforma
energética.
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Le solicito un momento más para terminar, señora Presi-
denta.

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

A la brevedad diputado, para que concluya.

El diputado Juan Manuel Sepúlveda Fayad:

Por las anteriores consideraciones nos permitimos someter
al pleno de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

Unico. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, exhorta respetuosamente al Presidente de la
República para que ordene a los representantes de Amigos
de Fox, Asociación Civil, entreguen a esta Cámara y al Ins-
tituto Federal Electoral, la información precisa acerca de
los recursos recaudados desde la fecha de su constitución
hasta el 31 de diciembre del año 2000, así como los datos
completos acerca de su aplicación. 

En particular interesa a esta soberanía conocer los recursos
provenientes del extranjero y los compromisos que por es-
te hecho se generaron.

Hago entrega de la solicitud y le solicito que le dé el trá-
mite correspondiente, señora Presidenta.

«Ciudadanos integrantes de la Mesa Directiva de la Cáma-
ra de Diputados.— Presentes.

Los suscritos integrantes de la LVIII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en los artículos 58, 59
y 60, del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, nos per-
mitimos presentar ante esta asamblea el siguiente punto de
acuerdo, de conformidad con las siguientes

CONSIDERACIONES

• Los mexicanos hemos construido un sistema democrático
sustentado en el pleno respeto a la voluntad popular, regu-
lado por normas jurídicas consensadas con procesos elec-
torales organizados y vigilados por una autoridad autóno-

ma y con un tribunal electoral que cuenta con plenas facul-
tades para resolver las controversias con base en el dere-
cho.

• Las elecciones del año 2000 pusieron a prueba nuestro
sistema electoral y acreditaron su alta calidad. El balance
indica que uno de los procedimientos que debe perfeccio-
narse es el de la fiscalización de los recursos de los parti -
dos políticos, por lo que legisladores de distintos grupos
parlamentarios hemos comprometido nuestra voluntad en
la revisión de la normatividad que regula este aspecto tan
importante.

• El Instituto Federal Electoral ha señalado con toda razón
que: "la fiscalización de los recursos de los partidos políti-
cos es una tarea que nos conviene a todos. Es el único mo-
do en que una sociedad democrática puede hacer realidad
los principios de transparencia y de rendición de cuentas.
Los partidos son entidades de interés público y por lo tan-
to resulta necesario conocer con certeza el origen y el des-
tino del dinero que manejan y constatar que ambos sean lí -
citos".

• El propio Instituto da curso a diversas investigaciones re-
lacionadas con el financiamiento que aplicaron los partidos
políticos durante las campañas presidenciales del año
2000, con el propósito de determinar si ocurrieron o no los
presuntos ilícitos que fueron denunciados.

• El día de hoy se inicia formalmente el proceso electoral
mediante el que se renovará la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión el próximo año.

• Es importante lograr que las controversias sobre el finan-
ciamiento se resuelvan con oportunidad, de tal forma que
no se mezcle la organización del proceso electoral del año
2003 con el debate público y el conflicto jurídico derivado
de los recursos que se utilizaron en las campañas del año
2000.

• Uno de los problemas que enfrenta el Instituto Federal
Electoral para avanzar en la solución de estos temas, es la
negativa de la organización "Amigos de Fox, A.C.", para
acatar la resolución del Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación, que obliga a la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público y a la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores a proporcionar al IFE toda la información con
relación a la denuncia de financiamiento ilícito de la cam-
paña presidencial del Partido Acción Nacional, a través de
dicha asociación civil.
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• Coincidimos con la afirmación del Instituto Federal Elec-
toral en el sentido de que "el acceso a la justicia, en ningún
caso, puede servir como instrumento para dilatar la impar-
tición de la misma", por ello rechazamos la estrategia que
tiene como objetivo utilizar el juicio de amparo como ins-
trumento para impedir que el pueblo de México conozca el
origen de los recursos con que se financió la campaña de
quien es hoy Presidente de la República.

• El tema adquiere mayor importancia y gravedad cuando
existen evidencias documentales de que parte de esos re-
cursos provinieron de extranjeros, en violación flagrante a
lo dispuesto por el artículo 33, párrafo final, de nuestra
Constitución que dispone que "los extranjeros no podrán
de ninguna manera inmiscuirse en los asuntos políticos del
país".

• Es altamente riesgoso para México el que se desconozcan
esas fuentes de financiamiento y los montos precisos del
mismo, pero es aún más delicado el desconocer los compro-
misos que se establecieron entre quien hoy tiene a su cargo
la titularidad del Poder Ejecutivo y las personas y empresas
extranjeras y nacionales que financiaron su campaña.

• El Congreso de la Unión debe estar enterado acerca de lo
anterior para poder analizar a la luz de estos datos iniciati-
vas presentadas por el Ejecutivo, que tienen que ver con te-
mas vinculados a nuestra soberanía y que por ello son, sin
duda, de seguridad nacional, como la iniciativa de reforma
constitucional en materia eléctrica y la anunciada reforma
energética.

• El Instituto Federal Electoral debe, por su parte, recibir de
inmediato esta información para procesarla y tomar las de-
cisiones que correspondan con base en la legislación elec-
toral, y en su caso, para presentar las denuncias penales que
correspondan.

• El Presidente de la República, que fue en el año 2000 can-
didato del Partido Acción Nacional y que previamente con-
vocó a la integración de "Amigos de Fox, A.C." y se bene-
fició de las actividades de esta organización, está por ello
comprometido a informar, tanto al Instituto Federal Electo-
ral como al Congreso de la Unión, acerca del origen y mon-
to de los recursos que se utilizaron desde el año de 1998 en
la promoción de su candidatura.

Por las anteriores consideraciones nos permitimos someter
al pleno de la honorable Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Unico. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al Presidente de la
República, para que ordene a los representantes de "Ami-
gos de Fox, A.C." entreguen a esta Cámara y al Instituto
Federal Electoral, la información precisa acerca de los re-
cursos recaudados desde la fecha de su constitución hasta
el 31 de diciembre del año 2000, así como los datos com-
pletos acerca de su aplicación.

En particular interesa a esta soberanía conocer los recursos
provenientes del extranjero y los compromisos que por es-
te hecho se generaron.

Palacio Legislativo. San Lázaro, 3 de octubre de 2002.—
Diputados: Juan Manuel Sepúlveda Fayad, José Manuel
del Río Virgen, Bernardo de la Garza Herrera, David Au-
gusto Sotelo Rosas, Delfino Garcés Martínez, Alejandro
Gómez Olvera, Rodrigo Carrillo Pérez, María Teresa
Campoy Ruy Sánchez, Víctor A. García Dávila, Jorge
Chávez Presa, Petra Santos Ortiz, Jorge Carlos Ramírez
Marín, Omar Fayad Meneses, Celia Martínez Bárcenas,
Eduardo A. Leines Barrera, Martha Silvia Sánchez Gonzá-
lez, Erika Spezia Maldonado, Diego Cobo Terrazas, Con-
cepción Salazar González, Pedro M. Rosaldo Salazar, Ro-
sario Tapia Medina, Oscar Alvarado Cook, Carlos R. Soto
Monzón, Armín J. Valdés Torres, Juan Manuel Martínez
Nava, Carlos Aceves del Olmo, Marco Antonio Dávila
Montesinos, Miguel Bortolini Castillo, Rosalía Peredo
Aguilar, Víctor E. Díaz Palacios, Eréndira Cova Brindis,
Alberto Amador Leal, Cutberto Cantorán Espinoza, Jaime
Mantecón Rojo, Juan N. Callejas Arrollo, Gustavo Carva-
jal Moreno, Araceli Domínguez Ramírez, Patricia Aguilar
García, Héctor Esquiliano Solís, Feliciano Calzada Pa-
drón, Jesús Burgos Pinto, Alfredo Hernández Raigosa, Ra-
món León Morales, Adela Cerezo Bautista, José A. Maga-
llanes Rodríguez y Jaime Martínez Veloz.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado.

El diputado Juan Manuel Sepúlveda Fayad:

Hago la aclaración de que viene firmado por 60 diputados
de las diferentes fracciones que forman esta Cámara.
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La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias.

El diputado José Manuel del Río Virgen 
(desde su curul):

Veo con mucha simpatía ese punto, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias. Regístrese la solidaridad del diputado Del Río
Virgen.

Túrnese a la Junta de Coordinación Política.

FERROCARRILES NACIONALES

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra el diputado Francisco Javier Flores Chá-
vez, del grupo parlamentario de Acción Nacional, para pre-
sentar una proposición con punto de acuerdo para solicitar
a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes establez-
ca bases vinculadas con el tema de Ferrocarriles Naciona-
les.

El diputado Francisco Javier Flores Chávez:

Gracias, señora Presidenta; compañeras y compañeros le-
gisladores: 

Con fundamento en la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, presento el siguiente
punto de acuerdo, para solicitarle a la Secretaría de Comu-
nicaciones y Transportes, establezca las bases que permitan
respecto a los activos remanentes de Ferrocarriles Nacio-
nales, donar parte a los municipios con alta y muy alta mar-
ginalidad, ofrecer parte en venta preferencial al resto de los
municipios y donar parte a los más pobres y antiguos tra-
bajadores pensionados y jubilados del extinto organismo,
bajo las siguientes

CONSIDERACIONES

Acción Nacional desde siempre ha propuesto el estableci-
miento de políticas públicas, tendientes a lograr el desarro-
llo integral de los municipios, que son la célula del desa-
rrollo nacional, bajo esta tesis en referencia, aparte del
aspecto económico del desarrollo municipal y con susten-
to en lo estipulado en el decreto por el que se extingue el
organismo público descentralizado Ferrocarriles Naciona-
les de México y abroga su Ley Orgánica, publicado por el
Ejecutivo en el Diario Oficial de la Federación el día 4 de
junio de 2001, del cual anexo copia y que de acuerdo a su
contenido, los activos remanentes se podrán donar, se po-
drán revertir y se podrán vender, todo de acuerdo a la Ley
General de Bienes Nacionales.

Solicitamos a la Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes, sentar las bases que permitan donar a los municipios
del país con alto y muy alto grado de marginación, de
acuerdo a la clasificación usada por la Sedesol, parte de di-
chos activos remanentes, que se encuentren geográfica-
mente dentro de dicho municipio, de manera automática y
sin necesidad de una previa solicitud de dichos ayunta-
mientos, en ambos casos, de donación y venta a los muni-
cipios.

Considerar, sobre todo, bienes inmuebles, hoy, en desuso,
como terrenos urbanos y semiurbanos, terrenos de antiguas
vías férreas, bodegas, antiguos patios de maniobras, anti-
guas terminales y oficinas, y que estén ubicados estratégi-
camente dentro del propio municipio.

Con estas acciones se crearían nuevas reservas territoriales,
con un extraordinario beneficio potencial, para cientos de
municipios de todos el país, reservas que el municipio po-
drá, a manera de ejemplo, entre otros usos, elaborar pro-
gramas municipales, de lotes para vivienda, programas de
desarrollo industrial, servicios y comercio, construir la in-
fraestructura pública, o lo que cada gobierno municipal
considere prioritario.

Hoy por hoy, la falta de tierra disponible en los municipios
a precio razonable, es uno de los principales factores de no
inversión y, por lo tanto, no desarrollo.

Asimismo consideramos se debe donar otra parte de los ac-
tivos remanentes, que no sea estratégica para los munici-
pios, como podrían ser, las casas-habitación a los más po-
bres y antiguos trabajadores, que están pensionados y
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jubilados de la empresa, esto sería una justa donación por
los muchos años de trabajo entregados al ferrocarril.

Estamos conscientes que hubo algunos acuerdos y conve-
nios aislados en el país en este sentido, pero consideramos
necesario que exista una política general y una normativi-
dad que sea aplicable para todos los municipios del país.

Por lo anteriormente expuesto, el suscrito diputado federal
de la LVIII Legislatura en la Cámara de Diputados y a
nombre del grupo parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, someto a su consideración el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

Primero. Solicitamos a la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes, en el marco de sus respectivas facultades, es-
tablezca las bases que contemplen lo expuesto en la pre-
sente proposición, instrumente acciones claras, transparen-
tes y con amplia difusión, tendientes a dar cabal
cumplimiento a lo que dispone el decreto por el que se ex-
tingue el organismo público descentralizado Ferrocarriles
Nacionales de México.

Segundo. Entregar en donación parte de los activos in-
muebles remanentes a los municipios con alto y muy alto
grado de marginación, según criterios de la Sedesol en for-
ma automática.

Tercero. Ofrecer en venta preferencial al resto de los mu-
nicipios los activos inmuebles remanentes que se conside-
ren estratégicos para el desarrollo municipal.

Cuarto. Entregar en donación equitativa, los activos in-
muebles y muebles no considerados estratégicos para los
municipios a los más pobres y antiguos trabajadores pen-
sionados y jubilados del extinto Ferrocarriles Nacionales
de México.

Quinto. Requerimos que la Secretaría de Comunicaciones
y Transportes, informe periódicamente a esta representa-
ción social, todo lo relacionado al inventario de bienes y en
general al proceso de liquidación.

Suscriben el presente punto de acuerdo los diputados: To-
más Ríos Bernal, Orestes Eugenio Pérez Cruz, Arturo San
Miguel, Jesús Dueñas Llerenas y el de la voz, Francisco Ja-
vier Flores Chávez.

Solicito a esta Presidencia, sea publicada la presente pro-
posición con punto de acuerdo en la Gaceta Parlamentaria
y en el Diario de los Debates y asimismo sea turnada la
presente a la Comisión de Transportes de esta Cámara de
Diputados.

Es cuanto, señora Presidenta.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Punto de acuerdo, para solicitarle a la Secretaría de Comu-
nicaciones y Transportes establezca las bases que permitan,
respecto a los activos remanentes de Ferrocarriles Nacio-
nales, donar una parte a los municipios con alta marginali-
dad, ofrecer otra en venta preferencial al resto de los mu-
nicipios y donar una más a los más pobres y antiguos
trabajadores pensionados y jubilados del extinto organis-
mo.

Diputada Presidenta de esta Cámara de Diputados, compa-
ñeras y compañeros legisladores:

Con fundamento en la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, presento el siguiente
punto de acuerdo, para solicitarle a la Secretaría de Comu-
nicaciones y Transportes establezca las bases que permitan,
respecto a los activos remanentes de Ferrocarriles Nacio-
nales, donar parte a los municipios con alta y muy alta mar-
ginalidad, ofrecer parte en venta preferencial al resto de los
municipios y donar parte, a los más pobres y antiguos tra-
bajadores pensionados y jubilados del extinto organismo,
bajo las siguientes

CONSIDERACIONES

Acción Nacional desde siempre ha propuesto el estableci-
miento de políticas públicas tendientes a lograr el desarro-
llo integral de los municipios, que son la célula del desar-
rollo nacional.

Bajo esta tesis, en referencia a parte del aspecto económi-
co del desarrollo municipal y con sustento en lo estipulado
en el "decreto por el que se extingue el organismo público
descentralizado Ferrocarriles Nacionales de México y se
abroga su Ley Orgánica" publicado por el Ejecutivo, en el
Diario Oficial de la Federación del día 4 de junio de 2001,
del cual anexo copia y que de acuerdo con su contenido, los
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activos remanentes se podrán donar, se podrán revertir y se
podrán vender, todo de acuerdo a la Ley General de Bienes
Nacionales.

Decreto que en su artículo 2o. dispone textualmente y cito
"La Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en su ca-
rácter de dependencia coordinadora del sector, establecerá
las bases para llevar a cabo la liquidación de Ferrocarriles
Nacionales de México, mediante la debida consolidación
de su patrimonio y designará al liquidador responsable de
ese proceso quien realizará las siguientes funciones:" fin de
la cita.

De acuerdo a lo anterior es la Secretaría de Comunicacio-
nes la responsable de establecer las bases de dicha liquida-
ción y por ello se dirige el presente punto de acuerdo a la
mencionada Secretaría.

Este decreto en su artículo 2o., fracción III, establece que
el organismo liquidador, y cito textualmente "administrará
los activos remanentes hasta su enajenación, donación o re-
versión", fin de la cita. Esto implica de acuerdo a lo ante-
rior y al párrafo final de la fracción IV del mismo artículo
que obviamente dichos activos se podrán donar a los mu-
nicipios, se podrán vender los activos remanentes prefe-
rentemente a los municipios y se podrán revertir.

El mismo decreto en su artículo 2o., fracción IV, señala que
el liquidador, y cito textualmente "llevará a cabo la regula-
rización y tramitará la desincorporación de los activos re-
manentes, inclusive las casas-habitación que han estado en
posesión legítima de jubilados y pensionados de la empre-
sa o sus sucesores para que, en su caso, se realice la dona-
ción correspondiente a entidades federativas, municipios,
pensionados y jubilados, instituciones públicas o privadas
y asociaciones que no persigan fines de lucro, a fin de que
sean utilizados para beneficio social...", fin de la cita.

Solicitamos a la Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes, sentar las bases que permitan, donar a los municipios
del país con alto y muy alto grado de marginación, de
acuerdo con la clasificación usada por la Sedesol, parte de
dichos activos remanentes, que se encuentren geográfica-
mente dentro de dicho municipio. De manera automática, y
sin necesidad de una previa solicitud, de dichos ayunta-
mientos, en virtud de su por lo general escasa habilidad de
gestión, para al resto de los municipios ofrecerles en venta
dichos activos remanentes, de forma preferencial.

En ambos casos de donación y venta a los municipios, con-
siderar sobre todo bienes inmuebles hoy en desuso, como
terrenos urbanos y semiurbanos, terrenos de antiguas vías
férreas, bodegas, antiguos patios de maniobras, antiguas
terminales y oficinas, y que estén ubicados estratégica-
mente, dentro del propio municipio.

Con estas acciones se crearían nuevas reservas territoriales,
con un extraordinario beneficio potencial, para cientos de
municipios de todo el país.

Reservas que el municipio podrá, a manera de ejemplo, en-
tre otros usos, elaborar programas municipales de lotes
para vivienda, programas de desarrollo industrial, servicios
y comercio, construir la infraestructura pública o lo que
cada gobierno municipal considere prioritario.

Hoy por hoy la falta de tierra disponible en los municipios
a precio razonable, es uno de los principales factores de no
inversión y por tanto no desarrollo.

Asimismo consideramos se debe donar otra parte de los ac-
tivos remanentes, que no sea estratégica para los munici-
pios, como podrían ser las casas-habitación, a los más po-
bres y antiguos trabajadores que están pensionados y
jubilados de la empresa. Esto sería una justa donación por
los muchos años de trabajo entregados al ferrocarril.

Por lo anteriormente expuesto, el suscrito, diputado federal
de la LVIII Legislatura en la Cámara de Diputados, y a
nombre del grupo parlamentario de Partido Acción Nacio-
nal, someto a su consideración el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Primero. Solicitamos a la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes, en el marco de sus respectivas facultades, es-
tablezca las bases que contemplen lo expuesto, en la pre-
sente proposición, instrumente acciones claras, transparen-
tes y con amplia difusión tendientes a dar cabal
cumplimiento, a lo que dispone el decreto por el que se ex-
tingue el organismo público descentralizado Ferrocarriles
Nacionales de México.

Segundo. Entregar en donación parte de los activos in-
muebles remanentes, a los municipios con alto, y muy alto
grado de marginación, según criterios de la Sedesol en for-
ma automática.
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Tercero. Ofrecer en venta preferencial, al resto de los mu-
nicipios, los activos inmuebles remanentes, que se consi-
deren estratégicos para el desarrollo municipal.

Cuarto. Entregar en donación equitativa, los activos in-
muebles y muebles remanentes no considerados estratégi-
cos para los municipios, a los más pobres y antiguos traba-
jadores pensionados y jubilados del extinto Ferrocarriles
Nacionales de México.

Quinto. Requerimos que la Secretaría de Comunicaciones
y Transportes informe periódicamente a esta representa-
ción social, todo lo relacionado al inventario de bienes y en
general al proceso de liquidación.

Solicito a esta Presidencia sea publicada la presente propo-
sición con punto de acuerdo de forma íntegra, en el Diario
de los Debates y turnada a la Comisión de Transportes de
esta Cámara de Diputados para su dictamen.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 3 de octubre de
2002.— Diputados: Francisco Javier Flores Chávez, To -
más Ríos Bernal, Orestes Eugenio Pérez Cruz, Arturo San
Miguel Cantú y Jesús Dueñas Llerenas.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado.

Publíquese íntegramente en la Gaceta Parlamentaria y
en el Diario de los Debates y yo le rogaría al diputado
proponente, acepte el trámite de esta Mesa Directiva,
que es turnarla a las comisiones unidas de Transportes
y de Hacienda y Crédito Público.

Gracias.

TALLERES GRAFICOS DE LA NACION

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra el diputado Alfredo Hernández Raigosa,
del grupo parlamentario del PRD, para presentar una pro-
posición con punto de acuerdo para que la Cámara de Di-
putados pida la devolución del patrimonio social y del fon-
do del fideicomiso constituido por los cooperativistas de
Talleres Gráficos de la Nación, para el pago de pensiones
vitalicias a jubilados.

El diputado Alfredo Hernández Raigosa: 

Con su permiso, señora Presidenta:

El suscrito, diputado federal integrante del grupo parla-
mentario del PRD, con fundamento en los artículos 58 y 59
del Reglamento que rige los trabajos de esta soberanía,
propongo el siguiente punto de acuerdo.

Este punto de acuerdo lo sustento en el reclamo latente de
cientos de jubilados de la Cooperativa Talleres Gráficos de
la Nación, además para proteger el derecho social que le
asiste a cualquier mexicano de recibir una pensión digna al
final de su vida laboral. Así como con las siguientes

CONSIDERACIONES

Talleres Gráficos de la Nación es una sociedad cooperativa
creada por el acuerdo presidencial del ex presidente Láza-
ro Cárdenas, el 13 de enero de 1938.

Su asamblea constitutiva se llevó a cabo en el Palacio de
Bellas Artes, el 9 de febrero de 1939. 

La ley define a la cooperativa como una asociación de tra-
bajadores que aportan su trabajo personal a objetivos para
beneficios comunes. Esto excluye por completo la posibi-
lidad de que cualquier persona moral o institución pública
forme parte de la cooperativa. 

El entonces presidente Lázaro Cárdenas, al crear los talle-
res proporcionó algunos bienes propiedad del Gobierno
Federal a la cooperativa para el cumplimiento de los fines
de la sociedad, lo que permitió que la empresa se clasifica-
ra como de participación estatal, nombrando un represen-
tante ante la Asamblea General, para la vigilancia del uso
de los bienes. 

La figura jurídica de participación estatal fue utilizada pos-
teriormente para que el Ejecutivo Federal se apropiara in-
debidamente el 50% de los rendimientos anuales de los Ta-
lleres Gráficos de la Nación. Y digo indebidamente porque
el Gobierno Federal jamás financió la producción. Si bien
aportó en un inicio algunos bienes no fue con la condicio-
nante de obtener beneficios, pues nunca el Ejecutivo fue
socio de la cooperativa. 

Al irse apropiando el Gobierno Federal de algo que por de-
recho no le correspondía, éste dividió mañosamente el ren-
dimiento anual en tres partes: una para el Gobierno Fede-
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ral, una para la renovación de maquinaria y equipo y sólo
la tercera parte se distribuyó a los cooperativistas, quienes
por cierto eran los legítimos destinatarios del producto
económico y no el Gobierno Federal. 

El 3 de junio de 1992 por órdenes del ex presidente Sali -
nas, se impuso un convenio mediante el cual se ordenaba al
Consejo de Administración de Talleres Gráficos de la Na-
ción, que se disolviera y pusiera en liquidación la coopera-
tiva. Lo cual el consejo de administración no cumplió por
la ilegalidad de dicho acuerdo. 

La dirección de Fomento Cooperativo, en ese momento de-
pendencia de la Secretaría de Trabajo, sin facultades algu-
nas promovió la liquidación de la cooperativa ante el juz-
gado quinto de distrito en materia civil en el DF, que
sorprendentemente dio trámite a la demanda carente de le-
gitimidad. 

Paralelamente la Secretaría de Gobernación se apoderó de
los fondos del fideicomiso creado con fondos propios de
los cooperativistas para el pago de pensiones vitalicias a
los jubilados de Talleres Gráficos de la Nación y convino
mañosamente con algunos en liquidar sus derechos vitali-
cios con cantidades irrisorias, partiendo de un estudio ac-
tuarial ordenado por Gobernación, a cargo del mismo
fondo. 

Se aclara que el contrato de fideicomiso en cuestión, con-
tiene estipulaciones para la aportación del 10% de la nómi-
na mensual, así como de los rendimientos anuales de la
cooperativa a los fondos fideicomitidos. Compromiso en el
que deben estar subrogadas las instituciones que explotan
el centro de trabajo desde 1993 a la fecha. 

En la actualidad no se paga la pensión vitalicia provista en
el fideicomiso en cuestión a sus derechohabientes desde di-
ciembre de 1993.

Se ha pedido a Gobernación que de manera provisional con
el carácter de urgente y fuera de juicio, ya que el fideico-
miso no se interfirió siguiera bajo el pretexto de un juicio
espurio que se devuelva el fondo del fideicomiso incre-
mentando con el 10% de la nómina mensual, así como el
mismo porcentaje de los rendimientos anuales a cargo de
las instituciones subsidiarias de la cooperativa. 

Por estos motivos someto a la consideración de esta sobe-
ranía el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión proponga al Ejecutivo Federal la devolución del pa-
trimonio de 250 millones de dólares pertenecientes a Talle-
res Gráficos de la Nación, SC, a los socios.

Segundo. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, proponga la restitución del fondo del fideicomiso,
constituido por los cooperativistas con propio peculio, para el
pago de pensiones vitalicias de jubilados. Dicho fideicomi-
so tendrá que ser actualizado con el 10% mensual de la nó-
mina y rendimientos al momento de su devolución.

Tercero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión audite, a través de la Auditoría Superior de la Fede-
ración, los bienes de la cooperativa que fueren adquiridos
con los rendimientos de los cooperativistas.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exija el cumplimiento del acuerdo del 13 de
enero de 1938, expedido por Lázaro Cárdenas, pues hasta
el momento no hay ningún ordenamiento jurídico que lo
sustituya.

Atentamente.

Palacio Legislativo, a 3 de octubre de 2002.— Diputado
Alfredo Hernández Raigosa , diputado federal por el XIX
distrito electoral.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, diputado. 

Diputado, tenemos previsto el turno a las comisiones de
Hacienda y Crédito Público y Trabajo y Previsión Social. 

Túrnese a las comisiones de Hacienda y Crédito Públi-
co y Trabajo y Previsión Social.

GOLFO DE CALIFORNIA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra el diputado Diego Cobo Terrazas, del gru-
po parlamentario del Partido Verde Ecologista de México,
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para presentar una proposición con punto de acuerdo refe-
rente a la reserva del Alto Golfo y la especie llamada cur-
vina.

El diputado Diego Cobo Terrazas: 

Con el permiso de la Presidencia; compañeras; compañe-
ros diputados: 

Los integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, con fundamento en el artículo 58
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral, ocurrimos a solicitar se turne a la Comisión de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales de esta Cámara de Di-
putados, el siguiente punto de acuerdo.

La curvina es un pez marino de la familia Sciaenidae, co-
múnmente llamados corvinas, curvinas o roncadores, espe-
cie descrita en 1881 y que sólo habita en el golfo de Cali-
fornia.

Esta especie realiza migraciones anuales a los campos de
desove en el alto golfo de California y delta del río Colo-
rado, principalmente en los canales del delta: canal de la
Baja, canal En Medio y el propio cauce principal del río
Colorado.

Durante los años de 1917 a 1940 la curvina golfina repre-
sentó una importante pesquería en el alto golfo de Califor-
nia, junto con la de la totoaba.

Por razones desconocidas, dejó de observarse en el delta
durante 25 a 30 años, desde inicios de los años sesenta y
fue registrada de nuevo hasta los inicios de los años no-
venta.

El 10 de junio de 1993 se creó, por decreto presidencial pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación, el área natu-
ral protegida bajo la categoría de reserva de la biosfera del
alto golfo de California y delta del río Colorado.

El alto golfo de California y delta del río Colorado alber-
gan más del 17% de las especies endémicas de flora y fau-
na marina y costeras de México, entre ellas la vaquita ma-
rina, único cetáceo marino endémico de nuestro país, la
totoaba, en grave peligro de extensión y curvina golfina,
especialmente endémica del golfo de California.

Hoy en día la pesca de la curvina se efectúa durante el
tiempo de la migración anual de reproductores a la zona de

desove y crianzas en la porción norte del alto golfo de Ca-
lifornia y en el delta del río Colorado.

El pico de la producción de febrero a abril se obtiene el in-
greso y captura de la curvina durante la subida y bajada de
las mareas en los canales y bajos, dentro de la zona núcleo
de la reserva.

Parte de las especies que conforman la fauna de acompa-
ñamiento en las pesquerías de curvina dentro de la reserva
de la biosfera del alto golfo de California y delta del río
Colorado está compuesta por juveniles de totoabas, espe-
cies endémicas de México y en grave peligro de extinción,
además del tiburón brioncha, tiburón chango, tiburón cor-
nuda, maco y tiburón blanco.

La zona de pesca de curvina es reconocida como el área de
distribución natural de la vaquita marina, único cetáceo en-
démico de México y el más gravemente en peligro de ex-
tinción del planeta.

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, en su artículo 48, primer párrafo, establece que:
"las reservas de la biosfera se constituirán en áreas biogeo-
gráfica representativas a nivel nacional de uno o más eco-
sistemas no alterados significativamente por la acción del
ser humano o que requieran ser preservados o restaurados,
en los cuales habiten especies representativas de la biodi-
versidad nacional, incluyendo a las consideradas endémi-
cas, amenazadas o en peligro de extinción".

Por su parte, el artículo 81 del Reglamento de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente
en Materia de Areas Naturales Protegidas establece que en
las reservas de la biosfera sólo se podrán desarrollar apro-
vechamientos pesqueros, siempre y cuando no se afecten
las zonas de reproducción o especies en veda o en riesgo.

Existen entre 250 y 290 embarcaciones que ingresan a la
reserva de la biosfera del alto golfo de California y delta
del río Colorado para la pesca de curvina, mismas que rea-
lizan sus actividades en las zonas núcleos dentro de la re-
serva del alto golfo y delta del río Colorado, pescando más
de 1 mil toneladas de curvina anuales en esta región.

La curvina se pesca dentro de la zona núcleo de la reserva
en época de desove y la hueva de las hembras se tira sin ser
aprovechada, además de que con ello se corta el ciclo bio-
lógico de la especie.
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No existe regulación exclusiva para la especie, aunque las
disposiciones del decreto de creación de la reserva y su
programa de manejo y varias disposiciones federales como
la Ley de Pesca y su reglamento, pueden aplicarse para la
conservación de esta especie, ya que su hábitat y zona de
captura se encuentran dentro de un área natural protegida y
se trata de una especie endémica y además su zona de pes-
ca debería estar totalmente vedada por ser un área de deso-
ve y crianza.

Es imprescindible dar cumplimiento a la ley y a su regla-
mento y de esta manera mantener a las embarcaciones pes-
queras fuera de la zona núcleo de esta reserva.

Por lo anteriormente expuesto, nos permitimos someter a
consideración de esta soberanía el siguiente 

PUNTO DE ACUERDO

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales a través de la Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente, para que reanude en forma inme-
diata el Programa Especial de Verificación ambiental en la
reserva de la biosfera del alto golfo de California y delta
del río Colorado, enfatizando la importancia de vigilar la
captura de especies en la zona núcleo de la reserva duran-
te el periodo dictado por los picos de desove en dicha zo-
na, en particular de la especie endémica curvina-golfina,
incrementando el número de inspectores para la inspección
y vigilancia de la reserva;

Segundo. Se mandata al Ejecutivo Federal para que gire
instrucciones al Secretario de Medio ambiente y Recursos
Naturales a efecto de que dé cumplimiento a lo establecido
por la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente y su Reglamento en Materia de Areas Natura-
les Protegidas, enfatizando la importancia de vedar la cap-
tura de especies en la zona núcleo de la reserva durante el
periodo dictado por los picos de desove en dicha zona, en
particular de la especie curvina-golfina y

Tercero. Se exhorta al Ejecutivo Federal a incluir en la
Norma Oficial Mexicana como especie en riesgo y sujeta a
manejo especial al pez marino endémico de México llama-
da: curvina-golfina, a fin de salvaguardar el recurso, evitar
su sobreexplotación y con ello que corra la misma suerte
que la totoaba, actualmente en peligro de extinción.

Entrego el original a la Secretaría. Es cuanto, señora Presi-
denta.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Bernardo de la Garza Herrera, Francisco Agundis Arias,
José Antonio Arévalo González, Esveida Bravo Martínez,
María Teresa Campoy Ruy Sánchez, Olga Patricia Chozas
y Chozas, Diego Cobo Terrazas, Arturo Escobar y Vega,
José Rodolfo Escudero Barrera, Sara Guadalupe Figueroa
Canedo, Nicasia García Domínguez, Alejandro Rafael
García Sainz Arena, Juan Ignacio García Zalvidea, María
Cristina Moctezuma Lule, Julieta Prieto Fuhrken, Concep-
ción Salazar González, Erika Elizabeth Spezia Maldonado,
diputados de la LVIII Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, integrantes del grupo parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México, con fundamento en el ar-
tículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, ocu-
rrimos a solicitar se turne a la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales de la Cámara de Diputados en
la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, el si-
guiente acuerdo

De conformidad con los siguientes

I. Antecedentes

1.- En 1881 se describe la especie conocida como curvina
del golfo o corvina (Cynoscion othonopterus) por Jordan y
Gilbert, especie endémica del golfo de California.

2.- Desde 1963 se dejó de observar esta especie en el delta
del río Colorado. Aparentemente, dejó de migrar durante
25 a 30 años, no siendo registrada nuevamente por pesca-
dores locales hasta 1988, y su producción formal se reini-
ció en el golfo de Santa Clara en 1992-1993 con capturas
de hasta 30 toneladas.

3.- En 1975 se declaró la veda total para la pesca de la to-
toaba (Totoaba macdonaldi), como resultado de su sobre-
explotación pesquera.

4.- El 10 de junio de 1993 se crea, por decreto presidencial
publicado en el Diario Oficial de la Federación, el área na-
tural protegida, bajo la categoría de Reserva de la Biosfera
del Alto Golfo de California y Delta del Río Colorado, en-
tre los 31º00'-32º10' norte y 115º30'-115º15' oeste, con una
superficie de 934,756 ha, que incluye una zona núcleo de
164 mil 779 ha y una zona de amortiguamiento de 769 mil
976 ha, incluyendo dos provincias fisiográficas de suma
importancia ecológica, la del alto golfo de California y par-



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 3 de octubre de 2002161

te del desierto sonorense, encontrándose en ésta comunida-
des bióticas marinas representantes del alto golfo de Cali-
fornia y humedales del delta del río Colorado. El alto gol-
fo de California y delta del río Colorado albergan más del
17% de las especies endémicas de flora y fauna marina y
costera de México; entre ellas: la vaquita marina (Phocoe-
na sinus), único cetáceo marino endémico de nuestro país;
la totoaba (Totoaba macdonaldi), en grave peligro de ex-
tinción; y la curvina golfina (Cynoscion othonopterus), es-
pecie endémica del golfo de California.

5.- El 5 de julio de 1996 fue publicado el Programa de Ma-
nejo de la Reserva de la Biosfera del Alto Golfo de Cali -
fornia y Delta del Río Colorado en el Diario Oficial de la
Federación.

6.- El 30 de noviembre de 2000 aparece publicado en el
Diario Oficial de la Federación el Reglamento de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente en Materia de Areas Naturales Protegidas.

Los integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, a partir de estos antecedentes, expo-
nemos los siguientes

II. Hechos

1. La curvina golfina (Cynoscion othonopterus) es un pez
marino de la familia sciaenidae, comúnmente llamados
corvinas, curvinas o roncadores, especie descrita por Jor-
dan y Gilbert en 1881 que sólo habita en el golfo de Cali-
fornia. Esta especie realiza migraciones anuales hacia el al-
to golfo, especialmente al delta del río Colorado, para
reproducirse durante los meses de febrero-abril, aunque
permanece en esta región desde octubre hasta junio.

2. Es una especie general migratoria que, al igual que la to-
toaba, realiza migraciones a los campos de desove en el al-
to golfo de California y delta del río Colorado. Aparente-
mente este arribo al alto golfo inicia durante el mes de
octubre y se extiende hasta junio o julio. Después de la
época reproductiva, los adultos y subadultos posiblemente
migren hacia el sur a aguas profundas, aunque no se cono-
ce con precisión este proceso. Existe evidencia de que la
especie es capturada en la pesca deportiva que se realiza en
la costa rocosa al sur y frente a San Felipe (Cudney y Turk,
1998), por lo que posiblemente los juveniles o subadultos
se refugien en zonas rocosas, como lo hace la totoaba (Cis-
neros, et al., 1997). Gran parte del comportamiento repro-
ductivo de esta especie (arribo a campos de desove, pro-

ducción de sonidos, congregación en grupos mono- sexua-
les, alta fecundidad y atracción a sitios someros) es muy
similar al de la totoaba (Barrera, 1994).

Los cardúmenes arriban al alto golfo a partir de octubre o
noviembre. Posteriormente, se inicia un proceso de ali-
mentación exhaustiva en febrero (principalmente de sardi-
na bocona), la cual a medida que avanza la temporada ha-
cia los meses de mayo-junio presenta una disminución
gradual.

A la par se inicia el proceso de maduración gonadal, esto
último, a finales de febrero o principios de marzo. La ma-
duración se observa durante las primeras mareas de marzo
y aparentemente no se realiza de forma uniforme, por lo
que se pueden observar grupos madurando más rápido que
otros. Así, durante las mareas vivas a partir de finales de
marzo hasta finales de mayo se observa la maduración
completa, habiendo pico de desoves en abril, principal-
mente en los canales del delta: canal de la Baja, canal de
En Medio y el propio cauce principal del río Colorado, a la
altura conocida como El Zanjón.

Después de los desoves, los adultos regresan hacia el sur y
sólo permanecen en el delta los subadultos y juveniles (145
a 260 mm) del año anterior, ya que después de mayo y has-
ta casi agosto se siguen pescando estas tallas en la zona de
El Zanjón.

3. La curvina golfina es una especie de alto valor pesquero
en la Reserva. Durante los años de 1917 a 1940, represen-
tó una importante pesquería en el alto golfo de California,
junto con la de totoaba.

Por razones desconocidas, dejó de observarse en el delta
durante 25 ó 30 años (desde inicios de los años sesenta) y
fue registrada de nuevo a inicios de los años noventa. Ac-
tualmente, es la segunda pesquería de escama de mayor
producción e importancia en la Reserva y una de las más
importantes en general para el golfo de California.

III. Consideraciones

1. Hoy día, la pesca de la curvina se efectúa durante el
tiempo de la migración anual de reproductores a la zona de
desove y crianza en la porción norte del alto golfo de Cali-
fornia y en el delta del río Colorado.

El pico de la producción (febrero-abril) se obtiene del in-
greso y captura de la curvina durante las subidas y las ba-
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jadas de marea en los canales y bajos dentro de la zona nú-
cleo de la Reserva.

2. Parte de las especies que conforman la fauna de acom-
pañamiento en las pesquerías de curvina dentro de la Re-
serva de la Biosfera del Alto Golfo de California y Delta
del Río Colorado está compuesta por juveniles de totoaba
(Totoaba macdonaldi), especie endémica de México y en
grave peligro de extinción, en veda permanente para su
pesca y considerado el primer pez marino enlistado por el
Convenio para el Tráfico Internacional de Especies de Flo-
ra y Fauna Silvestre y por la Norma Oficial Mexicana co-
mo especie en peligro de extinción, para la cual el alto gol-
fo de California y el delta del río Colorado son las
principales zonas de reproducción, crianza y hábitat en los
primeros estadios de su vida; otras especies capturadas de
manera incidental son el chano norteño, el tiburón biron-
cha, tiburón chango, tiburón cornuda, mako y tiburón blan-
co (Cudney y Turk, 1998).

En los estudios realizados durante la última década sobre la
mortalidad incidental de la vaquita en pesquerías artesana-
les en el alto golfo no existen datos concluyentes sobre el
porcentaje de incidencia en la pesquería de curvina golfina
específicamente (D'Agrosa, et al., 1995).

3. La zona de pesca de curvina es reconocida como el área
de distribución natural de la vaquita marina (Phocoena si-
nus), único cetáceo endémico de México y el más grave-
mente en peligro de extinción del planeta. Actualmente, la
vaquita marina ve reducidas sus posibilidades de recupera-
ción, en gran parte por la captura incidental a que se ve so-
metida como resultado del fomento pesquero, principal-
mente en la zona núcleo de la Reserva antes mencionada.

4. La Ley General del Equilibro Ecológico y la Protección
al Ambiente (LGEEPA), en su artículo 48 primer párrafo,
establece:

"Las reservas de la biosfera se constituirán en áreas bio-
geográficas relevantes a nivel nacional, representativas de
uno o más ecosistemas no alterados significativamente por
la acción del ser humano o que requieran ser preservados y
restaurados, en los cuales habiten especies representativas
de la biodiversidad nacional, incluyendo las consideradas
endémicas/amenazadas o en peligro de extinción."

El tercer párrafo del mismo artículo establece:

"En las propias reservas deberá determinarse la superficie
o superficies que protejan la zona núcleo del impacto exte-
rior, que serán conceptuadas como zonas de amortigua-
miento, en donde sólo podrán realizarse actividades pro-
ductivas emprendidas por las comunidades que ahí habiten
al momento de la expedición de la declaratoria respectiva
o con su participación, que sean estrictamente compatibles
con los objetivos, criterios y programas de aprovechamien-
to sustentable, en los términos del decreto respectivo y del
programa de manejo que se formule y expida, consideran-
do las previsiones de los programas de ordenamiento eco-
lógico que resulten aplicables."

5. Por su parte, el artículo 81 del Reglamento de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente
en Materia de Areas Naturales Protegidas, establece que en
las reservas de la biosfera sólo se podrán desarrollar apro-
vechamientos pesqueros siempre y cuando

1) No se afecten zonas de reproducción o especies en veda
o en riesgo.

6. El Plan de Manejo de la Reserva de la Biósfera del Alto
Golfo de California y Delta del Río Colorado reconoce que
la principal problemática ambiental y amenaza para esta
reserva es el deterioro del hábitat, los cambios en la es-
tructura de las comunidades vegetales y animales, la dis-
minución de poblaciones naturales como resultado de las
actividades humanas o bien por los cambios de los regíme-
nes climáticos globales.

7. Las embarcaciones que ingresan en la Reserva de la
Biósfera del Alto Golfo de California y Delta del Río Co-
lorado para la pesca de curvina son entre 250 y 290 em-
barcaciones pesqueras que realizan sus actividades en la
zona núcleo dentro de la Reserva de la Biosfera del Alto
Golfo y Delta del Río Colorado, pescando más de 1 mil to-
neladas de curvina anuales en esta zona.

8. La curvina se pesca dentro de la zona núcleo de la Re-
serva en época de desove, y la hueva de las hembras se ti -
ra sin ser aprovechada, además de que con ello se corta el
ciclo biológico de la especie.

9. Durante aproximadamente 25 años se dejó de observar
curvina golfina en la región, retornando a sus zonas de mi-
gración después de entrar en vigor la veda para la totoaba.

10. No existe regulación exclusiva para la especie, aunque
las disposiciones del Decreto de Creación de la Reserva, su
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Programa de Manejo y varias disposiciones federales (Ley
de Pesca y su Reglamento) pueden aplicarse para la con-
servación de esta especie, ya que su hábitat y zona de cap-
tura se encuentran dentro de un área natural protegida fe-
deral, es una especie endémica y además su zona de pesca
debiera de estar totalmente vedada por ser su área de deso-
ve y crianza.

La entrada de compradores en los sitios de arribo no está
controlada, por lo que se promueve la venta fuera de las or-
ganizaciones pesqueras establecidas legalmente (furtiva) y
se promueve una sobreoferta de producto.

11. El conocimiento científico de la especie es aún limita-
do, por lo que se deben impulsar los proyectos de investi -
gación vigentes e identificar los aspectos que no se inves-
tigan actualmente para establecer un plan de monitoreo
permanente durante el arribo de la especie a zonas de deso-
ve y crianza.

12. Se cuenta con una limitada inspección y vigilancia en
los sitios de arribo, por lo que el control es casi nulo.

13. Es imprescindible dar cumplimiento a la ley y a su re-
glamento y de esta manera mantener las embarcaciones
pesqueras fuera de la zona núcleo, ya que ésta es la única
forma en que se puede garantizar la conservación del hábi-
tat para la reproducción, desove y crianza de especies en-
démicas como la curvina golfina, amenazadas y en peligro
de extinción, como son la vaquita marina y la totoaba, así
como de otras especies de importancia comercial para la
pesca ribereña.

14. Si no queremos que la curvina golfina sufra la misma
suerte que la totoaba, es nuestra obligación promover las
medidas necesarias para su conservación, que nos permitan
a futuro aprovechar de manera sustentable este apreciable
recurso natural.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los diputados del
Partido Verde Ecologista de México, proponemos el si-
guiente

PUNTO DE ACUERDO

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, a través de la Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente, a que reanude en forma inmediata
el programa especial de verificación ambiental en la Re-
serva de la Biosfera del Alto Golfo de California y Delta

del Río Colorado, enfatizando la importancia de vigilar la
captura de especies en la zona núcleo de la Reserva duran-
te el periodo dictado por los picos de desoves en dicha zo-
na, en particular de la especie endémica curvina golfina
(Cynoscion othonopterus) e incrementando el número de
inspectores para la inspección y vigilancia en la Reserva.

Segundo. Se mandata al Ejecutivo Federal para que gire
instrucciones al Secretario de Medio Ambiente y Recursos
Naturales a efecto de que dé cumplimiento a lo establecido
por la Ley General del Equilibro Ecológico y la Protección
al Ambiente (LGEEPA) y el Reglamento de la LGEEPA en
materia de áreas naturales protegidas, enfatizando la im-
portancia de vedar la captura de especies en la zona núcleo
de la Reserva durante el periodo dictado por los picos de
desoves en dicha zona, en particular de la especie endémi-
ca curvina golfina (Cynoscion othonopterus).

Tercero. Se exhorta al Ejecutivo Federal a incluir en la
Norma Oficial Mexicana como especie en riesgo y sujeta a
manejo especial al pez marino endémico de México llama-
do curvina golfina (Cynoscion othonopterus), a fin de sal-
vaguardar el recurso, evitar su sobreexplotación y con ello
que corra la misma suerte que la totoaba (Totoaba macdo-
naldi), actualmente en peligro de extinción.

Dado en el Palacio Legislativo.— San Lázaro, sede de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión
de los Estados Unidos Mexicanos, a 3 de octubre de 2002.-
Diputados: Bernardo de la Garza Herrera, coordinador;
Francisco Agundis Arias, vicecoordinador; José Antonio
Arévalo González, Esveida Bravo Martínez, María Teresa
Campoy Ruy Sánchez, Olga Patricia Chozas y Chozas,
Diego Cobo Terrazas, Arturo Escobar y Vega, José Rodol-
fo Escudero Barrera, Sara Guadalupe Figueroa Canedo,
Nicasia García Domínguez, Alejandro Rafael García Sainz
Arena, Juan Ignacio García Zalvidea, María Cristina
Moctezuma Lule, Julieta Prieto Fuhrken, Concepción Sa-
lazar González, Erika Elizabeth Spezia Maldonado.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado. 

Túrnese a las comisiones de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales y de Pesca.

El grupo parlamentario del Partido del Trabajo nos solicitó
la permuta en el orden de un punto de acuerdo por otro que
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el propio grupo del Partido del Trabajo ha inscrito y esta
Presidencia no tuvo inconveniente en obsequiar esa peti-
ción.

ESTADO DE TLAXCALA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

En tal virtud tiene la palabra la diputada Rosalía Peredo
Aguilar, del grupo parlamentario del PT para presentar una
propuesta con punto de acuerdo para exhortar al titular del
Ejecutivo Federal para que el estado de Tlaxcala sea in-
cluido dentro de los programas de la Región Sur-Sureste.

La diputada Rosalía Peredo Aguilar: 

Con su permiso, señora Presidenta; compañeras y compa-
ñeros diputados:

Diputados de diversos grupos parlamentarios y por mi voz,
hacen uso de esta tribuna para plantear un punto de acuer-
do con base en el artículo 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, de acuerdo a las siguientes

CONSIDERACIONES

El Gobierno actual pretende impulsar una política de
desarrollo regional en la que las áreas deprimidas de
nuestro país superen sus rezagos ancestrales. El impulso
a los programas del Sur-Sureste tiene ese propósito.

Por ejemplo las obras de infraestructura particularmente
vial que están proyectadas para la Región Sur-Sureste,
constituyen una prueba fehaciente de ello porque física-
mente estarán dentro del territorio de Tlaxcala y por tanto
en el área de influencia económico-social que compartimos
con nuestras entidades vecinas.

El impacto económico que implica la construcción de esos
proyectos, debe de estar acompañado de apoyos financie-
ros adicionales que permitan el desarrollo integral de sus
áreas de influencia.

Tlaxcala no está considerada en la Región Sur-Sureste, no
se beneficiará de los efectos favorables de dichos recursos
financieros, lo que implicará que la pretensión de integrar

el desarrollo económico en esas áreas de influencia, no
será cumplida.

Nuestra responsabilidad como ciudadanos y como legisla-
dores nos obliga a que esto no ocurra.

Por otra parte entre la falta de equidad en la distribución de
los recursos federales hacia las entidades federativas pro-
ducto de las fórmulas que se emplean para la distribución
de los fondos a través del Ramo 33, un tercio de los esta-
dos de la República incluidos entre ellos Tlaxcala, ha tra-
tado de superar ese desequilibrio mediante los programas
especiales o programas compensatorios.

Dado que los programas de la Región Sur-Sureste tienen
este objetivo, nos parece que es esa otra razón más por la
que nuestra entidad debe de ser incluida en dicha región.

En lo referente a los indicadores económicos y sociales
empleados para definir qué entidades se integran a la Re-
gión Sur-Sureste, nuestra opinión es que Tlaxcala, como
muchas otras entidades federativas tiene enormes diferen-
cias en el desarrollo de sus sectores económicos y sociales.

Tlaxcala cuenta con amplias zonas de rezago y margina-
ción conforme a los indicadores de pobreza elaborados por
diversas dependencias. Por ejemplo, en los programas de
microrregiones de la Secretaría de Desarrollo Social los
municipios de Alzayanja, Terrenate, Emiliano Zapata y Es-
panta están considerados como municipios de muy margi-
nación y alta marginación, como puede constatarse en el
Diario Oficial de la Federación fechado el 11 de enero de
2002.

Por otra parte, según la información más reciente propor-
cionada por el INEGI, el índice de volumen físico de la
producción agropecuaria, la silvicultura y pesca durante los
últimos años mostró un notable decrecimiento que lo hizo
retroceder de 4 a 5 puntos. En cambio en el mismo perio-
do el índice de industria manufacturera creció en casi 40
puntos.

La población que se dedica a las actividades primarias es
todavía significativa, un 15.2% tan sólo en el área metro-
politana de la ciudad de Tlaxcala, según la información
disponible del año de 1999. Este dato contrasta con el ín-
dice de producción física que hemos anunciado en el pá-
rrafo anterior, el cual es muy bajo para el monto de pobla-
ción dedicado al sector primario.
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En cuanto al salario mínimo legalmente establecido para la
entidad, éste se encuentra en el grupo C, que está en el ran-
go más bajo de dicho salario. Asimismo bajo los criterios
de lo que los que los técnicos llaman pobreza de patrimo-
nio, Tlaxcala tiene uno de los altos índices de marginalidad
con un 63.38%.

Con relación a otros indicadores que miden la marginali-
dad de orden social y económica de la Región Sur-Sureste,
como es el caso de la población indígena, monolingüismo
etcétera, Tlaxcala por sus características propias no pre-
senta de manera acusada dicha marginalidad.

Por lo anteriormente expuesto sometemos a su considera-
ción el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Unico. Solicitamos al Poder Ejecutivo Federal que el esta-
do de Tlaxcala sea considerado dentro de los programas de
la Región Sur-Sureste, no sólo por cuestiones de orden
geográfico al estar rodeado principalmente por Puebla y
una pequeña parte por el Estado de México e Hidalgo. El
primero pertenece a la Región Sur-Sureste, comparte de
manera natural espacios económicos que rebasan la divi-
sión político-administrativa de dicha entidad y se recono-
cen los vínculos de orden económico, social, histórico que
los unen.

Dado en el Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 3 de octu-
bre de 2002.— Firman los diputados: por el Partido Verde
Ecologista de México, Bernardo de la Garza y María Te-
resa Campoy; por el Partido Revolucionario Institucional,
Erendira Cova, Jaime Alcántara, Juan Manuel Sepúlveda,
Gustavo Carvajal y Jaime Vázquez; por el Partido Acción
Nacional, Felipe Calderón Hinojosa, Juan de la Cruz Al-
berto Cano Cortezano, Salvador Escobedo Zoletto, Víctor
León Castañeda; por el Partido de la Sociedad Naciona-
lista Norma Patricia Riojas Santana; por el Partido del
Trabajo Víctor Antonio García Dávila, Juan Carlos Regis
Adame y la de la voz, Rosalía Peredo Aguilar.»

Muchas gracias.

Señora Presidenta:

Solicito que este punto de acuerdo sea turnado a la Comi-
sión del Sur-Sureste, para que emita su opinión y desde
luego a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucio-
nales para su trámite.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señora diputada.

Le ruego a la diputada sume mi firma a su propuesta de
punto de acuerdo, si no tiene inconveniente y le comento
que esta Mesa Directiva había pensado turnar este punto de
acuerdo a la Comisión Sur-Sureste y a la Comisión de Pre-
supuesto y Cuenta Pública. ¿No tiene inconveniente, dipu-
tada?

La diputada Rosalía Peredo Aguilar:

No.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Túrnese a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública
y a la Comisión Especial Sur-Sureste.

ANA GABRIELA GUEVARA ESPINOZA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra la diputada Enriqueta Bacilio Sotelo, para
presentar una proposición con punto de acuerdo, relativa a
la celebración de un homenaje y entrega de un reconoci-
miento a la atleta mexicana Ana Gabriela Guevara Espi-
nosa.

La diputada Norma Enriqueta Bacilio Sotelo:

Con su permiso, señora Presidenta; compañeras y compa-
ñeros diputados: 

Hago uso de la palabra para dar lectura a una proposición
con punto de acuerdo para que la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, celebre un homenaje para la entrega
de un reconocimiento a la atleta Ana Gabriela Guevara Es-
pinosa, a través de la Comisión de Juventud y Deporte. 

La fuerza y la perseverancia son dos aspectos fundamenta-
les con los que todos ser humano con anhelos de triunfo
debe siempre no sólo contar sino saber emplear a la hora de
los fuertes retos y las grandes oportunidades, mismas que
quizá se presenten una sola vez en la vida, por lo que dicha
fuerza y perseverancia serán la luz que ha de conducirnos
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por los caminos de la tenacidad y la valentía hacia la con-
secución de todas las metas que nos hayamos fijado.

Es por ello que en esta ocasión los miembros de la Comi-
sión de Juventud y Deporte de la LVIII Legislatura, consi-
deramos que en esta Cámara de Diputados debemos reco-
nocer estos dos aspectos en nuestra distinguida atleta
mexicana Ana Gabriela Guevara Espinosa, quien en días
anteriores puso en alto el nombre de México, convirtién-
dose en la mejor atleta del año en el mundo en la difícil
prueba de los 400 metros planos, manteniéndolo invicto
durante las siete pruebas de la Golden League, reafirmán-
dolo en el Grand Prix en Francia y consagrándose en la
Copa Mundial.

El haber recorrido con la frente en alto las Siete Plazas,
sede de este serial exclusivo de la élite del mundo del atle-
tismo y en todas ellas demostrar la entereza y tenacidad de
la mujer mexicana, son el fiel reflejo del premio a la per-
severancia y fruto del trabajo realizado por esta joven y su
equipo que una vez más han enaltecido y situado al depor-
te de nuestro país en uno de los lugares más anhelados por
toda la nación en el ámbito deportivo.

Para los legisladores de la Cámara de Diputados, es moti-
vo de gran orgullo reconocer a mujeres jóvenes como Ana
Gabriela Guevara, que sirven de claro y digno ejemplo pa-
ra la sociedad mexicana y de grandes guías de la niñez y ju-
ventud nacional, que día con día encuentren en ellas la más
firme inspiración y deseos de triunfar.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 58 y 59 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General, el pleno de la Comi-
sión de Juventud y Deporte de esta Cámara de Diputados,
proponemos a esta soberanía como de urgente y obvia re-
solución dicte el siguiente

PUNTO DE ACUERDO 

Unico. La LVIII Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, realizará a través de la
Comisión de Juventud y Deporte un homenaje donde se en-
tregará un reconocimiento a la atleta sonorense Ana Ga-
briela Guevara.

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. Facúltese a la Comisión de Juventud y Deporte
para la realización del homenaje y entrega a nombre de la

Cámara de Diputados, del reconocimiento a la atleta Ana
Gabriela Guevara.

Segundo. El presente acuerdo entrará en vigor el día de su
aprobación y será publicado en la Gaceta Parlamentaria
de la Cámara de Diputados.

Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
a 3 de octubre de 2002.

Este punto de acuerdo, además de la Comisión de Juventud
y Deporte, está firmado por todos los coordinadores de las
diferentes fracciones parlamentarias.

Compañeras y compañeros diputados: la figura y ejemplo
de Ana Gabriela debe inspirarnos y llevarnos a la reflexión.
Está en nuestras manos, está en esta comisión como parte
de nuestro trabajo, una iniciativa para elevar a rango cons-
titucional la cultura física y el deporte, para que esto sea un
derecho para todos los mexicanos. Es una aportación para
que México tenga más deportistas a la altura de nuestra ho-
menajeada. Más deportistas, un pueblo más sano, un futu-
ro más próspero. 

Muchas gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señora diputada.

Consulte la Secretaría a la Asamblea en votación económi-
ca, si se considera de urgente resolución.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias diputada. 

Consulte la Secretaría a la Asamblea, en votación econó-
mica, si se considera de urgente resolución el punto de
acuerdo.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Por instrucciones de la Presidencia, de conformidad con lo
que establece el artículo 59 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en votación económica se pregunta a la
Asamblea si se considera de urgente resolución el punto de
acuerdo.
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Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo..

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Se considera de urgente resolución.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Para referirse al punto de acuerdo han solicitado hacer uso
de la palabra la diputada Olga Patricia Chozas y Chozas,
del Partido Verde Ecologista de México y el diputado Cle-
mente Padilla Silva, del grupo parlamentario de Acción
Nacional.

Consulto con el pleno si algún otro diputado desea regis-
trarse. Diputado Torres, ¿lo registro? Declinó el diputado
Torres.

Entonces, lo registro diputado Torres.

Tiene la palabra la diputada Olga Patricia Chozas y Chozas
del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista, has-
ta por cinco minutos.

La diputada Olga Patricia Chozas y Chozas: 

Con la venia de la Presidencia, compañeros legisladores:

Los diputados miembros del grupo parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México nos pronunciamos a favor
del punto de acuerdo para el que se pretende ofrecer un ho-
menaje a la destacada atleta mexicana Ana Gabriela Gue-
vara Espinosa.

Creemos que no existe estímulo más poderoso que el del
reconocimiento al esfuerzo, a la dedicación y a los innu-
merables sacrificios que se requieren para lograr la consti-
tución de una meta trazada.

Gracias a mujeres como Ana Gabriela Guevara podemos
tener la certeza de que nuestra nación debe hoy, más que
nunca, seguir sobresaliendo en todos los ámbitos a nivel in-
ternacional. 

Los logros y trayectoria de Ana Gabriela Guevara son el
reflejo de lo que se puede lograr con trabajo, tenacidad y
disciplina, Ana Gabriela es, sin lugar a dudas, como lo han
sido en su momento otros distinguidos deportistas los cua-
les no menciono por no omitir algún nombre, un claro
ejemplo para la juventud del país. 

Hoy queremos reconocer todos los logros de Ana Gabriela
para hacerle saber que como mexicanos nos sentimos or-
gullosos de ella. Queremos alentarla y servir como un es-
tímulo para sus futuras competencias en las que estamos
seguros conseguirá inigualables triunfos.

Las mujeres y los jóvenes de México tenemos en la imagen
de esta destacada deportista el ejemplo más claro de que
cuanto nos propongamos, podemos realizar. 

Muchas gracias. 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señora diputada. 

Tiene la palabra el diputado Clemente Padilla Silva, del
grupo parlamentario de Acción Nacional.

El diputado Clemente Padilla Silva:

Con el permiso de la Presidencia:

Los diputados integrantes del grupo parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, nos pronunciamos a favor del punto
de acuerdo relativo a la celebración de un homenaje y en-
trega de reconocimiento a la atleta mexicana Ana Gabriela
Guevara Espinosa 

Es gratificante y esperanzador ver cómo deportistas mexi-
canos han tenido destacadas actuaciones a nivel internacio-
nal y han colocado el nombre del país en lo más alto de los
podios deportivos mundiales en múltiples disciplinas.
Quién no recuerda a un Hugo Sánchez, a un Fernando Va -
lenzuela, por mencionar algunos de ellos, que han encon-
trado en la práctica deportiva el medio para sobresalir per-
sonalmente y enaltecer a la nación mexicana.

Hace apenas unos días una joven mujer volvió a provocar
en todos los mexicanos el asombro y el orgullo de saber
que tenemos la fortaleza para renovar lo que nos propone-
mos, al conseguir los siete triunfos de la Golden League en
la prueba de los 400 metros, reafirmando su fortaleza y ca-
pacidad en la final del Grand Prix y la Copa del Mundo.

En el grupo parlamentario del Partido Acción Nacional
creemos que este reconocimiento no sólo se le hace a la
atleta, sino también a la joven y a la mujer, al ejemplo de
vida por su trayectoria, por sus logros. 
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Por las glorias deportivas que ha y seguirá dando a Méxi-
co Ana Gabriela Guevara Espinoza es un digno ejemplo
para todos los jóvenes, para las mujeres y para todos los
atletas del país y para que los mexicanos en conjunto nos
motivemos y nos inspiremos en la vida de esta joven mu-
jer, basada en la disciplina, perseverancia y constancia que
puede ser también una luz que ilumine su claro ejemplo, el
camino de muchos niños y jóvenes, el modelo sobre el que
se forjen las futuras generaciones.

Es momento que asumamos la responsabilidad que el de-
venir histórico nos ha encomendado y nos sumemos a las
voces que pugnan por una cultura física nacional; que na-
die dude que el fomento de una cultura deportiva integral
aunada a la práctica deportiva, traerá como consecuencia
que en un futuro cercano tengamos más deportistas y atle-
tas de alto nivel.

Los invito para que se sumen al homenaje que se brinda a
esta destacada mexicana. ¡Hoy, a Ana Gabriela Guevara ya
nadie la para!

Gracias. 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado. 

Tiene la palabra el diputado Tomás Torres, para referirse al
mismo tema.

El diputado Tomás Torres Mercado:

Gracias, señora Presidenta:

Era necesario, señora Presidenta; compañeras y compañe-
ros diputados, ser expresos en que por supuesto el Partido
de la Revolución Democrática no declinaría, sino por el
contrario, se sumaría a un esfuerzo que debe ser reconoci-
do desde ésta, la más alta tribuna del país.

Y bueno, estimamos que es prudente, necesario, reconocer
el esfuerzo, la tenacidad de Ana Gabriela Guevara Espino-
sa porque a lo mejor en otros temas, a lo mejor en temas
que tengan qué ver con la ley, con el presupuesto, con la
economía o con las finanzas del país surgen necesaria-
mente diferencias pero debe haber temas en los que haya
coincidencia de manera que el Partido de la Revolución
Democrática suscribe en todas y cada una de sus partes el

contenido de la proposición con punto de acuerdo para
realizar este homenaje merecido.

Y bueno, que también sea oportunidad para que cuando re-
conozcamos el éxito no sea a partir de la circunstancia de
que cuando éste existe lo queremos compartir todos, debe
ser un referente la tenacidad de Guevara Espinosa, pero
también debe serlo para las diputadas y para los diputados;
los presupuestos, para los espacios no sólo de esparci-
miento, sino donde sea posible que nuestros jóvenes, nues-
tros niños se ocupen de algo que recrea no sólo el cuerpo,
sino también la mente.

Compartamos entonces el éxito, el posicionamiento de Ana
Gabriela pero asumamos la responsabilidad y el compro-
miso de establecer como una parte prioritaria de los traba-
jos de los diputados con algo que parece que no existe has-
ta que el éxito —decía—, está presente.

Vaya del Partido de la Revolución Democrática el recono-
cimiento al esfuerzo personal, a la tenacidad, al ejemplo de
mujer, al referente para la juventud y por supuesto la suma
de los votos de la fracción para llevar adelante con la so-
lemnidad y con la formalidad este reconocimiento.

Muchas gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado.

Ruego a la Secretaría consulte si se encuentra suficiente-
mente discutido el punto de acuerdo.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

En votación económica, se pregunta a la Asamblea si se
considera suficientemente discutido el punto de acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Suficientemente discutido.
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Le ruego a la Secretaría ponga a votación económica el
contenido del punto de acuerdo.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

En votación económica, se pregunta a la Asamblea si se
aprueba el punto de acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Aprobado el punto de acuerdo.

Felicitamos a la comisión por esta iniciativa y esta Mesa
Directiva se suma al reconocimiento a la deportista Ana
Gabriela Guevara.

FISCALIA ESPECIAL DE LOS
CRIMENES COMETIDOS EN EL PASADO

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Vamos a darle el uso de la palabra al diputado Alfredo
Hernández Raigosa, del grupo parlamentario del PRD, pa-
ra presentar una proposición con punto de acuerdo en tor-
no a la comparecencia del Fiscal Especial de Crímenes del
Pasado, ante las comisiones de Justicia y Derechos Huma-
nos y Especial de Seguridad Pública.

El diputado Alfredo Hernández Raigosa:

Muchas gracias. 

Con su permiso, señora Presidenta.

Quiero agradecer la tolerancia de esta Asamblea por mi
participación esta mañana en esta tribuna.

Compañeras y compañeros diputadas y diputados: la lucha
contra el olvido no debe de frenarse. El día de ayer más de
20 mil personas marcharon por la Ciudad de México para
exigir justicia, para que se esclarecieran los acontecimien-

tos por demás reprochables del 2 de octubre de hace 34
años, para encontrar responsables de aquel acontecimiento;
investigar al Batallón Olimpia, a los Halcones, a los Dipos
y a los torturadores de la Dirección General de Seguridad;
para esclarecer la represión que generaron militares y jefes
policiacos y de otras expresiones autoritarias y criminales
que padecieron en esas décadas los jóvenes estudiantes.

Esta experiencia no debe repetirse nunca jamás, deben in-
vestigarse y juzgarse hasta el fondo los actos ilegales de
1968 y de 1971; deben de ser juzgados los responsables de
la masacre de esa década, porque un país que ignora su me-
moria es un país condenado a repetir sus errores. Por ello
la lucha contra el olvido no debe frenarse; debe ir hasta sus
últimas consecuencias, es una lucha contra el autoritarismo
y contra la impunidad.

Si hoy no somos capaces de romper ese silencio y ese cli-
ma de impunidad que reinó en aquellos años, estamos se-
guros que no se dará una transición a la democracia plena
en nuestro país. Por ello resulta para nuestra fracción par-
lamentaria en esta Cámara de Diputados, indispensable que
a más de dos años de gobierno del cambio, los delitos que
se cometieron en 1968 y en 1971 no queden impunes y
sean juzgados los responsables.

A más de un año de haber sido creada la Fiscalía Especial
para los Delitos del Pasado y nombrado como Fiscal Espe-
cial Ignacio Carrillo Prieto, resulta fundamental, importan-
te para los mexicanos y para esta soberanía, tomar cartas en
el asunto, exhortando al Ejecutivo Federal a que vaya al
fondo de estos deleznables acontecimientos de la década en
que sucedieron en 1968 y en 1971.

Por todo ello, compañeras y compañeros legisladores, y en
fundamento en el artículo 58 de la Ley Orgánica del Con-
greso General, vengo a proponer ante esta soberanía el si-
guiente 

PUNTO DE ACUERDO

Primero. Que la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión llame a comparecer al Fiscal Especial para Delitos
Cometidos en el Pasado de la Procuraduría General de la
República.

Segundo. Que la Fiscalía Especial para Delitos Cometidos
en el Pasado de la Procuraduría rinda a esta Cámara de Di-
putados un informe detallado de los avances en las pesqui-
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sas sobre los hechos irresponsables de los acontecimientos
del 2 de octubre de 1968 y del 10 de junio de 1971.

Tercero. Que se haga una atenta invitación para que las
personas que tienen presentada una denuncia penal con
motivo de los Crímenes Cometidos en el Pasado, se pre-
senten ante la Comisión de Justicia y Derechos Humanos y
a la Especial de Seguridad Pública para que informen so-
bre la atención y avances obtenidos por la Fiscalía Especial
para Delitos del Pasado.

Muchas gracias.

«Propuesta de punto de acuerdo para que la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión llame a comparecer al
Fiscal Especial para Delitos Cometidos en el Pasado y pa-
ra que rinda un informe detallado de los avances en las in-
vestigaciones de los hechos ocurridos el 2 de octubre de
1968 y el 10 de junio de 1971.

Diputada Beatriz Paredes Rangel, Presidenta de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados. Presente.

Compañeras y compañeros legisladores: el suscrito diputa-
do federal, integrante del grupo parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, con fundamento en el artícu-
lo 58 del reglamento que rige el trabajo parlamentario de
esta soberanía me permito presentar ante esta soberanía el
siguiente punto de acuerdo, a fin de que el titular de la Fis-
calía Especial para Delitos Cometidos en el Pasado com-
parezca ante esta soberanía a fin de rendir un informe de-
tallado sobre el estado que guardan las investigaciones de
los hechos ocurridos el 2 de octubre de 1968 y el 10 de ju-
nio de 1971.

En virtud de ello vengo a proponer, a nombre del Partido
de la Revolución Democrática, un punto de acuerdo, bajo
las siguientes

CONSIDERACIONES

I. Hago uso de esta tribuna para hacer un llamado al Poder
Legislativo, aquí representado, y al resto de los poderes de
la Unión, a los partidos políticos, a los medios de comuni-
cación y a la sociedad en su conjunto para que asumamos
una tarea pendiente que tenemos todos los mexicanos; es-
clarecer los hechos violentos y represivos del pasado, los
crímenes de Estado que se cometieron, el 2 de octubre de
1968 y el 10 de junio de 1971.

II. Recordar estos hechos es efectivamente refrendar el
compromiso que tenemos todos los mexicanos con los
caídos y desaparecidos políticos por encargo ex profeso de
un régimen opresor que aún no hemos podido desmantelar
por completo.

III. En un país cuya historia ha sido la del autoritarismo, re-
flejada en la concentración del poder, la aplicación de la
justicia ha dejado mucho que desear. Tenemos claro que no
podemos fundar un nuevo Estado de Derecho sin esclare-
cer estos hechos del pasado que tanto dolor han infringido
a nuestra sociedad. Sabemos y reconocemos que ya está
trabajando una fiscalía especial para indagar las responsa-
bilidades de los servidores públicos de otras épocas. Nos
hemos enterado que algunos de ellos ya se han presentado
ante la Procuraduría General de la República para rendir
declaración, y también hemos sabido que otros han prefe-
rido guardar silencio, inculpándose a sí mismos con el vie-
jo adagio del que calla otorga.

IV. Sin embargo, también sabemos para qué han servido
otras fiscalías especiales como la del caso Colosio por
ejemplo: ¡para nada! Queremos que los responsables de las
masacres asuman sus responsabilidades y purguen sus pe-
nas y no se les extienda un certificado de ¡mala salud! No
desmayaremos hasta esclarecer hechos y responsables, y
hoy exigimos conocer de manera directa los primeros re-
sultados de las investigaciones.

Por todo ello, compañeras y compañeros legisladores, y
con fundamento en el artículo 58 de la Ley Orgánica del
Congreso General, vengo a presentar ante esta soberanía, el
siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Primero. Que la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión llame a comparecer al titular de la Fis-
calía Especial para Delitos Cometidos en el Pasado de la
Procuraduría General de la República.

Segundo. Que la Fiscalía especial para Delitos Cometidos
en el Pasado de la Procuraduría General de la República,
rinda a esta Cámara de Diputados un informe detallado de
los avances en las pesquisas sobre los hechos y responsa-
bles de los acontecimientos del 2 de octubre de 1968 y el
10 de junio de 1971.

Tercero. Que se haga una atenta invitación, para que las
personas que tienen presentada una denuncia penal con
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motivo de los Crímenes Cometidos en el Pasado, se pre-
senten ante la comisiones de Justicia y Derechos Humanos,
y la Especial de Seguridad Pública para que informen so-
bre la atención y avances obtenidos por la Fiscalía Especial
para Delitos del Pasado.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 3 de octubre de
2002.— Diputado Alfredo Hernández Raigosa, del grupo
parlamentario del PRD.»

Presidencia del diputado
Jaime Vázquez Castillo

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Alfredo Hernández Raigosa.

Túrnese a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos
y a la Comisión Especial de Seguridad Pública.

A solicitud del grupo parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, el punto de acuerdo en relación con la
inseguridad pública en la capital del país y en la zona co-
nurbada, se difiere para la siguiente sesión.

IPAB

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Tiene a continuación el uso de la palabra hasta por cinco
minutos, el diputado Víctor Antonio García Dávila para
presentar una propuesta con punto de acuerdo, a fin de ex-
hortar al titular del Ejecutivo Federal para que los recursos
asignados al IPAB a partir del mes de octubre, se canalicen
al sector social.

El diputado Víctor Antonio García Dávila:

Con la venia de la Presidencia.

¡El cambio en México y nadie lo para, la reversa también
es cambio!

El IPAB nació siendo la cueva de Alí Babá y morirá sien-
do la fosa séptica de todos lo malos olores del Sistema
Bancario Mexicano, que por donde quiera que le pique,
despide fetidez. Ahí se refugiaron los banqueros delin-
cuentes protegidos por el PRI y el PAN y desde ahí conti-

núan trabajando los operadores políticos de esos delin-
cuentes de cuello blanco para continuar sosteniendo las co-
rruptelas del mayor fraude conocido a lo largo de toda la
historia de la nación mexicana contra el erario federal.

No se conformaron con robar de un solo golpe más de 100
mil millones de dólares a los contribuyentes de este país,
sino que quieren seguir usando a esa institución corrupta
como un poderoso instrumento de enriquecimiento a costa
del pueblo.

Con todo y que ya tienen la panza hinchada de dinero, van
por más. Ahora ya no quieren hacerlo de un solo golpe, sino
al más puro y vil estilo del robo hormiga, pero de no cual-
quier hormiga, sino de una marabunta que lo devora todo.

Y la actuación de los funcionarios del IPAB para impedir
que continúe el sangrado de recursos a la nación, brilla por
su ausencia, son sus cómplices. El caso más ilustrativo lo
representa el señor Javier Arrigunaga quien no sólo tuvo la
desfachatez de haber sido partícipe del mayor fraude per-
petrado contra el gasto público, sino que además hoy, hoy
en pago de los servicios que prestó a los banqueros voraces
ha sido nombrado alto funcionario de Banamex.

Además en forma creciente y con motivo de la revisión de
la Cuenta Pública Federal correspondiente al año 2000, la
Auditoría Superior de la Federación pone en evidencia las
deficiencias e irregularidades del IPAB. Para empezar, la
Auditoría Superior, órgano técnico de esta Cámara de Di-
putados, comprobó lo que en su momento el grupo parla-
mentario del Partido del Trabajo denunció en contra de la
creación del IPAB.

Los recursos, producto de la venta de las sucursales del
Banco Bilbao Vizcaya por 25.3 millones, fueron utilizados
para el pago de pasivos y gasto corriente del propio, ban-
co, contraviniendo las instrucciones del Comité Técnico
del Fobaproa que ordenaban su aplicación al saldo del cré-
dito otorgado por el fondo. 

Como parte de la actitud bondadosa de los funcionarios del
IPAB y para que el rosario de irregularidades no fuera pe-
queño, se permitió que se incluyeran 3 mil 400 millones de
pesos de intereses moratorios en la compra de cartera, que
realizó el Fobaproa a Banca Serfín en 1995 y 1996.

Nosotros, sólo estamos destacando una de estas irregulari-
dades, pero la lista es muy larga y variada y con un alto
costo fiscal.
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El IPAB no sólo no cumple con las funciones para las cua-
les fue creado, por ejemplo, muy lejos está de cumplir con
una de sus atribuciones consistente, en reducir el peso del
monto del costo fiscal del rescate bancario. También la bur-
la de los beneficiarios con el mayor fraude de la nación, no
tiene límites, hoy, hoy, nos enteramos de que uno de los
más sedicentes delincuentes de este país, Carlos Cabal Pe-
niche, ha logrado que se embarguen 3 mil 700 propiedades
incluidas en el IPAB, para impedir que sean enajenadas y
de esa manera iniciar la recuperación de ellas para su be-
neficio personal. ¿En qué país vivimos? ¿De qué se trata
esto?

Por todo lo anterior, y considerando que el IPAB no sólo es
un elefante blanco sino incluso un depredador de recursos
en gran escala y sin ningún beneficio para la sociedad me-
xicana, el grupo parlamentario del PT, con fundamento en
lo que establece el artículo 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete al pleno de esta soberanía el pre-
sente

PUNTO DE ACUERDO

Artículo único. Que el pleno de esta Cámara de Diputados
apruebe solicitar al Ejecutivo Federal, suspender la minis-
tración de recursos públicos que se destinen al Instituto de
Protección al Ahorro Bancario, por considerar que no se
cumplieron las expectativas que sobre él se tenían, para
que hicieran un manejo transparente y eficiente, a favor de
los ahorradores del sistema bancario.

Atentamente.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 3 de octubre de
2002.— Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.»

Por su atención muchas gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Víctor Antonio García Dávila.

Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

DERECHOS Y CULTURA INDIGENAS

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Tiene la palabra la diputada Irma Piñeyro Arias del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, pa-
ra presentar una proposición con punto de acuerdo, en re-
lación a las reformas constitucionales en materia indígena,
que han sido objeto de sentencia de improcedencia por par-
te de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

La diputada Antonia Irma Piñeyro Arias:

Con su permiso, señor Presidente; compañeras y compañe-
ros diputados: 

Con fecha de octubre 11 de 2001 presenté ante el pleno de
esta Cámara de Diputados, un punto de acuerdo respecto a
las reformas constitucionales aprobadas por el Congreso de
la Unión y las legislaturas de los estados, que se publicó
mediante decreto del 18 de julio del mismo año en el Dia-
rio Oficial de la Federación y

CONSIDERANDO

Primero. Que en dicho punto de acuerdo signado por 43 le-
gisladores se propone la creación de una comisión especial
plural, para que lleve a cabo consultas con los pueblos in-
dígenas del país, a fin de dar cumplimiento al Convenio
169 de la Organización Internacional del Trabajo, el cual
dispone que, al aplicar las disposiciones del presente con-
venio, los gobiernos deberán:

a) Consultar a los pueblos interesados, mediante procedi-
mientos apropiados y en particular a través de sus institu-
ciones representativas, cada vez que se prevean medidas
legislativas o administrativas susceptibles de afectarles di-
rectamente.

b) Establecer los medios a través de los cuales los pueblos
interesados puedan participar libremente, por lo menos en
la misma medida que otros sectores de la población y a to-
dos los niveles en adopción de decisiones en instituciones
selectivas y órganos administrativos y de otra índole res-
ponsables de políticas y programas que les conciernan.

c) Establecer los medios para el pleno desarrollo de las ins-
tituciones e iniciativas de esos pueblos y en los casos apro-
piados proporcionar los recursos necesarios para ese fin.
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Las consultas llevadas a cabo en la aplicación de este con-
venio, deberán efectuarse de buena fe y de una manera
apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a
un acuerdo o lograr consentimiento acerca de las medidas
propuestas.

Segundo. Que en la elaboración y aprobación de las refor-
mas constitucionales en materia indígena que dieron lugar
a la presentación del punto de acuerdo mencionado, no se
cumplieron las decisiones del convenio, el cual por dispo-
sición constitucional, rige con fuerza de ley según lo dis-
pone el artículo 133 constitucional. Este mandato constitu-
cional no fue cumplido por el Congreso en la aprobación
de las reformas constitucionales, al no ajustarse a los
Acuerdos de San Andrés, los cuales recogieron en su mo-
mento la anuencia de los pueblos indígenas del país.

Que la Junta de Coordinación Política emitió el pasado jue-
ves 5 de septiembre un acuerdo mediante el cual expresa
que desahogará la proposición una vez que la Suprema
Corte de Justicia de la Nación resuelva lo conducente res-
pecto de las controversias constitucionales que se presenta-
ron a causa del descontento de estados, municipios, comu-
nidades y organizaciones con el contenido de las reformas
en materia de derechos y cultura indígena. Cabe aclarar
que estas no contaron con la aprobación de prácticamente
ninguno de los pueblos afectados por dichas disposiciones
de nuestra Carta Magna, los cuales muy por el contrario,
efectuaron múltiples y enérgicos pronunciamientos.

Que la Suprema Corte de Justicia de la Nación se pronun-
ció respecto de 322 de las 330 controversias interpuestas
contra la reforma, resolviendo por mayoría declararlas im-
procedentes por carecer de facultades para revisar modifi-
caciones a la Constitución Política.

Que nuestro máximo órgano judicial se pronunció respec-
to al procedimiento como corresponde, no al fondo del
asunto que queda de esta manera igual que al ser aprobado
y promulgado.

Que en el estado de Oaxaca, donde un porcentaje mayori-
tario de las poblaciones indígenas, hace años se aprobó una
Ley de Derechos de los Pueblos y Comunidades Indígenas
que es más amplia y respetuosa que el texto aprobado por
el Congreso de la Unión. Los diputados federales priístas
representantes de esta entidad, votamos en contra las refor-
mas constitucionales en esta Cámara de Diputados.

Que estamos obligados a tomar conciencia de la situación
de nuestros indígenas, compatriotas unidos en su inmensa
mayoría en las situaciones de pobreza, las más extremas,
como nos acaban de mostrar con gran fruición los técnicos
en estadística.

Que no es lógico ni comprensible que festejemos que lle-
gamos al número de 4 millones en programas de ayuda pa-
ra los pobres más pobres; entendería que se festejara la re-
ducción de la necesidad, el abatimiento de la miseria;
nuestros pueblos indígenas están siempre en el extremo de
esa cadena de dolor y privaciones.

Que es por eso que hoy subo nuevamente a esta alta tribu-
na de la nación para plantear a la Cámara de Diputados que
tenemos que impulsar un proceso consultivo que nos infor-
me de la voluntad de los pueblos indígenas que nos lleve a
la formación de una legislación equitativa, que se reconoz-
ca su importancia y sus opiniones, sus proyectos y estrate-
gias de vida y desarrollo.

Los diputados somos representantes de la población, de los
que nos votaron y de los que no; tomemos el desafío de ser
responsables e inaugurar rutas nuevas dentro del derecho y
de la práctica. Demos todo el respeto a quienes decimos
que son iguales, pero tratamos como menores de edad im-
poniéndoles leyes y reformas que no les reconocen los de-
rechos a que son acreedores como pueblos, comunidades y
grupos indígenas del México del Siglo XXI.

Por lo que antecede, me permito presentar ante el pleno de
esta Cámara de Diputados el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Primero. Que se integre a la brevedad, una comisión espe-
cial plural con el cometido de organizar consultas con los
pueblos indígenas, mediante los procedimientos apropia-
dos a que hace mención el Convenio 169 de la OIT para
conocer su voluntad y necesidades respecto a las reformas
legales que les conciernan.

Segundo. Que el resultado de las consultas realizadas se
recoja en una legislación de nivel y contenido adecuados,
para que comprenda disposiciones relativas a la situación
jurídica, social y económica de los pueblos indígenas de
México sin lesionar su pluralidad ni formas particulares de
organización y expresión.
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Firman este punto de acuerdo compañeros diputados de di-
versas fracciones parlamentarias: del Verde Ecologista, del
Partido del Trabajo y diputados priístas, que suman un nú-
mero de 70 diputados.

Muchas gracias. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias diputada Irma Piñeiro Arias.

Túrnese esta proposición con punto de acuerdo en rela-
ción con la resolución a las demandas interpuestas en
contra de las reformas constitucionales en materia indí-
gena, que han sido declaradas improcedentes por parte
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a la Jun-
ta de Coordinación Política. 

El grupo parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, ha solicitado se difiera para la siguiente sesión,
la presentación de un punto de acuerdo en relación con la
problemática en que se encuentra el municipio de Ocoyoa-
cac, estado de México. 

SECTOR PESQUERO

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

A continuación tiene el uso de la palabra hasta por cinco
minutos, la diputada Rosalía Peredo Aguilar, del grupo
parlamentario del Partido del Trabajo, para presentar una
proposición con punto de acuerdo, a fin de solicitar a la Co-
napesca, información referente a las empresas extranjeras
que pescan en litorales mexicanos tiburón y especies afi-
nes. 

La diputada Rosalía Peredo Aguilar:

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y compañe-
ros diputados:

El grupo parlamentario del Partido del Trabajo, quiere re-
ferirse a la situación que prevalece en el sector pesquero
mexicano, en particular la relativa a los tiburones y espe-
cies afines. 

La apertura económica del país ha permeado todas las ac-
tividades productivas del país; la pesca no ha sido la ex-

cepción. Una de las mayores riquezas con las que cuenta
nuestro pueblo está en peligro de desaparecer. Las desre-
gulaciones en materia pesquera a las que ha sido sometida
en los últimos años, ha vulnerado de manera sistemática
los recursos de la fauna marítima en nuestro mar territorial. 

Información reciente de los estudiosos de los océanos, han
declarado que casi el 70% de las reservas de los principa-
les peces comerciales ha sido agotada; explotado en exce-
so más allá de su rendimiento sustentable máximo. Casi el
60% de los arrecifes de coral, fuentes vitales de biodiversi-
dad y productividad marina, está amenazada por las activi-
dades humanas. México no escapa a esta situación mun-
dial. El deterioro de nuestros mares es evidente y las
medidas gubernamentales hasta ahora han sido insuficien-
tes para revertir estos hechos. 

También como sabemos, en nuestro país las condiciones de
la pesca son deplorables. Después de un relativo auge en la
segunda mitad del siglo pasado, las medidas desregulato-
rias y desprivatizadoras, dejaron en ruina a la pesca. Salvo
unas cuantas empresas que son rentables en pesca de altu-
ra, seguimos en el nivel de sobrevivencia de la pesca ribe-
reña.

En este entorno altamente desfavorable, la Norma 029 re-
percutirá de manera negativa a la captura de una de las es-
pecies más castigadas que es el tiburón y especies afines.
Particularmente en el noroeste de la República los escualos
han sido objeto de captura desmedida, lo que implica que
si no se pone un alto en este sentido, en unos cuantos años
desaparecerían estas especies, afectando con ello el equili-
brio ecológico de nuestros mares. 

Por todas las anteriores consideraciones y con fundamento
en lo establecido en el artículo 58 del Reglamento Interior
para el Gobierno del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, sometemos a la consideración de esta so-
beranía el siguiente

PUNTO DE ACUERDO

Unico. Que comparezca el titular de Conapesca para que
nos dé información detallada sobre las empresas extranje-
ras y nacionales que pescan en litorales mexicanos tiburón
y especies afines. 

Asimismo solicitamos la comparecencia de los titulares de
la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y
de la Secretaría de Marina para el mismo objeto. 
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Atentamente por el grupo parlamentario del partido del
Trabajo, diputado Victor Antonio García Dávila y de la voz
Rosalía Peredo. 

Muchas gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias diputada Rosalía Peredo. 

Túrnese a la Comisión de Pesca. 

A solicitud del grupo parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, se pospone para la siguiente sesión la
propuesta con punto de acuerdo, en relación con los dere-
chos de propiedad en el parque nacional del Cofre de Pe-
rote, Veracruz. 

Tiene el uso de la palabra el diputado Gregorio Urías Ger-
mán, del grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, para presentar un punto de acuerdo en rela-
ción con las universidades públicas...

En virtud de no encontrarse presente en el salón de sesio-
nes, se pasa al final de este capítulo.

A solicitud del grupo parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, se pospone para la siguiente sesión la
proposición con punto de acuerdo en relación con la con-
solidación del área de servicios telefónicos locales referen-
te a los municipios de Texcoco, Papalotla, Chiautla, Chi-
concuac, San Salvador Atenco, Tezoyuca, Tepetlaoxtoc y
Acolman.

A solicitud del diputado Luis Miguel Barbosa Huerta, se
difiere para la siguiente sesión la proposición con punto de
acuerdo para que la Cámara de Diputados acuerde la inte-
gración de una comisión especial que dé seguimiento a las
investigaciones del Consejo General del IFE sobre el fi-
nanciamiento a las campañas electorales del 2000.

ESTADO DE VERACRUZ

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Tiene el uso de la palabra, hasta por cinco minutos, la di-
putada Alba Leonila Méndez Herrera, del grupo Parlamen-

tario del Partido Acción Nacional, para presentar una pro-
posición con punto de acuerdo en relación con la situación
política en el Estado de Veracruz...

El diputado Vaca en lugar de la diputada Méndez Herrera.

Adelante, diputado, hasta por cinco minutos.

El diputado José Sergio Rodolfo Vaca Betancourt 
Bretón:

Con su autorización, señor Presidente.

Alba Leonila Méndez Herrera y los otros nueve diputados
federales del Partido Acción Nacional del estado de Ve -
racruz, comparecemos ante este pleno y decimos lo si-
guiente:

Aunque debido a la honrosa representación que nos confi-
rió hace dos años el electorado veracruzano la mayor parte
del tiempo la pasamos en esta capital, nos interesa y preo-
cupa todo lo que ocurre en el estado de Veracruz. 

Y como tenemos conocimiento de que a fines de septiem-
bre último el diputado local Pedro Garcés Marcial, del Par-
tido Revolucionario Institucional, presentó una iniciativa
para reformar diversos artículos del Código Electoral de
nuestra entidad que en nada benefician, sino al contrario,
de aprobarse provocarán un incremento multimillonario en
el costo de las elecciones para el 2004 y además constitu-
yen retroceso en la vida democrática de los veracruzamos,
proponemos el siguiente punto de acuerdo, vertiendo unos
antecedentes breves.

En marzo 20 de 1997 la LVII Legislatura del estado de Ve -
racruz, a través de la Ley 59, aprobó una reforma a la
Constitución Política local estableciendo en la fracción IV
del artículo tercero transitorio que a partir del 5 de sep-
tiembre del 2004 en la misma jornada comicial se eligiera
al titular del Poder Ejecutivo, los diputados locales y a los
integrantes de los ayuntamientos.

Tal modificación a la ley fundamental veracruzana y al or-
denamiento electoral respectivo, por sus innegables bonda-
des como son reducir el costo de las elecciones, evitar la fa-
tiga electoral, fomentar la participación ciudadana,
disminuir la atención entre los partidos políticos cuando se
dividen las elecciones en dos campañas distintas, fue apro-
bada por unanimidad de los 45 diputados locales que con-
formaban la antepasada legislatura.
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Dicha unanimidad pocas veces lograda no fue casual, sino el
resultado de casi cuatro años de estudios en los que se contó
con el apoyo de prestigiados expertos en cuestiones electora-
les, cuyos honorarios fueron pagados, obviamente, con re-
cursos públicos, dinero del pueblo, y de intensa labor de ca-
bildeo efectuada por la bancada priísta, ya que se trató de una
iniciativa de ellos, los entonces diputados locales del PRI.

Y ahora alegando y esto merece resaltarse, que resulta muy
complejo para los veracruzanos entender y valorar las ofer-
tas políticas de los que sean candidatos a gobernador, di-
putados locales y ediles en el 2004. Y también que a los
electores veracruzanos les será difícil escoger en un solo
acto por quiénes votarán por estos tres cargos, al grado que
pudiera viciarse su decisión del citado legislador local
priísta, pretende que se dividan como era antes en dos jor-
nadas esta contienda electoral.

Nos ofende, como seguramente ofenderá al electorado de
Veracruz, que el autor de la iniciativa nos considere inca-
paces de sufragar el mismo día por tres cargos diferentes de
elección popular.

Y desde esta tribuna le aclaramos que los diputados fede-
rales panistas veracruzanos, reconocemos con sinceridad
ser habitantes de un estado empobrecido, por malas admi-
nistraciones, tener enorme migración a la frontera norte por
falta de empleos, ocupar el segundo lugar nacional en anal-
fabetismo, padecer hoy represión y hostigamiento y que
nuestra entidad presenta ahora, una enorme deuda pública
sin precedentes históricos que tiende a crecer, exactamente
es de 2 mil 732 millones 500 mil pesos. 

Pero rechazamos en modo alguno aceptar constituir un
pueblo de insuficientes mentales cuya torpeza llegue al
grado de impedirnos votar en tres boletas diferentes, por
los candidatos a gobernador, diputados locales y presiden-
te municipal.

Parece que la administración actual a cargo del licenciado
Miguel Alemán, si es que él está atrás de esta contrarrefor-
ma, apuesta al abstencionismo, bastando señalar que entre
la votación emitida el 2 de julio del 2000 a favor de quie-
nes fuimos candidatos a diputados federales, que fueron
exactamente 2 millones 570 mil 976 sufragios...

Concluyo... 

Y la producida en septiembre 3 del mismo año, 61 días des-
pués, sobre la integración de ayuntamientos, fue de 2 mi-

llones 665 mil 586 votos. Hay una diferencia de 305 mil
electores, casi el 15 % menos.

PUNTO DE ACUERDO

Unico. Solicitar a la LIX Legislatura del estado de Vera-
cruz cuya autonomía reconocemos y respetamos no dero-
gue la normatividad vigente desde marzo de 1997 en lo que
se refiere a que las elecciones de gobernador, diputados lo-
cales y ayuntamiento, se celebren en la misma fecha.

Muchas gracias.

Recabo unas firmas que le faltan y procedo a entregarlo a
la Secretaría.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Le ruego entregarlo a la Secretaría para que podamos pro-
ceder y en todo caso los señores diputados podrían luego
firmarla aquí con la Secretaría. 

Gracias.

El diputado Arturo Herviz Reyes (desde su curul): 

Para rectificar hechos.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Sólo que estamos en el capítulo de presentación de propo-
siciones con punto de acuerdo y no prevé nuestra normati-
vidad la intervención para rectificar hechos. 

El diputado Arturo Herviz Reyes (desde su curul): 

Es sobre el mismo tema.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Sobre el mismo tema. Correcto. 

Está inscrito también sobre el mismo tema el diputado Pe-
dro Manterola, del grupo parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional quien tiene el uso de la palabra has-
ta por cinco minutos.

El diputado Pedro Manterola Sainz:

Con el permiso de la Presidencia:
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Es normal que un tema como el electoral en un Estado co-
mo el de Veracruz despierte tanta pasión y despierte ade-
más opiniones tan encontradas, tan dispersas, tan diferen-
tes.

Un asunto como la homologación de fechas para la cele-
bración de elecciones que en el caso de Veracruz hacen
coincidir la elección para gobernador con la de diputados y
la de los ayuntamientos, siempre tendrá diferentes puntos
de vista, siempre hay argumentos a favor y en contra de
que se lleven a cabo el mismo día o que se lleven a cabo en
días diferentes por cuestiones políticas, por cuestiones de
logística, de costos, por muchas razones. 

Son atendibles todos los argumentos. Son discutibles, por
supuesto son debatibles. Incluso en el propio estado de Ve -
racruz un diputado local priísta, el maestro Marcelo Ramí-
rez ha manifestado su desacuerdo con esta posición. Es
atendible, es discutible. Es un diputado local. Discutamos
este asunto en el ámbito local. Discutamos este asunto en
Veracruz, donde todos los partidos y fuerzas políticas tie-
nen representación, donde la legislatura local es también
muestra de pluralidad, de representatividad, es muestra vi-
va del debate, lo saben los diputados panistas del estado de
Veracruz, algunos de ellos han sido diputados locales. Lo
mismo que algunos diputados federales priístas del mismo
estado. Se da una vida intensa, se da un debate constante,
un debate permanente. 

Dejemos que sea ya, respetando la soberanía del Estado y
de la legislatura local, donde se discuta, donde se decida,
donde se manifiesten acuerdos y desacuerdos, y donde fi-
nalmente se emita el voto en un sentido o en otro.

Muchas gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias señor diputado Pedro Manterola Sainz.

Tiene el uso de la palabra para el mismo asunto hasta por
cinco minutos el señor diputado Arturo Herviz Reyes, del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática.

El diputado Arturo Herviz Reyes:

Con la venia de la Presidencia; compañeras y compañeros:

Nos sorprende esta contrarreforma en Veracruz. Recuerdo,
en la LVII Legislatura del estado, en marzo de 2000, yo era
diputado local, coordinador del grupo parlamentario del
PRD y acordamos la homologación de las elecciones en
Veracruz, tomando en cuenta muchos elementos: los ele-
mentos de ahorrar recursos para el estado. 

Un factor importante es que elecciones cada año, eleccio-
nes para diputado un año, elecciones para gobernador otro
año, elecciones para presidentes municipales otro año. Es-
to generaba el desgaste de los ciudadanos, el abstencionis-
mo de los ciudadanos. Y precisamente se consensó con to-
dos los grupos parlamentarios de Veracruz, del Congreso y
precisamente los priístas, los compañeros del PRI, eran
mayoría absoluta. Y fue por unanimidad la reforma. Ho-
mologar las elecciones para el 2004.

Por eso, en este periodo los presidentes municipales que
entraron en el 2000 están por cuatro años, para poder ho-
mologar las elecciones de presidentes municipales, de di-
putados y de gobernador en el 2004.

Ahora nos preguntamos ¿cuál es el temor para dividir las
elecciones? La contrarreforma ahora menciona elecciones
de diputados y gobernador en el mes de agosto, elecciones
de presidentes municipales en el mes de octubre. Es una
contrarreforma, es un retroceso para los compañeros del
PRI.

Si hablamos de economía, queremos decirles y reafirmar lo
que decía el compañero diputado Vaca, tenemos un gobier-
no estatal con deudas aproximadamente de 3 mil millones
de pesos, con Miguel Alemán como gobernador. Con Chi-
rinos, que nosotros siempre hemos dicho que fue un pési-
mo gobernador, que nunca estuvo al frente, entregó las ar-
cas totalmente sin problemas. El estado de Veracruz con
Chirinos, a pesar del pésimo gobierno, no dejó una deuda
Chirinos.

Ahora pregunto si Miguel Alemán, a dos años de entregar
el gobierno, tiene deudas por 3 mil millones de pesos y está
solicitando más préstamos, entonces nos preguntamos có-
mo van a entregar el gobierno los compañeros del PRI en
el 2004. ¡Se van a duplicar las deudas! Tan sólo con la elec-
ción, si la dividen.

Es cierto que ahora el PRI no tiene mayoría absoluta, es
cierto que solamente tiene 27 diputados. Hacemos un lla-
mado a los diputados locales de Veracruz, de los partidos
de oposición, para que nadie, absolutamente nadie se vaya
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a prestar al juego y sume sus votos para que el PRI tenga
mayoría.

Es cierto, reconocemos lo que decía Pedro Manterola, éste
es un asunto de los veracruzanos, pero nosotros somos ve-
racruzanos los que hemos pasado aquí a la tribuna y nos
preocupa la contrarreforma, nos preocupa el endeudamien-
to del Gobierno del Estado de Veracruz, nos preocupa la
gran marginación que hay en Veracruz, la pobreza, el alto
índice de pobreza, el alto índice de desempleo en Veracruz,
nos preocupa el alto índice de migración y si vamos a ge-
nerar esta contrarreforma, bueno, estaremos pensando en-
tonces que Miguel Alemán dejará un gobierno totalmente
endeudado.

Nos pronunciamos porque esta contrarreforma se vaya al
archivo y que los compañeros diputados del PRI en Vera-
cruz, reflexionen, piensen, analicen y decidan pensando en
los veracruzanos y no en los intereses meramente electore-
ros.

Creo que Veracruz se merece más respeto y por eso el PRD
se pronuncia a favor del punto de acuerdo que presentara el
diputado Vaca y lo voy a signar, sí estamos de acuerdo Va -
ca, para que de alguna manera podamos desde aquí la frac-
ción del PRI con todo respeto, les pedimos que valoren esa
contrarreforma. No quieran repetir lo que dicen por ahí,
que la reversa también es cambio. ¡Por favor, no se pongan
en ese sentido!

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias diputado Arturo Herviz Reyes

Con el mismo tema, tiene el uso de la palabra hasta por cin-
co minutos, el señor diputado Del Río Virgen.

El diputado José Manuel del Río Virgen:

Gracias, señor Presidente; compañeras y compañeros dipu-
tados: 

La contrarreforma electoral en Veracruz es de interés de este
Congreso, es de interés de este Congreso porque se violan
principios constitucionales, tiene además una dirección
muy precisa y no importa a quién vaya dirigida, tampoco le
preocupa a quién va dirigida, lo que le preocupa realmente
al pueblo veracruzano, lo que realmente le preocupa al
pueblo veracruzano y lo saben muy bien mis paisanos los
veracruzanos, es que haya simulación democrática, que se

hable de democracia, de avances, que se cuestione el Go-
bierno Federal porque se simulan algunas cosas y que se
haga lo mismo exactamente en el estado de Veracruz.

Quiero firmar el punto de acuerdo del diputado Sergio Va -
ca Betancourt, por tres consideraciones muy precisas. No
es posible que sigamos yendo a elecciones y a elecciones y
a elecciones y luego las vayamos separando cada vez que
podamos porque nos conviene al gobierno o a los que go-
biernan en ese momento separarlas, porque creen que así
van a ganar. 

El pueblo en Veracruz está cansado, está harto, está dolido
de tanto gasto superfluo que hay. El pueblo en Veracruz lo
que quiere son reformas estructurales que le permitan
avanzar en contra de la pobreza, no quieren que se separen
las elecciones de regidores, de presidentes municipales, de
diputados locales y otra elección para acá, y otra elección
para allá y de la reina del carnaval, no; lo que quiere es po-
cas elecciones y muy precisas para poder consolidar la
transición democrática, esto desafortunadamente todavía
no llega en Veracruz y por eso una corriente deseosa de
quedar bien con el gobernante en turno en el estado de Ve -
racruz le propone hagamos esto para que podamos llegar a
lo que realmente queremos, eso no quiere el pueblo de Ve -
racruz, el pueblo de Veracruz quiere gastar, como el pueblo
de México quiere gastar menos en procesos electorales, en
este país tenemos 80 procesos electorales, cuando podría-
mos tener solamente seis o siete procesos electorales.

Vamos a gastar el próximo año, en el 2003, 5 mil millones
de pesos, cuando para elegir al Presidente de la República
y para elegir a este Congreso en el año 2000 apenas nos
gastamos 2 mil 500 millones de pesos. ¿Puede el pueblo,
aguanta el pueblo, el pueblo veracruzano aguanta que com-
pren helicópteros que simulen la cuestión democrática y
que ahora se paren las votaciones porque solamente va di-
rigida a un personaje que todo mundo conoce y que mu-
chos de mis paisanos veracruzanos saben y están de acuer-
do conmigo pero que no pueden firmarlo porque
obviamente tienen disciplina y yo la respeto?, allá ellos.

Pero ellos también son amigos de este personaje a quien va
dirigida la contrarreforma, lo saben muy bien, son sus ami-
gos, serán sus amigos y están en corto con su amigo, pero
bueno, ellos sabrán por qué no firman la situación y pues
los nombres los conocemos todos, nuestro amigo tiene en
el PRD, en el PAN y sobre todo muchos amigos del PRI
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porque él viene de esa corriente, los que no venimos de
ningún partido tenemos la posibilidad de venir aquí a decir
nuestra verdad y a poner por supuesto en claro que no que-
remos como pueblo que se siga gastando el dinero del pue-
blo que no queremos que se siga lastimando a la sociedad
y que requeriríamos nosotros, sinceramente como pueblo
veracruzano, que se gastara menos en este tipo de cosas.

Estos asuntos son de los veracruzanos, nos interesa como
veracruzanos, quisiéramos tener recursos para otras cosas,
para apoyar a los pescadores, para apoyar a los agriculto-
res, para apoyar a todo el campo veracruzano que está tan
abandonado, para apoyar a estos pobres sindicalistas que
vinieron en la mañana del Sindicato de Trabajadores de
Transportes Papantla, que andan boteando por ahí para po-
der sobrevivir.

No queremos nosotros ir a elecciones partidistas para ver si
así ganamos las alcaldías y así ganamos el Congreso y así
ganamos la gubernatura, no, lo que queremos insisto, lo
que queremos , lo que deseamos todos los veracruzanos es
que se respete el Estado de Derecho, cualquiera los sabe,
que esta reforma como va dirigida a un personaje, entonces
tendrá unos efectos que tendrá después que judicializarse
porque no hay posibilidad de que nos podamos poner de
acuerdo los políticos.

¿Qué pasa entonces en el Congreso veracruzano señoras
diputadas, señores diputados? Pasa que como tienen mayo-
ría, hoy pueden pasar con la barredora ésa que se pueden
hacer la contrarreforma y entonces pudieran ellos tener esa
reforma que es absolutamente inconstitucional.

Termino diciéndoles compañeras y compañeros, que nos
conviene a todos que no sigamos dividiendo las elecciones
y no sigamos dividiendo a los pueblos; vale y conviene que
trabajemos unidos por Veracruz y conviene más que traba-
jemos por los pobres de este país y particularmente por los
pobres de mi estado.

Gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado. ¿Sí, diputado Manterola?

Activen el sonido por favor en la curul del diputado Man-
terola

El diputado Pedro Manterola Sáinz (desde su curul):

Solicito la palabra señor Presidente, para contestar alusio-
nes personales.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Perdón señor diputado, sólo que en este capítulo de propo-
siciones con punto de acuerdo en términos del Reglamento
que norma nuestros trabajos no se contemplan alusiones
personales ni aclaración de hechos.

El diputado José Manuel del Río Virgen:

Señor Presidente no aludí al señor diputado, pero si me
quiere hacer una pregunta con gusto se la contesto.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Perdón, señor diputado Del Río Virgen, le recuerdo que no
se puede tener diálogo entre diputados y ya había usted
abandonado la tribuna.

Para el mismo tema, el diputado Pedro Manterola, tiene la
palabra hasta por cinco minutos.

El diputado Pedro Manterola Sáinz:

Con el permiso de la Presidencia:

Mencioné en mi primera intervención que efectivamente el
tema de las elecciones, el tema electoral y más en un esta-
do como el nuestro, como el de Veracruz, es polémico, se
presta a los diferentes puntos de vista, se presta a opiniones
muy diversas.

Qué bueno que se dé esta diversidad, qué bueno que haya
esta polémica y este debate; qué lástima que lo traigamos a
un lugar que no es su espacio natural, su espacio natural se-
ría el estado de Veracruz, la legislatura local.

Por supuesto que somos veracruzanos y por supuesto que
como veracruzanos nos importa, nos preocupa, nos duele o
nos alienta, depende del punto de vista, depende de la pers-
pectiva, depende del afán crítico constructivo que se tenga
lo que suceda en nuestro estado.

Qué bueno que nos preocupe la situación financiera del es-
tado de Veracruz, qué bueno que así sea. Las dificultades
financieras de Veracruz surgen de un recorte del Gobierno
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Federal de 4 mil millones de pesos, surgen de un recorte y
de un adeudo del Gobierno Federal…

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Manterola, el diputado Vaca… Sí, diputado Va -
ca.

El diputado José Sergio Rodolfo Vaca 
Betancourt Bretón (desde su curul):

Gracias, diputada Presidenta.

Solamente saber si el diputado Pedro Manterola me acepta
una pregunta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Manterola.

El diputado Pedro Manterola Sáinz:

Si me permite terminar, por favor.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

No le acepta, diputado… ¿Le aceptó diputado Manterola,
al final de su intervención o no la acepta?

El diputado Pedro Manterola Sáinz:

No.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Manterola, continúe.

El diputado Pedro Manterola Sáinz:

Bueno, hago referencia…

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Sí, diputado Del Río.

El diputado José Manuel del Río Virgen 
(desde su curul):

Señora Presidenta, rogarle al señor diputado Pedro Mante-
rola que si es tan generoso de aceptarme una interpelación.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

¿Diputado Manterola, acepta usted la pregunta del diputa-
do Del Río?

El diputado Pedro Manterola Sáinz:

No acepté la del diputado Sergio Vaca, quisiera rectificar
mi decisión. Adelante, por favor.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

¿Aceptó usted diputado Manterola?

El diputado Pedro Manterola Sáinz:

Sí, señora Presidenta.

El diputado José Manuel del Río Virgen
(desde su curul):

Gracias, señor diputado.

Diputado, nada más una pregunta: usted nos confirma aquí
que el estado de Veracruz tiene poco dinero por el recorte
que sufrió del Gobierno Federal, mi pregunta sería ¿si te-
nemos poco dinero, para qué gastamos en elecciones cor-
taditas como es la nueva propuesta de algunos legisladores
locales?

El diputado Pedro Manterola Sáinz:

Es un tema que insisto, se debe debatir y se debe discutir
en el ámbito al que le corresponde que en nuestra opinión,
en mi opinión, es el ámbito de la legislatura local en Vera-
cruz pero yo insistiría en un tema, en un punto insistiría en
que para Veracruz es importante su salud financiera, su sa-
lud económica.

Para Veracruz es importante tener a la mano los recursos
para seguir construyendo…
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La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Manterola…

El diputado Pedro Manterola Sáinz:

Dígame señora Presidenta, a sus órdenes.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Cuando termine la respuesta Del Río, diputada Alba Leo-
nila, le preguntaré al diputado Manterola… Me avisa usted,
diputado Manterola porque parece ser que quieren formu-
larle otra pregunta.

El diputado Pedro Manterola Sáinz:

Con mucho gusto, señora Presidenta.

Insistiría y reiteraría el argumento, la idea central de que
como veracruzanos nos preocupa y debe ocupar lo que su-
ceda a nuestro Estado, pero también cuando se trata de una
reforma a una ley que se aplica en Veracruz, el espacio na-
tural de discusión, insisto, es la legislatura del propio esta-
do.

Estoy dispuesto, señora Presidenta, a contestar la pregunta
de la diputada.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputada Alba Leonila Méndez, había solicitado hacer uso
de la palabra.

La diputada Alba Leonila Méndez Herrera 
(desde su curul):

Bueno, diputado Pedro Manterola, usted mencionaba que
de los recortes presupuestales del Gobierno Federal, ¿aca-
so los desvíos de recursos como el que sucedió en su ad-
ministración como presidente municipal no le afectan al
país? Esa es mi pregunta.

El diputado Pedro Manterola Sáinz:

Qué bueno que lo pregunta señora diputada, porque usted
es precisamente de la zona y del distrito de donde es su ser-
vidor, usted desafortunadamente no tuvo la suerte de ser
candidata por la vía de la elección sino por la vía plurino-
minal, por lo tanto no creo que conozca a fondo lo que su-

cede y lo que pasa en la región y sobre todo en el caso de
Martínez de la Torre.

He recibido, efectivamente, un señalamiento y una acusa-
ción, una denuncia en mi contra que estoy en vías de res-
ponder. Me da usted hoy la oportunidad de manifestar pú-
blica y abiertamente que lo haré con la conciencia
totalmente tranquila y las manos completamente limpias.
No tengo nada de qué avergonzarme, no afecta en ningún
momento el presupuesto del estado de Veracruz porque
nunca hubo un desvió y nunca hubo malversación de re-
cursos. 

Simplemente reiteraré que afecta más que el Gobierno Fe-
deral destine 4 mil o mas millones de pesos para sanear una
institución bancaria, como Bital, según trasciende hoy en la
prensa, y eso no lo diga o lo oculte y que sí por otra parte
promocione los 400 millones de dólares que se destinaron
a Campeche y a Yucatán. O que no se diga o no nos preo-
cupe cuánto gasta el Gobierno Federal en promocionar la
imagen del Ejecutivo en la zona de desastre. No se vale lu-
crar políticamente con la imagen de un funcionario, en es-
te caso el Ejecutivo Federal, en momentos de dolor, en mo-
mentos de necesidad, en momentos en los que es necesaria
la solidaridad y no el uso mediático de...

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Manterola, yo le ruego circunscribirse al tema y
le ruego a los diputados que formulen interrogantes o in-
terpelaciones, que lo hagan en torno al tema que está a de-
bate.

Continúe su exposición, que siga corriendo el tiempo y
concluya, diputado Manterola.

El diputado Pedro Manterola Sáinz:

Gracias, señora Presidenta.

Simplemente una vez más discutamos en Veracruz lo que
le corresponde a Veracruz. Que apruebe o no la legislatura
del estado una ley que se aplique en el estado de Veracruz,
lo demás es protagonismo político y es venir a buscar vo-
tos de Veracruz en la Cámara de Diputados. 

Muchas gracias.
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La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Rosaldo, ¿con qué objeto?

El diputado Pedro Miguel Rosaldo Salazar 
(desde su curul):

Para el mismo tema, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Sí, diputado Rosaldo, ¿será para rectificar hechos?

El diputado Pedro Miguel Rosaldo Salazar 
(desde su curul):

Sí señora Presidenta, para rectificar hechos.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Rosaldo, le voy a dar la palabra para rectificar
hechos, dado que esa fue la conducción que determinó el
Presidente en turno. Inmediatamente terminando su inter-
vención daré lectura a los diputados que se han inscrito so-
bre este tema y preguntaré si el asunto se considera sufi-
cientemente discutido en el caso. Es a lo que vamos a
proceder.

En el uso de la palabra, el diputado Rosaldo.

El diputado Pedro Miguel Rosaldo Salazar:

Gracias, señora Presidenta; compañeros diputadas y dipu-
tados:

El asunto de Veracruz es un asunto más serio de lo que pa-
rece. Estoy de acuerdo en que tenemos que ser respetuosos,
pero no nos debemos olvidar que ésta es una Asamblea na-
cional; esto es un Congreso Federal y se deben de tocar los
temas de todo el país.

El estado de Veracruz, como ya fue mencionado, resolvió
en su Congreso homologar las elecciones para efectos de
operatividad y de economía de los procesos. No se vale que
ahora quieran cambiarlo, que ahora se inclinen por desfa-
sar las elecciones para poder ser más manipulables cuando
la mayoría del partido que está en el poder está en el Con-
greso.

Yo creo que si queremos realmente entrar en una transición
democrática, tenemos que ser congruentes. La gente nos
está viendo, los políticos hemos perdido mucha credibili-
dad, los congresos también y eso se debe a la falta de con-
gruencia que estamos teniendo como legisladores y como
políticos. Seamos congruentes, seamos honestos, tratemos
de serlo cuando menos.

Muchas gracias, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, diputado.

Diputado Herviz, persiste usted en su solicitud. 

El diputado Arturo Herviz Reyes: 

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y compañe-
ros:

Efectivamente, la contrarreforma que se presenta en Vera-
cruz nos demuestra que el partido oficial en Veracruz, el
PRI, tiene temor y por eso la contrarreforma de dividir las
elecciones. Ya no está pensando en la economía, solamen-
te está pensando en ganar y manipular los procesos.

Qué bueno que en esta Cámara hay diputados del PRI que
fueron diputados locales y que estuvimos en la LVII Le-
gislatura y que votaron por la reforma de homologar las
elecciones en Veracruz.

Qué bueno, porque ellos avalaran que fue una amplia dis-
cusión y que votamos por unanimidad esa reforma y que
ahora es lamentable que estén dando marcha atrás a una re-
forma que considerábamos que era importante, que era
fundamental para los veracruzanos.

Por eso ratificamos nuestra postura y nuestro exhorto para
que en esta resonancia de esta Cámara llegue a Veracruz a
través de los diputados del PRI y retiren esa propuesta que
viene a lesionar a los veracruzanos.

Si el mismo PRI aquí ha dicho: "que la reversa no es cam-
bio". Esa es una frase de ustedes, la han manejado aquí en
la tribuna. Yo me pregunto: ¿qué avances en Veracruz? Re-
cordemos que hemos tenido avances en las reformas cons-
titucionales en Veracruz, que han salido por consensos mu-
chas reformas importantes en Veracruz y recordamos la
homologación de las elecciones.
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En la última reforma constitucional tenemos que recordar
que está el plebiscito, el referendum, todas estas iniciativas
que salieron por consensos, por acuerdos, bueno no vaya a
ser que posteriormente empiezan a hacer más contrarrefor-
mas, es importante que reflexionen, no por mantener el po-
der vamos a regresarnos. Creo que se los dejamos de tarea
a los diputados del PRI y sobre todo a los que estuvieron
en la LVII Legislatura de Veracruz.

Gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias diputado.

El diputado Justino Eduardo Andrade Sánchez 
(desde su curul): 

Señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Andrade, con la más respetuosa disculpa, usted
me escuchó que iba a dar lectura a los oradores que se ha-
bían inscrito e iba a preguntarle al pleno si lo consideraba
suficientemente discutido.

Le ruego me permita desahogar ese trámite y si el pleno lo
considera suficientemente discutido, le rogaré su compren-
sión.

En el tema de referencia han participado los diputados:
Sergio Vaca Betancourt, Pedro Manterola, Arturo Herviz,
José Manuel del Río Virgen, Pedro Manterola, Pedro Mi-
guel Rosaldo Salazar y Arturo Herviz.

Consulte la Secretaría, en votación económica, si se consi-
dera suficientemente discutido.

El diputado Adrián Rivera Pérez: 

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si se considera suficientemente discutido el punto de
acuerdo propuesto.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Continúa la discusión. 

Se abre a otra ronda de oradores si así se desea y si no, es-
ta Presidencia registrará las solicitudes para rectificar he-
chos y en un tiempo prudente volverá a consultar a la
Asamblea.

Tiene la palabra el diputado Eduardo Andrade Sánchez,
hasta por cinco minutos.

El diputado Justino Eduardo Andrade Sánchez: 

Muchas gracias señora Presidenta; con su permiso, compa-
ñeras diputadas, compañeros diputados:

Yo quiero insistir en algo que mencionó aquí el diputado
Manterola, debemos ser congruentes con el régimen jurídi-
co de nuestro país, con nuestro interés de mantener la es-
tructura federal, éste puede ser un debate, muy rico, muy
interesante, pero no es el lugar la tribuna del Congreso de
la Unión, la tribuna de la Cámara de Diputados.

Debemos respetar que cada estado, en su seno, con sus cir-
cunstancias, con sus procedimientos, tome las decisiones
que tenga que tomar, y si se tienen que tomar decisiones en
relación con costos, pues dejemos que Veracruz tome su
decisión y dejemos que el Distrito Federal revise, por
ejemplo, los costos de estos plebiscitos a los que no va el
número suficiente de ciudadanos y sobre los cuales se quie-
re tomar una decisión y también se gasta mucho dinero.

Pero yo, como diputado de Veracruz, soy respetuoso de lo
que decida el Distrito Federal, si se quieren gastar su dine-
ro en un montón de plebiscitos y consultas plebiscitarias,
para ver si se queda o no el Jefe de Gobierno, bueno, pues
tengo que ser congruente con mi sostenimiento de tesis, de
que está en el ámbito de la Asamblea del Distrito Federal,
tomar las decisiones correspondientes y creo que lo mismo
debemos de hacer…

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Andrade.

El diputado Justino Eduardo Andrade Sánchez: 

Sí, señora Presidenta.
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La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Barbosa.

El diputado Luis Miguel Gerónimo Barbosa Huerta
(desde su curul): 

Diputada, sólo para establecer una moción, para que le su-
giera al orador, se sitúe en el tema, porque tal parece que
ya se extravió.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Andrade continúe con su exposición.

El diputado Justino Eduardo Andrade Sánchez: 

Muchas gracias, señora Presidenta: 

En síntesis pues, tenemos que ser respetuosos de esta tarea,
que corresponde al Congreso del estado de Veracruz, ése es
el lugar del debate, ahí deben escucharse las voces, los pros
y los contras, para que se tome la decisión que más con-
venga al régimen de Gobierno del Estado de Veracruz y no
somos nosotros, lo digo con todo respeto a mis compañe-
ros y nosotros mismos como diputados federales del esta-
do de Veracruz, quienes debemos resolver un asunto que
corresponde a otra competencia. 

Muchas gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado. 

Se ha registrado el diputado Manuel Wistano Orozco
Garza y el diputado Barbosa. Perdón, el diputado Vaca y el
diputado Del Río, el diputado Herviz.

Hasta ahorita tengo el registro de los diputados: Manuel
Wistano Orozco Garza, Barbosa, Vaca, Del Río, Herviz y
Apuleyo Viniegra.

El diputado Manuel Wistano Orozco Garza:

Gracias, señora Presidenta; compañeros diputados…

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Disculpe diputado, para cerrar el registro, se registró tam-
bién el diputado Andrade. Adelante diputado.

El diputado Manuel Wistano Orozco Garza: 

Compañeras diputadas, compañeros diputados: 

Ciertamente es al Congreso del Estado de Veracruz a quien
le toca decidir, pero todos nosotros podemos influir en las
decisiones de nuestros compañeros diputados locales, para
que cambien la decisión, para que no vayan por esta vía. 

Y había que preguntarles, si han encontrado algún artículo,
alguna conferencia, alguna evidencia de algún estudioso
del tema de las elecciones, en donde se sugiera qué es bue-
no para la democracia dividir las elecciones, hacer tres o
cuatro elecciones en un año. 

Si algún medio de comunicación se ha manifestado a favor,
si algún intelectual en nuestro país lo ha hecho, si algún
ciudadano siquiera, algún veracruzano está a favor de esto.

A mí esto me parece una imposición cuando hay una ma-
yoría en un Congreso. Esto fomentará, como todos ustedes
saben, el abstencionismo, fomentará entonces el acarreo de
votos, la compra de votos con despensa, con una torta o
con una lámina, ustedes entienden de eso, no creo que sea
así como se deban ganar las elecciones.

Y como he venido diciendo públicamente, desde que nos
enteramos de la nota, el miedo hoy en Veracruz no anda en
burro anda en priístas veracruzanos. 

Muchas gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Tiene la palabra el diputado Barbosa, del grupo parlamen-
tario del PRD. 

El diputado Luis Miguel Gerónimo Barbosa Huerta:

Gracias, señora Presidenta; sí, compañeras, compañeros:

Hemos escuchado con atención el planteamiento que traje-
ron acá los diputados del Partido Acción Nacional sobre la
reforma constitucional en el estado de Veracruz y vimos
con extrañeza también el interés de un sector de esta Cá-
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mara de impedir que se traten los temas de interés nacional
en una Asamblea Nacional. Esa es una posición que ya no
podemos seguir admitiendo, debemos de respetar el dere-
cho y la autenticidad de este Congreso, de esta Cámara de
Diputados para que recupere su calidad de Asamblea Na-
cional.

Yo quiero referirle a quien aludo directamente: al diputado
Eduardo Andrade, que sí es del interés de esta Cámara de
Diputados analizar el contenido de una reforma constitu-
cional de un Estado de la República. El artículo 116 de la
Constitución General de la República, establece los pará-
metros a través de los cuales tendrán que darse estas refor-
mas constitucionales locales.

El dice que serán las controversias o las acciones de in-
constitucionalidad, yo creo que esta Asamblea, en esta
Asamblea debemos de debatir sobre el sentido y sobre la
constitucionalidad de las reformas que en las constitucio-
nes locales se den.

Así es que lo otro, pues lo otro son ocurrencias de venir a
hablar de cuestiones del Distrito Federal, también lo del
Distrito Federal lo tenemos que debatir aquí si es necesa-
rio, porque es del interés de todos los mexicanos.

Así es que don Eduardo Andrade, aquí le dejo la Constitu-
ción para que la consulte, es usted un constitucionalista un
poco extraviado todavía.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Tiene la palabra el diputado Vaca del grupo parlamentario
de Acción Nacional, hasta por cinco minutos.

El diputado José Sergio Rodolfo Vaca Betancourt 
Bretón: 

Con su permiso, señora Presidenta:

En primer lugar, aclaro que aquí no estamos tratando de le-
gislar para el estado de Veracruz; lo impediría, jamás vota-
ríamos a favor de eso. Sin embargo, leí hace menos de dos
semanas unas declaraciones del gobernador Miguel Ale-
mán, donde pide que se audite al Gobierno Federal por par-
te de los titulares del Poder Ejecutivo en cada entidad fe-
derativa. Me gustaría saber qué opinan los diputados
federales del PRI de semejante disparate.

Por otro lado y en cuanto a lo que han dicho los otros dipu-
tados panistas y perredistas sobre el costo de dividir las
elecciones para el 2004 y hablo del costo económico, no
del costo político, porque ése de antemano ya sabemos que
lo va a pagar el PRI; el plebiscito inútil del año pasado pa-
ra el Tají y otras cosas que no eran de suma importancia, le
costó al pueblo de Veracruz, no al licenciado Miguel Ale-
mán, nada más 134 millones de pesos. 

Por último, en lo que hace a que no fluyen los recursos fe-
derales a la actual administración veracruzana, un dato que
se puede constatar en la Comisión de Vigilancia de esta so-
beranía, por un mal ejercicio de Pafet gracias a la adminis-
tración de Vicente Fox, ahora hay una normatividad rígida
que obliga a comprobar la buena aplicación de esos recur-
sos federales de 39 millones 858 mil pesos que tuvo a su
disposición el que no tiene dinero Miguel Alemán en Vera-
cruz para gastar, acaba de devolver 11 millones 590 mil pe-
sos a la Tesorería de la Federación.

Concluyo, es más fácil pedir la semana próxima, como ya
viene un cuarto préstamo de 500 millones de pesos, que
aplicar las normas federales y demostrar en qué se gastan
11 millones y fracción. 

Gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Gracias, diputado. 

Tiene la palabra el diputado del Río Virgen, hasta por cin-
co minutos. 

El diputado José Manuel del Río Virgen:

Con su permiso, señora Presidenta:

A mis compañeros legisladores veracruzanos que han ve-
nido a argumentar aquí que la reforma estatal que se va a
efectuar en Veracruz solamente se debe discutir en Vera-
cruz, les quiero decir respetuosamente que en ninguna par-
te de la Constitución prohibe que discutamos estos asuntos
que son de los mexicanos y que son de los veracruzanos.
Aquí es la asamblea nacional, por tal motivo tenemos toda
la autoridad y tenemos todo el interés como veracruzanos
y como legisladores definitivamente, de discutir un tema
que nos afecta a todos los veracruzanos y que también va a
afectar a todos los mexicanos por lo siguiente:
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Porque esta contrarreforma no es un referente democrático,
es solamente un posicionamiento partidista que solamente
beneficia a una corriente política. El fondo del asunto no es
la división de las elecciones de 2004, ésa es la justificación
para llevar a la Constitución local a una contrarreforma que
de sentar precedente en Veracruz, inauguraría la posibili-
dad de reformar la Constitución a capricho.

Si Veracruz tuvo hace más de un año que según sabemos la
reforma se la dieron, le dimos una nueva Constitución, se
dio Veracruz una nueva Constitución, se le dio un nuevo
rostro constitucional. ¿Por qué ahora, de cara a los proce-
sos de 2004 se quiere hacer una reforma que se argumenta,
que es por el bien de los veracruzanos, cuando va a costar
un mundo de dinero que no tenemos los veracruzanos?

Quiero someterme al comentario del diputado Sergio Vaca
Betancourt. Endeudar al estado para tener dinero para ir a
una contrarreforma de carácter electoral y estatal, no le sirve
ni al gobernador del estado ni a los políticos veracruzanos
y muchísimo menos le sirve al pueblo de Veracruz. 

Por supuesto que les quiero decir que esta reforma como
aquí se ha comentado, tiene intereses muy particulares;
tiene intereses muy especiales. Pero no podemos permitir
por ningún motivo, compañeras y compañeros, que no de-
batamos este asunto que es de carácter nacional, que es de
carácter de interés nacional, porque simple y sencillamen-
te nosotros no podemos permitir que como se tiene la ma-
yoría en un congreso, inmediatamente se arrastren a los de-
más legisladores. 

Por otro lado, compañeras y compañeros, el costo de las elec-
ciones del 2003 va a ser un costo inmenso —decía yo —,
5 mil millones de pesos. Las reformas divididas van a ser
un costo inmenso. Decía yo que ese dinero lo necesitamos
para atender la pobreza galopante que avanza por todo el
estado de Veracruz y que no lo ven y que no la sienten los
gobernantes que están ahora en el poder.

Nosotros creemos que es muy importante y es verdadera-
mente urgente que todo ese dinero que se va a pedir pres-
tado por parte del Gobierno del Estado, que son 500 millo-
nes, que todo lo que podamos ahorrar en el estado de
Veracruz, se vaya directamente al campo veracruzano; se
vaya directamente a los programas de la pobreza que tienen
subsumido al estado de Veracruz, uno de los estados que
tiene un nivel histórico de analfabetas e histórico también
en pobreza extrema. 

Ustedes, compañeras y compañeros, sabemos que no es
el mejor momento para hacer una contrarreforma que,
insisto, esa contrarreforma no tiene más que un solo in-
terés. De todos modos no va a aplicar para quien se la
está dirigiendo. 

Gracias. 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Esta Presidencia informa que están registrados los diputa-
dos: Herviz Reyes, del grupo parlamentario del PRD, Apu-
leyo Viniegra Orta, del grupo parlamentario del PAN y
Eduardo Andrade, del grupo parlamentario del PRI.

Al término de estas intervenciones consultaré con la Asam-
blea si está suficientemente discutido. 

Tiene la palabra el diputado Arturo Herviz Reyes, hasta por
cinco minutos. 

El diputado Arturo Herviz Reyes: 

Con su permiso, señora Presidenta: 

Efectivamente la democracia cuesta y cuando se llevan a
cabo plebiscitos, por los gobiernos que sean, damos la par-
ticipación directa a los ciudadanos; es un costo, pero esto
fortalece la transición democrática en México.

Lo que no puede fortalecer la transición democrática en
México son las contrarreformas; eso queda muy claro y en
este sentido lo que se está haciendo es una contrarreforma.

Reconocemos la postura del grupo parlamentario del PRI
de que dice: es un asunto de los veracruzamos. Pero claro,
estamos aquí en la Cámara de Diputados, una Asamblea
nacional y aquí tenemos obviamente que atender los asun-
tos regionales.

Por eso el Partido de la Revolución Democrática se pro-
nuncia enérgicamente en contra de la contrarreforma pre-
sentada por el grupo parlamentario del PRI en Veracruz.

Se argumentan los recursos y se alude falta de recursos fe-
derales y también se aluden préstamos del gobierno estatal.
Bueno, creo que tanto se ha dicho de los recursos en Vera-
cruz que ahora sabemos las deudas que tiene el Estado,
casi por 3 mil millones de pesos y préstamos que están so-
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licitando por 500 y bueno creo que esto nos muestra que las
cosas no van muy bien.

Se ha dicho que los recursos a Veracruz no han llegado en
el área de educación y los recursos federales del campo
tampoco han llegado. Eso argumenta el Gobierno del es-
tado.

Sin embargo, aquí se argumenta que los recursos no han
llegado suficientes. Habría que pedir a la entidad superior
de fiscalización de la Cámara que también revise este asun-
to porque en educación, en Veracruz, se dice que no llega
el presupuesto, que están pidiendo préstamos, pero tam-
bién el mismo Secretario de Educación en Veracruz dice
que tiene 5 mil aviadores; textualmente así lo dijo, 5 mil
aviadores en Veracruz, que son maestros con plazas. Ima-
gínense nada más que fuera una plaza de 5 mil pesos, por
5 mil, son 5 mil millones de pesos mensuales que creo que
resolvería también muchos asuntos.

Creo que aprovecharíamos este espacio para pedir precisa-
mente la intervención de la entidad superior de fiscaliza-
ción de la Cámara y revise los recursos federales, pero tam-
bién revise los recursos del estado.

Termino sólo con un exhorto a Miguel Alemán, goberna-
dor del estado de Veracruz, para que reflexione en su en-
cargo y que esta contrarreforma sea retirada. Hay rechazo
por todos lados, hay rechazo popular incluso; no es una si-
tuación meramente de los diputados de oposición aquí sino
es un rechazo popular.

Esperamos que no continúen con esta contrarreforma. Sa-
bemos que no les da para la reforma constitucional. Tienen
27 diputados; necesitan 30, no les da. Sabemos que pueden
buscar los mecanismos para que les dé. Ojalá, ojalá y esta
contrarreforma se retire y sigamos caminando en Veracruz
de alguna manera, para bien de todos. 

Muchas gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, diputado. 

Tiene la palabra el diputado Apuleyo Viniegra.

El diputado Apuleyo Viniegra Orta: 

Con su permiso, señora Presidenta:

Como diputado federal de Veracruz es imposible quedarse
callado ante algo que quieren tapar con el dedo algunos
compañeros legisladores, que no es posible que sigamos
jugando y engañando a los veracruzanos.

Ese dinero que el señor Alemán quiere gastarse en dividir
esas elecciones, que aproximadamente pueden ser alrede-
dor de 350 millones de pesos, sean aprovechados para po-
der regresar a más de 250 mil veracruzanos que están en la
frontera de Tamaulipas, a más de 100 mil veracruzanos que
están en Chihuahua, incluso les llaman ya: "Guarochos": y
a más de 25 mil veracruzanos, paisanos mexicanos que es-
tán en el estado de Wisconsin, tratando de luchar por la fal-
ta de oportunidades que tiene nuestro estado. 

Sé que va a terminar el señor Andrade esta parte; pero tam-
bién quiero decirle al señor Manterola, con mucho respeto,
un servidor también es diputado federal plurinominal, pero
también tengo el mismo derecho y las mismas obligaciones
que cualquier otro compañero que haya llegado a estos 500
curules de esta Cámara Federal. 

Lo único que les digo a los compañeros priístas, también
con mucho respeto, que como personas Acción Nacional
siempre los ha respetado; pero como funcionarios públicos,
como representantes de la sociedad, merecen ser castiga-
dos, merecen ser señalados, por qué no decirlo de esa ma-
nera.

Y si no tiene miedo el señor Alemán en el año 2004, que
deje las cosas como están en Veracruz porque en Veracruz
el PRI ya no existe.

Muchas gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, diputado.

Tiene la palabra el diputado Eduardo Andrade, hasta por
cinco minutos.

El diputado Justino Eduardo Andrade Sánchez: 

Con su permiso, señora Presidenta:

Si el PRI ya no existe ¿qué tanto les preocupa? ¿Eh? Dicen
que hay temor, yo más bien veo temores en otro lado. ¿De
dónde va a salir un temor del PRI si apenas el domingo pa-
sado en Coahuila obtuvimos un importante triunfo electo-
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ral y en Nayarit antes y los que siguen? Así es de que de-
jemos que en cada lugar la gente resuelva.

Señora Presidenta, yo quisiera pedirle que la Secretaría, en
sólo un minuto, leyera la fracción IV del artículo 116.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Proceda la Secretaría dar lectura a la fracción IV del artículo
116.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

De la Constitución Política.

Fracción IV del artículo 116...

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Lea el encabezado del artículo 116.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

El poder público de los estados se dividirá para su ejercicio
en Ejecutivo, Legislativo y Judicial y no podrán reunirse
dos o más de estos poderes en una sola persona o corpora-
ción ni depositarse el Legislativo en un solo individuo. Los
poderes de los estados se organizarán conforme a la Cons-
titución de cada uno de ellos con sujeción a las siguientes
normas:

Fracción IV: las constituciones y leyes de los estados en
materia electoral garantizarán que:

a) Las elecciones de los gobernadores de los estados, de los
miembros de las legislaturas locales y de los integrantes de
los ayuntamientos, se realicen mediante sufragio universal
libre, secreto y directo.

b) En el ejercicio de la función electoral a cargo de las au-
toridades electorales, sean principios rectores los de legali-
dad, imparcialidad, objetividad, certeza e independencia.

c) Las autoridades que tengan a su cargo la organización de
las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las con-
troversias en la materia, gocen de autonomía en su funcio-
namiento e independencia en sus decisiones.

d) Se establezca un sistema de medios de impugnación pa-
ra que todos los actos y resoluciones electorales se sujeten
invariablemente al principio de legalidad.

e) Se fijen los plazos convenientes para el desahogo de to-
das las instancias impugnativas tomando en cuenta el prin-
cipio de definitividad de las etapas de los procesos electo-
rales.

f) De acuerdo con las disponibilidades presupuestales, los
partidos políticos reciban en forma equitativa financia-
miento público para su sostenimiento y cuenten durante los
procesos electorales con apoyos para sus actividades ten-
dientes a la obtención del sufragio universal.

g) Se propicien condiciones de equidad para el acceso de
los partidos políticos a los medios de comunicación social.

h) Se fijen los criterios para determinar los límites a las
erogaciones de los partidos políticos en sus campañas elec-
torales así como los montos máximos que tengan las apor-
taciones pecuniarias de sus simpatizantes y los procedi-
mientos para el control y vigilancia del origen y uso de
todos los recursos con que cuenten los partidos políticos.
Se establezcan, asimismo, las sanciones por incumplimien-
to a las disposiciones que se expidan en estas materias.

i) Se tipifiquen los delitos y determinen las faltas en mate-
ria electoral, así como las sanciones que por ellos deban
imponerse.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor Secretario.

Continúe diputado Andrade.

El diputado Justino Eduardo Andrade Sánchez: 

Muchas gracias, Presidenta. 

Qué bueno que dejó aquí la Constitución el diputado Bar-
bosa, porque nos permitió constatar que en ningún lado se
menciona ninguna regulación sobre fechas de elección.

Y les recuerdo a mis compañeros que no es un problema de
que nos esté prohibido o no un determinado asunto, sino
que en un régimen jurídico como el nuestro lo que no nos
está expresamente atribuido no lo podemos hacer. La
Constitución en su artículo 124 dice claramente que las fa-
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cultades que no están expresamente concebidas a los fun-
cionarios federales se entenderán reservadas a los estados.

Les recuerdo también que el término asamblea nacional es
un término que se aplica a los países de régimen unitario
central tipo Francia. Ahí hay asambleas nacionales que son
el Poder Legislativo de todo el Estado unitario. Es impor-
tante que nosotros somos un Estado federal, tenemos un
Congreso federal integrado por dos cámaras y hay congre-
sos locales que resuelven estos asuntos.

Quiero precisar el siguiente hecho: la Federación, el Go-
bierno Federal por mejor decir le debe al estado de Vera-
cruz 3 mil 500 millones de pesos por incumplimiento de
los convenios en materia de educación que el gobierno lo-
cal está procediendo a reclamar por las vías judiciales co-
rrespondientes. Le ha dejado de asignar al estado de Vera-
cruz 400 millones de pesos en materia de salud,
incumpliendo las obligaciones que tiene el Gobierno Fede-
ral.

El Gobierno del Estado de Veracruz está solicitando, para
reestructurar un adeudo anterior con Banobras, y eso lo sa-
ben bien los diputados veracruzanos, un empréstito que
permita la reconducción de esa deuda a plazos y tasas mu-
cho más aceptables que las que se tienen ahora, en benefi-
cio de las finanzas veracruzanas.

Y si hay necesidad de hacer algunas devoluciones es por-
que la rigidez de las normas federales establecidas por la
Secretaría de Hacienda, impiden que como es debido se
usen los recursos que en ocasiones están para las obras du-
rante un año, cuando éstas no se han podido terminar por-
que los asignaron tardíamente las propias autoridades fede-
rales y deberían usarse para la continuación de la obra, les
piden burocráticamente que los devuelvan para luego su-
puestamente darles la vuelta y regresarlos con una absolu-
ta ineficiencia en el manejo de los recursos federales.

Y además, por último, no podemos nosotros, por Dios por
favor a quién se le ocurre decir que aquí vamos a determi-
nar el sentido y la constitucionalidad de una reforma de ca-
rácter local. También les recuerdo que hay un Poder Judi-
cial de la Federación que tiene atribuida esa facultad.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Diputado Andrade...

El diputado Justino Eduardo Andrade Sánchez: 

Es todo Presidenta. 

Muchas gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

El diputado Vaca quería formular una pregunta.

Ha concluido el orador, diputado Vaca.

El diputado Barbosa ha solicitado hacer uso de la palabra
para contestar alusiones personales.

Diputado del Río: terminando la intervención del diputado
Barbosa para alusiones y únicamente en el caso de que al-
gún otro diputado la volviese a solicitar para contestar alu-
siones, esta Presidencia someterá si el tema está suficiente-
mente discutido.

El diputado Luis Miguel Gerónimo Barbosa Huerta: 

Gracias.

El diputado que me antecedió...

¡El diputado Eduardo Andrade!

El diputado Eduardo Andrade Sánchez que me antecedió
en el uso de la palabra, y también aludo al diputado Carlos
Ramírez Marín por si quiere, pidió la lectura de una parte
del artículo 116 constitucional. Y efectivamente se refiere
a los principios que toda reforma electoral en los estados
deben de contener.

Aquí nadie ha argumentado que somos competentes para
legislar sobre reformas constitucionales en las entidades
federativas. No sé si el aludido Eduardo Andrade así lo ha-
ya entendido o qué ha pasado con esto. Ni estamos aquí
analizando la constitucionalidad, estamos reclamando el
derecho de esta asamblea nacional, aunque técnicamente
refiera que no tenga ese carácter, esta reunión de represen-
tantes de la nación es una asamblea nacional, ¿o no es así?,
para poder referirnos a los hechos que son del interés de los
ciudadanos de las entidades de la República. Y en esto
también hay elementos relacionados con los recursos que
la Federación debe al estado de Veracruz.
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Y yo creo que debiera ser un compromiso el de los vera-
cruzanos, tratar de ahorrar o tratar de no hacer gastar los re-
cursos de su estado. Y yo lo refiero, porque tal parece que
hay legisladores veracruzanos que reciben en sus oficinas
más de 500 mil pesos mensuales para gastos de no sé qué
naturaleza. Los recibos los di a conocer y están en nuestro
poder, a otro que aludo para que suba aquí y lo diga, al di-
putado Vaca. Así es que si vamos aclarándonos cosas, acla-
rémonos todas, constitucionales o no constitucionales.

Gracias.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias.

Le ruego a la Secretaría consulte a la Asamblea en votación
económica, si se considera suficientemente discutido.

El diputado Manuel del Río Virgen (desde su curul): 

Señora Presidenta, había pedido el uso de la palabra.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Sí diputado Del Río, efectivamente había solicitado usted
el uso de la palabra, pero previamente a ello, dado que ya
había usted hecho uso de la palabra, anuncié que terminan-
do la intervención del diputado Andrade iba a consultar
con la Asamblea si ya estaba suficientemente discutido.

El diputado José Manuel del Río Virgen
(desde su curul): 

Señora Presidenta, insistiría en hacer uso de la palabra en
base a la Ley Orgánica, por lo siguiente. Varios diputados
hicieron uso de la palabra en dos o en tres ocasiones.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Efectivamente diputado, usted ya hizo uso de la palabra en
dos ocasiones. Le ruego aprecie usted que hay un trámite
en curso.

El diputado José Manuel del Río Virgen 
(desde su curul):

Apreciaría que me diera el uso de la palabra.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Continúe diputado Secretario.

El secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se pregunta a la Asamblea si se considera suficiente dis-
cutido el punto de acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Suficientemente discutido.

Túrnese el punto de acuerdo a la Comisión de Gober-
nación y Seguridad Pública.

MANUEL DE JESUS CLOUTHIER DEL RINCON

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

El siguiente punto del orden del día es Efemérides, para
ello tiene la palabra la diputada Lizbeth Medina Rodríguez,
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, para
referirse al aniversario luctuoso del ingeniero Manuel de
Jesús Clouthier. 

La diputada Lizbeth Evelia Medina Rodríguez:

Con su permiso, señora Presidenta; compañeras y compa-
ñeros diputados: 

Una sociedad democrática, de justicia y libertad está na-
ciendo en las plazas y en las calles del país, en las ciudades
y en el campo, en la riquísima intimidad de la conciencia y
en la libre discusión de los hogares. ¡En esas condiciones
la victoria es nuestra! Así sentenciaba Manuel de Jesús
Clouthier del Rincón, “El Maquío”, a un régimen de go-
bierno condenado a desaparecer por la voluntad ciudadana. 
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Sin lugar a dudas, Manuel J. Clouthier fue un hombre de
compromiso, un hombre de ideales y de profundo amor a
México, pero sobre todo fue un hombre de acción, de Ac-
ción Nacional. Es por eso que para mí es un honor recor -
dar desde esta alta tribuna de la nación a uno de los per-
sonajes emblemáticos de la lucha democrática por un
México mejor.

Como padre, el ingeniero Clouthier fundó una numerosa
familia en su natal Culiacán, con su inseparable esposa, se-
ñora Leticia Carrillo, quien además fue su siempre presen-
te compañera en la cruzada democrática que encabezó.

En su trayectoria empresarial abocado a la agricultura en el
valle de Culiacán, creó agroindustrias donde el centro de la
empresa no fuese el capital sino el respeto y el mejora-
miento de la calidad de vida de los trabajadores.

En lo político este gran hombre comenzó a hacer historia
en la lucha democrática como candidato de Acción Nacio-
nal a la gubernatura de Sinaloa en 1986; sin embargo, ese
noviembre de 1987 frente a un entorno complejo del país
que la Convención Nacional del Partido Acción Nacional
lo eligió como candidato a la Presidencia de la República y
fue en esa larga marcha donde realizó una siembra que só-
lo rendiría frutos 12 años más tarde.

El itinerario del Maquio cubrió toda la geografía nacional,
su discurso fue el mensaje de Acción Nacional; en Campe-
che auguró que la democracia tiene un costo y hay que co-
rrer los riesgos por ella, crecerse ante los problemas con
dignidad.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Diputada, permítame un segundo. 

Le ruego a nuestros compañeros diputados que nos hagan
el favor de poner atención a la oradora y tomar asiento en
sus curules. 

Continúe diputada. 

La diputada Lizbeth Evelia Medina Rodríguez: 

Mientras que en Puebla amenazaba que nuestra lucha pasa
por el proceso electoral pero no se agota en él, por eso, si
se comete un nuevo fraude contra el pueblo, no reconoce-
remos como legítimas a las autoridades que surjan y sin
violencia ni sumisión haremos resistencia civil activa.

Así, se emprendieron acciones de resistencia civil pacífica
y se empalmaron eventos con la campaña del abanderado
oficial para presionar al régimen existente a liberar a los
medios a todos los partidos. Clouthier convocó también a
eventos vivos y alegres como las caravanas en la Ciudad de
México.

En un manifiesto a la nación leído por Clouthier se dice:
"que no nos detenga la pereza, que no nos retrase el temor,
que no nos confunda en la mentira y desinformación, sin
odio y sin violencia ya estamos cambiando a México". Las
ideas del sinaloense fueron proféticas, el inicio del proceso
de transformación del sistema político mexicano se estaba
dando.

El 16 de noviembre de 1988 el Partido Acción Nacional hi-
zo público un documento denominado Compromiso Na-
cional por la Legalidad y la Democracia, en él se proponía
nuevo gobierno, crear condiciones que permitieran la de-
mocracia en México.

El gobierno electo respondió invitando a un diálogo direc-
to donde parte de la agenda de la entrevista fue la ausencia
de un verdadero federalismo y la necesidad de una Refor-
ma del Estado que iniciaría con una nueva Ley Electoral. 

El 15 de diciembre del mismo año, el abanderado panista
exigió que se convocara a un periodo de sesiones extraor-
dinarias al Congreso de la Unión para iniciar el debate so-
bre la reforma electoral.

El 22 de diciembre el gobierno anunció el inicio de con-
sultas públicas que culminarían en una iniciativa de ley pa-
ra reformar la materia electoral.

A principios de 1989 el Partido Acción Nacional dio a co-
nocer la integración de un gabinete alterno encabezado por
el ingeniero Clouthier con el fin de observar detenidamen-
te la instrumentación de las políticas públicas del nuevo
gobierno, trinchera desde donde aportó soluciones viables
a los problemas de México.

El domingo 1o. de octubre de 1989 en un accidente auto-
movilístico en la carretera México-Nogales fallece Manuel
Clouthier. El país entero se consternó por su fallecimiento,
por la ausencia de un luchador de la democracia, cuyo es-
fuerzo por ampliar los espacios de libertad fue su meta per-
sonal, tanto como representante de agricultores como de
empresarios.



En la lucha política su vida fue un ejemplo para aquellos
que continuaron su esfuerzo.

Su paso por la política duró acaso sólo un suspiro, pero fue
suficiente para avivar ferozmente la llama de la inquietud del
cambio democrático en cientos de jóvenes panistas o no.

Quisiera concluir citando algunas palabras de don Manuel
J. Clouthier. "Mis amigos, mi lucha es contra la ignorancia,
la pobreza y la injusticia; esto mis amigos va a cambiar, lu-
cha en las trincheras que te dé la gana porque México va a
cambiar contigo, contra ti o a pesar de ti, esto mis amigos
ya no lo detiene nadie".

El diputado Pedro Miguel Rosaldo Salazar 
(desde su curul):

Señora Presidenta, solicito un minuto de silencio en honor
del ingeniero Clouthier.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Esta Presidencia recibe la solicitud del diputado Rosaldo
en torno a que se haga un minuto de silencio en memoria
del señor Clouthier. No tenemos ningún empacho en acep-
tarlo y les ruego ponerse de pie para guardar un minuto de
silencio.

(Se guarda un minuto de silencio.)

Muchas gracias.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Se han agotado los asuntos en cartera, señora Presidenta. 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Dé lectura al orden del día.

ORDEN DEL DIA

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

«Primer Periodo de Sesiones Ordinarias.— Tercer Año.—
LVIII Legislatura.

Orden del día 

Martes 8 de octubre de 2002.

Acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

El Congreso del Estado de Michoacán, invita a la ceremo-
nia que con motivo del CLXXXVIII aniversario de la Ex-
pedición del Decreto Constitucional para la Libertad de la
América Latina, que tendrá lugar el día 22 de octubre a las
9:00 horas, en la explanada del palacio municipal del ho-
norable ayuntamiento de Apatzingán de la Constitución,
Michoacán.

Oficios de la Secretaría de Gobernación

Tres por los que se solicita el permiso constitucional nece-
sario para que los ciudadanos Luis Ernesto Derbez Bautis-
ta, Rodolfo Elizondo Torres y José Armando Tamayo Ca-
sillas, puedan aceptar y usar las condecoraciones que les
confiere el Gobierno de la República Federativa de Brasil.
(Turno a comisión.)

Minuta

Proyecto de decreto que reforma los artículos 73, 76, 89,
108, 109, 111 y 122 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, para los efectos del inciso d del
artículo 72 de la Constitución.

Y los demás asuntos con los que la Mesa Directiva dé
cuenta.»

CLAUSURA Y CITATORIO

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel
(16:55 horas):

Se levanta la sesión y se cita para la que tendrá lugar el
próximo martes 8 de octubre a las 10:00 horas. 
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración: 5 horas 30 minutos.
• Quórum a la apertura de sesión: 283 diputados.
• Asistencia al cierre de registro: 413 diputados.
• Diputado que se reincorpora: 1.
• Acuerdos de la Junta de Coordinación Política aprobados: 1.
• Excitativas a comisiones: 3.
• Efemérides: 1.
• Proposiciones con punto de acuerdo: 13.
• Puntos de acuerdo aprobados: 1.
• Oradores en tribuna: 47.
PRI-10; PAN-12; PRD-14; PVEM-4; PT-3; PSN-1; CDPPN-3.

Se recibió:

• 4 comunicaciones de los congreso de los estados de Morelos, Sonora, Tlaxcala;

• 1 comunicación de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal;

• 2 comunicaciones de la Junta de Coordinación Política en relación con cambios en la integración
de comisiones legislativas;

• 1 oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

• 2 oficios de la Secretaría de Gobernación con el que remite copias de oficios en relación con pun-
tos de acuerdo aprobados;

• 3 oficios de la Secretaría de Gobernación con los que se solicitan permisos constitucionales para
que igual número de ciudadanos puedan aceptar y usar condecoraciones que les confieren gobiernos
extranjeros, respectivamente;

• 2 iniciativas del PRI;

• 3 iniciativas del PAN;

• 1 iniciativa del PVEM

Se aprobó:

• 1 dictamen de las Comisiones Unidas de Comunicaciones y de Transportes, con punto de acuerdo
para que el municipio de San Martín Texmelucan, sea integrado al proyecto carretero de Gran Vi-
sión del estado de Puebla.
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• Amador Leal, Narciso Alberto (PRI). . . . . . . . . . . . . 

• Andrade Sánchez, Justino Eduardo (PRI). . . . . . . . . . 

• Barbosa Huerta, Luis Miguel Gerónimo (PRD). . . . . 

• Bacilio Sotelo, Norma Enriqueta (PRI). . . . . . . . . . . . 

• Bortolini Castillo, Miguel (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Bortolini Castillo, Miguel (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Cobo Terrazas, Diego (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Cobo Terrazas, Diego (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Chozas y Chozas, Olga Patricia (PVEM). . . . . . . . . . 

• Del Río Virgen, José Manuel (CDPPN). . . . . . . . . . . 

• Del Río Virgen, José Manuel (CDPPN). . . . . . . . . . . 

• Flores Chávez, Francisco Javier (PAN). . . . . . . . . . . . 

• Flores Velásquez, Olga Haydee (PRI). . . . . . . . . . . . . 

• García Dávila, Víctor Antonio (PT). . . . . . . . . . . . . . 

• Gómez Villanueva, Augusto (PRI). . . . . . . . . . . . . . . 

• Hernández Raigosa, Alfredo (PRD). . . . . . . . . . . . . . 

• Hernández Raigosa, Alfredo (PRD). . . . . . . . . . . . . . 

• Hernández Raigosa, Alfredo (PRD). . . . . . . . . . . . . . 

• Herviz Reyes, Arturo (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

• Hinojosa Aguerrevere, Diego Alonso (PAN). . . . . . . .

• León Castañeda, José Gaudencio Víctor (PAN). . . . . 

Estado de Puebla: 130

Estado de Veracruz: 183, 187

Estado de Veracruz: 184, 189

Ana Gabriela Guevara Espinosa: 165

Estado de Puebla: 129

Norma Oficial Mexicana 029: 142

Ley Federal para la Expedición de Pasa-
portes y Documentos de Identificación y
Acreditación de Nacionalidad: 57

Golfo de California: 158

Ana Gabriela Guevara Espinosa: 167

Estado de Veracruz: 147

Estado de Veracruz: 178, 185

Ferrocarriles Nacionales: 154

Código Civil Federal: 41

IPAB: 171

Reglamento Interior y de Debates de la
Cámara de Diputados: 65

Gas Licuado: 132

Talleres Gráficos de la Nación: 157

Fiscalía Especial de los Crímenes Come-
tidos en el Pasado: 169

Estado de Veracruz: 177, 182, 186

Procesos Electorales: 48

Estado de Puebla: 130

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )
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• León Morales, Ramón (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• López Sandoval, José de Jesús (PAN). . . . . . . . . . . . . 

• Manterola Sáinz, Pedro (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Martínez Cruz, Miguel Angel (PAN). . . . . . . . . . . . . 

• Medina Rodríguez, Lizbeth Evelia (PAN). . . . . . . . . . 

• Orozco Garza, Manuel Wistano (PAN). . . . . . . . . . . . 

• Padilla Silva, Clemente (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Peredo Aguilar, Rosalía (PT). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Peredo Aguilar, Rosalía (PT). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Piñeyro Arias, Antonia Irma (PRI). . . . . . . . . . . . . . . 

• Riojas Santana, Norma Patricia (PSN). . . . . . . . . . . . 

• Romero Aceves, Rigoberto (PAN). . . . . . . . . . . . . . . 

• Rosaldo Salazar, Pedro Miguel (PRD). . . . . . . . . . . . 

• Salazar González, Concepción (PVEM). . . . . . . . . . . 

• Sepúlveda Fayad, Juan Manuel (PRI). . . . . . . . . . . . . 

• Tapia Medina, María del Rosario (PRD). . . . . . . . . . . 

• Torres Mercado, Tomás (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Vaca Betancourt Bretón, José Sergio 
Rodolfo (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Viniegra Orta, Apuleyo (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . .

Educación: 144

Artículo 97 Constitucional: 103

Estado de Veracruz: 176, 179

Ley de Amparo: 115

Manuel de Jesús Clouthier del Rincón:
190

Estado de Veracruz: 184

Ana Gabriela Guevara Espinosa: 167

Estado de Tlaxcala: 164

Sector pesquero: 174

Derechos y cultura indígenas: 172

Código Penal Federal: 138

Norma Oficial Mexicana 029: 144

Estado de Veracruz: 182

Norma Oficial Mexicana 029: 143

Amigos de Fox: 150

Movimiento Estudiantil de 1968: 136

Ana Gabriela Guevara Espinosa: 168

Estado de Veracruz: 175, 185

Estado de Veracruz: 187


